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DOS PALABRAS 



Comienzo este prólogo el día en que termina de imprimirse 
la obra; y que por una rara coincidencia, es el aniversario de 
aquel en que hace cuarenta años, tomaba posesión de estrados, 
prestando juramento como abogado ante el Tribunal Superior 
<le Justicia de la Provincia de Buenos Aires. 

Traigo este recuerdo á las páginas de este libro, con el ol>- 
jeto de que los lectores que no me conocen, comprendan que 
he puesto en este trabajo todo el caudal de conocimiento y de ex- 
periencia que he adquirido, en el estudio de esta materia, en 
tan largo lapso de tiempo, ya sea en el desempeño de altos 
puestos en la magistratura de la Nación y de lUienos Aires, 
ja sea en el ejercicio de mi propia profesión. 

Cuando me trasladé á Europa, á principios del año anterior, 
llevaba el propósito de dedicarme especialmente á satisfacer un 
afectuoso pedido de mi ilustrado amigo, el entonces ^linistro de 
Justicia é Instrucción Pública, Dr. Federico Pinedo. 

Independientemente de una manifestación oficial, hecha en 
ima nota que me dirigió el 5 de Mayo de 1907, — al despedirme 
me reiteró su empeño de que, si mi salud me lo permitía, me 
•dedicase á estudiar, en las naciones que visitase en Europa, aque- 
lla parte de la legislación que más inmediata aplicación tuviese 
€n la República Argentina, en los ramos dependientes de su 
Departamento. 

Decidido á hacer un trabajo que estuviese á la altura del 
empeño manifestado jxjr aquel laborioso Ministro de Justicia, 



cuando me encontré en Londres, inmerecidamente obsequiado por 
los miembros de sus altos Tribunales, me incliné á hacer un 
estudio sobre los sistemas carcelarios europeos, convencido de 
que esta es una de las materias que más urgentes reformas re- 
clama en la República Argentina. 

Antes de abandonar á Buenos Aires, había publicado en esta 
Capital, una serie de artículos sosteniendo la necesidad de crear 
las Colonias Penitenciarias y las Cárceles Interprovinciales, aque- 
llas para los condenados á largas penas y los reincidentes, y 
éstas, para los presos de distintas provincias limítrofes, que ce- 
lebrasen acuerdos entre ellas para tener una cárcel común para 
los condenados á simples penas de prisión. 

Me asiste la convicción de que, la más efectiva de las corree- 
ciones de los criminales, se obtiene sacándolos del medio am- 
biente en que han vivido y donde han cometido sus delitos. 

Cuando visité en Inglaterra sus cárceles, sus presidios y sus 
penitenciarías, situadas fuera de los centros poblados, me en- 
tusiasmó la idea de hacer el trabajo que llevaba in mente al 
salir de la República. Sin embargo, muy pronto abandoné mi- 
propósito, sugestionado por las maravillas que observaba en el 
desenvolvimiento financiero, comercial y mercantil de las ciu-^ 
(lades inglesas que visitaba. 

Obligado, por motivos profesionales, á estar en contacto con* 
banqueros, miembros de Directorios de ferrocarriles y financistas, 
(le Londres, así como con jueces y abogados británicos, obtuve 
de ellos valiosísimos informes con respecto á la influencia que 
había ejercido sobre todo el Imperio de la Gran Bretaña, la li- 
bertad de asociación que, por primera vez en el mundo, había 
declarado la ley de 7 de Agosto de 1862, emancipando á las- 
sociedades anónimas comerciales de la autorización previa para 
constituirse que, hasta la fecha, necesitaban obtener del Parla- 
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mentó ó del Rey, según fuesen los objetos á que la conipañia 
se dedicase. 

Una de las cosas que más llamó mi atención, fué la pala- 
bra limited, puesta en una gran parte de las casas de comercio de 
Londres. 

Yo sabia que este era un requisito impuesto por las leyes in- 
glesas á las compañías de responsabilidad limitada; pero, cono- 
ciendo esas leyes sólo en su teoría y no en su aplicación práctica., 
nunca pensé que se formasen sociedades anónimas importantes, 
para todos los ramos del comercio y de la industria, por insigni- 
ñcantes que fuesen. 

En Londres se encuentran sociedades anónimas de sastrerías, 
de zapatería, de almacenes de todos los géneros, y, para que nada 
falte, hasta de carnicería y de otras substancias alimenticias. 

Allí se ha comprendido que la verdadera caja de ahorros de 
los pequeños capitalistas, de los industriales y de los obreros, 
son las acciones de las sociedades cooperativas ó anónimas, y, 
formándose al amparo de esos capitales acumulados grandes 
masas de dinero, la expansión de todas las industrias se multi- 
plica por el esfuerzo colectivo, con estímulo para el accionista 
y sin peligros para la sociedad. 

Inducido por las personas de alto mérito con quienes hablaba 
sobre este desarrollo prodigioso de las sociedades anónimas en 
la Gran Bretaña, abandoné mi pensamiento primitivo, compren- 
diendo que más interesaba á la República Argentina, en su ac- 
tual desenvolvimiento prodigioso, un estudio sobre aquellas so- 
ciedades, que otro sobre el régimen interno de las cárceles y 
penitenciarías. 

Cuando visité la Francia y pude convencerme de que el fe- 
nómeno se había producido en ese país en iguales proporcio- 
nes al de Inglaterra, después que la ley de 1867 suprimió la 
intervención del Gobierno en las sociedades anónimas, me ra- 
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tifiqué más, aun, en mi propósito de responder al encargo del 
Ministro Dr. Pinedo con mía monografía sobre las sociedades 
por acciones de responsabilidad limitada. 

Admirado ante el inmenso impulso de las ciudades alema- 
nas, y sobre todo del espectáculo que presentan las poblaciones 
del Rhin que ofrecen al viajero, como páginas escritas por los 
tiempos, las viejas construcciones medioevales al lado de los 
últimos modelos de la arquitectura moderna, mis convicciones 
de hacer este trabajo se robustecieron, cuando supe que esos 
prodigios se debían al esfuerzo de las sociedades anónimas na- 
cionales alemanas. 

Durante mi viaje recogí todos los informes que me fué po- 
sible obtener, é hice todos los apuntes que debieran servirme 
como notas, al redactar el trabajo. 

Este libro es el resultado de todas aquellas observaciones. 
. Cuando volví á la República Argentina, en el año corriente, 
hechos recientes, discusiones en los diarios, casos concretos traí- 
dos á mi estudio, buscando mi intervención en ellos como letra- 
do, me persuadieron de que este era el- momento de dar á la 
prensa mi libro, aprovechando que el Congreso Nacional, 
reunido en sesión, tiene á su estudio reformas proyectadas á al- 
gunos capítulos del Código de Comercio. 

Aunque yo soy el autor de la obra, creo que ella no me perte- 
nece moralmente, puesto que fué preparada para satisfacer el 
pedido oficial y amistoso del Ministro Dr. Federico Pinedo. 

Hoy él no ocupa la cartera de Justicia; pero los gobiernos son 
inmutables é impersonales, y, por tanto, antes de entregar al 
lector este libro, he debido anunciar su existencia al actual 
Ministro de Justicia Dr. Rómulo S. Naón, y solicitar su autoriza- 
ción para publicarlo por mi sola cuenta y bajo mi exclusiva 
responsabilidad. 
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Los documentos que van al lado de estas líneas, servirán de 
explicación de esos hechos. 

A la altura de la vida en que me encuentro, — después de haber 
hecho tan largo camino entre libros de jurisprudencia, presentan- 
do escritos en expedientes judiciales y fallando pleitos como 
miembro de las Supremas Cortes de Justicia de la Nación y de 
la Provincia de Buenos Aires,— creo tener el derecho de decir 
á los representantes del pueblo argentino en las Cámaras del 
Congreso: que harán obra buena y obra patriótica, procurando 
amoldar la legislación argentina sobre sociedades anónimas, á 
las actuales legislaciones de la Europa continental y de la Gran 
Bretaña, emancipándose de esos prejuicios que hemos heredado 
de nuestra raza latina, que ya ha abandonado la misma España, 
nuestra madre, y que nos hace creer que el Estado debe conti- 
nuar siendo el tutor de los intereses individuales y de los ca- 
pitales particulares. 

Para esa tarea acaso sirvan las observaciones que contienen 
las páginas de este libro, que publico sin otro propósito que el 
de contribuir al estudio de las mismas reformas C[ue propongo 
á nuestras leyes de fondo. 

Luis V. Várela. 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1908. 



ANTECEDENTES 



Buenos Aires, agosto 19 de 1908. 
Al señor Ministro de Justicia c Instrucción Pública, 

Doctor Rómulo S. Naón, 
Señor Ministro: 

Debe constar en los archivos de ese Ministerio, que, en Mayo 
de 1907, el antecesor de V. E., Dr. Federico Pinedo, me diri- 
gió una honrosísima nota, á nombre del señor Presidente de la 
República y en el suyo propio, con motivo del viaje que, en aque- 
lla fecha, hice á Europa por motivos de salud. 

En esa oportunidad se me pedia, invocando para ello mis an- 
tecedentes en la literatura jurídica, en los parlamentos y en la 
magistratura del país, y sobre todo mi patriotismo, que, á mi 
regreso, presentase á ese Ministerio el resultado de mis estudios 
y observaciones, **en iniciativas relativas á ese Departamento, te- 
niendo por objetivo el bien público". 

En la latitud de criterio que se me dejaba, me dediqué á estu- 
diar diversas instituciones oficiales ; pero, sorprendido por el 
prodigioso desarrollo que han tomado y siguen manteniendo los 
ferrocarriles, la navegación, el comercio y las industrias, al am- 
paro de la libertad de asociación de capitales, por medio de las 
compañías por acciones, dediqué mis investigaciones á esta ma- 
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teria, que ha sido objeto de tan radicales reformas en toda la 
Europa actual. 

Hoy vengo á llenar aquel cometido que se me confió, mani- 
festando á V. E. que he terminado la monografía que he escrito, 
impugnando la intervención del gobierno en la organización y 
en la marcha de las Sociedades Anónimas. 

De todas las observaciones que he hecho en mi viaje, estudian- 
do la antigua y la nueva legislación sobre tan importante asunto, 
en Inglaterra, Francia, Bélgica, Holanda, Alemania, Suiza, Italia, 
España y Portugal, á medida que visitaba estos países, nada llamó 
tanto mi atención como el prodigioso desenvolvimiento de sus 
industrias y comercio, por medio de estas asociaciones del capi- 
tal reunido en las sociedades por acciones, con responsabilida- 
des limitadas para el accionista. 

Averiguando la causa de esa expansión producida en los úl- 
timos años; recogidos informes en los centros financieros, en 
las oficinas de los Ministerios y en los Tribunales de Justicia, 
pude convencerme de que, el impulso comercial é industrial en 
la Gran Bretaña, como en el continente europeo, se había pro- 
ducido desde que Inglaterra y Francia promovieron la libertad 
de asociación, siuprimiendo de sus códigos y de sus leyes la inter- 
vención del Estado en la constitución de las sociedades anónimas, 
en su funcionamiento y en su personería jurídica. 

Al comparar las legislaciones de todos los países del mundo 
con las disposiciones de los Códigos Civil y Comercial de la 
República Argentina sobre esta materia, me he convencido de 
que, de ninguna manera correspondería mejor á los deseos ma- 
nifestados en la nota referida del señor Ministro Dr. Pinedo, 
que presentando á V. E. un trabajo que espero sirva para inspi- 
rar á los hombres de estado la reforma de algunos puntos de 
nuestras leyes de fondo. 
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En los últimos cuarenta y cinco años— ^lesde 1862 en que 
Inglaterra inició la reforma — las asociaciones fundadas por ac- 
cionistas, sin más responsabilidades que su aporte establecido 
al constituir las sociedades anónimas — el mayor desarroyo del 
crédito, del comercio, de la navegación, de la viabilidad, de las 
industrias, de los progresos y ornatos de las ciudades — todo, en 
fin, lo que es vida y acción, se debe al impulso que ha imi)uesto 
al mundo esta clase de sociedades. 

Y ese impulso se produce desde que las sociedades anónimas 
han perdido el carácter de privilegio, dependientes del soberano, 
que les atribuían las antiguas instituciones de la Europa, hasta 
la primera mitad del siglo xix. 

La República Argentina tiene necesidad, más que ningún 
otro país, de esas asociaciones que reúnen las economías de ri- 
cos y pobres .para formar los capitales indispensables para su 
completo desenvolvimiento. 

Ya no bastan el esfuerzo y la acción individuales ; y, por tan- 
to, estamos en el deber de armonizar nuestras leyes, con las exi- 
gencias de nuestra actual situación. 

Y, sin embargo, señor Ministro, mientras la Europa monár- 
quica y llena de los prejuicios de sus prerrogativas reales, ha 
suprimido la intervención de sus gobiernos en la organización 
y en la marcha de las sociedades por acciones, de res|x>nsabilida- 
des limitadas, dictando leyes que reglamentan su funciona- 
miento con garantías efectivas cuya custodia se confía á los mis- 
mos interesados y á los Tribunales de Justicia, la República 
Argentina, el Austria y el Principado de Monaco, son los únicos 
países que hoy exigen la autori::ación previa del gobierno para 
la constitución de las sociedades anónimas comerciales. La cxcc])- 
ción existe, en algimas partes, para los seguros sobre la vida. 

No es solo un sentimiento de patriotismo lo que me hace an- 
helar que mi país se incorpore al movimiento universa] que ha 
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producido tan benéfica reforma; es también la persuación íntima 
que tenii^o de que esa reforma, producirá inmediatamente los be- 
néficos resultados que he podido apreciar prácticamente, en mi 
reciente viaje (1907-1908) por la mayor parte del continente 
europeo y por la Gran Bretaña. 

Es verdad que algimas sociedades y asociaciones han sido 
objeto de disposiciones especiales y parciales en algunas partes, 
pero eso se debe á que, en el derecho moderno, ya no se con- 
funden en una sola legislación, todas aquellas agrupaciones de 
personas y de capital, que nuestro Código Civil involucra bajo 
la denominación genérica de personas jurídicas. 

Aunque en mi estudio, me ocupo de las distintas clases de 
sociedades y asociaciones que pueden tener, en el derecho de los 
bienes, el carácter de "personas jurídicas", no me parece que es- 
taría en su lugar, en este documento, tratar aquellas arduas 
cuestiones que las afectan y que, felizmente, ya han tenido so- 
lución en el viejo mundo. 

El objeto con que me dirijo á V. E., tiene un fundamento dis- 
tinto y sólo afecta un acto de carácter individual. 

El cometido que se me dio, invocaba mi "patriotismo", y, na- 
turalmente, era gratuito. Si la monografía que he escrito bajo 
el título de '*La intervención de los Gobiernos en las Sociedades 
Anónimas* fuese entregado á V. E. manuscrito, yo habría cumpli- 
do el honroso encargo, pero ella tendría que permanecer inédita 
hasta tanto se votasen fondos para su publicación, si es que 
el P. E. le encontrase mérito y oportunidad para hacerlo. 

Estas cuestiones, sin embargo, interesan tanto más al país 
— hoy que reclamamos para nuestro engrandecimiento todos los 
esfuerzos del hombre y del capital — cuanto que, en la República 
Argentina, no existe propiamente legislación especial para las 
sociedades anónimas, aun cuando figure en el Código de Co- 
mercio un capítulo con ese nombre. 
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El Código Civil, al ocuparse de las "personas juridicas" y de 
las "sociedades", tiene algunas reglas comunes, dentro de las (jue 
está incluida la autorización previa del gobierno para la consti- 
tución de ajgunas asociaciones y sociedades civiles. El Código 
de Comercio, en el capítulo II del título 3.", libro II, legisla es- 
pecialmente sobre sociedades anónimas, jiero sus disposiciones, 
que conservan la intervención gubernativa en la constitución y 
marcha de esas sociedades, no bastan para llenar las exigencias 
de la situación presente. 

Pruébalo suficientemente la reglamentación de aíiuellas leves 
de fondo, que se han creído obliga vlos á hacer, tanto el Poder 
Ejecutivo Nacional como los distintos gobiernos de provincia, 
en diversas épocas. 

El decreto nacional de 22 de Junio de 1893, creando el cuer- 
po de Inspectores de Sociedades Anónimas, fué el primer acto 
administrativo reglamentario del artículo 342 del Código de 
Comercio, que es el que autoriza la "fiscalización de las auto- 
ridades respectivas", cuando se trate de las "sociedades anóni- 
mas que exploten concesiones ó tuvieren en su favor cualquier 
privilegio**. 

Sin embargo, pocos meses después, otro decreto de 31 de No- 
viembre del mismo año, extendió las facultades de aquellos fun- 
cionarios, dependientes del P. E., á todas las sociedades por ac- 
ciones que funcionan en la capital de la República y en los Te- 
rritorios Federales. 

Esas disposiciones fueron modificadas y complementadas por 
el decreto de 30 de Abril de 1897, completado, á su vez, por el 
de 25 de Junio de 1905. 

Tres años después, en 23 de Mayo de 1898, el Presidente de 
la República, Dr. José E. Uriburu, presentaba al Congreso un 
proyecto de ley sobre sociedades anónimas, que no ha sido to- 
mado en consideración por las cámaras nacionales, pero que pue- 
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de considerarse una más correcta interpretación de nuestra le- 
gislación de fondo, en cuanto se refiere á la inspección del P. E., 
que la que contienen todos los decretos anteriores. Sólo se pro- 
pone allí la acción fiscalizadora del Gobierno á "requerimiento de 
accionistas que representen un cinco por ciento del capital rea- 
lizado'*, y dando inmediata intervención á los Jueces de Co- 
mercio, en los casos en que hubiera de retirarse alguna perso- 
nería jurídica. 

Uno de los primeros actos del malogrado Presidente de la Re- 
pública, Dr. Manuel Quintana, cuya preparación como juriscon- 
sulto era indiscutible, fué el nombramiento de una comisión de 
miembros del parlamento, para la "preparación, dentro de un pla- 
zo perentorio, de un proyecto de legislación especial'*, con el ob- 
jeto primordial de formular uno sobre constitución y funciona- 
miento de las sociedades anónimas. 

Era tanta la importancia que el Presidente Quintana atribuía 
á esos proyectos que, en una de las disposiciones de su decreto, 
establecía que ellos deberían "ser presentados al Poder Ejecu- 
tivo antes del i.** de Mayo de 1906." 

No obstante estas actitudes del Gobierno de la Nación para 
reformar y reglamentar nuestra legislación de fondo sobre so- 
ciedades anónimas, estamos todavía bajo el imperio de las dispo- 
siciones que regían en la vieja Europa, cuando estaba en vigor 
el Código Francés de 1807. País de libertad, de instituciones y 
de inmenso porvenir, la República Argentina necesita aprove- 
char los pequeños ahorros que se convierten en los grandes ca- 
pitales con que se fundan los bancos, se constniyen los ferro- 
carriles y se desarrollan todas las industrias, multiplicando las 
fuentes de la riqueza pública. 

Cuando he visto prácticamente los resultados que produce en 
Europa la completa libertad de asociación, emancipadas las so- 
ciedades anónimas de la vigilancia y de la autorización guber- 
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nativas ; cuando he visto los resultados que dan en el viejo mundo 
el celo de los mismos accionistas y la acción de los tribunales 
de justicia para impedir los fraudes posibles; cuando he visto, 
en fin, desde las más pequeñas industrias y manufacturas, hasta 
las más colosales empresas, desenvolverse al amparo de esas so- 
ciedades anónimas, he comprendido que hacía obra buena acon- 
sejando á mi pais que imite aquellos grandes modelos. 

Ese mismo **patriot¡smo'' que invocaba la nota del Dr. Pinedo, 
me ha hecho apresurarme á terminar mi trabajo, buscando que él 
sea útil como una contribución al estudio de las reformas que 
indico. Y como pienso que este es el momento oportuno para 
que aquel sea conocido y circulado, vengo á pedir á V. E. que 
me permita imprimirlo por mi exclusiva cuenta y bajo mi sola 
responsabilidad. 

Desde luego, anticipo á V. E. que no aceptaré la cooperación 
del gobierno para esa obra, ni en la forma de compensación por 
su redacción, ni en la forma de suscripción á número alguno de 
ejemplares del libro. 

Lo único que necesito es la simple adquiescencia de V. E. pa- 
ra imprimir mi monografía antes de ser conocida por V. E., 
á quien me haré un deber de presentarla impresa. Por otra par- 
te, no puede haber en esto inconveniente alguno, desde (jue el 
permiso que solicito, no importa otra cosa que la manifestación 
del señor Ministro de que he llenado los proi»sitos del gobierno 
al hacerme el honroso encargo que creo haber cumplido. 

Pienso, además, que no sería justo que el Gobierno contribuyese 
á difundir un libro en el que — si bien por exigencias de la ma- 
teria — se critican las intervenciones administrativas en las socie- 
dades anónimas. 

El trabajo que he terminado en toda su extensión, es vasto. Com- 
prende: I." Un estudio del **derecho de asociarse con fines úti- 
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les", por su faz constitucional. 2.° Un estudio crítico de la le 
gislación y los decretos que en la República Argentina reglan la 
creación y funcionamiento de las sociedades anónimas comer- 
ciales. 3.° Un estudio de la legislación comparada extranjera, 
tanto en la Europa continental como en la Gran Bretaña y otras 
naciones incorporadas al movimiento progresista de las más prós- 
peras. 4.** La indicación suscinta de las reformas que es indis- 
pensable introducir en el Código Civil y el Código Comercial de 
la Nación. 

Por estos detalles, V. E. debe comprender que me he ocupado 
seriamente del cometido que se me encomendó por la nota que, 
el 7 de Mayo de 1907 me dirigió el distinguido Ministro Doctor 
í^inedo á nombre del Sr. Presidente de la República, á quien 
pido á V. E. manifieste la manera como he desempeñado la co- 
misión honoraria que entonces me confió. 

Saludo al Sr. Ministro con mi más distinguida consideración. 

Luis V. Vakiíla. 



DIVISIÓN DE JUSTICIA 

Buenos Aires, Agosto 2y de 1908. 

Vista la precedente nota del Dr. D. Luis V. Várela, dando 
cuenta de la forma en que ha cumi^ido la comisión que se le 
encomendó, con motivo de su último viaje á Europa, hágasele sa- 
ber que su estudio sobre Legislación de Sociedades Anónimas pue- 
de ser presentado, después de impreso por su propia cuenta y 
bajo su responsabilidad, como lo propone ; y anticípesele el agra- 
decimiento del Poder Ejecutivo. 

Naón. 



PROEMIO 



EL DERPXHO DE ASOCIACIÓN 



La Constitución Nacional Argentina, al enumerar 
las lil^ertades individuales y colectivas de que gozan 
los habitantes de la Repiiblica, ha incluido la de ''aso- 
ciarse con fines iitiles." (1) 

^lás de un constitucionalista ha mirado éste como 
un derecho político, creyendo que, por esa disposi- 
ción, se consagraba el derecho de reunión. 

Xo pienso de esa manera. El derecho político 
de reunión está incluido en la cláusula constitucional 
que, á contrario sensu, autoriza ''la reunión de per- 
sonas" siempre que ella no se atribuya los derechos 
del pueblo. (2) 

Por otra parte, garantizada por la Constitución la 
libertad del sufragio, la libertad de la palabra habla- 
da, el derecho de petición, y "todos los derechos y 



(1) Constitución Nacional. Art. 14. 

(2) Constitución Nacional. Art. 22. 
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garantías no enumerados, pero que uac^en del princi- 
pio de la soberanía del pueblo y de la forma repu- 
blicana de gobierno", (1) — no es menester ir á bus- 
car en el ''derecho de asociarse con fines útiles", el 
fundamento de una de las más importantes lil)ert¿> 
des políticas colectivas: — el derecho de reunión y de 
petición á las autoridades, así como el de jjrotesta 
contra sus abusos. 

El derecho de ''asociarse con fines útiles" es una 
de aquellas facultades civiles que la constitución ha 
reconocido á todos los habitantes del país; derecho 
que, convertido en hecho, en la legislación de fondo 
codificada ha tomado el nombre de "asociaciones", 
"sociedades", "compañías" — personas jurídicas, en 
fin, según el tecnicismo de nuestro Código Civil. 

Es, sin duda, por ese motivo que la misma Cons- 
titución incluyó ese derecho, al lado de los demás que 
compendian la acción y la actividad humanas en las 
relaciones civiles v comerciales entre los hombres, v 
nó en sus relaciones políticas. 

En el mismo artículo constitucional en que se con- 
sagra el derecho de "asociarse con fines útiles", figu- 
ran los de "trabajar y ejercer toda industria lícita; 
de navegar y comerciar; de entrar, permanecer, tran- 
sitar y salir del territorio argentino; de usar y de 
disponer de su propiedad; de enseñar y apren- 



(1) Constitución Nacional. Art. 33. 
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der'', (1) derechos que pertenecen todos á la vida 
civil de los habitantes del país, sin (jue la política 
pueda afectarlos. 

La inclusión en ese mismo artículo del derecho de 
^* publicar ideas por la prensa sin (*ensura i)revia'\ 
y de ''peticionar á las autoridades", es porque, no 
son derechos exclusivamente i)olític()s, desde (¡ue 
ellos pueden ejercerse con fines ajenos á la política 
y extraños á la lucha de los partidos; y en cuanto al 
de ** profesar libremente el culto", es ésta una dis- 
posición perfectamente concordante (*on la que, en 
la misma Constitución, declara que las ** acciones jn'i- 
vadas de los hombres . . . están reservadas á Dios y 
exentas de la autoridad de los magistrados". '2) 

Edificando, pues, sobre la base de que el derecho 
de '* asociarse con fines útiles", es un derecho esen- 
cialmente civil de los habitantes del país, voy á ocu- 
pai-me de las leyes que reglamentan su ejercicio, en 
cuanto ellas afectan, principalmente, las sociedades 
anónimas. 

Como una base preliminar de este estudio debo 
establecer el criterio que preside su desarrollo. 

La facultad del Congreso Nacáonal para dictar le- 
yes, tiene un límite insalvable : — los principios, dere- 
chos y garantías reconocidos por la Constitución, 



(1) Constitución Nacional Art. 14. 

(2) Coniititución Xacional. Art. 19. 
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no pueden ser alterados por las leyes que reglamen- 
ten su ejercicio. (1) 

No debe (raber la mínima duda de que, si esa li- 
mitación constitucional ha sido fijada al Congreso, 
que es el poder que hace las leyes, menos puede serle 
re(*onocida al Poder Ejecutivo la facultad de dictar 
decretos ó adoptar medidas administrativas, que al- 
teren ó disminuj'an el carácter ó la extensión de los 
derechos establecidos por la Constitución misma. 

Por lo precedentemente expuesto, queda demos- 
trado, con bastante claridad, que la Constitución 
Nacional ha acordado á los habitantes del país el de- 
recho de '^asociarse con fines útiles", de acuerdo con 
las leyes que reglamenten ese derecho. 

De todas las asociaciones que, en la actividad de 
las fuerzas económicas de la sociedad moderna, se 
forman con fines útiles, de comercio ó industria, nin- 
guna tiene más importaniria que las sociedades anó^ 
nimas. 

Era menester utilizar los pequeños capitales, nu- 
merosos en su existencia, pero impotentes aislada- 
mente para ningún propósito importante ; era menes- 
ter buscar el medio de que esos pequeños capitales 
foraiasen las grandes masas que sirviesen para fun- 
dar y sostener bancos, construir ferrocarriles, crear 
establecimientos industriales y comerciales, sin que 



(1) Constitución Nnciounl. Art. 28. 
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los peiiiieños capitalistiis se viesen amenazados con 
responsabilidades mayores (¡ne las de una suma de- 
terminada, invariable y prefíjada. 

Fué entonces que el legislador autorizó la forma- 
(•i(3n de estas sociedades i)or aecicmes, de responsa- 
bilidades limitadas, en las (jue el (pie quiere tomar 
parte en sus operaciones, sólo se ()l)liga en el límite 
de sus acciones, sin exponerse á una resi)onsal)ilidad 
indefinida. 

Al amparo de estas asociaciones, se han desarrolla- 
do en el mundo entero todas las grandes empresas, 
en las que habría sido imposible que hubiese triun- 
fado el capital ó el esfuerzo de un solo individuo. 

Los constituyentes argentinos recono(*ieron ccmio 
un derecho institucional esa forma de asociación; de 
manera que las leyes que lo reglamenten, no puede 
venir á desconocerlo en caso alguno. 

Cuando la Convención de 1853 escribía en la Carta 
Fundamental ese derecho, aun no se había operado 
en el mundo la revolución económica, (comercial é 
industrial que han producido las sociedades anó- 
nimas; aun no se habían refonnado las viejas legis- 
laciones que confundían la mera asociación de capi- 
taleSy con las empresas que explotan conc^esiones he- 
chas por los gobiernos ó que obtienen privilegios 
acordados por el Estado, constituyendo al efecto so- 
ciedades anónimas. 
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Siii embargo, los eonstitinTiites argentinos fueron 
previsores, dejando á la ley reglamentaria del dere- 
cho de "' asociación con fines útiles", todo lo refe- 
rente á la constitución, funcionamiento y disolución 
de las sociedades anónimas, que son una de las for- 
mas en que se ejerce aquel derecho. 

Hasta este momento no se ha dictado ley alguna 
(jue se refiera exclusivamente á las sociedades anóni- 
mas, de manera que los actos administrativos, l)ajo 
<aiyo imperio hoy funcionan, son sólo interpretaciones 
del alcance de los pocos artículos que en el Código 
Civil se refieren á la constitución y disolución de las 
personas jurídicas y en el Código de Comercio á las 
Sociedades Anónimas. 

No siempre han sido afortunadas las disposiciones 
de los decretos del Gobierno Nacional, con respecto 
á la intervención del Poder Ejecutivo en esas socie- 
dades por acciones; pero no es este el lugar de esta 
obra en que debo o.cuparme de aquellas disposiciones. 
Más adelante, al estudiar la legislación actual de la 
Repiiblica sobre sociedades anónimas, y la situación 
en que éstas se encuentran en la Capital de la Nación, 
espero poder demostrar que ^'el derecho de aso- 
ciación con fines litiles", que la Constitución garan- 
tiza, no ha sido respetado en la forma en que su re- 
glamentación se practica actualmente. 

Pero el más grave de los inconvenientes que esa 
reglamentación tiene, es su falta de aplicación fuera 
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íle la jurisdicción sometida al Gobierno Federal, 
cuando se trata de los decretos del Poder Ejecutivo 
Na<:ional; y su falta de .cohesión 6 identidad, cuando 
se trata de los decretos dictados por los gobiernos 
de las distintas Provincias que forman la Repii- 
])lica. 

En nuestro sistema mixto de federación y de unita- 
rismo, los C(mstituyentes argentinos tuvieron la ins- 
Ijiración de establecer la unidad de la legislación de 
fondo, dando al Congreso Nacional la facultad de 
dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Mi- 
nería; pero dejaron á las Legislaturas Provinciales 
la atribución de dictar las leyes de procedimientos, 
en A'irtud de las cuales los tribunales locales deben 
aplicar aquellos Códigos. (1) 

Esta doble legislación, aplicada á la materia que 
motiva este tral)ajo, tiene gran importancia tratán- 
dose de la reglamentación de las sociedades anóni- 
mas. 

Es en los Códigos Civil y Comercial donde se ha 
legislado brevemente sobre personas jurídicas y so- 
bre sociedades en general, y, en particular, sobre las 
f oi-madas por accionistas de responsabilidad limita- 
da. Esas disposiciones es menester reglamentar- 
las, sin destruir ni disminuir el *^ derecho de aso- 
ciación" establecido por la Constitución. 



fl) Constitución Nacional. Art. 67, inciso 11. 
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El Poder Ejecutivo Nacional v algunos Gobiernos 
de Provincia han dictado decretos haciendo esa re- 
glamentación; pero, dadas las diferentes condicio- 
nes de capitales, de población y de desenvolvimiento 
(comercial que existe entre las distintas Provincias 
Argentinas, esas diversas reglamentaciones no han 
podido ser iguales. 

Cada Gobierno ha dic^tado un decreto de acuerdo 
con las necesidades de su propio pueblo, sin preocu- 
parse de las condiciones en que las sociedades anó- 
nimas han sido reglamentadas en otras partes. 

Muchas de esas sociedades que tienen asiento en 
la Capital de la República tienen sucursales en algu- 
nas provincias. Si á éstas se les aplicase estricta- 
mente lo que la Constitución ha establecido con res- 
pecto á las facultades de las provincias para dicrtar 
sus leyes adjetivas, cada una de esas suciu-sales po- 
dría ser sometida a la reglamentación jjeculiar y pro- 
pia que cada Estado hul)iese adoptado. 

Estos inconvenientes hacen imposible que, entre 
nosotros, se dicte una ley general sobre sociedades 
anónimas, si ésta no se incoipora al Código de Co- 
mercio, para hacerla caber dentro de las facultades 
que el Congreso tiene para dictar aquel Código. 

El Presidente Roosevelt que, en Estados Unidos, 
ha abierto tan valiente (tampaña (íontra los trusts con 
que las compañías de seguros y otras despotizan á 
las poblaciones, se ha encontrado impotente para la 
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lucha ante las prescripciones de las constituciones 
parciales de algunos Estados de la Unión, que han 
legislado sobre esas asociaciones, y, sobre todo, ante 
la falta de facultades del Congreso para dictar leves 
especiales reglamentando la organización, la niar- 
(4ia y la disolución de las sociedades anónimas, fue- 
ra del dominio territorial del Gobierno Federal. 

Sucede lo mismo en la República Argentina. Los 
decretos del Poder Ejecutivo Xaci(mal, (jue esta- 
blecen la Inspección de las Sociedades Anónimas y 
le señalan sus funci(mes, no pueden, (*(mstitucional- 
mente, aplicarse sino á las (jue funcionen en la Ca- 
pital de la Repiiblica y en h)s Territorios Nacionales. 
Una pretensión contraria sería atentatoria de las 
atribuciones propias de las Provincias. 

Pero como yo entiendo (jue, sobre esta materia, 
debe existir la misma unidad de legislación (pie exis- 
te para toda la legislación comercial de fondo, me 
parece que ese resultado sólo puede obtenerse re- 
formando tanto el Código Civil como el Código de 
Comercio, en la izarte (jue se refiere a esas socie- 
dades. 

Y entonces, al hacerse esa reforma, será la opor- 
tunidad de reglamentar de una manera común 
para toda la nación, ese derecho de ''asociación con 
fines útiles", que tantos beneficio» puede y debe 
producir á nuestra patria. 

En Estados Unidos, — donde la legislación sol)re 
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las sociedades por acciones pertenece exchisiA'ameii- 
te á los Estados, — hubo constituciones que habían de- 
positado en manos de las Legislaturas la facultad de 
otorgar charters, que son verdaderas concesiones á 
las <;orporations 6 las joint stock companies, sien- 
do muy variados los requisitos y las condiciones en 
que se hacían esas concesiones. 

Sin embargo, es tanto el respeto que allí se tiene 
al ^'derecho de asociación", que la teoría, la prác- 
tica y la jurisprudencia están hoy uniformemente de 
acuerdo en que, si bien la ley puede otorgar á cier- 
tas comi)anías anónimas su carta orgánica ó esta- 
tutos, una vez hecha la concesión, cesa absoluta- 
mente la acción de las Legislaturas, siendo solo los 
accionistas y los tribunales los que pueden hacer la 
inspección de las sociedades y decretar su disolución. 

La organización de las sociedades, en que se acu- 
mula el capital por medio de acciones de cuota á 
prima fija, se reconoce como un derecho constitucio- 
nal de todos los habitantes del país. Podrán esta- 
blecerse requisitos determinados para llegar hasta 
la constitución de la sociedad; pero ima vez consti- 
tuida, ella queda en las condiciones generales de cual- 
<iuiera persona del derecho comim, con iguales de- 
rechos y deberes, y sin que su existencia pueda ser 
amenazada por actos de los poderes políticos, — ^Le- 
gislaturas ó Ejecutivos, — que declaren disuelta la 
sociedad. 
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Tendré ocasión de estudiar más adelante este pun- 
to, ritaiido al efe<-to la jurisprudencia norte-ameri- 
cana, toda la cual está conforme en consagrar como 
un i)rincipio indiscutil)le el de (jue, (*ualquiera dis- 
posición gubernativa ó legislativa que ''pusiese ter- 
*' mino á la existencia de una sociedad existente, se- 
'' ría inconstitucional. . . porque anularía el contrato 
^' celebrado por los accionistas (stockholders), con- 
*' trato celebrado con el címsentimiento y la sanción 
"" del Estado, para miirse en la transacción y manejo 
'" de los negocios para (jue fué creada la Comi>añía, y 
"" l)ara i)articipar de sus beneficios y de sus car- 
" gas". (1) 

Es al amparo de es(* gran respeto que en los 
Estados Unidos se tiene por las garantías constitu- 
ci(males; es á la scmibra de esa jurisprudencia que ha 
velado por la conservación de los derechos adquiri- 
dos i)or las sociedades anónimas, que éstas han po- 
dido desenvolverse en las proporciones prodigiosas 
en que se han desarrollado allí todas las empresas. 

En los Estados Unidos todo es gigantesco. Como 
lo reconocen hoy todas las potencias europeas, la 
grandeza de la Unión Norte Americana ha superado 
todos los oi)timismos. 

El historiador Bancroff en su History oí a century, 



(1) MABAWETZ, On CorporatiODa, S 1048; CAMPBELL BLACK, Conatltutional 
prohlbltions, S 19, p. 28. V. Unitied States Suprema Conrt, Planter'a Bank v. 
Scharp. 6 How. p. 301 ; Michigan State Bank v. Hastinp, 1 Douglas p. 225. 
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í'oniienza diciendo de su país, en el centenario de 
su Independencia: ''Somos de ayer, y llenamos al 
mundo". 

Y ha dicho la verdad. En un siglo de existencia, 
los Estados Unidos se han colocado a la ca1)eza de 
todas las naciones, en materia de empresas industria- 
les y potencialidad económica y comercial. 

Si, con esi^íritu impar(*ial, se busca el fundamento, 
la base de ese prodigioso desenvoMmiento, se reco- 
nocerá sin esfuerzo que se debe exclusivamente á las 
sociedades por acciones, en que las grandes masas 
del capital se han formado por la acumulación de los 
pequeños dineros del ahorro. 

Imitando á sus genitores ingleses, los norteame- 
ricanos se dieron cuenta muy temprano de que, allí 
donde no podría jamás alcanzar la acción y el capital 
de un solo individuo, llegarían sin esfuerzo las acti- 
vidades y los dineros de muchos. 

Su divisa fué en todo la de su escudo: E plu- 
ribus unum! 

Y así, reuniendo muchos pequeños capitales, con- 
vertidos en acciones de empresas de ferrocarril, 
de navegación, de minerías, de toda clase de indus- 
trias y de (*omercio, realizaron un solo capital para 
cada una de esas empresas. 

Es indudable que se han cometido abusos y frau- 
des en muchos casos, y para reprimirlos ó para im- 
pedirlos, los Estados han establecido prescripciones 
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osi)e<-iales en sus Constituciones y en sus leyes; pero 
jamás fué allí desconocido ese *' derecho de asocia- 
ción'', que forma la más fuerte palanca del progreso 
y del engrandeciniieto norte-americanos. 

Los constitu<*ionalistas de aquel país se han con- 
vencido de todos los peligros que militan para la 
existencia de esas ])enéficas sociedades anónimas, con 
la intervención de los go})iernos en su marcha y en 
sus operaciones. 

Colocándose en un terreno verdaderamente jurídi- 
co, han consagrado como un principio de derecho 
constitucional que, al aju^obarse los estatutos de una 
sociedad anónima, se fonnula un doble contrato: uno 
entre el Estado, que aprueba los estatutos, y la socie- 
dad que se ccmstituye; otro entre los accionistas en- 
tre sí. (1) 

Esos contratos, celebrados al amparo de la garan- 
tía constitucional que establece la libertad comercial, 
por medio del ''derecho de asociarse con ñnes Titi- 
les'', quedan bajo la protectora ejida del Poder Ju- 
dicial, que es el único que puede intervenir en la 
marcha y en la disolución de las sociedades anónimas^ 
constituidas con arreglo á las leyes. 

Tratando en este punto solo del derecho de aso- 
ciación, en sus caracteres generales, no quiero de- 



(l) V. S. — Ferrent v. Taylor, 9 Crani-h p. 43, 52: Darmnuth Colleíre v. Wood- 
ward, 4 Wheaton 518; CAMPBELL BLACK, obra ciUiU, pñ), 18, 8 11 y HÍg. 
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t(»nenne á examinar casos concretos y jurispruden- 
cias indecisas que proclaman los principios qxie ven^«> 
exponiendo. Más adelante, — í*n todo este lil)ro, in- 
tercalado en sus páginas, á cada momento, 'sobre to- 
dos los puntos que trato, — al referir lo que a<'(mtece 
en los Estados Unidos, — tendré oportunidad de pre- 
sentar, con las x>i*escripciones de las leyes en vigor en 
diferentes Estados de la Unión, la jurisijrudencia 
protectora de los tribunales federales y locales. 

Por el momento, lo único que he querido tratar 
en este Proemio, es el alcance del ''derecho de aso- 
ciarse con fines útiles'' que garantiza la Constitución 
Nacional á todos los habitantes de la República Ar- 
gentina, para entrar luego á estudiar si '*las leyes 
que reglamentan su ejercicio" y los decretos que, á 
su vez, reglamentan esas leyes, han alterado sustan- 
(dalmente la extensión de aquel derecho. (1) 

Yo sé bien que aquí, como en los Estados Unidos 
y aun en algunas partes de la Europa, ha preocupado 
mucho la importancia que pueden adquirir las so- 
ciedades anónimas, llegando á influir hasta en la mis- 
ma marcha de la política nacional ó provincial: yo 
sé bien que imo de los más eminentes constituciona- 
listas norteamericanos — Cooley — recuerda que ''al- 
gunas de las grandes y vigorosas sociedades (cor- 
porations) tienen actualmente mayor prestigio en el 



(1) Conut. Nal. Art». 14 y 28. 
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país y sobre la legislación del mismo, 'que el Estado 
al (lue deben su propia existencia como socieda- 
des'' (1); pero ese autor, como todos los demás, re- 
conocen que esas mismas causas no bastan para li- 
mitar el alcance que Marshall y Story dieron al ^ de- 
recho de asociación", en un fallo famoso (2), repu- 
tado por todos los tratadistas norteamericanos co- 
mo ''la más valiosa decisión constitucional que jamás 
se liaj'a pronunciado en el país". (3). 



(1) COOLET — ConBtitntlonal Limltatloni, paj. 279 nota. 

(2) Dartmouth College v. Woodward, 4 Whet. p. 518. 

(3) CamplieU Blaek, obr. cit. paj. 20 S 12. 



PARTE PRIMERA 



LA LEGISLACIÓN ARGENTINA 



I 
EL CÓDIGO CIVIL 

Todas las relaciones de derecho que se refieran á 
las i)ersonas, así como al origen, la existencia y la 
extinción jurídica de ellas, está regido en la Repúbli- 
ca Argentina por las disposiciones del Código Civil. 

Además ese mismo Código se ocupa de las socie- 
dadeSy debiendo, por tanto, otnirrirse á él forzosa- 
mente siempre que se trate de una sociedad que ten- 
ga, en el derecho, el carácter de persona. 

No importa que la cuestión verse sobre materias 
comerciales, ni que se trate de sociedades que no 
pueden tener por nuestras leyes otra jurisdiccción 
que la comercial. Siempre tendrá que ocurrirse á al- 
gunas prescripciones del Código Civil cuando se tra- 
te de su organización, de su existencia y del ejercicio 
de su personería en el derecho de los bienes. 
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Al ocuparme de las sociedades anónimas, no pue- 
do prescindir de estudiar algunos artículos del Có- 
digo Civil que las afectan directamente; con tanta 
más razón cuanto, que ese Código, no ha hecho distin- 
ción entre las asociaciones, coi*poraciones y socieda- 
des que involucra en una misma disposición como 
'apersonas jurídicas de existencia posible". 

Voy á procurar dividir la materia en este estudio 
de nuestra legislación civil pertinente, de manera 
que resulte mi exposición clara y precisa, en cuanto á 
los ol) jetos que me propongo tratar. 

§ 1 

LAS PERSONAS JCRIDICAS* 

La expresión persona jurídica aparece empleada 
en nuestro código por primera vez en la legisla- 
ción Civil codificada. Ningún otro código del mundo, 
contiene un capítulo expreso que se refiera á las per- 
sonas morales ó de existencia ideal, que son entes 
susceptibles de adquirir derechos y de contraer obli- 
gaciones en la misma extensión, con los mismos re- 
quisitos y responsabilidades que las personas natu- 
rales, ó, como el Código las llama, de una existencia 
visible. 

No entra, dentro del cuadro trazado para este tra- 
bajo, el estudio de todas aquellas personas jurídicas 
que no tienen el carácter de sociedades anónimas; 
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pero me es indispensable ocuparme de algmias de 
ellas, siquiera sea para demostrar la injusticia con 
que se ha dado intervención á las autoridades del 
Estado, en la marcha y en la disolución de aquellas so- 
(dedades, no haciéndose lo mismo con otras corpo- 
raigones y asociaciones que también tienen el ca- 
rácter de personas jurídicas. 

El Código Civil establece que ''las personas jurí- 
" dicas, sobre las cuales este Código legisla, son las 
" que, de una existencia necesaria, ó de una existen- 
" (íia posible, son creadas con un objeto conveniente 
" al pueblo, y son las siguientes: 1/ El Estado; 2/ 
" Cada una de las Provincias federales; 3/ Cada uno 
" de sus Municipios; 4/ La Iglesia; 5/ Los Estable- 
*' cimientos de utilidad pública, religiosos ó piadosos, 
'' científicos ó literarios, las corporaciones, comuni- 
" dades religiosas, colegios, universidades, socieda- 
" des anónimas, bancos, compañías de seguros y 
" (cualesquiera otras asociaciones que tengan por 
*' principal objeto el bien común, con tal que posean 
" patrimonio propio y sean capaces, por sus estatu- 
" tos, de adquirir bienes, y no subsistan de asignacio- 
'' nes del Estado". (1) 

He hecho, intencionalmente, la enumeración de las 
distintas (*reaciones de nuestra ley civil de seres .ficti- 
cios, á los que les da el carácter de personas en el 



(1) Código ( ivil Argentino, Arl. 33. 
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derecho de los bienes, con el objeto de demostrar 
(jue nuestro sabio codificador, al repetir en este ar- 
tícenlo lo (jue otros códigos enumeran como ''per- 
sonas civiles", no ha tenido en cuenta las socieda- 
des anónimas comerciales, ni las prodigiosas mara- 
villas que ellas realizarían en el mundo en los años 
que han seguido á la muerte de aquel ilustre juris- 
consulto. 

Puede afirmarse esto, recordando que la creación 
de las ''personas civiles", llamadas á una existencia 
ideal por medio de la ley, no tuvieron para el legis- 
lador, en este caso, más que objetos puramente ci- 
viles, en cuanto se refieren al derecho de los bienes. 

El desenvolvimiento del comercio y de la indus- 
tria, no ha tenido influenída alguna en la creación 
de esas personas, por medio del Código Civil, puesto 
que éste no tiene más objeto que reglar las relacio- 
nes civiles entre sí de los entes susceptibles de adqui- 
rir derechos y de contraer obligaciones. 

Entre esas personas jurídi(*as de que se ocupa 
nuestra legislación civil de fondo, hay algunas á 
las que no es posible aplicarles las mismas disi)o- 
siciones que en el Código figuran, así como hay otras 
que han sido materia de otra legislación también de 
fondo, — la comercial, — exigiéndoles requisitos y con- 
diciones especiales. 

De las primeras son todas las instituciones que 
fomian el Estado, las Provincias, los Municipios y 
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las Iglesias, á ( uves estatutos ó Constituciones or- 
gánicas, no deben ni pueden serles aplicadas las 
prescripciones del Código que legislan sobre el prin- 
cipio y el fin de la existencia de las personas. (1) 

Son esas instituciones que escapan á la legislación 
ci\ál, porque tienen su origen en la soberanía del 
I^ueblo, que constituye á las primeras y que tolera la 
libertad de las últimas. 

Como lo hace notar Laurent, esas no son persnas 
civiles, y el mismo codificador así lo reconoce cuan- 
do las declara personas jurídicas de ** existencia ne- 
cesaria". 

En ningún caso el Estado, las Provincias, los Mu- 
nicipios y las Iglesias pueden constituir sociedades 
anónimas, y, por tanto, el estudio de su personería 
en el derecho de los bienes, es ajeno á los objetos de 
este estudio. 

No sucede lo mismo con las personas jurídicas á 
que se refiere el artículo 33 del Código Civil en su 
inciso 5.°, puesto que á todas las corj^oraciones, aso- 
ciaciones, establecimientos, etc., que en él se enume- 
ran, y que deseen tener el carácter de personas ju- 
rídicas, les son estricta y forzosamente aplicables las 
disposiciones que se refieren á la creación y la ex- 
tinción de la existencia de estos entes ficticios, á los 
que se les reconoce la facultad de adquiínr dere- 



(1) Códípo Civil. Arts. 45 y 48. 
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ellos y contraer obligaciones, lo mismo que á los se- 
res naturales. 

§ 2 

ASOCIACIONES Y CORPORACIONES 

Nuestro Código Civil lia confundido, en un solo in- 
ciso del artículo 33, establecimientos, corporaciones, 
sociedades, compañías y asociaciones de distinta na- 
turaleza y de diferentes propósitos. Su única base 
para determinar la personería jurídica de todos, ha 
sido la de que ** posean patrimonio propio y sean ca- 
paces, por sus estatutos, de adquirir bienes". 

Esto demuestra que nuestro Código solo ha que- 
rido legislar sobre las relaciones jurídicas de esas 
instituciones en el derecho de los bienes, sin preocu- 
parse para nada de la forma en que puedan des- 
envolverse, y en que puedan influir en el desarrollo 
económico, comercial é industrial del país. 

Entre las personas jurídicas enumeradas en el ar- 
tículo 33, inciso 5.° del Código Civil, hay algunas 
que, indudablemente, no pueden ser consideradas co- 
mo tales, sino admitiendo la doctrina de Preytas, el 
codificador brasilero, de que '^debe reconocerse la so- 
beranía del derecho civil, siempre que se trate de 
bienes de su posesión y dominio"; (1) pero que tam- 



(1) FBEITAS. Esbozo de Código Civil, númeron 270 y 280. 
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bien deben ser regidas por las leyes civiles, desde el 
momento en que se les reconocen derechos para obli- 
garse. 

Todas las instituciones de beneficencia, todos los 
conventos y corporaciones religiosas, las universida- 
des y, en fin, todo aquello que no tiene relación di- 
recta con los objetos que están en el comercio de los 
hombres, no deben ser considerado, á los efectos de 
este estudio, como verdaderas sociedades, destinadas 
á influir en el desenvolvimiento material del país, 
aumentando su grandeza por medio de la industria, 
la navegación, la facilidad de los transportes y la 
multiplicación de sus recursos económicos. 

De todo lo que establece el inciso 5.° del artículo 33 
del Código Civil, sólo nos interesa ocuparnos de las 
sociedades anónimas, de los bancos, de las compañías 
de seguros, y de aquellas otras corporaciones que es- 
tén regidas por disposiciones que afecten al derecho 
de asociarse con fines útiles, tan ampliamente garan- 
tizado por la Constitución. 

Es muy oportimo hacer notar que, en el Código 
Civil, va se establece una distinción entre las **Socie- 
dades anónimas", los '' Bancos", *' Compañías de Se- 
guros" y las demás pex'sonas jurídicas. 

Esto demuestra que, aun cuando los bancos y las 
compañías de seguros puedan constituirse por me- 
dio de acciones de responsabilidades limitadas para 
los accionistas, el legislador, al dictar el Código Ci- 
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vil, entendió que aquellas instituciones podían ser 
objeto de leyes especiales, distintas á las que deben 
regir á las otras compañías también anónimas. 

Para precisar los objetos y propósitos de esta mo- 
nografía, debo declarar categóricamente, que sólo 
voy á estudiar las condiciones de las compañías anó- 
nimas que afectan las relaciones económicas, comer- 
ciales é industriales del país, prescindiendo en abso- 
luto de todas las demás corporaciones que tengan 
personería jurídica, pero que no entren dentro del 
cuadro que me he trazado al emprender este tra- 
bajo. 

§ 3 

LA DISOLUCIÓN DE LAS PERSONAS JURÍDICAS 

En todos los países de la tierra, sin excluir á la 
República Argentina, existen muchas empresas cons- 
tituidas en sociedades anónimas, que tienen por ob- 
jeto explotar concesiones acordadas por los gobiex*- 
nos ó privilegios especiales otorgados por leyes del 
Congreso. 

Hago especial mención de esas empresas, porque 
su importancia es siempre mayor que la de aquellas 
otras sociedades por acciones, que tienen por horizon- 
tes la simple especulación, en operaciones limitadas 
de comercio ó de industria. 

Los bancos, los ferrocarriles, las empresas de trac- 
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(don y luz eléctrica, la explotación de minas, los pri- 
vilegios exclusivos de cualquiera clase, son siem- 
pre concesiones que la autoridad hace en favor de 
una ó más personas, quienes, á su vez, constituyen 
sociedades anónimas, para reunir los imnensos capi- 
tales necesarios á su explotación. 

Como se comprende, á todas esas empresas les 
es indispensable la personería jurídica, tanto por la 
necesidad que tienen de adquirir bienes raíces, como 
por las obligaciones que deben contraer en el des- 
envolvimiento de sus negocios. 

Las disposiciones del Código Civil, en cuanto se re- 
fieren á la cx^eación de esas empresas, tienen que 
serles aplicables, puesto que su existencia sólo em- 
pieza ^Mesde el día en que fuesen autorizadas por la 
ley ó por el gobierno con la aprobación de sus esta- 
tutos". (1) 

En este procedimiento, en esta intervención de 
los Poderes Públicos para la creación de esos entes 
ideales del derecho de los bienes, aunque haya incon- 
veniente, no j)eligi-o alguno; pero no sucede lo mismo 
cuando se trata del fin de su existencia como persona 
jurídica, si hubiese de aplicárseles, con todo el rigor 
de sus términos, la letra de algunas disposiciones del 
Código Civil. 

Una de esas disposiciones autoriza la resolución 



(1) Cod. Civ. Art. 44. 
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que termine con la existencia de las personas jurí- 
di(*as, 'aporque esa disolución fuese necesaria ó (Con- 
veniente á los intereses piibli<*os ". ( 1 ) 

Xo es necesario hacer grandes esfuerzos para que 
se (*oraprendan todos los peligros que envolvería esta 
amplia facultad, concedida al Congreso para disol- 
ver sociedades anónimas, cuando, según su criterio, 
ello fuese ''necesario ó (conveniente á los intereses pú- 
blicos". 

En los últimos diez anos, en los Estados Unidos, y 
sobre todo en el Estado de New York, las compa- 
ñías anónimas han estado influyendo directamente en 
la política, constituyendo Legislaturas en que la ma- 
yoría de sus miembros les pertenecía, y decidiendo, 
con sus elementos, en todas las cuestiones que afec- 
taban los más arduos problemas de derecho público. 
El Presidente Roosevelt, en sus mensajes al Congre- 
so y en sus discursos en distintas Asambleas i)opu- 
lares, ha exhortado al pueblo norteamericano para 
que contuviese estos avances de esas poderosas aso- 
ciaciones financieras, que, por intereses económicos 
ó de lucro, ponían en peligro las instituciones polí- 
ticas de la Unión y de los Estados y hasta las mismas 
libertades del pueblo. 

Sin embargo, la lucha continúa, y las compañías 
organizadas en sociedades an(3nimas, siguen triun- 



<1) Cód. Civ. Art. 48, inc. 2. 
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fando, sin que ningún gobierno, Nacional ó local, se 
haya creído autorizado á declarar terminada la exis- 
tencia de esas coi-poraciones, que tienen el carácter 
de personas jurídicas, sólo * aporque su disolución 
fuese necesaria ó conveniente á los intereses pú- 
blicos". 

La razón es obvia: una sociedad anónima, una vez 
constituida, representa multitud de contratos que 
afectan intereses miiltiples, y vinculaciones, no sólo 
internas, no sólo entre los propios accionistas, sino 
interprovinciales y á veces internacionales. 

No es posible declarar disuelta una empresa de 
ferrocarriles, un banco, una compañía de ilumina- 
ción, sin producir inmediatamente catástrofes de 
consecuencias imposibles de prever. 

Todas esas sociedades anónimas, así como las de- 
más que operan en el orden económico, comercial é 
industrial, están protegidas por las leyes constitucio- 
nales, que autorizan la asociación de capitales con 
fines iitiles. Al amparo de esa protección se han 
desenvuelto y desarrollado, multiplicando sus pro- 
pios elementos de acción á medida que, por su es- 
fuerzo, se multiplicaba el engrandecimiento del país, 
sin que, en ningún momento, haya sido supuesta por 
sus accionistas, la posibilidad de ima disolución vio- 
lenta y arbitraria. 

Y esa disolución es siempre posible entre nosotros, 
desde el momento en que se deja al solo criterio de 
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los gobiernos, la apreciación del momento en que ella 
**sea necesaria ó conveniente á los intereses pú- 
blicos'', según los tenninos del inciso 2." del artícu- 
lo 48 de nuestro Código Civil. 

Incorporadas al comercio de los hombres las ope- 
raciones practicadas por esa clase de sociedades anó- 
nimas, su disolución, lo mismo que su liquidación, 
sólo debe depender de las acciones llevadas ante los 
Tribunales por sus propios accionistas ó por ter(*eros, 
(jue se sientan agraviados por la marcha de las com- 
pañías. 

Lo mismo puede y debe decirse de las demás so- 
ciedades anónimas, organizadas con fines económi- 
cos, industriales, comerciales ó de explotación de in- 
ventos útiles. El fin de su existencia como persona 
jurídica, no puede depender de la simple vohmtad 
del Congreso, porque, como lo dice perfectamente Da- 
lloz, repitiendo las palabras de Troplong, serían muy 
graves los desastres que tales disoluciones produci- 
rían en la sociedad. (1) 

Esa disposición de nuestro Código Civil, esa fa- 
cultad absoluta del Congreso para disolver asociacio- 
nes, con el carácter de personas jurídicas, porque su 
disolución fuese necesaria ó conveniente á los inte- 
reses públicos, también figura en otros Códigos ó le- 
yes extranjeras; pero ella no se aplica á las socieda- 



(1) DALLOZ. Jnrlipnidence General, V." «ftociétéi» S 1472. 
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des anónimas, regidas por el derecho comercial ó por 
disposiciones esj^eciales, que amparan el empleo de 
los grandes capitales, reunidos por medio de accio- 
nes que representan el ahorro de millares de peque- 
ños capitaliátas. 

La más reciente y la más importante de las apli- 
caciones de aquella facultad gubernativa en los úl- 
timos tiempos, es, sin duda alguna, la ley de 1/ de 
Julio de 1901, dictada por la Francia, disolviendo 
las congregaciones religiosas, y legislando sobre los 
bienes raíces que les pertenecían. 

Esas congregaciones religiosas tenían el carácter 
de personas jurídicas, i3ero, en el momento en 
que el gobierno de Francia creyó que era convenien- 
te su disolución para los intereses públicos^ no 
trepidó en sancionar esa disolución, y en llevarla á 
la práctica, no obstante las protestas y las resisten- 
cias de una gran parte del pueblo francés. 

Esa medida no tenía en vista nada económico, co- 
mercial ó industrial. Ella no buscaba amparar accio- 
nistas, ni defender intereses, comprometidos en ope- 
raciones financieras ó mex'cantiles. Su carácter era 
puramente político, y su propósito era el de perse- 
guir á elementos que se consideraban perjudiciales á 
la sociedad francesa. 

En el infoime presentado á la Cámara de Diputa- 
dos, aconsejando la sanción de la ley de 1." de Julio 



EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 29 

de 1901, se explicaban con completa precisión, los al- 
cances de la medida que se proponía. 

'' Contra los peligros de orden social, — decía el in- 
*' foiTOe, — que resultan del desenvolvimiento do las 
*' <'ongregaciones, todos los regímenes, tanto la an- 
"' tigua Francia como la Francia de la revolución, no 
'* han cesado de mantenerse en guardia. En todas 
*' las épocas podrán haber habido errores con respec- 
'' to á la eficacia de las medidas tomadas; pero jamás 
*' se ha dudado de la necesidad de proteger á las per- 
*• sonas y á los bienes, contra una potencia temible 
*' por su absorción. Las asociaciones de congregan- 
*' tes, no se proponen, por medio de su agrupación, 
*' dar mayor fuerza á la actividad individual, ni ob- 
** tener mayores ventajas para el interés general. 

** Ellas tienen, por el contrario, el objeto de aniqui- 
*' lar al individuo, de destruir su voluntad v su ini- 
** ciativa, de encerrarlo bajo ima autoridad absolu- 
*' ta, delante de la cual desaparece hasta la propia 
*' personalidad humana. En cuanto á su poder ma- 
*' terial, ensanchándose cada día más, con recursos 
'^ arrancados á la sociedad por medio de la explota- 
'' eión de las familias y de las conciencias, por es- 
^' peranzas ó por tensores supersticiosos, ellas no ha- 
'' cen sino amenazar con un empobrecimiento indefi- 
'' nido la riqueza pública, porque los bienes que caen 
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'' en SU posesión quedan de hecho retirados del co- 
" mercio y de la circulación." (1) 

Bastan esos dos párrafos del largo informe pre- 
sentado á la Cámara francesa, en Junio de 1900, para 
que se comprenda que el retiro de la pesonería jurí- 
dica á las congregaciones religiosas, está muy lejos 
de poderse comparar, en sus consecuencias, con la 
disolución de las sociedades anónimas, que tienen 
aquel mismo carácter ante el Código Civil. 

Como perfectamente lo dice ese infonne, los ca- 
pitales que se acumulan en esas asociacíioncs, se re- 
tiran del comercio de los hombres, y, lejos de con- 
tribuir al mayor desenvolvimiento material y moral 
del país, contribuyen á su estancamiento, cuando no 
á su atraso. 

Pero ninguna de las observaciones hechas en favor 
de la disolución de las congregaciones religiosas, que 
tienen el carácter de persona jurídica, puede ser 
aplicada á estas valientes empresas industriales, co- 
merciales y económicas, que reúnen sus capitales y 
lo exponen en empresas de dudoso resultado, pero sin 
separarlo jamás de las corrientes del comercio y sin 
atacar ningún principio de orden moral ó de tran- 
quilidad social. 

Estas observaciones demuestran de una manera 
concluyente que las disposicñones del Código Civil, 



(1) TROUILLOT — Rnp. 8 do junio do 1900. 
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(.'011 relación á la existencia y á la disolución de las 
personas jurídicas, no puede tomarse como una re- 
gla invariable de idéntica aplicación á todos esos en- 
tes ideales, cTeados por la ley para darles personería 
en el derecho de los bienes. 

Más adelante, en otros capítulos de este mismo li- 
bro, tendré ocasión más oportuna de estudiar el pa- 
pel que desempeñan las sociedades anónimas en 
nuestro organismo económico, para señalar cuan di- 
ferente debe ser la a(»titud de los gobiernos, cuando 
de ellas se trate, que cuando se trate de simples cor- 
poraciones religiosas, de institutos de (*aridad y aun 
de universidades y de sociedades literarias. 

Por el momento, me basta decúr que las empresas 
(jue se constituyen en sociedades anónimas, adquie- 
ren derechos que no pueden estar á merced de los 
gobiernos, ni pueden desaparecer, porque, en el cri- 
terio de las autoridades, su funcionamiento i)ueda 
ser inconveniente ó innecesario para los intereses pú- 
blicos. 

El cúmulo de derechos y obliga(*iones creados por 
las operaciones de una sociedad anónima, no debe 
quedar á merced de un acto arbitrario ó impreme- 
ditado de las autoridades políticas de ningún país. 

Para velar sobre todos los intereses y i^ara ase- 
gurar al individuo y á las cole(*tividades la integri- 
dad de sus dere(*lios, las constituciones modernas han 
creado al poder judi(*ial. En sus estrados no existo 
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influencia bastante poderosa para torcer la rectitud 
de la justicia, ni todos los capitales reunidos de las 
sociedades anónimas, podrían hacer peligrar la aus- 
teridad de sus fallos. Es á los jueces, y no á los go- 
l)iei'nos, á quienes coresponde ocuparse de la disolu- 
ción de las personas jurídicas, cuando éstas estén 
constituidas por sociedades anónimas. 

Y, sin embargo, ni aun ese recurso de ocurrir á los 
Tribunales libremente, cuando una arbitrariedad del 
Poder Ejecutivo se produce, se ha dejado á las so- 
ciedades anónimas. La actual legislación argentina 
establece la impunidad del despotismo, reconoce la 
tiranía del capricho, cuando éstos se ejercen para 
quitar la personería jurídica á una sociedad anónima 
constituida y funcionando legalmente. 

Si el Código de Comercio ha determinado taxati- 
vamente cuáles son los casos en que la autoridad 
puede ejercer fiscalización sobre ciertas sociedades 
anónimas, — el Código Civil ha dejado en manos del 
Congreso los medios de dar al Poder Ejecutivo am- 
plia facultad para declarar extinguida la personería 
jurídica de cualquier asocíiación, siempre que, en su 
criterio sin contralor, ''su disolución fuese necesaria 
ó conveniente á los intereses públicos". 

Y digo intencionalmente que esa atribución puede 
ejercerse con despotismo y tiranía, porque las leyes 
de foi-ma de la Nación y de la mayor parte de las 
Provincias, prohiben que el Poder Ejecutivo sea de- 



EX LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS «i.i 

inaiidado auto los Tribunales, cuando la medida de 
<iue se redama es producida en su carácter de auto- 
ridad pública. 

Hasta en esto la República Argentina está retra- 
sada en sus instituciones. 

En los Estados Unidos hay un Tribunal de Recla- 
mos, ante el que puede llevarse la queja de los que su- 
fren ])0T medidas del Gol)ierno en su carácter piiblico. 
En la República Argentina esa demanda sólo puede 
producirse cuando el acto impugnado ha sido reali- 
zado 2>or las autoridades nacionales en su carácter 
de i)ersona jurídica. 

La disolución de una sociedad anónima es un acto 
l)úblico ejercido por la autoridad, en uso de las atri- 
l)uciones que á esta le confiere el Código Civil que, á 
su vez, declara que el Estado, es también una per- 
sona jurídica, suscei)tible de adquirir derechos y 
contraer obligaciones de acuerdo con las prescripcio- 
nes de aquella ley de fondo. 

En cualquier momento podrá llegar el caso en que 
se encuentren en oposición intereses económicos de la 
Nación y de una sociedad anónima; podrá llegar el 
instante en que jnieda im Ministro de Hacienda pre- 
tender obligar á un Banco, cuyo capital esté consti- 
tuido por acciones, á que haga al Estado un emprés- 
tito, y si esa persona jurídica resiste las exigencias 
de la autoridad que le otorgó ese carácter, podrá 
producirse el hecho de que, por aquella resistencia, se 
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declare disuelta la personería jurídica del Banco alu- 
dido, fundándose el decreto del Poder Ejecutivo en 
las necesidades y conveniencias de los intereses pú- 
l)licos, á que hace alusión el artículo 48 del CíSdi^^o 
Civil, y aun cuando no exista ley en cuya virtud se 
decrete aquella disolución. 

*'Los intereses piíb lieos" es una expresión dema- 
siado lata, que deja al sólo criterio del Poder Ejecuti- 
vo, la apreciación de todas las necesidades políticas y 
de todas las consecuencias fínancieras que afecten 
una situación determinada del Gobiei'Uio. 

Conservar en nuestras leyes de fondo esa mons- 
truosa atribución, es mantener constantemente una 
amenaza sobre la existencia de las sociedades anó- 
nimas, haciendo que muchos capitales se retraigan 
por el natural temor de lo desconocido y de lo in- 
cierto en el porvenir. 

Yo sé bien que los perjudicados por una medida 
del gobierno que afecte sus intereses, pueden ocurrir 
al Congreso Nacional pidiendo venia i)ara demandaí 
ante los Tribunales al Poder Ejecutivo; pero sé tam- 
bién que en la larga tramitación que necesita tener 
la Lej" que concede esa venia, se habrán producido 
catástrofes capaces de causar no sólo la mina de mu- 
chos millares de j^ersonas sino hasta acaso conflií^tos 
intei-provinciales. 

Para demostrarlo, me bastaría suponer el caso hi- 
potético en que, según el criterio absoluto del Con- 
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greso ''fuese necesario ó cou veniente á los inte- 
reses públicos'', la disolución de la persona jurídica 
que constituye la sociedad anónima i)ropietaria del 
Ferrocarril del Sud, del Banco de Londres y Río 
de la Plata, ó de la Compañía Transatlántica Alema- 
na de tra(*c¡ón y luz eléctrica. 

Por muy poderosas que sean esas compañías, por 
colosales que sean sus (*apitales, todas ellas están 
sometidas á la amenaza (contenida en el artí(*ulo 48 
del Código Civil; de manera que, el supuesto de que 
llegue el caso de su posible disolución, no está fuera 
de los ténninos de la ley vigente. 

Por otra parte tratándose de un ferrocarril que, 
como el del Sud, termina en nuestras fronteras in- 
teraacionales, no sería fuera d<;^ ley (pe, en las leja- 
nías del futuro, llegase im momento en (pie 'Mas 
necesidades y las conA-eniencias de los intereses j^ú- 
blicos", hi(*iesen creer á los poderes del Estado (pie, 
era oportimo retirarle la personería jurídica; criterio 
(jue podría apli(*arse también á cualíjuier Banco que 
compitiese con el Banco de la XaciíSn Argentina, ó á 
cualquier empresa de ahmibrado (jue constituyese un 
monopolio, que pesase sobre la generalidad. 

Y á fe que no exageramos. Son muchos los clamo- 
res de los que gritan címtra las tiranías de los fletes, 
que encarecen la producciim nacional que se expor- 
ta; Címtra las restrií^ciones excesivas del crédito, (pie 
producen (*risis y malestar (comercial; contra el precio 
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exorbitante de la luz, debido á que una empresa ex- 
clusiva liace el servicio público y privado. 

Todos estos clamores podrían llegar hasta el i;)oder, 
presentados como exigencias de los intereses públi- 
cos, y, entonces, es el caso de preguntar: ¿si ellas bas- 
tarían para motivar la disolución de sociedades an(3- 
nimas, privándolas de su personería jurídica? Se- 
giu'amente que no se encontrarán en la República 
Argentina jurisconsultos que sostengan la conve- 
niencia de semejantes medidas; y, sin embargo, ellas 
están autorizadas por el Código Civil vigente, que da 
á la ley la facultad de señalar el ténnino de la 
existeuíúa de una persona jurídica, sin que su 
resolución tenga recurso alguno ante el Poder Judi- 
cial, para que sean los Tribunales los que decidan 
de la justicia y de la oportunidad de la medida. 

En los Estados Unidos hay muchas coi'poraciones 
que explotan privilegios y concesiones hechas por los 
Gol)iernos, y cuya existencia tiene origen en Char- 
ters que dan á aquellos cierta intervención en el ma- 
nejo de los asimtos sociales. 

Sin embargo, como ya lo he dicho, allí la acción 
del poder, retirando la personería de esas coi'po- 
raciones, está siempre precedida de un fallo de los 
Tribunales. 

'' Una coi-poración privada, — dice Kent, — ya sea 
" civil ó de beneficencia, es un contrato entre el Go- 
" l)ierno y sus miembros; y la Legislatura no puede 
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*' rechazar, limitar, anular, los derechos y privilegios 
" conferidos por la ''charter", contra el consenti- 
'' miejrito, y sin las faltas de la corporación, probadas 
*' y declaradas judicialmente. Este gran principio de 
"' derecho constitucional fue estal)lecido en el caso de 
'' Dartmouth GoUege v. Woodward (1); y ha sido 
'' continuado y declai^ado por la Suprema Corte de 
" los Estados Unidos en distintos casQs anteriores 
*' á esa de(dsión/' (2) 

Ese *'gran principio de derecho ccmstitucionaF', 
que tanto el Canciller Kent, eomo todos los trata- 
distas níU'teamericanos han aplaudido, consignado 
en la célebre sentencia de Marshall y de Story, tam- 
bién existe, 6 por lo menos debe existir entre nos- 
otros, desde que, el sistema de gobierno que nos rige 
no lo hemos inventado, sino que lo enc^ontramos ya 
constituido, funciímando y ccm una vasta jurispru- 
dencia, que nos es aplicable, según lo tiene decla- 
rado la Suprema Corte de Justicia Federal Argen- 
tina. 

No creo deber insistir aquí más sobre este punto. 
Es indispensable reformar el inciso 2.° del artíí*u- 
lo 48 del Código Civil. 



(1) 4. Wbeaton, 518. 

(2) KSNT, CommentarieB on American Law, p&g. 306; Fleetcher v. Peck, 
6 Cranch 88; The State o£ New Jersey v. Wihion, 7 id. 164; Tenet r. Taylor, 9 
id, 43; The Town oí Pawlet v. Clark, id. 292. 
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II 



CÓDIGO DE COMERCIO 

Independientemeute de las disposicdones del Có- 
digo Civil, referentes á personas jurídicas, que aca- 
ban de ser examinadas, nuestro Código de Comercio 
se ocupa con especialidad de la constitución de las so- 
ciedades anónimas. Es indudable que este es el lugar 
de la legislación de fondo donde esa materia ha debi- 
do ser legislada, habiéndolo reconocido así el con- 
cepto universal, que ha declarado que serán conside- 
i'adas como comerciales todas las sociedades anóni- 
mas, cualquiera que sea el objeto de su constitución. 

Una disposición expresa del Código de Comercio 
Argentino, establece que las sociedacles anónimas no 
podrán constituirse definitivamente ^^sin que hayan 
sido autorizadas por el Poder Ejecutivo". Otra dis- 
pone que '^las sociedades anónimas, que exploten 
concesiones hechas por autoridades ó tuviesen cons- 
tituido en su fa^'or cualquier privilegio, podrán tam- 
bién ser fiscalizadas por agentes de las autoridades 
respectivas, remunerados por la sociedad, aunque en 
el título constitutivo no se establezca expresamente 
tal fiscalización". Y, finalmente, otra prescripción 
del mismo Código, di(*e que las sociedades anóni- 
ma pueden disolverse por "la declaracáón que haga 
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el Poder Ejecutivo al retirar la autorizaeión que les 
hul)iere conferido''. (1) 

Estos tres artículos del Código de Comercio Ar- 
gentino, envuelven luia serie de cuestiones iinix)r- 
tantes, que traban la ac(?ión de las actuales socieda- 
des anónimas, y que impiden la constitución de otras 
nuevas, al ami)aro del indiscutible derecho de aso- 
ciarse con fines iitiles. 

Como lo he hecho con el Código 'Civil, voy á tratar 
separadamente esas cuestiones á fin de procurar dar 
mayor concisión y claridad a lo que deseo exponer. 

§ 1 
sooiedadí:s for acciones 

En nuestra legislación comercial, como en la de 
muchos otros países, existen dos clases de sociedades 
por acciones, completamente distintas en su fonna 
de constitución, y en sus proyecciones respecto á los 
derechos de los terceros que con ellas contraten. 

La una no tiene el carácter de anónima, porque 
debe tener ima razón social que la distinga, y las 
responsabilidades de sus socios ó accionistas son ili- 
mitadas. Estas no necesitan, para constituirse, de 
la autorización del Poder Ejecutivo, y pueden funcio- 
nar sin más requisitos que aquellos que establece la 
lev comercial. Son las sociedades colectivas. 



íl) Código de Comenio. arts. 318. R.l'J y 370. 
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Xo es de esa clase de sociedades de las que debo 
ocuparme. Este trabajo se limita á todo aquello que 
afecte las sociedades anónimas, y, por tanto, debo 
contraerme exclusivamente á lo que á ellas atañe. 

Como lo he dicho en otra parte, y como lo establece 
el mismo Código de Comercio, ''la sociedad anónima 
es la simple asociación de cajjitales para una empresa 
ó trabajo cualquiera": pero esta defíciente defini- 
ción de nuestro Código, no i3re(íisa perfectamente 
cuál es el verdadero carcicter de la sociedad anónima, 
ni establece la situación que en ella ocupan los que 
aportan sus capitales j^ara fonnar la masa que com- 
pone el fondo social. 

La sociedad anónima, aunque no funciona bajo una 
razón social, necesita una denominación especial ó 
una designación de los objetos que se propone al 
constituirse, siendo su principal condición, la de que 
las personas que forman parte de la sociedad, como 
accionistas, no responden sino del importe de la cuo- 
ta que representa el valor de las acciones que sus- 
criban. 

Esta es la enorme ventaja que tiene la sociedad 
anónima sobre (cualquier otra sociedad, aiui cuando 
ella también emita acciones. La limitación de la res- 
ponsabilidad del accionista a la cuota prefijada por 
el valor de la acción, aleja todo peligro de compli- 
caciones futuras para las personas que suscriban esas 
acciones. Ellas saben de antemano que, en el peor 
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(le los casos, en el de una perdida total del (*apital, 6 
en el de una (quiebra fraudulenta (pie produzca acree- 
dores por sumas exor})itantes, su responsabilidad es- 
tará salvada, siempre (pie hayan pa fiado el valor de 
sus (motas. 

Para c(mstituirse estas sociedades anónimas, de- 
biera bastar (pie se reúnan los capitales necí^sarios 
para la explotaci(5n del negocio (pie se propongan 
realizar, sometieíndose s<)lo á las reglas (pie el C(Kligo 
de Comercio establezca para la f()rmaci(')n y a])roba- 
ci()n de los Estatutos por los mismos accrionistas, con 
todas las pul)licaciones y registros necesarios, para 
dar garantía y seriedad á la instituci(m. 

Nuestro actual Código ha conservado la añeja le- 
gislación que la Europa continental mantenía (^omo 
resabios de los estragos producidos por las primeras 
sociedades anónimas constituidas en el viejo mundo, 
antes de la revolución francesa. 

Organizadas las primeras sociedades por acciones 
con el objeto de explotar privilegios que los gobier- 
nos acordaban, ellas se encuentran en el siglo XV 
constituyendo los primeros Bancos de Genova; ellas 
aparecen en Holanda, en el siglo XVII al organi- 
zarse la sociedad de las Indias orientales, á imita- 
ción de la que ya había establecida en 1599 en In- 
glaterra, con los mismos propósitos de la explota- 
ción de aquellos lejanos territorios. 
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En Francia es donde más claramente se aeentiia el 
carácter de estas sociedades anónimas; porque es 
allí donde la autoridad real se reserva xm cierto de- 
recho de intervención en los negocios de la socie- 
dad, que no podía funcionar sin su jjrevia autoriza- 
<dón. 

Es verdad que frecuentemente esas sociedades no 
tenían otro objeto que el de explotar algún monopo- 
lio concedido j)or el monarca, pero ya en ellas se ve 
la tendencia de crear estas sociedades por acciones 
con responsabilidad limitada por parte de los accio- 
nistas. 

Durante el reinado de Luis XIII, y bajo la influen- 
cia del célebre Colbert, es cuando más se desarrolla- 
ron esta clase de asociaciones, siendo muy de notarse 
í|ue en las Compañías Coloniales, el mismo Rey y su 
ministro eran accionistas, como simples particulares, 
proporcionando una parte de los capitales. 

Xadie puede haber olvidado los resultados prodi- 
giosos que tuvieron esas sociedades, y sobre todo el 
Banco constituido por acciones por el inglés Law, 
<'uyas a(*ciones llegaron á tener veinte veces su valor 
primitivo, y cuya prosperidad ficticia, traducida en 
la bancaiTota de Law, produjo los desastres que des- 
acreditaron, durante mucho tiempo, la constitución 
de las sociedades anónimas, atribuyéndoseles á todas 
ellas propósitos de especulación fraudulenta. 

Pero, después de la revolución, vino la ley de 2 de 



EX LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 43 

^larzo de 1791 que proclamó la lil)ertad de industrias 
en Francia y á su soniljra se fonuaron numerosas so- 
ciedades por a<-eiones, que no tuvieron éxito porque, 
lanzadas al más desenfrenado agiotaje, produjeron 
la depreciación de los ajsignados. Esto causó la su- 
presión de todas las sociedades existentes y la prohi- 
bición de (pie se ñmdaran en Francia compañías por 
acciones, cualquiera que fuese el nombre que to- 
maran. 

En este estado se mantuvieron las cosas en Fran- 
cia, unas veces i>rohil)idas y otras autorizadas las so- 
(•iedades anónimas, hasta que se sancionó el Código 
de Comercio francrés de 1807. Sus autores, bajo la 
presión de los antiguos desastres '\v con el objeto 
de evitar en lo posible los fraudes á que este género 
de sociedades pudiese dar lugar", organizaron las 
sociedades anónimas, con la autorización i^revia del 
gol)ierno. 

Sobre ese modelo se edificó toda la legislación eu- 
ropea relativa a sociedades anónimas, conservando 
esta exigencia de la autorización previa del gobierno, 
hasta mediados del siglo XIX, en que, la Inglaterra, 
la primera, restableció la libertad de comercio y de 
industria, autorizando la fonnación de sociedades 
anónimas con responsabilidad limitada, sin la previa 
autorización del Rey ni del Parlamento. 

Después de la ley inglesa de 1862, toda la Eiu'opa 
ha rea(*cionado, como se verá en la SEGUNDA PAR- 
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TE de este trabajo, lioy no existen sino poquísimas 
naciones donde aquel requisito y aquella interven- 
ción de los gobiernos, se baya mantenido, siendo nmy 
de notar que los países donde esa exigencia se con- 
serva son precisamente aquellos donde menos se lia 
desarrollado el comercio y son más i3ol)res las in- 
dustrias. 

Esta tutela, esta inexplicable é indebida interven- 
ción del Poder Ejecutivo Nacional ó Provincial, se- 
gún el caso, en el gobierno y en la administración 
de capitales puramente particulares; esta función 
ajena á la cosa pública, que ba sido eliminada de 
todas las legislaciones europeas y de mucbas ameri- 
canas, la conserva todavía la Bepiíblica Argentina, 
(pie es, precisamente, uno de los países que más ne- 
cesitan recurrir á la reunión de los pequeños capita- 
les para la formación de grandes masas sociales, que 
reali(*en las empresas que reclama nuestro desenvol- 
vimiento futuro. 

No discuto los grandes inconvenientes que pueden 
señalarse á las sociedades anónimas; pero soy un 
convencido de que son infinitamente mayores las ven- 
tajas que ellas ofrecen, que esos inconvenientes que 
se señalan. 

Por otra parte, yo no pretendo dejar á las socie- 
dades anónimas una absoluta libertad para consti- 
tuirse, en la forma en que puede hacerlo cualquiera 
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Otra sociediid (roiiiercial, por la mera vohuitad de sus 
soí-ios, consagrada en una escritura pública. 

Xo; yo comprendo cpie es indispensable la ley tu- 
telar, tanto para la garantía de los accionistas que no 
administran los cai)itales sociales, cuanto para las 
seguridades de los terceros que contratan con las 
suciedades anónimas; pero yo entiendo (jue todos los 
perjuicios é inconvenientes (jue lu'oduce la interven- 
<-ión del gobiei'no, pueden ser ventajosamente reem- 
plazadas, como se ha hecho en todas partes, por una 
amplia publicidad obljgatoria, dada á los actos pre- 
l)aratorios de la constitución de esas sociedades, á 
sus estatutos, á sus balances, y tomándose otras pre- 
cauí'iones lil)radas al celo y a la inspección de los 
mismos acci(mistas. 

Des2)ues (pie la ley de 1867 suprimió en Francia la 
intervención del gol)ierno en la constitución de las so- 
ciedades anónimas, han sido nuichos los almsos (pie 
se han c(mietid() por éstas en distintos países, y, sin 
eml)argo, el Congreso de París de 1889, declaró, en 
una de sus resoluciones, que era prefenble mantener 
esa exclusi()n del gobierno, dejando a la ley la regla- 
mentación de esas sociedades, en la fonna (pie hasta 
lioy se mantienen, libres de aquella tutela del Poder 
Ejecutivo, re(^hazada por tratadistas y legisladores. 

Nuestros c(mientadores del derecho conun'cial ar- 
gentino, han sostenido (*on acopio de doctrina y de 
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ilustración, (1) la necesidad de que nos incorporemos 
al movimiento universal que libra á las sociedades 
anónimas de la intervención de los gol)iernos; pero 
hasta este momento, nada se ha conseguido, sin em- 
bargo de reconocerse por todos los hombres de esta- 
do, que el gran desenvolvimiento que ha adquirido 
la Repiíblica, en los líltimos años, se debe en su ma- 
yor parte, á las sociedades anónimas, cuya nuiltii)li- 
cación anhelamos, (ron vehemencia, todos los que 
amamos al país. 

§ 2 

FISCALIZACIÓN DE LAS SOCIEDADKS ANÓNIMAS 

El artículo 342 del Código de Ccmiercio establece 
que "las sociedades anónimas, que exploten conce- 
siones hechas por las autoridades ó tuviesen consti- 
tuido en su favor cualquier privilegio, i)odrán tam- 
bién ser fiscalizadas por agentes de las autorida- 
des respectivas, remunerados por las sociedades, aun- 
que en el título constitutivo no se establez(*a expresa- 
mente tal fiscalización". 

A la sombra de este artículo se ha reglamentado, 
tanto por el gobierno de la Na(*ión íumio por algunos 
gobiernos de provincia, más que la fiscalización de 
las sociedades con privilegio, una inspección perma- 



(1) SEaOVIA — Ezplleaclón y critica del nuevo Código de Comercio. toi:i. I. 
pásr. "ífil, n. 1153. 
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líente ó periódiea de todas las sociedades aiióiiiuias, 
sin excluir á aquellas que, e^i otros países, no ne(?e- 
sitau someterse á las disposiciones del Código de Co- 
mercio, ni siquiera para su constitución. 

Como se comprende, son dos cosas completamente 
distintas la fiscalización, limitada por el mismo Códi- 
go de Comercio ^'al cumplimiento de las leyes y esta- 
tutos, y especialmente al de las condiciones de la 
concesión y las obligaciones estii)uladas en favor del 
público, y la inspección de esas mismas y de otras 
sociedades, que importa, en los téiiiiinos en (jue hoy 
se practica, una intervención indelnda de la autori- 
dad en la admitnistración de aípiéllas, investigando 
los más mínimos detalles de sus operaciones. 

Por otra parte, el Código de Comercrio no autoriza 
la físcalización de todas las sociedades anónimas, y, 
en cuanto al Código Civil, no habla en parte alguna, 
ni de la inspección ni de la fiscalización de aquéllas. 

Es un j)rin(ápio de derecho que, determinándose 
expresamente en la ley las personas ó los objetos á 
que ella alude, quedan excluidos de sus disposicio- 
nes todos los demás objetos y personas á quienes la 
ley no se refiere. 

Este principio de (pie ''incluidos unos están excluí- 
dos los otros'', se halla también consagrado en térmi- 
nos expresos por la Constitución Nacional. El 
illtimo inciso del Art. 19 establece expresamente que 
** ningún habitante de la Nación será obligado á hacer 
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lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no 
prohibe". 

Las personas colectivas del derecho, como lo son 
las sociedades anónimas, tienen las mismas prerro- 
gativas que la Constitución ha acordado á los habi- 
tantes del país individualmente; con tanta más razón 
cuanto que, esas colectividades, se forman al amparo 
*'del derecho de asociarse con fines útiles", que he 
estudiado ampliamente en el PROEMIO de este 
trabajo. 

Aplicando los principios jurídicos expuestos á la 
fiscalización de las sociedades anónimas, autorizadas 
por el Código de Comercio, tengo que encontrar con- 
trarias á la Constitución y á las leyes Algentes, la 
reglamentación dada por el Poder Ejecutivo al ar- 
tículo 342 del mencionado Código. 

La disposición limita taxativamente la fiscaliza- 
ción á ''las sociedades anónimas que exploten conce- 
siones hechas por autoridades ó tuviesen constituido 
en su favor cualquier privilegio". Las demás socie- 
dades anónimas, que no se encuentren en estas con- 
diciones, no tienen que ser fiscalizadas, porque, des- 
de el momento en que la ley no la autoriza, ninguna 
de ellas está obligada á peimitirla. 

He venido repitiendo que la legislación moderna, 
en casi todos los países de la Europa y en la mayor 
parte de los de America, ex(*luye todo género de in- 
tervención de las autoridades en la constitución, en 
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la marcha y en el desenvolvimiento de las sociedadí^s 
áinónimas. — Sin embargo, en esas mismas naciones 
donde existe la más amjília libertad i^ara el comercio 
y las industrias, se ha consem^ado esta fiscalización 
que consagra nuestro Art. 343 del Código de Comer- 
cio, para aquellos casos que se relacionen con com- 
pañías ó de individuos que explotan concesiones ó 
privilegios acordados por las autoridades, ó cuando 
se trata de sociedades que afe(*tan directamente el 
interés ó el orden públicos. 

Como ejemplo de las primeras, pueden citarse las 
concesiones para construir ferrocarriles, para esta- 
blecer bancos de emisiones, para explotar minas, etc., 
porque todas ellas se refieren á empresas que tienen 
verdaderos privilegios, que se relacionan con los in- 
tereses y con el bien públicos, ó gravitan sobre bie- 
nes que, como las minas, se mantienen en el dominio 
del Estado y son regidas por leyes especiales. 

Como ejemplo de las sociedades anónimas, si tal 
puede llamárselas, sobre las que en otros países tam- 
bién se conserva la fiscalización del Estado, puede 
citarse las compañías de seguros y las tontinas, que 
no son propiamente sociedades por acciones, sino 
que, como lo dice Pardessus, *' reuniendo un gran nú- 
mero de individuos en un interés común, no pre- 
sentan, en realidad, sino una aglomeración de con- 
tratos independientes los unos de los otros". (1) 



(1) PABDESSUS, Conrs de dioit commerdaJ, tom. V, págr. 280. 
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Entre nosotros, tratando por el momento, sólo de 
las sociedades anónimas que el Código de Comercio 
legisla, debo insistir en que, habiendo limitado el 
Art. 342 la fiscalización de las autoridades á sólo 
las asociaciones que explotan privilegios ó concesio- 
nes acordadas por ellas, los gobiernos de la Nación 
y las Provincias, no tienen el derecho de llevar su 
fiscalización á las otras sociedades anónimas que no 
se encuentran en ese caso, salvo que leyes especiales 
las incluyan en la enumeración hecha por el artículo 
citado. 

Cuando el gobierno encargó al distinguido juris- 
(*onsulto Dr. Lisandro Segovia de proyectar las re- 
fonnas al antiguo Código de Comercio, este notable 
comentarista de nuestras leyes de fondo, proyectó 
la supresión de la intervención del Estado en la 
constitución, en la marcha y en la disolución de las 
sociedades anónimas. (1) En cuanto á la fiscaliza- 
(áón por medio de las autoridades políticas ó admi- 
nistrativas, también las suprimió de su proyecto, si- 
guiendo la tendencia de los últimos Códigos dictados 
en la época en que el Dr. Segovia proyectaba el 
suyo, tendencias que han acentuado las leyes i^oste- 
riores hasta la fecha. 

Esa fiscalización del Estado, que establece el artícu- 
lo 342 del Código de Comercio, el proyecto del Dr. Se- 



(1) SEGOVIA — Proyecto de Código de Comercio, tom. I, pág. 241 y sig. 
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govia la reemplazaba cou la intervención de los 
Tribunales de Justicia, requerida por un número 
detenninado de a(*eionistas; limitándose esa inter- 
vención á la comprobación de los hechos que se de- 
nunciasen, al sólo efecto de proceder á la inmediata 
convocación de la Asamblea General de la Sociedad, 
Ijrevia la adopción de medidas urgentes. (1) 

La comisión del Congreso que preparó las refor- 
mas de nuestro actual Código de Comercio, no aceptó, 
desgraciadamente, las ideas del Dr. Segovia, sancio- 
nando en su reemplazo las disposiciones que se en- 
cuentran en los Arts. 318, 342 y 370. 

Dados estos antecedentes, me creo autorizado para 
suponer que, cuando nuestra legislación comercial, 
ha limitado la fiscalización de las autoridades á las 
sociedades anónimas que exploten concesiones ó pri- 
vilegios especiales, hechas por el Estado, sus autores 
han querido colocarse en una situación intermedia, 
reconociendo la libertad de comercio é industria, en 
cuanto á todas las demás sociedades anónimas, y li- 
mitando la fiscalización á sólo aquellas que taxativa- 
mente enumera el Art. 342; fundada esa excepción 
en el hecho mismo de que, las concesiones y privi- 
legios que forman la base de esas asociaciones, tienen 
su origen en actos de la misma autoridad que debe 
fiscalizarlas. 



(1) Id., id., art. 339. 
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En otros j^aíses, aun bajo el imperio de la legis- 
lación antigua que exigía la autorización previa de 
los monarcas para la constitución de las sociedades 
anónimas, una vez constituidas, cesaba la interven- 
ción permanente ó periódica de las autoridades, con 
propósitos de fiscalización. 

Es verdad que, en muchas partes, se conservó el 
derecho de disolución de esas sociedades, cuando así 
lo aconsejasen las conveniencias de los intereses ó 
del orden piiblicos; pero, en curanto á su administra- 
ción interna, su A^igilancia quedó exclusivamente li- 
brada á los mismos accionistas, en las mismas con- 
diciones que el derecho de fondo establece para las 
demás sociedades del derecho comercial. 

Pardesssus, que escribía su notable obra durante la 
vigencia de la antigua legislación francesa, dice que 
'4os negocios de las sociedades anónimas son admi- 
nistrados por directores ó mandatarios, algunas ve- 
ces elegidos entre los mismos asociados, y otras 
también entre personas extrañas á la empresa. Con 
frecuencia un Consejo compuesto de accionistas, y 
formado de la manera que establecen los estatutos, 
dirige y vigila á esos administradores. Nadie más 
tiene derecho de inmiscuirse en los asuntos sociales, 
ni siquiera bajo el pretexto de que los administrado- 
res fuesen culpables de negligencia ó de malversa- 
ción, salvo sus derechos á promover su destitución, 
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conforme á los estatutos, ó según los principios 
generales aplicables á todas las sociedades". (1) 

La supresión de la fiscalización del Estado en las 
sociedades anónimas (jue no explotan concesiones ó 
privilegios, no entraña peligro alguno, ni amnenta 
las probabilidades de fraude que se atribuyen á esta 
clase de coi-poraciones. 

No se trata de dejar indefensos á los accionistas, 
expuestos sus capitales á la malversación, posible 
de cometerse por los Directorios ó administradores. 
Se trata de dar al Poder Judicial las facultades que 
hoy ejerce el Poder Ejecutivo, en la seguridad de que 
los Jueces, que sólo tienen por misión interpretar 
y aplicar las leyes, ofrecerán mayores garantías á 
administradores y á accicmistas que la caprichosa vo- 
luntad, sin contralor, de las autoridades políticas ó 
administrativas del Estado. 

Eso era lo que proponía el Dr. Segovia en su erudi- 
to proyecto; y eso es lo que, en mi concepto, ha esta- 
])lecido nuestro actual Código de Comercio, cuando 
se trata de sociedades anónimas que no explotan 
concesiones ni privilegios, y cuyos estatutos no están 
fomiados por ima ley especial que precisa sus de- 
recíhos y obligaciones. 

Como se ha dicho en otro lugar, la fiscalización 
autorizada por el Art. 342 del Código de Comercio, 

(1) FABDESSUS. Olir. cit. tom. I, pñff. 244, § 1041. 
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debe ejercerse por las autoridades locales que hi- 
cieron la concesión ó que aprobaron los estatutos. 

Aun tratándose del mismo Gobierno Nacional, en 
esta materia no procede como autoridad federal, sino 
en su carácter de autoridad local del municipio y de 
los Territorios Nacionales, funcionando el Presiden- 
te de la República como ** jefe inmediato y local de la 
Capital de la Nación" y el Congreso como la legisla- 
tura encargada de *' ejercer una legislación exclusiva 
en todo el territorio de la Capital de la Nación" y 
sobre los demás lugares en que el Gobierno Federal 
tiene exclusiva jurisdicción. 

En uso de esas facultades de gobierno local, el Pre- 
sidente de la República, en distintas épocas, ha dic- 
tado varios decretos referentes á la inspección de 
las sociedades anónimas; decretos que no guardan 
armonía con las disposiciones legales que ellos pre- 
tenden reglamentar. 

Del mismo texto de esos decretos, resulta la difi- 
cultad que ha encontrado el Poder Ejecutivo Nacio- 
nal para determinar el alcance de sus facultades de 
fiscalización en las sociedades anónimas. 

Prescindiendo de las disposi(*iones de mera organ: 
zación de la Inspección General de Justicia, converti- 
da después en Inspección General de Sociedades, es 
indudable que el decreto de 30 de Abril de 1897, os 
el que mejor se ha ocupado de esta materia, aun 
cuando en sus disposiciones se encuentren algunas 
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que exceden las atribuciones que el Código de Co- 
mercio concede á las autoridades para fiscalizar cier- 
tas sociedades anónimas. 

No debe extrañarse que dé mayor importancia á 
esta resolución del Gobierno Nacional que á las 
anteriores, no sólo por la eminencia de los juris- 
cDusultos que la suscriben, — Dr. José Evaristo Uri- 
l;uru, como Presidente, y Dres. Antonio Bermejo, 
Norberto Quirno Costa y Amancio Alcorta, como 
ministros, — sino también porque, en su texto, se 
de(*lara que *^ quedan derogadas todas las disposicio- 
nes anteriores". 

Ahora bien; en los considerandos de ese decreto 
se encuentran muchas apreciaciones que sirven para 
apoyar las doctrinas que vengo sosteniendo, así como 
se reconoce la justicia con que se han formulado opo- 
siciones á la fiscalización del gobierno en el régimen 
interao de las sociedades anónimas. 

Conviene transcribir en este lugar, algunos de 
aquellos considerandos: 

^SSegundo: — Que la acción fiscalizadora de la men- 
i'ionada Inspección, no debe ejercerse sino en lo 
estrictamente necesario para saber si las sociedades 
que invocan ante el público el carácter de anónimas, 
o de personas jurídicas, se encuentran competente- 
mente autorizadas para funcional' como tales en el 
país, y si, las que se hallan autorizadas, cmnplen (d 
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objeto ó fin de su creación y las disposiciones de sus 
estatutos." 

Dada la autoridad de los jurisconsultos que firman 
(íste decreto, es sumamente importante la distinción 
que se hace en este considerando, entre ^*las socie- 
dades ({ue invocan el carácter de anónimas" y las 
que sólo invocan el carácter de 'apersonas jurídicas". 

Esta distiníáón puede autorizar perfectamente la 
doctrina legal que sostengo, convencido de que nues- 
tras leyes de fondo han hecho dos cosas distintas de 
las simples personas jurídicas y de las sociedades 
aiHÓnimas, destinadas las unas y las otras á diferen- 
tes legisla(*iones. 

Las sociedades anónimas, cuando necesitan ejercer 
derechos ó contraer obligaciones regidas por el Códi- 
go Civil, desempeñan el papel de una persona jurí- 
dica; pero esta no es la característica de su institu- 
ción, que está legislada por las disposi<*iones especda- 
les del (^ódigo de Comercio, que es la ley de fondo 
que afecta directamente. 

Esta distinción que hace el considerando 2." del 
decreto de 30 de Abril de 1897, tiene mucha tras- 
cendencia, si se toma en cuenta lo que he expuesto 
c(m respecto al fin de la existencia de las personas 
jurídicas, sin más fundamento que la necesidad ó la 
convonioncia de su disolución, en favor de los intere- 
ses piil)licos. Nada de esto dice el Código de Co- 
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mercio, que sólo admite la disolueión, por causas 
esencialmente económicas ó comerciales. 

El considerando tercero del mismo decreto esta- 
blece con verdad cuáles son las garantías que so 
requieren, para el l)uen funcionamiento de esta clase 
de sociedades. Dice así: 

'* Tercero: — Que es necesario conciliar el derecho 
y el deber que el Gobierno tiene de vigilar la mar- 
cha de las sociedades anónimas, con la.s garantías de 
reserva que, en ciertos casos, debe observarse en lo 
relativo a las operaciones de éstas y al giro de sus 
negocios, especialmente si se trata de instituciones 
bancarias.'' 

Esas garantías de reserva (¡ue recfonoce el gobierno 
como indispensables para el éxito en la marcha de 
las sociedades anónimas, no podrá nunca obtenerse 
bajo el régimen de inspección que hoy se observa, sin 
tomarse las precauciones que el derecho ¡procesal ha 
estal)lecido en todos los asimtos de peritaje, en que, 
además del juramento que prestan los i)eritos, in- 
curren en serias responsa])ilidades i)enales en los ca- 
sos de violación del secreto. 

Cuando las legislacicmes extranjeras que todavía 
conservan la intervención del Estado con respecto 
á algunas sociedades anónimas, han autorizado la 
fiscalización, como sucede en Austria, por ejemplo, 
esa fiscalización se ejerce por medio de los Tribu- 
nales, cuyos magistrados ])roceden en la forma que 
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establecen los Códigos, haciendo las inspecciones, no 
£Ólo con reserva, sino que se ocupan exclusivamente 
dol punto que debe ser materia de la investigación. 

No quiero juzgar los procederes que se han obser- 
vado en la Eepública Argentina, lo mismo en la Ca- 
pital que en algunas provincias, sobre todo en Buenos 
Aires, al hacerse la fiscalización de las sociedades 
anónimas; sin embargo, no puedo prescindir de ma- 
nifestar que conozco más de un caso en los que, en 
vez de fiscalizar á las compañías para verificar si se 
encontraban en las condiciones del Código de Comer- 
cio, se han i)roducido verdaderas investigaciones en 
sus libros de administración, en todos sus papeles, 
en todas sus operaciones, en el personal de emplea- 
dos, poniendo en ello mayores exigencias que las que 
l)odría tener el ac'cionista más escrupuloso. 

Con un régimen semejante, no es posible obtener 
las *^ garantías de reserva" que, el decreto de 30 de 
Abril de 1897, reconoce como indispensables; y, en 
prueba de ello, podr'a citar los rumores que han 
corrido en la Bolsa y en los centros mercantiles des- 
pués de cada inspección ordenada por el Gobierno en 
la administración de alguna sociedad anónima. 

Si, en los casos previstos por el Art. 342 del Código 
de Comercio, se observase la sana doctrina que esta- 
blece el considerando tercero del decreto de que 
vengo ocupándome, muchos de los inconvenientes 
que la intervención del Estado produ(*e, desaparece- 
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rían, evitando las resistencias que hoy oj)onen todas 
las compañías anónimas á ser inspeccionadas por 
empleados del P. E. 

No tiene menos importancia para las materias tra- 
tadas en este libro, los considerandos 4.", 5/, 6/, 7." y 
lO.** del mencionado decreto de 1897, puesto que en 
ellos se hace ima perfecta distinción de las diversas 
<*lases de personas jurídicas y de sociedades anóni- 
mas que pueden constituirse, de acuerdo con nues- 
tras leyes de fondo, civil y comercial, y sobre todas 
las cuales el Poder Ejecutivo se ha considerado con 
derecho de ejercer una inspección permanente ó pe- 
riódica. 

Conviene tener presente esas consideraciones, que 
son las siguientes: 

*' Cuarto: — Que, por otra parie es necesario modi- 
ti(*ar las disposiciones consignadas en términos ge- 
nerales y absolutos en los decretos de creación y 
organización del cuerpo de inspectores, por cuanto 
la intervención del mismo debe tener diverso alcance 
y ejercerse de distinto modo, según se trate ó no de 
sociedades por acciones que exploten con(»esiones ó 
privilegios otorgados por las autoridades ; según sean 
éstas nacionales, provinciales ó municipales; ó según 
tengan ó no inspectores especiales creados por la 
ley, ó su inspección se halle encomendada ó no á 
roi)articioiies administrativas técni(*as; 
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** Quinto: — Que conviene, dada la oposición formu- 
lada por algunas sociedades constituidas en el ex- 
tranjero, resi^ecto á la intervención del cuerpo de 
inspectores, dejar estable(ddas con precisión las re- 
glas á que debe sujetarse la Inspección General de 
Sociedades Anónimas, en su acción fiscalizadora, res- 
pecto de las distintas sociedades; 

*' Sexto: — Que para ello es menester tener en 
(íuenta la diversa condición jurídica que por el Có- 
digo de Comercio tienen las mismas, pudiendo cla- 
sificarse así: — 1.° Sociedades constituidas en el país 
con arreglo á los requisitos que prescribe el Art. 318; 
2/ Sociedades fundadas en país extranjero, sin asien- 
to, sucursal ni representación en la Eepública. 
(Art. 286); 3/ Sociedades que se foiman en otro 
píaiís i^ara ejercer su principal comercio en el nues- 
tro (Art. 286) ; y 4.° Soidedades constituidas en país 
extranjero, que establecieren en la Repiíblica sucur- 
sal ó representación legal ; 

''Séptimo: — Que en el caso del imdso 1.", el derecho 
de inspección para intervenir, no sólo en lo que se re- 
lacione con su funcionamiento, sino en lo relativo á 
su constitución misma, ha sido i)or todos reconocido; 
en (d caso del inciso 2.", sólo corresponde vigilar que 
las sociedades de que se trata hayan sido constitui- 
das legalmente, ó sean con arreglo á las leyes del 
l)aís de su (constitución, y que no practiquen a(*tos co- 
merciales contrarios á la ley nacional; en el caso del 
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inciso 3/, deberá examinar si las cláusulas de la 
constitución de esa sociedad, son ó no contrarias á 
las leyes argentinas, haciendo mención, al informar 
al ministerio, de las cláusulas de los Estatutos que 
sean substancialmente contrarias á las disposiciones 
de nuestro código; y en el caso del inciso 4.\ tendrá 
en cuenta que el Código sólo sujeta á las sociedades 
(le que se trata, al registro y publicación de los actos 
sociales y de la nominación de sus representantes; 
y en el caso de quiebra, á lo estatuido en el Art. 1385 
(hoy 1383, según la ley N/ 4156) sin obligarlas á 
<-Dnstituirse y organizarse según nuestras leyes;" 

'* Décimo: — Que estas sociedades, si bien es cierto 
(¡ue directamente sólo benefician á sus asociados, no 
puede de ahí deducirse que no tengan por principal 
objeto el bien común, puesto que muchas de ellas 
tienden á fomentar principios de moral social, de 
ahorro contra el pauperismo, de orden y trabajo con- 
tra el socialismo, de caridad para con los enfermos, 
que, de otro modo, acudirían á pedir amparo á los 
hospitales públicos; á lo que se agrega que, por el 
hecho de que hayan podido subsistir y prosperar por 
mucho tiempo sin la personería jurídica, no se sigue 
que deba negarse esa personería cuando ella se re- 
clama, para que la corporación pueda tener la ca- 
pacidad legal necesaria para adquií-ir y enajenar los 
l)ienes raíces, sin ocurrir al expediente, siempre in- 
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segiu'o, de tener los bienes sociales á nombre de par- 
ticulares.'' 

He transcripto, in extenso, los considerandos pre- 
cedentes del decreto de 30 de Abril de 1897, porque 
ellos revelan la verdad de cuanto he expuesto, res- 
pecto á esta confusión de asociaciones, que ha hecho 
nuestro Código Civil, cuya influencia todavía per- 
dura en los actos del P. E. Nacional, al reglamentar 
las disposiciones del Código de Comercio; olvidando 
que, hay una diferencia substancial entre las sim- 
ples personas jurídicas, que constituyen las socieda- 
des civiles, y estas sociedades anónimas, escencial- 
mente económicas y comerciales, que más que al 
derecho de los bienes, dirigen su acción al desen- 
volvimiento de las industrias y al engrandecimiento 
material del país, por medio de colosales empresas 
de capitales ingentes, formadas por acciones que sus- 
criben los pequeños capitalistas, que no quieren com- 
l^rometer mayores responsabilidades en el negocio. 

Obra de veraderos jurisconsultos, ese decreto, sus 
disposiciones han tenido que verse cohibidas por la 
doble presión de los precedentes establecidos por el 
Poder Ejecutivo, en decretos anteriores, y por las 
disposiciones insalvables del Código Civil á que me he 
referido. Sin embargo, entre renglones, podría leerse 
allí el anhelo de sus autores, por dar garantías efecti- 
A'as á las sociedades anónimas nacionales, que no ex- 
ploten concesiones ni privilegios, limitando la físcali- 
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zación de ellas á lo míninio que pudiera limitarse : á 
la averiguación de si ellas poseen los elementos para 
el cumplimiento de sus fines, observando sus esta- 
tutos y las leyes respectivas. 

No entra dentro de los propósitos de este capítulo, 
o(*uparme de la fiscalización de las sociedades á que 
limitativamente se refiere el Art. 342 del Código de 
Comercio, y esto me exime del deber de comentar 
la parie imperativa del deíireto de 1897 que regla- 
menta la inspección de esa clase de sociedades. 

Voy sólo á tratar de la forma en que se ordena la 
inspección de las otras sociedades comerciales, de 
aquellas que son las más niunerosas y que se mani- 
fiestan en casi todas las ramas de la industria, del 
comercio y de las operaciones financieras. A su 
respecto el Art. 8.° del decreto de 30 de Abril de 
1897, dispone lo siguiente: 

*'Art. 8."* Las sociedades por acciones que no ex- 
ploten concesiones ni privilegios reconocidos por el 
Gk)biemo, y las sucursales, agencias ó representacio- 
nes de sociedades anónimas extranjeras que se es- 
tablezcan en el país, estarán obligadas á someterse 
á la inspección general, en cuanto ella sea necesaria 
para determinar si poseen los elementos que se re- 
quieren para el cumplimiento de sus fines y si sus 
estatutos se observan con regularidad." 

He hecho el elogio de este decreto, reconociendo 
que es la obra de jurisconsultos que anhelaban para 
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311 país, la más completa libertad comercial, pero que 
se encontraban cohibidos en su acción, por disposi- 
ciones de las leyes de fondo, que no estaba en sus 
facultades reformar. 

Antes del decreto de 30 de Abril de 1897, todas 
las sociedades anónimas eran intervenidas en virtud 
del inexplicable decreto de 31 de Noviembre de 1893, 
que extendió la facultad del cuerpo de inspectores 
á todas las sociedades por acciones que funcionen 
en el país, sin siquiera respetar las perrogativas y 
.as jurisdicciones provinciales. 

Los jurisconsultos que contribuyeron á la redac- 
(áón del decreto de 1897, no quisieron, sin duda, reac- 
cionar contra aquellos precedentes, que habían sido 
impuestos al Poder Ejecutivo en otras épocas por los 
desastres y los abusos de las primeras sociedades anó- 
nimas que se establecieron con capitales nacionales. 

Sin embargo, el Art. 8.", que acabo de transcribir, 
inicia ya una reacción en favor de las sociedades 
anónimas que no exploten concesiones ni privilegios 
acordados por las autoridades; y esa reacción se 
manifiesta en la limitación taxativa de los objetos 
con que han de hacerse las inspecciones, señalando, 
como únicos motivos de la fiscalización, el de ^^de- 
terminar si poseen los elementos que se requieren 
para el cumplimiento de sus fines, y si sus estatutos 
se observan con regularidad". 

Esta disposición, que es la que está hoy en A'igor, 
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excluye jior coiiipleto de la fisealizaeicm oficial todos 
los actos administrativos de los Directorios de las 
sociedades anóiiinias que no se refieran á los fines 
de la institución ó á la observancia de los estatutos. 

El gobierno de 1897, compuesto de hombres que 
conocían á fondo el derecho y que asi)iraban para su 
l)aís todas las grandes ventajas que, ya en esa época, 
hal)ía producido en otras naciones la supresi(3n de la 
intervención del Estado en la formación, en la mar- 
cha y en la disolución de las sociedades anónimas, — 
quiso detener los abusos que se venían cometidendo, 
á la sombra de esa fiscalización, autorizada por el 
Art. 342 del Código de Comenáo; abusos que llevaron 
muchas veces á la ruina instituciones prósperas que 
habrían servido j^oderosamente al desenvolvimiento 
de las grandes riquezas que aun permanecen inex- 
ploradas, por falta de capital, en los desiertos y en 
las montanas argentinas. 

Por más que, en principio, sostengo que las socie- 
dades anónimas que no explotan con(»esiones ni pri- 
vilegios, no están sujetas á fiscalización alguna de 
los poderes públicos, reconozco que la fiscalización 
aplicada en los límites señalados por el Art. 8." del 
decreto de 30 de Abril de 1897, no ofrece mayores 
peligros, ni tendría grandes resistencias por parte 
de los Directorios de las compañías anónimas. 

Pero no obstante que esa disposición no ha sido 
modificada substancialmente por ninguna otra, la 
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manera coiuo hoy se practica la inspección de so- 
ciedades anónimas, excede en mucho his limitacio- 
nes taxativas de la fiscalización, señaladas á los 
inspecrtores por el Art. 8. " del decreto de 1897. 

Y estos abusos en la inspec(*ión, son tanto nuis 
criticables, cuanto que ha sido muy fácil conocer el 
espíritu que presidió á la redac(áón de ese Art. S.\ 
buscando en otros dcxaunentos posteriores cual era 
el pensamiento del Presidente I)r. Uriburu, que sus- 
cribe aquel decreto. 

Un año después del acuerdo gubernativo á que 
vengo refiriéndome, y 0(*upando entonces el Ministe- 
rio de Justicia el Dr. Luis Belaustegui, que, sol)re 
su vasta ilustración como juiisconsulto, llevaba al 
Gobierno su práctica y sus observaciones como ma- 
gistrado, el Presidente Dr. Don José Evaristo Uri- 
buru, dirigía al Congreso Nacional el mensaje qu(* 
lleva la fecha de 23 de Mayo de 1898, al que acom- 
pañaba un largo proyecto reglamentando la inspec- 
ción general de sociedades. 

Dentro de la legislación de fondo vigente, aquel 
proyecto no tiene más inconveniente que el de su 
carácter de ley especial, sobre una materia que del)e 
fonnar parte de las leyes codificadas, in(*orporándose 
al Código de Comenáo, á fin de que exista unidad de 
legislación soln'e esta materia, rigiendo disposicion(*s 
comimes y generales para toda la Eepública. 

Pero, tanto en el texto del mensaje como en al- 
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giinos artículos del provi^cto aludido, puede recono- 
cerse (lue el propósito del (íobienio de esa época, 
(jue fué el luisnio que dictó el decreto de 1897, era 
dejar á las sociedades anónimas amplia li])ertad en 
su administración, no llevando la ñscalización del 
Poder P]je<*utivo al seno de esas asociaciones, sino 
cuando esa intervención le fuese (expresamente re- 
querida por un número determinado de accionistas. 

La Presidencia del Rr. Uriburu reconocía tácita- 
mente que la reglamentación administrativa que se 
había dado á las disposiciones del Código de Co- 
mercio, era \m tanto a))usiva. 

Refiriéndose el mensaje de 23 de Mayo de 1898 á 
los de(*ret()s anteriores á esa fecha (pie crearon la 
Inspección General de Sociedades y reglamentaron 
sus funci(mes, decía literahnente en uno de sus pá- 
rrafos, lo siguiente: 

^'Toda esta reglamentación necesita en parte san- 
ción legislativa y á ello responde el proyecto de l(\v 
que el Poder Ejecutivo somete á las deliberaciones 
del Honoral)le Congreso." 

La situaciém existente á la fecha del mensaje, en 
cuanto se refiere á las sanciones legislativas, es la 
misma en la actualidad; y, sin eml)argo, de nu-o- 
nocerse que una i)arte de la reglamentación (jue (*stá 
aplicándose al fiscalizar las sociedades an(5nimas ne- 
cesita sanción legislativa, se sigue procediendo cí)n- 
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tra aquellas socdedades, sin que las nuevas leyes se 
produzcan. 

El proyecto de ley que acompañaba aquel mensaje, 
compuesto de 27 artículos, se ocupa de los requisitos 
necesarios para la autorización de las sociedades anó- 
nimas, así como de la fonna en que ha de producirse 
la fiscalización de las mismas. 

Aquel proyecto contenía una parte financiera, 
creando im impuesto que debían pagar las socieda- 
des anónimas, proporcionadas á su capital. A este 
respecto el mensaje del Poder Ejecutivo decía al 
Congreso lo siguiente: 

*'E1 importe de estos derechos, según cálculos 
aproximados, produciría al Estado una renta anual 
de relativa imijortancia, después de cubiertos todos 
los gastos de la Inspección de Sociedades, que hoy 
jjesan sobre el Tesoro Nacional, renta que es sus- 
ceptil)le de aimiento, á medida que nuevas sociedades 
anónimas se constituyan, lo que puede asegurarse en 
vista del crecimiento progresivo de las mismas." 

Es, precisamente, ese crecimiento en el número de 
las sociedades anónimas, tan necesario, tan indis- 
pensable á nuestro mayor desarrollo financiero, co- 
mercial é industrial, lo que debe tener en cuenta el 
poder administrador al ejercer sus facultades de 
fiscalización en esos poderosos elementos de nuestra 
grandeza futura. 

Después de establecer el Art. 8." del proyecto de 
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ley presentado en 1898 por el Presidente l)r. Uri- 
biirii, una eseala de los dereelios que debieran pa- 
garse por las sociedades anónimas, según el monto 
de sus capitales respectivos, el Art. 9/ estableíúa lo 
siguiente : 

"La omisión ó falta de cumplimiento á esta obli- 
gación, (el pago del impuesto), seni penada con uña 
multa de doscientos á quinientos pesos moneda na- 
cional, sin perjuicio de quedar sujeta á la inspección 
que en tal caso deberá practicarse." 

Como se ve, por esta disposicnón se imponía la 
inspección como una pena á la falta de pago del 
impuesto; y, aun cuando el mensaje no da explica- 
ciones de los fundamentos de esa disposición, del)e 
suponerse que, esa falta de pago del impuesto, auto- 
rizase la sospecha de que las sociedades anónimas 
que incurrían en la omisión, no estaban en las con- 
diciones de los estatutos, i3ues le faltaba fondos para 
atender á sus deberes para con el fisco. 

Es sólo en los artículos 10 y 11 del proyecto de 
1898 donde puede verse claramente cuál era la ten- 
dencia de las ideas del Gobierno con respecto á la 
fiscalización de las sociedades anónimas, y, por tanto, 
cómo debe inteipretarse el Art. 8." del decreto de 30 
de Abril de 1897, actualmente en vigor. 

Los mencionados artículos del proyecto de ley á 
que vengo refiriéndome, decían así: 

'* Art. 10. Fuera del caso á que se refiere la última 
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parte del artículo anterior, (la falta de pago del iin- 
piu sto), las sociedades anónimas no podrán ser ins- 
peccionadas sino á requirimiento de accionistas que 
representen un cinco por ciento del capital realizado^ 
ó á pedido de terceros interesados que justifiquen 
causas legales." 

''Art. 11. Llegado este caso, y si de la inspección 
resultara que la sociedad había violado sus estatutos 
ó que se encontrara en la imposibilidad de llenar los 
fines de su creación, la Inspección pedirá al Ministe- 
rio de Justicia el retiro de la personería jurídica, y, 
acordado esto, informará al señor Juez de Comercio 
en turno para que proceda con arreglo á derecho.'' 

Estas disposiciones son completadas y, si se quiere 
explicadas por el Art. 18 del mismo proyecto, que 
dice así: 

'^Art. 18. La intervención de la Inspección de So- 
ciedades se limitará á velar por el cumplimiento de 
sus Estatutos y la (conservación del patrimonio so- 
cial, no pudiendo intervenir en ellos sino mediante 
solicitud escrita de un número de socios que no baje 
del 25 por ciento de la totalidad." 

Nada más preciso que estos tres artículos trans- 
criptos, para comprender que el propósito del Go- 
bierno que dictó el decreto, actualmente en vigor, 
de 30 de Abril de 1897, no fué el de obligar á las so- 
ciedades anónimas á abrirles todos los libros de su 
administración, á entregarles todos los papeles de 
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SUS negocios y á permitirles el jiieio j^ersonal de los 
actos (le sus administradores, a los inspectores que el 
Poder Ejecutivo nímibrase al efecto. 

Todo lo contrario. Así ccmio el decreto precisa los 
alcances de la inspección ''en cuanto ella sea nece- 
saria para determinar si las sociedades poseen los 
elementos (jue se reípiieren i)ara el cumplimiento de 
sus ñnes, y si sus estatutos se observan con regulari- 
dad", lo mismo el proyecto de ley de 1898 buscaba 
<iue el Congreso dictase una ley concediendo ima au- 
torización cim idénticos fines, todavía c(m mayores 
limitaciones que las que el deca^eto esta})lecía, pues- 
to que sólo permitía la inspección á solicitud de un 
número de accicmistas que representase por lo menos 
la cuai-ta jjarte del capital suscripto. 

Algo más : es el mismo Gobierno que rec(moce que 
la reglamentación actual necesita, en cierta parte, de 
la sanción legislativa, el que pedía precisamente esa 
sanción en los artículos del proyecto que acabo de 
transcribir, yendo en su espíritu liberal, en favor de 
las sociedades anónimas, hasta quitarle al Poder Eje- 
cutivo toda fiscalización motu propio, y declarando 
que su acción sólo sería puesta en movimiento, cuan- 
do los mismos accionistas lo requiriesen. 

Del texto de los artículos del proyecto que se han 
leído, resulta explicado el alcance que el mismo Go- 
bierno que formuló aquel proyecto daba al artículo 
octavo de su decreto de 1897: la fiscalización no pue- 
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de tener otro objeto que el de averiguar si la socie- 
dad ha violado sus estatutos ó si se halla en la im- 
posibilidad de llenar los fines de su creación. Toda 
otra intervención en los libros ó en los negocios de 
la sociedad, no sólo es contrario á las prescripciones 
terminantes de las leyes vigentes, sino que tamj^oco 
está autorizada por las disposiciones administrativas 
que hoy están en vigor. 

El Presidente Dr. Quintana en Julio 25 de 1905 
amplió las disposiciones del decreto de 30 de Abril 
de 1897, reconociendo que ese decreto '^'onciliando la 
necesidad de fiscalizar el funcionamiento de las so- 
ciedades anónimas con las garantías debidas á la re- 
serva de las operaciones comerciales, ha establecrido 
la forma en que la Inspección General de Sociedades, 
hará efectiva esta ñscalización." 

Esta es la iiltima disposición gubernativa sol)re 
esta materia, y elhi Aiene á confirmar las doctrinas 
que sostengo cuando, en presencia de los mismos tér- 
minos de los decretos citados, niego á la Inspección 
General de Sociedades el derecho de proceder en sus 
inspecciones fuera del. límite taxativo señalado por 
la misma autoridad superior de quien esa oficina de- 
pende. 

El decreto del Presidente Quintana tiene, además, 
otra importancia. Cómo el proyecto de ley del Pre- 
sidente Uriburu, prescinde de la acción gubernativa 
para la corrección de los abusos que puedan come- 
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terse en la adnniiistra(*i6ii de las sociedades aiioiii- 
iiias, dejando (jiie sean los mismos aí»(*ionistas los ({ue 
piwedan, reservándose sólo intervenir si las Asam- 
bleas de acinellas no adaptasen someterse á las <lis- 
posiei(mes de sus estatutos. 

El tercer (considerando del decreto de 25 de Julio 
de 1905, esta])lece que ''es c(mveniente, i)or otra par- 
te, encomendar á aquella oficina el estudio de las con- 
diciones en que desarrollan su acción las sociedades 
anónimas de ahorros y de pensiones, porque tratán- 
dose de instituciones que afectan los intereses de la 
clase obrera, en primer término, los poderes piil)li- 
cos están en el deber de adoptar las medidas con- 
ducentes á su desenvolvimiento, <*on d (fonocimiento 
exacto de las ventajas y defe(*t()s de la variada or- 
ganización (pie les han dado sus fundadores, al am- 
paro de la libertad que ofrecen á la iniciativa priva- 
da las disposiciones de carácter general del Código 
de Comercio". 

Si se estudia en sus términos y en sus fincas este 
considerando, tendrá que reconocerse que él no se re- 
fiere, propiamente á la fisí*aliza(áón de las sociedades 
anónimas. El Presidente Quintana y su entonces Mi- 
nistro Dr. Joaquín Y. González, se i^reocupaban, sin 
duda, de la necesidad de la reforma de la legislación 
de fondo que rige esta clase de instituciones, y, lo 
que buscaban con la parte transcripta del decreto de 
1905, era hacer (jue las oficinas oficiales hiciesen un 
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estudio de la materia, análogo al que, pocos meses 
más tarde, en Octubre 20 del mismo año, encomen- 
daba á una comisión formada de miembros del Con- 
greso, encargándola de *^ preparar uno ó más pro- 
yectos de ley para llevar á la práctica las medidas 
(jue aconsejare, las que deberían ser presentadas al 
Poder Ejecutivo antes del 1. de Mayo de 1906." 

El Presidente Quintana murió; el Dr. González 
isalió del Ministerio, y la comisión parlamentaria, lo 
ndsmo que la Inspección General de Sociedades, no 
hicieron el estudio que se les pedía, ni redactaron los 
proyectos que se les encomendaron. 

Algunos meses más tarde, un decreto del actual Go- 
bierno, durante el ministerio del Dr. Federico Pi- 
nedo, declaró disuelta la (^omisioln nombrada por el 
Presidente Quintana, sin que esta hubiese llenado su 
cometido. 

Hoy nadie está encargado de proyectar las refor- 
mas á la legislación sobre sociedades anónimas, y es 
de temerse que la situación presente se prolongue si 
algún miembro del Congreso ó vJn Ministro progre- 
sista no se dedica á este estudio y á preparar el pro- 
A ecto tan urgentemente reclamado. 

Pero, en ese decreto breve de 1905, quedó el pensa- 
miento, y, si me es peimitido decir, el espíritu del 
juriconsulto eminente y de su colaborador, distingui- 
do constitucionalista, que anhelaban producir la re- 
fonna de la situación actual de las sociedades anóni- 
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mas, al iiiisnio tiempo (jue procuraban corregir los 
errores jm-ídicos cpie á su respecto vienen (cometién- 
dose con inspecci(mes indebidas. 

Ese decreto de 1905, (jue es la líltima palabra jn-o- 
lumciada por el Poder Ejecutivo con respecto á las 
sociedades anónimas, fue arrancado al Presidente 
Quintana y á su Ministro Gonzáh^z, por la propia 
í)l)servaci6n de lo (pie ac(mtecía en la República, en 
los mom(*ntos en (pie el decreto se dictaba. No era 
posible cerrar los ojos ante el crecimiento prodigioso 
del país, producido i)or la constante iniciativa de 
nuevas sociedades anónimas, no era posible cerrar los 
oídos a las voces que nos llegat)an desde lejos, anun- 
ciando los éxitos de esa clase de asocia(áones en las 
naciones extranjeras; no era x>osible (pie juriconsul- 
tos eminentes se empeíjasen en mantener, en la legis- 
lación de fondo de la República Argentina, las leyes 
vetustas que la civilización y los progresos de la hu- 
manidad, habían borrado de todos los Códigos. 

El Poder Ejecutivo no tiene fa(ailtades para modi- 
ficar las prescripciones del Código Civil y del Código 
de Comercio, pero tiene el deber de procurar que ellos 
se refoiTuen, amoldándolos á las exigencias de las 
situaciones actuales, completamente distintas de 
aquellas en que fueron sancionadas. Esto era lo que 
buscaba el gobierno del Dr. Quintana, con su decreto 
de 20 de Octubre de 1905. 
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'' Considerando, — decía, — que el amneuto de las 
sociedades anónimas producido como consecuencia 
del x>i*ogi-eso industrial y comercial del país, la varie- 
dad de nuevas é ingeniosas combinaciones á que se 
presta el espíritu de asocdación, y el creciente des- 
aiToUo de algunas, como las de explotación de minas, 
que hasta ahora se había apenas experimentado, ha- 
cen indispensable la reforma de la legislación vigente 
ó la adopción de leyes especiales que se adapten me- 
jor á las actuales circunstancias, en vista de obser- 
vaciones directas, y para conciliar el libre desenvol- 
vimiento de las iniciativas individuales con los prin- 
cipios y necesidades de orden público; 

'^ Que esa reforma debe fundarse en la observa- 
ción y estudio práctico del funcionamiento de las so- 
ciedades, para corregir sus defectos de constitución, 
evitar las transformaciones de hecho que pueden 
experimentar en el curso de las operaciones, hasta 
adoptar formas prohibidas por las leyes, reglamentar 
su situación legal teniendo en cuenta su diversidad 
de origen y de propósitos y rodearlas de garantías 
efectivas, desde el punto de vista del capital, de la 
l^ublicidad de los actos sociales, de los derechos y 
obligaciones de los accionistas, de los intereses de los 
terceros y de la responsabilidad de los Directores y 
Gerentes ; 

''Que por más que el Poder Ejecutivo cuide, como 
lo hace invariablemente, del estudio particular de ca- 



EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 



da expediente de ereaeióu ó reeonoeimiento de socie- 
dades nuevas, ó sobre el ñineionamiento y transfor- 
mación de las existentes, no puede ir más allá del lí- 
mite fijado por las leyes á su intervención ó de la li- 
bertad que las mismas acuerdan á las sociedades, tan- 
to más, cnanto que sus abusos contra terceros ó sus 
A iolacioues de la ley, deben ser corregidas por los Tri- 
bunales de Justicia, etc Por lo expuesto, y tratán- 
dose en el presente caso de la preparación, dentro de 
im plazo perentorio, de un proyecto de legislación es- 
pecial no (comprendido dentro de los trabajos que tie- 
ne á su cargo la comisión de reformas legislativas. . . 
El Presidente de la República, constituye una comi- 
sión compuesta de cinco miembros del Congreso",. . . 
encomendándole un ami)lio estudio de la constitución, 
funcionamiento y situación de las sociedades anóni- 
mas establecidas en el país, y de formular imo ó más 
proyectos de ley, sobre la base de la legislación com- 
l)arada y de las enseñanzas de la experiencia. 

Para los que lian conocido íntimamente la vida i)ú- 
bliea y los trabajos jurídicos del Dr. Quintana, y para 
los que saben que el Dr. Joaquín V. González ha 
escrito los comentarios de la Constitu(dón Argentina, 
esas breves líneas, transcriptas del decreto de 20 de 
Octubre de 1905, firmado por ellos, importan un epí- 
tome de toda la materia legal que se refiere á las so- 
ciedades anónimas, en el estado actual de las ciencias 
y de la legislación modernas. 
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Emi)iezaii esos (estadistas por hacer constar el au- 
mento jn'odiííioso de las sociedades anónimas entre 
nosotros y las nuevas combinaciones {\ (pie el des- 
arrollo de nuestro progreso está dando lugar; siguen 
reconociendo (|ue es menester corregir los defectos 
que hoy se notan en la constitución, en el funciona- 
miento y (^n muchas otras (*osas refei^entes a esta 
clase de asociaciones, y ctmcluyen por declarar que es 
jndispensal)le la reforma, en términos perentorios, de 
la legislación vigente, á fin de dar estabilidad {\ esas 
instituciones, y garantías á los accionistas, á los ter- 
ceros y al orden y á los intereses pii))licos. 

Son estos, jn-ecisamente, los ol) jetos con (jue escri- 
bo este libro. 

Estudiando el engrandecimiento de las ciudades 
europeas y el número que han alcanzado las socieda- 
des anónimas en los últimos cincuenta años, al am- 
paro de la legislación reformada en el sentido que el 
Presidente Quintana lo anhelaba, he í*reído (jue hago 
acto de patriotismo procurando (¡ue, cuanto antes, la 
reforma se produzca. 

Pero, en tanto que esa refonna no llega, es menes- 
ter evitar (pie una mala interpretación de las dispo- 
sici(mes de los Ccnligos Civil y Comercial que nos 
rigen, perjudique á esos verdaderos elementos de 
])rogreso, cohibiendo su impulso é inq)idiendo la or- 
í anizaciím de nuevas comi)añías por a(*ciones. 

Y, desgraciadamente, esto es lo que sucede con la 
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forma en que aetiialineiite se veriñea la inspección de 
las sociedades an(3nínias por los agentes del Poder 
Ejecutivo. 

El Dr. Manuel Quintana fué durante muchos años 
el abogado de las empresas, constituidas en socieda- 
des anónimas, más poderosas de nuestro país. En 
esas condiciones tuvo oj^ortunidad de observar per- 
sonalmente la forma en (pie se pretendía ejercer la 
fis(*alización por el Go])ierno; y debo decdarar, en 
honor de su gloriosa memoria, que nunca consintió 
ninguna trasgresión que permitiera al Poder Ejecu- 
tivo intervenir e^n las (*(mipañías de ([ue era abogado, 
sino con los exclusivos ol)jetos que precisa taxativa- 
mente el Art. 8 del decreto de 30 de Abril de 1897; es 
decir, en cuanto esa fiscalización ^'sea ne(*esaria para 
detenninar si las (compañías poseen los elementos 
que se requieren para el ciunplimiento de sus fines y 
si sus Estatutos se observan con regularidad. '' 

Fué por esta razón que, en la parte dispositiva del 
decreto de 25 de Julio de 1905, el Presidente Quin- 
tana y su Ministro González, no ampliarcm las facul- 
tades de la Inspec(*ión General de Sociedades, ni la 
autorizaron á pedir ó á proponer la disolución de ellas 
ó el retiro de la personería jurídica, como resultado 
de sus inspecciones, sino que, '^obedeciendo á los 
jn-incipios de la ciencia y de la legislación moderna'', 
se limitaron á ordenar que cuando (*on motivo de la 
investiga(*ión, la Inspección General de Justicia (*n- 
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centrase observaírioiies que oponer á la marcha de 
alguna sociedad anónima, debería aquella ^'cuidar 
especialmente de promover ante los Directorios 6 
Asambleas, la corrección de los inconvenientes que 
se opongan al mejor desenvolvimieto de las soT?ieda- 
des anónimas de ahorros y de pensiones, dando cuen- 
ta en informe fundado, al Ministerio de Justicia, 
cuando no consiga la conformidad á las medidas o 
reformas orgánicas que haya propuesto." (1) 

Y si especialmente alude el decreto á las *' socieda- 
des anónimas de ahorros y de pensiones", es porque 
precisamente son éstas las que hoy más estimulan los 
gobiernos y son aquellas que más se rodean de garan- 
tías, no sólo porque tienden á disminuir el pauperis- 
mo y á fomentar el ahorro, sino también porque son 
las que más amparan á los pequeños capitales, ase- 
gurando el porvenir de las familias por el trabajo de 
sus jefes actuales. 

Pero es menester insistir en que ese decreto, cuyos 
considerandos valen tanto como elementos prepara- 
torios del de 20 de Octubi'e del mismo año, ha mante- 
nido incólume las disposiciones imperativas que limi- 
tan la extensión de la fiscalización del Poder Ejecu- 
tivo, á los solos términos del Art. 8 (leí decreto de 
1897. 

Sin embargo, en los momentos en que escribo este 



(1) DeiTfto de 25 de Julio de 1905. Art.« 2.o 
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libro, veo en los diarios de la Capital de la Repúl)lica, 
que el gobierno ha decretado investigaciones en dis- 
tintas so<*iedades anónimas, y que aquellas se i^raeti- 
can, no en la forma j)reserii)ta por los decretos 
vigentes, sino en la forma en (pie lo hacen los Jue- 
c(»s de Insti'ucción Criminal, cuando persiguen la 
av(»riguaci6n de algún delito, 6 los peritos nom))ra- 
dos por los Tribunak^s Civiles, cuando se trata de 
las denuncias llevadas por los accionistas contra los 
Directores 6 Administradores de la sociedad á que 
l)ertenecen. 

Repito lo que he venido sosteniendo en muchas 
páginas de esta monografía: la intervención del Po- 
d(*r Ejecutivo debe desaparecer en la legislación 
argentina que estatuya sobre so(*iedades anónimas; 
pero hasta tanto esa reforma se produzca, la fiscali- 
zación del Estado debe limitarse á lo que taxativa- 
mente establecen el Código de Comercio y no el de- 
creto de 30 de A])ril de 1897. 

§ -t 

DK LA DISOLrCION DE LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 
I 

Disolución por resolución de los accionistas 

El inciso 4/ del Art. 370 del (\')digo de Comercio 
establéele que las sociedades anónimas pueden di- 
solverse '^por la demostración de que la compañía 
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no puede llenar el fin para (iiu? fué creada", agre- 
gando luego, en un párrafo aparte, que ''esto iiltinio 
resultará, ó de la resolución de la mavoría de los 
socios en Asamblea General, ó de la declaración que 
haga el Poder Ejecuti\ o al retirar la autorización á 
que se refiere el Art. 318". 

Debe recordai-se que las causas de disolución de 
una sociedad anónima, son limitadas, puesto que, 
el mencionado Art. 370 establece que, sólo pueden 
disolverse por los motivos (pie se determinan ex- 
presamente en los cuatro incisos que lo forman. 

Para los objetos de este libro, sólo hay pertinen- 
cia en examinar el inciso 4." transcripto. La in- 
tervención que aquí se da al Poder Ejecutivo, para 
retirar la autorización acordada al constituirse la 
sociedad anónima que se declara disuelta, es una 
consecuencia natural, lógica, de una prescripción im- 
perativa de la misma ley comercial. 

Las sociedades mercantiles se diferencian subs- 
tancialmente de las so(*iedades civiles, entre otros 
I3untos, en el que se refiere á su disolución; y esta di- 
ferencia es tanto mayor, cuando se trata de las so- 
ciedades anónimas. Con respecto á estas últimas, 
ellas sólo pueden disolverse pov los motivos que 
taxativamente enumera el Art. 370, de manera que 
la disposiciones del Código Civil que no se armoni- 
cen (íon ese artículo, no son aplicables á las socie- 
dades anónimas comerciales. 
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Es lui priiK-ipio (le dereclio iiiiiversahneiite re- 
conocido y consagrado por toda la jurisprudencia, 
(]ue las leyes especiales (pie rigen sol)re materias 
determinadas, privan sobre las leyes generales en 
que pueden estar involucradas las mismas materias. 

Debo manifestar (]ue al lial)lar de la disolución 
.de las sociedades, sólo me ocupo de su extinción 
completa, sin que pueda referirme á la fusión de dos 
ó más sociedades para constituir una sola, ó a la 
transforma(*ión de una sociedad ya existente, en 
otra del mismo género, c(m distinta denominación, 
aumentando ó disminuyendo el capital primitivo. 

Destinado este trabajo á estudiar la intervención 
de las autoridades administrativas en la creación, 
en la marcha y en la disolución de las sociedades 
anónimas, en este capítulo sólo voy á ccmtraenne á 
la disolución de esas sociedades, por ''la demostra- 
ción de que la compañía no puede llenar el fin para 
(|ue fué creada; que es el único caso im (jue, se- 
gim el inciso 4.° del Art. 370 del Código de Co- 
mercio, puede el Poder Ejecutivo hacer la declara- 
ción de que queda disuelta la sociedad. 

Cuando una compañía no puede llenar los fines 
jjai'a que fué creada, no tiene razón de existir, y, en 
esos casos, el hecho de la disolución se produce sin 
voluntad de los ac^cionistas y sin i)rescripción al- 
gima por parte del gol)iern(). 

Hay algo más: la misma intervención judicial es 
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innecesaria en estos casos, porque la disolución se 
habrá realizado por el hecho niismo que la pro- 
dujo, teniendo la fecha de ese hecho, y no la de los 
actos posteriores, que puedan aparecer en un de- 
creto del Poder Ejecutivo ó en una sentencia de los 
Jueces. 

Si una sociedad anónima se constituye con el 
objeto de explotar una mina que se pretende des- 
cubierta, y sobre cuya base se ha organizado la 
compañía por acciones, esa sociedad quedará di- 
suelta ípso jure, en el momento en que se verifique 
que la mina no existe, y, por tanto, la sociedad no 
puede llenar el fin para que fué creada. Et sic de 
caeteris. 

Dos maneras establece aiuestro Código de Comer- 
cio para que se demuestre la imposibilidad de llenar 
los fines de la creación de una sociedad anónima: 
1.° la resohición de la mayoría de los socios en una 
Asamblea General de Accionistas; 2.° la declaración 
que haga el Poder Ejecutivo al retirar la autoriza- 
ción á que se refiere el Art. 318. 

En el j^rimer caso, independientemente de la di- 
solución por la falta ó la desaparición de los motivos 
que dieron origen á la sociedad, la disolución puede 
pronunciarse como un acto voluntario de la mayoría 
de los accionistas, que resuelvan liquidar la sociedad 
antes de la expiración del plazo porque fue cons- 
tituida. 
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El Art. 354 del Cócligo de Comercio, reglamentan- 
do el número de accionistas que deben concurrir á 
las Asambleas Generales de las sociedades anóni- 
mas, segim el motivo de la reunión de esas asambleas, 
exige ''la presencia de socios que representen las 
tres cuartas partes del capital, y el voto favorable 
de socios presentes que representen la mitad del 
capital, por lo menos, para resolver. . . la disolución 
anticipada de la sociedad". 

Esto demuestra que, aún cuando esa fórmula de 
la disolución de las sociedades anónimas no esté 
incluida en el Art. 370, ella es perfectamente legal, 
y se produce por la sola voluntad de la mayoría de 
los accionistas, siempre que ella tenga las represen- 
taciones del capital que exige el mencionado ar- 
tículo 354. 

Menos exigente, el Art. 370 sólo ha señalado la 
simple mayoría de los socios para declarar, en Asam- 
blea General, que la compaííía no puede llenar el fin 
para que fué creada, y que, por tanto, ha cesado 
en su existencia jurídica. 

La razón legal de esta diferencia en dos ijrescrip- 
ciones que tienden al mismo resultado, — la disolu- 
ción de la sociedad, — tiene su explicación en los mo- 
tivos que sirvan para producir el fin de la existencia 
de la compañía. 

En el primer caso, cuando se trata de la disolu- 
ción anticipada de la sociedad, no existe ningún 
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fundamento insalvable que obligue la liquidación, 
aiín en contra de la voluntad de los mismos acíáo- 
nistas. La sociedad está en condiciones de llenar 
los fines con que fue creada; pero, por razones eco- 
nómicas, por cuestiones peculiares á alguno de sus 
mieml)ros, ó por cualesquiera motivos que influyan 
sobre el espíritu de la mayoría, ésta decide la diso- 
lución, que, como es consiguiente, la lleva á ima for- 
zosa liquidación. 

Para esas resoluciones, el inciso 1." del Art. 354 
exige mayorías especiales, tanto para la formación 
de la asamblea, como para las decisiones de ésta, y 
esas mayorías deben ser representativas del capital 
social y no del número de los accionistas. 

Y ha}' fundamento y previsión en que así se pro- 
<'eda, porque, cuando se trata de la disolución anti- 
<*ipada de una sociedad, es menester que, antes de 
resolverlo, se consulten gran suma de intereses so- 
bre asuntos trascendentales, que, no sólo afecten á 
la sociedad, como entidad colectiva, y á los accio- 
nistas, en su carácter individual, sino también á 
los terceros ([ue hubieren contratado con aquélla. 

Teniendo en consideración todas estas circuns- 
tancias, es que la decisión, en esos casos, ha sido 
entregada á la mayoría del capital social, debiendo 
estar representadas en la Asamblea en que se dis- 
cuta el punto, por lo menos dos terceras partes de 
ese mismo capital. 
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Si los (ju(» j>()seoii ací'ioiies representativas de más 
(le la mitad del (*apital, creen que no debe continuar 
la explotación del nejíocio ó de la empresa qne dio 
origen á la sociedad, aún cuando puedan llenarse los 
ñnes para (pie ella fué creada, es perfecítamente ju- 
a-ídico y lógico, autorizar ¿x esa sociedad para que 
se disuelva, antes de la exi)iración del plazo fijado 
l)or los estatutos. 

Pero cuando han desaparecido los fines para que 
luia sociedad anónima fué creada, ó cuando esos 
fines sul)sisten, j^ero la sociedad no puede llenarlos, 
ya sea i)()r falta de cai)ital, ya fuese por imposibili- 
dad ajena á aquélla, ya sea por la desaparición de un 
lioml)re cuyos talentos técnicos eran indispensables 
para la explotación á que la sociedad se consagraba, 
(como lo establece exju'esamente la ley inglesa), en- 
tonces ya no es menester tomar en cuenta el capi- 
tal representado en la Asamblea de accionistas. Se 
trata sólo de compro])ar im hecho y, á ese efecto, 
basta la presencia de la mayoría de los accionistas, 
<-ualquiera que sea el (*apital que ellos representen. 

Es esto lo que establece el último acápite, del 
Art. 370 del Código de Comercio, cuando dice que 
la demostración de que la compañía no puede llenar 
el fin para que fué creada, "resultará de la resolución 
de la mayoría de los socios en Asamblea General". 

Como se comprende, ima vez demostrado el hecho 
de la inutilidad ó de la imposibilidad de la exis- 
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teiicia de la sociedad aiióniína, su disolución se opera 
desde el momento en que ese hecho se comprue})a, 
viniendo entonces el retiro de la personería jurí- 
dica á ser una mera consecuencia de ima situación 
ineludible y forzosa. 

Es tanto así que, el Art. 1776 del Código Civil, re- 
conoce (i[ue en los casos en que una sociedad se de- 
clara disuelta, la seténela tendrá efecto retroactivo 
al día en que tuvo lugar la disolución; que no puede 
ser otro sino aquel de la fecha en que se comproljó 
la imposibilidad de llenar los fínes para los cuales 
la sociedad fué creada. 

Independientemente de esta resolución de la ma- 
yoría de los socios para declarar disuelta la sociedad, 
el Art. 370 del Código de Comercio establece que la 
disolución también resultará ^'de la declaración que 
haga el Poder Ejecutivo al retirar la autorización 
á que se refiere el Art. 318", que es el que manda 
que las sociedades anónimas se constituyan previa la 
aprobación de sus Estatutos, por el Poder Ejecutivo. 

Sin embargo, en la práctica, al reglamentar los go- 
biernos esta disposición han excedido en nmcho sus 
atribuciones, aplicando á las sociedades anónimas, 
que hoy están regidas por la legislación especial (lue 
á su respecto contiene el Código de Comercio, reglas 
generales de derecho conuin, establecidas en el Códi- 
go Civil para todas las personas jurídi(*as. 
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II 

Disolución por decreto del Poder Ejecutivo 

^('iiáiulo, en ([ué forma, puedo el Poder Ejecutivo 
declarar disuelta una sociedad anónima, retirándole 
la autorización que le había sido con(*edida, después 
de llenados los trámites establecidos por el Art. 318 ? 

Sej^ún los términos precisos del (Wlijío de Comer- 
cio, del)e preceder á la disolución de la sociedad, en 
los casos del inciso 4.^ del Art. 370 'Ma demostración 
de que la compañía no puede llenar el fin para ([ue 
fué creada". 

Ya me he ocupado de la forma en (jue esa demos- 
tración j)uede hacerse por la maycn'ía de una asam- 
blea de accionistas; pero en todo el mecanismo del 
Código, no se descul)r(^ cuál es el medio de (jue del)e 
valerse el Poder Ejecnitivo para o))tener aquella de- 
mostración. 

Esto no debe extrañarnos, (^omo lo ha exi)lica- 
do, estudiando sus disposiciones, el erudito juris- 
consulto Dr. Lisandro Segovia (1), nuestro Código 
actual se resiente, sobre todo, de las incongruencias 
frecuentes que contiene, y que provienen de que se 
han conservado imas disposiciones viejas de nuestra 
antigua legislación, al lado de otras nuevas, que no 
se ha cuidado de annonizar con aquéllas, ni se han 
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90 IXTKRVIÍXCIÓX DE LOS C.ORIERXOS 

reglaiiieutado de una manera que haga imposible to- 
da confusión, con respecto al alcance de los dere- 
chos y de los del)eres de mandatarios y de gober- 
nados. 

El Poder Ejecutivo, al reglamentar, por medio de 
decretos, sus propias facultades de fiscalización de 
las sociedades anónimas, se ha abrogado la atribu- 
ción de disoh^erlas, sin dar intervención previa ni á 
los accionistas, reunidos en x^samblea, ni á los Tii- 
))\uiales de Justicia, cuya tutela es la verdadera ga- 
rantía de sociedades, de socios y de terceros. 

He estudiado, en el capítiüo precedente, esas fa- 
cultades de fiscalización que ejerce el Poder Ejecu- 
tivo en la actualidad. Debo estudiar aquí las que se 
atribuye para disolver sociedades, al amparo del re- 
tiro de sus personerías jui'ídicas. 

Sostengo, como regla general, aplicable á todas las 
sociedades anónimas, que la decdaración del Poder 
Ejecutivo á que se refiere el inciso 4." del Art. 370 del 
Código de Comercio, sólo puede producirse después 
que una sentencia de los Tribunales haya pronuncia- 
do la disohición de la sociedad. 

En materia de disolución de sociedades anónimas, 
lo mismo que en materia de suspensión de pagos, tie- 
ne mucha importancia, en el derecho comercial, la 
fijación j)recisa de la fecha en que una vi otra se han 
j)roducido. 

El Poder Ejecutivo no tiene facultades judiciales, 
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ni puede ejercer atribuciones que no le hayan sido 
expresa y liniitativainent(» ñjadas por la Constitu- 
ción 6 por las leyes. No debe, jjor tanto, por un 
de(*reto administrativo, decretar la disoliudón de una 
persona jurídica, declarando que la compañía no pue- 
de llenar el fin i)ara que fué creada, ni puede tampoco 
fijar la fecha en (jue esa disolución se produjo. 

Xo existe disposición alguna, en nuestras leyes, 
que establezcan esa prohibición; i^ero, como la crea- 
ción y la extinción de las personas jurídicas, no son 
funciones que la Constitución haya dado al poder 
administrador, no es nienester que exista ley que 
establezca la prohil)ición: lo que sería indispensable 
es (jue hubiese un acto legislativo que otorgase la 
facultad. 

8i se armoniza la última i)arte del inciso 4." del 
;Ai*t. 370 del Código de Comercio, con las dispo- 
siciones análogas del Código Civil, se verá que, dic- 
tado aciuél después de éste, no ha podido el legisla- 
dor entender que otorgaba al Poder Ejecutivo, en 
materia de disolu(*ión de sociedades, facultades que 
antes no tenía. 

El Art. 1775 del Código Civil Argentino, que es el 
IDenúltimo del capítulo que trata de la disohición de 
las sociedades en general, establece que ''la socie<lad 
queda disuelta por sentencia de disolución, basada en 
autoridad de cosa juzgada"; agregando el Aii:. 1776 
que **la sentencia que declare disuelta la sociedad, 
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tendrá efecto retroactivo al día en qne tuvo lugar la 
causa de la disolución". 

Entre las causas que para la disolución de una so- 
ciedad determina el niismo Código Civil, establece, 
como el Código de Comercio, la de que '^no pudiese 
continuar el negocio para que la sociedad fué cisca- 
da" (Art. 1774). 

Todas estas disposiciones del derecho civil de fon- 
do, aplicable como supletorio á las sociedades co- 
merciales, tienen que tenerse en cuenta como inter- 
pretativas y concordantes del artículo del Código de 
Comercio que legisla sobre la misma materia. 

La personalidad jurídica de las sociedades anóni- 
mas, creada por el Código CíaíI, tiene que otorgarse, 
según éste, por el Poder Ejecutivo; quien según el 
mismo, debe aprobar la disolución de las corporacio- 
nes, en virtud de la deliberación de sus mieml)ros 
(Art. 48, inc. l.^ 

De todas estas prescripciones legales, se despren- 
de que la facultad de declarar disuelta una perso- 
nería jurídica, otorgada al Poder Ejecutivo, debe te- 
ner como origen previo la resolución de la mayoría 
de los miembros que la componen, ó la sentencia de 
un juez competente. 

En el caso de que venimos ocupándonos, si la ma- 
yoría de los accionistas de una sociedad anónima, 
comijrueba que la compañía no puede llenar el fin 
Ijara que fué creada, puede dirigirse al Poder Eje- 
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ciitivo haciendo constar el hecho y declarando que su 
personería jurídica ha cesado, desde la fecha en que 
el he(*ho se produjo. El Poder Ejecutivo sólo ten- 
di'á facultades, en ese (*aso, para aprobar la declara- 
ción de a(iuella mayoría, retirando á la sociedad la 
personería jurídica que ejercía, según lo establece 
el Código Civil. 

En otros (*asos, — y estos deben ser los más genera- 
les, — la acción del Poder Ejecutivo legislada por el 
inciso 4." del Art. 370, debe limitarse á retirar la 
})ersonería jurídica de aquellas so(*iedades que se de- 
claren disueltas en vii*tud de sentencia de los Tribu- 
nales, pasada en autoridad de cosa juzgada. 

Desde el momento en que, en el Código Civil, se 
acuerda sólo á los Tribunales la facultad de decretar 
esas disoluciones, así como el de fijar la fecha en 
que aquéllas se han producido, el Poder Ejecutivo no 
puede, constitucional ni legalmente, por acto propio 
ó en virtud de resoluciones administrativas, declarar 
disuelta una persona jurídica. 

Hay algo más: el mismo Código Civil se ha puesto 
en el caso de que se disuelva una cori)oración, ''no 
obstante la voluntad de sus miembros, ó por haber 
abusado ó incurrido en transgresiones de las condi- 
ciones ó cláusulas de la autorización legal, ó porque 
sea imposible el cumplimiento de sus estatutos, ó 
porque su disolución fuese necesaria ó conveniente 
á los intereses públicos''; pero, para todos esos casos, 
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incluido aquel en que la compañía ^*no pueda llenar 
el fin para que fué creada", el mismo Código ha es- 
tablecido que la disolución se producirá '^en virtud 
de la ley''. (1) 

Nada existe, pues, en nuestras leyes de fondo, que 
faculte al Poder Ejecutivo á retirar las personerías 
jurídicas, por su sólo mandato ó de propia autoridad. 

Del conjunto de todo lo estatuido en los Códigos 
Civil y Comercial, resulta evidentemente demostra- 
do que, tratándose de la disolución de las sociedades 
y del retiro de las personerías jurídicas que éstas 
tienen, el Poder Ejecutivo sólo puede ser puesto en 
acción por decisiones de las mayorías de aí*cionistas 
ó por sentencias de los Trilnmales. 

Esa declai-ación que autoriza el inciso 4." del Có- 
digo de Comercio, y que debe hacerse ^^al retirar la 
autorización acordada" para el funcionamiento d(í 
ima sociedad anónima, no puede producirse sino á 
raíz de una sentencia de los Tribunales cjue declare la 
disolución, como se produce en los Estados Unidos, 
donde en algunos casos se ha conservado á los Pode- 
res políticos la facultad de intervenir en la creación 
y en la existencia de las corporaciones (2), y en la 
misma Europa, en los poquísimos países que aun 
exigen la previa autorización gubernativa. 



(!) V. (V)d. <'iv. Art. 48, inc 2.« 

(2 ) V. KENT, obr. clt. vol. II, pAg. 3(<5. 
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. Xo ol)staiite todo lo expuesto tengo que recoiuxrer 
que, en la actualidad, el Poder Ejecutivo ha inter- 
pretado las disposiciones legales que vengo comen- 
tando, de una manera muy diferente. El error em- 
jjezó con el deereto de 1893 que estableció la Ins- 
pe(*ción General de Sociedades; ha seguido durante 
las adminivstraciímes posteriores a ese decreto, y con- 
tinúa todavía, no obstante la declaración (»ategórica 
del Presidente Uril)uru, en su mensaje al Congreso 
de 23 de Mayo de 1898, de i[\\e algunas de las atri- 
l)uciones que el Poder Ejecutivo viene hoy ejercien- 
do, sobre las sociedades anónimas, necesitarían de 
una sanción legal (jue las autoiúzase. 

L08 DKCRKTOS RKGLAMpyXTARIOS 

Hasta 1893, la fiscalización de las sociedades anó- 
nimas se hacía en la forma establecida por el Art. 342 
del Código de Comercio; es decir, ella sólo se veri- 
ficaba en las sociedades anónimas que explotaban 
concesiones hechas por las autoridades ó que tuvie- 
sen en su favor (*onstituído cuahjuier privilegio: y esa 
inspección se hacía ^'por agentes de las autoridades 
respe(*tivas, remunerados por la sociedad". (2) 

Esta es la iinica forma de fiscalización que han es- 
tablecido nuestras leyes de íVmdo, sin que en disposi- 



(2) Código de Comercio, Art. 342. 
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ción legislativa alguna, — fuera del presupuesto de 
gastos de la Administra(*ión, — se haya autorizado 
la luspeeeión de las Sociedades anónimas por medio 
de interventores nombrados por el Poder Ejecutivo, 
en la misma fonna en que se designan los demás em- 
pleados de la administración. 

No es del caso estudiar los motivos que tuvo el go- 
bierno de 1893 para considerar mala esa fiscalización 
esj^ecial, directa y permanente de las sociedades anó- 
nimas, á que se refiere el Art. 342, por medio de 
agentes de las autoridades administrativas, remune- 
rados por las sociedades que inspeccionaban. 

El hecho es que, en 22 de Jimio de 1893, el Gobier- 
no Nacional dictó el primer decreto refei'ente á esa 
insjjección, creando un Cuerpo de Inspectores de So- 
ciedades anónimas, con el propósito declarado de ha- 
(*er efec'tivas las facultades del Poder Ejecutivo, 
establecidas por el Art. 342 del Código de Comer<*io. 

Llamo especialmente la atención sobre esa niani- 
festa(*ión del mencionado decreto. El no tenía otros 
alcances que el de reemplazar la inspección penna- 
nente, á domicilio, puede decirse, de las sociedades 
anónimas que explotasen concesiones ó privilegios 
acordados por la autoridad, por otra inspección ofi- 
cial, i^eriódica, eventual, que se llevaría al seno de 
esas sociedades á que se refiere el Art. 342, en las 
épocas y por los motivos que el Poder Ejecutivo de- 
terminase. 
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Ese decreto, como lo han reconocido otros poste- 
riores, es el estatuto orgánico de la actual Inspección 
General de Justicia, nombre que tomó aquella oficina 
en virtud del decreto de 9 de Enero de 1899. 

El decreto de 1893 no sólo tenía por objeto esta- 
blecer la fiscalización de las sociedades anónimas. 
Teniendo presente las obligaciones que impone el 
Código de Comercio á las autoridades en determina- 
dos casos, como sucede con los Arts. 1607 y 1608 del 
mismo, aquel acto administrativo de que me ocupo, 
declaraba que *^si las sociedades anónimas que ex- 
plotan concesiones, se hallaren en condiciones de 
tener que suspender su funcionamiento ó explota- 
ción, será de la incumben(»ia del Inspector comunicar 
el hecho al Gobierno Nacional, á fin de que proceda á 
¿a continuación del servicio en el modo y forma 
prescriptos en los Arts. 1607 y 1608 del Código de 
Comercio". 

Como ese decreto fuese derogado por el de 1897, 
no necesito ocuparme de el, puesto que todo lo que á 
su respecto tenga que decir, tendré oportimidad de 
hacerlo al comentar este iiltimo. (1) 



(1) Conviene, sin embarí^o, que so tenpan nquí presentes los dos artículos rafi» 
importantes de aquel decreto, que son a<iuelloíí que establecen los alcances de la 
fiscalización de las sociedades anónimas ft que se refiere el Art. 312 del Código de 
Comercio, y los deberes de los Insi)ectores oreados por aquella disposición. Son 
k>s siguientes: 

Art. 2.* El Cuerijfo de Inspectores tendrá por norma en el desempeño de sus 
actos, las prescripciones del Art. 342 del Código de Comercio. Kn tal virtud la ins- 
pección se limitará al cumplimiento de bis leyes y estatutos, cuidando muy especial- 
mente que tengan el debido cumplimiento todas y c<ída una de las condiciones esta- 
blecidas en favor del público. FA Inspector asistirá á las sesiones del Directorio 
y de las asambleas generales, circunscribiéndose á hacer constar en las actas la*i 
reclamacionesf que hiciera valer en ellas. Comunicará en el plazo del tercer día al 
Poder Ejecutivo, cualquiera falta de las sociedades, y al término de cada año ele- 
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Como so ha visto, el decreto de 1893 deídaraba que 
su objeto era linicamente reglamentar las facultades 
del Poder Ejecutivo, establecidas por el Art. 342 del 
Código de Comercio. Esto implicaba un reconoci- 
miento tácito por parte del gobierno, de que esas 
mismas facultades que invocaba se limitaban a la fis- 
calización de las sociedades anónimas que explotasen 
concesiones ó que gozasen de privilegios especiales. 
Ejercidas las atribuciones que se confiaban al Cuer- 
1)0 de Inspectores con esa limitación, la fiscalización 
de sociedades no ofrecía los peligros que creó el de- 
creto de 31 de Noviembre del mismo año de 1893, 
extendiendo la misión inquisitorial de aquella oficina 
á todas las sociedades por acciones que funcionen en 
el país. 

Este inmenso abuso de autoridad, tolerado poi el 
silencio culpable del Congreso Nacional, tiene una 
explicación que no está al alcance de todos los habi- 
tantes de la República. 

Según la jurisprudencia establecida por la Supre- 
ma Corte de Justicia Federal, la Nación no es do- 
mandable ante los Tribunales, fundándose esa doc- 



vará ni Poder Kjpcutivo una sumaria dotallnd-i observando las mejoras y reformas 
que estimare conducentes, üerh regla invurialile de sus actos, el cuidar que sus 
funciones on ningún caso puedan entorpecer la marcha regular de la administra- 
ción social. 

Art. 3.« &i la concesión tuviera por objeto la explotación de ferrocarriles, pro- 
visión de aguas ea territorios nacionales, crínales de navegición y de riego li otros 
objetos de interés común nacional, y &i las sociedades anónimas que explotan esas 
concesiones, so hallaren en condiciunes de tener que suspender su funcionaniiento ó 
explotación, será de la incumbencia del Inspector comunicar el hecho al Gobierno 
Nacional, á fin de que proerda ^i la continuación del servicio, en el modo y forma 
jirescripios en los Arts. 1007 y 1(3 OS del Código Nacional de Comercio. 
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trina en el hecho indisífiítible de (|ue el rei^resentaiiU- 
de la soberanía, no puede ser llevado ante la justicia 
sin su propio consentimiento. (1) 

De ahí ha resultado que, hasta tanto que se dict(') 
la ley de 6 de Octubre de 1900, no se admitían cu 
los Trilnmales de Justicia acciones llevadas contra 
la Nación, ni siíjuiera en su caréicter de persona ju- 
rídica y aún cuando se tratase de sus relaciones ^]i 
el derecho i)rivado de los l)ienes. 

Al amparo de esta jurisprudencia, el Poder Eje- 
cutivo ha venido interviniendo las sociedades aiuj- 
nimas y rc^tirándoh^s la p(*rsonería jurídica, sin (pie 
jamás se haya producido casos contenciosos que ha- 
bilitasí^n á la Suprema Corte de Justicia Federal, 
l)ara declarar la inconstitucionalidad y la ih^galidad 
de los decretos reglamentarios del Art. 342 del Códi- 
go de Comercio. 

Durante los diez años que he formado i)arte de es(í 
Tri})unal c(mio ^linistro, mnica tuve oportunidad d(* 
pronunciar un fallo que afectase estas cuestiones; 
pero siemi)re ha sido mi convicción, la de que, aun 
suponiendo ajustados á los principios constituciona- 
les los artículos que se refieren á las sociedades anó- 
nimas en los Códigos Civil y de Comercio, las atri- 
buciones que, desde 1893, viene ejerciendo el Poder 
Ejecutivo, al retirar las i)ersonerías jurídicas, ini- 



(1) Fallos de la Suprema Corte X:u ion.-il, Tomo 1.", pá:,'. :UT;Tonio l'J. páir. 227. 
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portan abusos de facultades, que no están amparados 
por la Constitución, ni tampoco por las mismas le- 
yes que se ha pretendido reglamentar por decretos 
sucesivos. 

En cuanto á la posibilidad de llevar á los Tribu- 
nales de Justicia los decretos en que el Poder Eje- 
cutivo retire la personería jurídica de las sociedades 
anónimas, sin que existan sentencias judiciales que 
decreten su disolución, no pienso, como la generali- 
dad de los abogados, que consideran que ese acto 
sería contrario á la jurisprudencia ya establecida en 
algunos fallos de la Suprema Corte Federal. 

La que no es demandable es *4a Nación", es decir, 
la entidad colectiva que representa la soberanía 
del pueblo, y que está ejercida por delegaciones en 
los tres i)oderes que constituyen el gobierno. Una 
acción en derecho contra la Nación, importaría una 
demanda al representante del soberano, y, así como 
no es posible llevar ante los Tribunales Argentinos 
á ningiin soberano extranjero sin su consentimiento 
previo, tampoco debe admitirse que la soberanía na- 
cional sea arrastrada ante los Jueces sin que, á su 
vez, ella también lo consienta. 

Pero, cuando se trata de actos administrativos del 
Poder Ejecutivo, ejercidos en uso ó en abuso de las 
facultades taxativas que la Constitución le ha dado, 
yo sostengo que, si ellos son violatorios de la Cons- 
titución ó de las leyes nacionales, sus autores pueden 
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ser demandados ante los mismos Tribunales de la 
Nación. 

Cada vez que se ha tratado de aplicar una lev con- 
traria á la Constitución, la justicia federal se ha re- 
conocido competente para entender en el caso con- 
tencioso que ante ella se haya llevado impugnando 
esa ley, aun cuando ella fuese la expresión de la vo- 
luntad y de la sanción del Congreso, que es la más 
alta representación directa de la soberanía del pue- 
blo nacional. 

Si para promover una acción contra la constitucio- 
nalidad de una ley, no se necesita venia previa del 
Congreso que la dictó ¿por que ha de requerii'se esa 
venia cuando se trata de impugnar actos administra- 
tivos, emanados del Poder Ejecutivo, contrarios á la 
Constitución ó las leyes? 

El caso no ha sido jamás llevado ante la Suprema 
Corte Nacional; pero me anima la persuación de que, 
si llegase la oportunidad, en que aquel alto Tribunal 
fuese llamado á pronunciarse sobre este punto, es 
seguro que declararía que, á partir del decreto de 31 
de Noviembre de 1893, todas las disposiciones admi- 
nistrativas que han autorizado ú ordenado la fiscali- 
zación de sociedades anónimas, que no explotan con- 
cesiones ni privilegios acordados por los poderes 
públicos, son contrarias á las leyes vigentes, y hasta 
á la misma Constitución. 

En más de una ocasión se han llevado hasta la Cor- 
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te Siii)rema Xacioiial medidas del Congreso ó del 
Poder Ejecutivo que afectaban la libertad ó los in- 
tereses de las personas; pero siempre se ha recurrido, 
para llegar hasta allí, á medios indirectos, dirigiendo 
la acci(3n contra los ejecutores de las órdenes ema- 
nadas del go1)ierno, y no contra el gobierno mismo. 

Estoy seguro de que, si alguna vez una empresa, 
que no explote concesiones ni privilegios, se opu- 
siese á la fiscalización ordenada por el Poder Ejecu- 
tivo, y se presentase a los tribunales demandando á 
los Inspectores que fuesen á realizar la fiscalización, 
los Tribunales federales ampararían sus derechos, 
declarando que esa fiscalización no está autorizada 
l)or las leyes, y es contraria al texto taxativo y ex- 
j)reso del Art. 342 del Código de Comercio. 

Pero como esos Inspectores no pueden declarar h\ 
disolución de una sociedad ni retirarle la i)ersonería 
jurídica, no se produciría el caso concreto que es ne- 
cesario llevar á la Corte Sui)rema Nacional, a fin de 
que este alto Tribunal declare que, aún dentro de 
las prescripciones de los Códigos Civil y de Comercio, 
el Poder Ejecutivo, al retirar la personería jurídica, 
por obra y voluntad propia, usurpa facultades del 
Congreso, y de los Tribunales de Justicia. (1) 



(1) El Códiíro Civil, en el inriso 2.o del Art. 48. autoriza el retiro de la perso- 
nería jurídica de lns sociedades anónimas «en virtud de ley», lo que Importa estable- 
cer íjuo sólo el Conereso ]niode retirarla; y en los Arts, 1775 y 1776, sólo permite 
la disolución de lns sociedades oon virtud de sentencias pasadas en autoridad de 
cosa 3U7.cadn^>. VA Art. 370 d«l Códiíjo de Comercio, sólo faculta al Poder Ejecutivo 
& declarar el retiro de esa personería. 
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•Para conseguir ese fallo que yo reputo indispen- 
sable, á fin de sentar una jurisprudencia que ampare 
á las sociedades anónimas contra las ar])itrariedades 
posil)les de los poderes administradores, tanto de la 
Xacion como de las Provincias, sería menester que se 
aprovechase la primera oj^n-tunidad que ofrec^iese un 
decreto gulxTuativo que retirase la personería jurí- 
dica de una sociedad anónima, sin sentencia de Juez 
competente que la declarase disuelta. 

Sería muy fácil llegar á este resultado, aunque 
sólo fuera de una manera indii'ecta. 

La Provincia de Buenos Aires dictó en 8 de Enero 
de 1903 un decreto para '^ reglamentar las atribucio- 
nes y fijar los procedimientos de la Inspección de 
Sociedades con personería jurídica, acordada por el 
Poder Ejecutivo de la Provincia", decreto cuyas 
disposiciones están calcadas y son muy semejantes 
á las de el decreto nacional de 30 de Abril de 1897. 

Ahora bien. Como las Provincias y sus goberna- 
dores son demandables ante la Suprema Corte Fe- 
deral, en uso de su jurisdicción originaria, cuahpiiera 
sociedad anónima á la que el gobierno de la Provincia 
de Buenos Aires retirase su personería jurídica, ten- 
dría facultad para ocurrir ante aquel Tribunal im- 
pugnando aquel, acto gubernativo, siéndole suma- 
mente fácil demostrar que tales medidas no están 
autorizadas ni por el Código Civil, en sus dispo- 
siciones reglamentarias de las personas jurídicas, ni 
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l)or el Código de Comercio al legislar sobre las so- 
ciedades anónimas comerciales. 

Pero, aún es más grave lo que sucede con res- 
pecto á esta facultad para disolver las sociedades 
anónimas, que se han atribuido los gobiernos en los 
últimos años. 

El imico caso en que el Código de Comercio habla 
de '4a declaración que haga el Poder Ejecutivo al 
retirar la autorización á que se refiere el Art. 318", 
es aquel en que se llegue á '4a demostración de que 
la compañía no puede llenar el fin para que fué 
creada". 

Sin embargo el Art. 13 del decreto de 30 de Abril 
de 1897, dispone que: ''A toda sociedad de las com- 
prendidas en este decreto, que se niegue á ser ins- 
peccionada, oculte datos relativos al estado de su 
activo y pasivo ó de cualquier modo imposibilite la 
tarea de la Inspección General, le será inmediata- 
mente retirada la personería jurídica ó la autoriza- 
ción que hubiese recibido del gobierno para fun- 
cionar". (1) 



(1) Para que mejor so comprendan las doctrinas sostenidas en este libro con 
respecto á las facultades que viene ejetrciendo el Poder Ejecutivo, tanto con rela- 
ción á la fiscalización de las sociedades anónimas, como al retiro de su personería 
jurídica, conviene que se tenga presente el texto íntegro del decreto en que se apo- 
yan esos procedimientos: 

Buenos Aires, 30 de Abril de 1897. 
Considerando: 

l.o Que mientras no se dicta el Reglamento Org&nico de la Inspección General 
de Sociedades que determine todas sus atribuciones y rija mis procedimientos, ea 
conveniente fijar expresamente los puntos principales á que ésta deba ajustarse en 
sus relaciones con las sociedades que está llamada á inspeccionar; 

2» Que la acción fiscalizadora de la mencionada Inspección no debe ejercerse 
sino en lo estrictemente necesario para saber si las sociedades que invocan ante el 
público el carácter de anónimas, 6 de personas jurídicas, se encuentran competen- 



EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 105 

Ninguno de los casos enumerados en esta dispo- 
sición, figura en las leyes de fondo referentes al fin 
de la existencia de las personas jurídicas ó á la 



temiente autorizadas para funcionar como tales en el país y si las (,ue se hallan 
autorizadas cumplen el objeto 6 fin de su creación y las disposiciones* de sus 
estatutos; 

3.» Que es necesario conciliar el derecho y el deber que el Gobierno tiene de 
vijB^iUr la marcha de las sociedades anónimas, con las garantía» de reserva que, en 
ciertos casos, debe observarse en lo relativo & las operaciones de éstas y al giro 
de sus negocios, especialmente si se trata de instituciones bancarias; 

^ 4.«» Que, por otra parte, es necesario modificar las disposiciones consignadas en 
términos generales y absolutos en los decretos de creación y organización del 
Cuerpo de Inspectores, por cuanto la intervención del mismo debe tener diverso 
alcance y ejercerse de distinto modo, segitn se trate ó no de sociedades por accio- 
nes que exploten concesiones ó privilegios otorgados por las autoridades; según 
sean éstas, nacionales, provinciales 6 municipales: ó según tengan ó no ins- 
pectores especiale« creados por la ley, 6 su inspección se halle encomendada 6 no 
á reparticiones administrativas técnicas; 

5.» Que conviene, dada la oposición formulada por algunas sociedades constitui- 
das en el extranjero, respecto á la intervención del Cuerpo de Inspectores, dejar 
establecidas con precisión las reglas & que debe sujetarse la Inspección General de 
Sociedades anónimas en su acción fiscalizadora, respecto de las distintas sociedades; 

6.° Que para ello es menester tener en cuenta l>a diversa condición jurídica que 
por el Código de ^'omercio tienen Ias mismas, pudiendo clasificarse así: l.o Socie- 
dades constituidas en el país, con arreglo á los requisitos que prescribe el Artículo 
318; 2.° Sociedades fundadas en país extranjero, sin asiento, sucursal ni represen- 
tación en la República. — Art. 285; 3.° Sociedades que se forman en otro país para 
ejercer su principal comercio en el nuestro. — Art. 286; y Sociedades constituidas en 
país extranjero que establecieren en la Hepública sucursal ó representación legal; 

7." Que en el caso del Inciso l.«>, el derecho de la Inspección para intervenir, no 
sólo en lo que se relacione con su funcionamiento, sino en lo relativo á su consti- 
tución misma, ha sido por todos reconocido; — en el caso del Inciso 2.°, sólo co- 
rresponde vigilar que las sociedades de que se trate hayan sido constituidas legal- 
mente, 6 sea con arreglo á las leyes del país de su constitución y que no practiquen 
actoa comerciales contrarios á la ley nacional; en el caso del Inciso 3.*^, deber/i 
examinar si las cláusulas de la constitución de esa sociedad son ó no contrarias 
á las leyes argentinas, haciendo mención, al informar al Ministerio, de las cláu- 
sulas de los Estatutos que sean substancialmente contrarias á las disposiciones 
de nuestro Código; — y en caso del Inciso 4.", tendrá en cuenta que el Código sólo 
sujeta á las sociedades de que se trata, al registro y publicación de los actos so- 
ciales y de la nominación de sus repreHentantes y en caso de quiebra, á lo esta- 
tuido en el Art. 1385, {*) sin obligarlas á constituirse y organizarse según nues- 
tras leyes; 

8.° Que la Inspección General, por las funciones análogas que le fijan los decre- 
tos orgánicos, es la corporación que debe estar en mejores condiciones para exami- 
nar todas las peticiones de reconocimiento de personería jurídica que hacen las 
sociedades civiles así como la investigación de las que, habiendo sido reconocidas, 
no deban continuar gozando de ese privilegio; 

9.0 Que en tal caso conviene dejar establecidos los requisitos esenciales que el 
Poder Ejecutivo ha de exigir á toda sociedad civil que aspire á disfrutar las pre- 
rrogativas de las personas jurídicas y fijar la regla de criterio respecto de la con- 
cesión de ese carácter de persona jurídica á las instituciones ó sociedades que la 
soliciten invocando el Art. 33, inciso 5.«, del Código Civil; 

10. Que estas sociedades, si bien es cierto que directamente sólo benefician á 
sus asociados, no puede de ahí deducirse que no tengan por principal objeto el bien 
común, puesto que muchas de ellas tienden á fomentar principios de moral social, 
de ahorro contra el pauperismo, de orden y de trabajo contra el socialismo, de cari- 
dad para con los enfermos, que de otro modo acudirían á pedir amparo á los hos- 
pitales públicos; á lo que se agrega que, por el hecho de que hayan podido subsis- 
tir y prosperar por mucho tiempo, sin la personería jurídica, no se sigue que deba 
negarse esa personería cuando ella se reclama para que la corporación pueda tener 



(*) Corresponde al Art. 1383 del actual Código de Comercio, según la ley 
N.« 4156 de Diciembre 30 de 1902. 
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disolucióji de las sociedades anóiiiiiias, de manera 
que ellos lian sido creados exclusivamente x)or un 
acto administratiA'o, tan contrario á la letra y al 



lí» on]>ii('¡d!ul Ir^a! nerosnria para adquirir y ci.njoiuir bicnt s raíces, sin «xurrir al 
expodicnte KÍempro iust-íuro d»; toiier los bienes sociales & iinii.bre de particulares; 

11. Y finalmente, que .si bien existe el pclij^ro do (jue las suciedades al)usen de la 
prerrogativa de la personulidad jurídica, que hace d<'sapai-ecer la resixtuMibilidnd 
] ersonal do los socios en los neí;ucios sociales, no h> es nieno^ que el W <lcr Eje- 
cutivo posee la facultad de corre^íir las transgresiones en que incurrieran, un diante 
el retiro de la autorización acordada. — 

I*or tanto : 
El Presidente de la República, en Acuerdo General de Ministros — 

dkckkta: 

Art. 1.° En lo sucesivo, las funciones del Cuerpo de Inspectores de S'iciedades 
Anónimas, serán desempeñ^tdas por una Inspección General de Sociedades, coui- 
IJuesta de los Inspectores quo asigne el presupuesto y presidida i)or el Jn>pector 
General. 

Art. 2. o Toda solicitud sobre concesión de personaría jurídica á sociedades civi- 
les, aprobación de estatutos ó niodilicación de los n1islno^. sobre autriri/.ai-i m para 
la fundación do socied-.ides 6 compañías por acciones, scibre estableciunento de las 
constituidas en país extranjero iwira ej( r«er sii principal comercio en la Kepública, 
ó sobre acreditación en el país de sucursales, aíeucias ó reprehcnt:ici')nes ib' socie- 
dades extranjeras, deberá presentarse dirt ctanicnte á l-i 1 ii>-])ección (ieneral de 
Sociedades. Esta exigrirá se conipnulien sutlcicnt emente to<les los extri'pn»s de la 
ley; si no se Uepa á esa comprobación deneírarú pir sí la concesión de personería 
jurídica ó la autorización )edida ; eji caso contrario, ó cuando hubiese du<li, ele- 
vará la petición con su infomie al Ministerio de Justicia ]tava su resolución. De 
toda medida de la Inspección se podrá recurrir anic« el mismo Ministerio. 

Art, 3.<» La Inspección General exitiirá la presentación, en copia debidamente 
autenticado: 

l.o De los estatutos de la «ociedad (¡ue se trata de constituir 6 de reconocer, 

vertidos al idioma nacional. 
2.° Del acta de !a constitución de la sociedad, la de la asamblea ó asara- 
ble:' s en que se hubieran aprobado ó modificado los estatutos, ó se hubiera 
hecho la designación de los reprcscnlantt s ó autoridades de la sicied id. 
3.'* De la nómina de los accionistas y expresión del cai)ital con «lue se funda 
de las acciones subscriptas por cada uno. en las sociedades por acciones 
y la lista de "socios, en las sociedades civiles. 
4. o De la certificación del Banco donde se hubiere hecho el depósito de 

los dineros de la sociedacL 
Y 5." De la acreditación del patrimonio, en las sociedades civiles. 

Art. 4." lia Inspe<'cióp. an!es de inf<;rmar en definitiva al Ministerio, on cada 
caso, deberá prfípender á los estatutos se conformen á la ley, que no contonKan 
cláusulas restrictivas de la nacionalización de los extranjeros y que en n):inera alt;u- 
na sean Cí)ntrarios á los principios de orden público, ni comprometan los derechos 
individuales que la Constitución consajrra. 

Att. 5. o lias sí)ciedades ci\ih8 que funcionan como entidad jurídica, así como 
las comerciales por acciones autorizadns por el Gobierno, solamente serán ins. 
peccionadas por la Ins])ección General á los olijetos determinados en este Decreto. 
Decreto. 

Art. 6. o La intervención de la Inspección General debe limitarse, en lo tocante 
á las socie(Lndj>s civiles, & vigilar que todas ellas cons<*rven el patrimonio pro- 
pio indispensable para llenar los propósitos) de su constitución y que estos 
propósitos se cumplan con aiTeglo á los estatutos, cuidando especialmente que 
dichas soc¡eadd;«*s no se conviertan sin autorización oficial, en centros destinados 
á objetos distintos. 

Art. 7.° Con respecto á las sociediades por acciones, mcionalesi ó extranjeras, 
que exploten concesiones 6 privilegios otorgados por la autoridad nacion&l y que 
no tengan inspectores especiales, la Inspección General hará uso. además de 
las atribuciones que le confiere este Decreto, de las que acuerdiin los artículos 
2. o y 3.° del Decreto de fecha 22 de Julio de 1893 al Cuerpo de Inspectores 
de Sociedades Anónimas. Con relación á las que tengan inspectorts especiales ó 
v\iQ se hallen sujetas á la visilaneia de reparticiones técnicas, sólo podrá recabar 
de éstas los datos é informes que sean necesarios para saber si dichas socieda- 
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espíritu de las leyes vigentes, que el misino Poder 
Ejecutivo, en su mensaje de 23 de Mayo de 1898, 
reeonoció que algunos ne('esital)an una sanción legal. 



dos obí«ervan sus ost:;tut(is y si se riK-m tit i.in on ••hiuIíí'íkiics (!*• cinnj^lir lr>s 
íiiu'S do MI iiiMitiiciúii ; para itisjji'ciionuiia.s (l;u'ct;ii¡a-i li' di'bcrii stilniuir, t'ii 
i-ada ousí), la rtut<ui/.ación di-l Ministenu ]Kir ei mal .se haya otorgado el pri- 

VÜC^ZU) ó COJKH'si. U. 

Art. S." Las s«-i'ií'<1 m'.'s ]>or ncMoncs fpn» no fvjtliici» «Minr» «.ionos ni i)riv¡l<'pios 
r.Mvmoridos jxir el liobicrno, y Ins Mifurs.íU's, au.'uci.is ó rcj.n-M^'ntacinrfs de sd- 
(•¡♦'dadi's anónimas exira^jeras (lUt* se i .sial'lf/cMi «-ii v\ paí^, estarán iihiij,aíi'iK ú 
s iiu terM' á l:i hK>-]it'eeión (iriHTal. t-n cu.it.t.» r'.la ^^im nt'ci'-.iria para dea-nriinar 
si posern Ids i'hnii'ntos (jue se n-. ¡rieren para t-l euuii)]in.ii-nlo de sus íini's y hi 
sus estatutos so <il)ser\an cini re}."il;.ridad. 

Art. y." La In-i)»'ceión liener.il cuidará (jue no se estaMe/.i-.i en la Capital 
de la Kejn'iMiiM ó lU las (iclternacioiics Xaeionah >, aiien< ia.s de (■.iii.pañías do 
si-tfurns coubtiluídas en el extra». jen», vin ^^\ny hayan cumplitlu con el de')or qui* 
hs impone el Art. .'t'i.s úi\ ('ndi;:o de ("(nner(ii>. 

Art. 10. Todas las soriedad»'s anónimas i-imsiituídas en la Capital. 6 en las 
(Tobernacionos, ó fiwra do t-llax euando drhan ej» m r su prin<-ij'al coniereio en 
es(ís jHintos. así r»>i>;t» las sucursale.s y auenci.is. tendrán el «lelu-r de remitir íi 
la Insj)« eeion (tcneral. las i)riniera>s cnjua del lialanre triinefttral que están 
o*iliy;adas á i)u])li';ar r- n an. virio á la d:^piisii-i<'»n del Art. :{<»<» del Código de 
( «inierrio, y las demás, un Ita.iMiee ipie s" ii.uá al fin de ca<la año y que se li- 
mitará á las oi)eraeiones (pie efeetúi-n en el i)aív. 

Las sociedades, a^rencias ó vuciirsalt s < ue omitan la rfmi>ión del balanee. 
deberán ser insiieeeic r.ad.is á efe'to de hacer cuM-^iar las eau'^a'> é informar 
al Ministerio de .lustii-ia, j)repoiiiendo la medida (jui al ei.so (•(»n\ci:ga adn¡itar. 
á jnieio de la Inspección. 

Art. 11. La Insi>ereión General a'sistirá á todas las asaml)leas ípie celebren 
las soeit d'ides y v»'la:á porcpie ellas se reilieen cjltservando las formalidades 
ley;alev: y .sólo prorederá á in>j eccionarla^ cuando ol)si rve irreííularidades ó 
vi dación de las disposiciones del (.■ódi;ío de Cono rcio y de su» respectivos 
e^tatut«»s-. 

Art. 12. VA resultad'» del examen de los librosi y de las demás investigaciones 
O'ie practi(jue la In-pei-ción se transmitirá en reserva al Ministerio si hubiere 
cargos contra la stK-it-dad de que se trate; si no hubiere na<la (pie observar, 
so archivarán sin más trámites todas las constancias ó anotaciones hechas. 

El Insi)ect«»r, ó eini'b'ado del Miiistevio ó de la lnj)ei'ción, (pie revele el 
secreto de las op< ra<iones d»» las sociedades insiieccionadas, será destit\ü»lü, sin 
perjuicio de las sancioiies penales. 

Art. 13. A tíula soi iedad, ile his ctimprendidas en este Decreto, que se niegue 
á ser inspeccionada, oculte datos relativos al estado de su activo y i)asivo ó 
de cual(| lier modo imixisibilite la tarea de la Inspección (íeneral, le será inme- 
diatam.ente retirada la p» rsonería jurídica ó la autori¿aciün (pie hubiere recibido 
del Gobierno para furici(-nar. 

Art. 14. Se retirará igualmente la personería ó la aiitoriyación oficial & toda 
sociedad que no exhiba ante la Inspección, dentro de los seis meses á contar 
desde la fecha, los documentos ó comj)robantes (ine at-rediten sii existencia legal. 

Art. 15. La Inspección (ieneral deberá llevar registros esp(H"iales en (pie se 
anoten la fecha de cada c(jnci>ión ó retiro de personería jurídica ó autorización 
para funcionar y demás datos (pie se reputen i)ert inentes. 

Art. líi. Los libros de las s(t(iedades litpiidadas deberán ser remitidos' al archivo 
de la Inspección Cíeneral. 

Art. 17. La Insiiección (»eneral sólo podrá inspeccionar las sociedades que 
explotien conce.^^iones ó privilegios otorgados por autoridades provinciales ó mu- 
nicipales. & solicitud de es3is autoridades, 

Art. 18. Los inspectores no podrán ejercer sn profesión en asuntos que afecten 
de algtin modo los intereses de eual(,uier sociedad p(»r acciones. 

Art. 19. Los expedientes sobre concesión ó retiro d»> i)ersonería jurídica, que 
existen en el archivo del Ministerio de Justicia, (^ilto é Instrucción I'ública, 
serán pasados, bajo constancia, al die la Inspección (Jeneral. 

Art. 20. Quedan derrogadas las disposiciones anteriores en cuanto so oi)ongan 
á las de este Acueido. 

Art. 21. Comuniqúese, publíquese en el Boletín Oficial y dése al Registro 
Nacional. 

UBIBXTBIJ. — Antonio Bermejo. — N. Quimo 
Costa. — A. Alcorta. — O. VlUanueva. 
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Fué sólo bajo la presión de las grandes alarmas 
que produjeron en el país la bancan'ota de algunas 
sociedades anónimas, que tales medidas administra- 
tivas se adoptaron por hombres de estado que, no 
obstante que consagraban los verdaderos principios 
del derecho en los considerandos de su decreto, en 
su parte dispositiva, olvidando que eran jurisconsul- 
tos eminentes, adoptaron medidas que no habían fun- 
dado en aquellos considerandos. 

Hoy la situación económica, financiera y comercial 
del país, ha cambiado. Antes, éramos tributarios del 
capital extranjero, que es el que ha contribuido más 
poderosamente á nuestro engrandecimiento; que es el 
que continuará a\n^idando al desan'ollo de todas las 
fuerzas de producción nacional y á la explotación de 
nuestras riquezas aun inexploradas. 

Ahora, ya tenemos capitales propios que buscan su 
colocación en empresas que producen grandes divi- 
dendos; tenemos financistas y hombres emprendedo- 
res que encontrarían provechosa colocación para los 
pequeños capitales constituidos por el ahorro nacio- 
nal; tenemos á los rentistas que se contentan con te- 
ner sus fondos en los bancos ó darlos en hipoteca, 
porque no encuentran mejor colocación financiera 
para sus dineros. 

En cambio, las sociedades anónimas se multiplican 
en todas partes del mundo, contribuyendo á formar 
la masa de sus capitales, por lo general, los mismos 
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habitantes del país donde las empresas desaiToUan 
sus negocios; no piidiendo su(*eder lo mismo entre 
nosotros, donde aqiiellas asociaciones también van 
amnentando prodigiosamente, por la inseguridad 
que ofrece j^ara su estabilidad esta facultad de di- 
solverlas, retirándoles la personería jurídica, que se 
han abrogado los poderes ejecutivos nacionales y 
provinciales, sin que ninguna ley les faculte j)ara ello. 

No soy proteccionista, pero soy de los que creen 
que las sociedades anónimas argentinas, cualquiera 
que sea el origen de sus capitales, no debieran encon- 
trarse ante la ley y ante el Estado, en ccmdiciones 
inferiores á aquellas en que se hallan las socdedades 
anónimas extranjeras. Con exclusión de las com- 
pañías de seguros, sobre las que especialmente le- 
gisla el Art. 528 del Código de Comercio, ninguna 
otra necesita del requisito de la autorización iH'evia 
del Poder Ejecutivo para poder funcionar, de mane- 
ra que todas las empresas que existan entre nosotros, 
con Directorios locales ó agencias especiales, para la 
tramitación de sus negocios, se encuentran en con- 
diciones infinitamente superiores á aquellas en que 
se hallan las sociedades anónimas exclusivamente ar- 
gentinas. 

Y es tanto así que se ha visto el caso repetido de 
que, ciudadanos argentinos han obtenido concesiones 
del Congreso Nacional, yendo á negociarlas en En- 



lio im'i:r\i:nci6x di: i,os coihkrxos 

roi)a, donde, iiuis de una vez, se lia eonstituído ima 
sociedad anónima extranjera para su exi)lot ación. 

Como resumen de este largo estudio sobre las fa- 
cultades que ejerce el Podi^r Ejeinitivo para disolver 
sociedades anónimas, que no se encíuentren en las 
condiciones del inciso 4/ del Art. 342 del Código de 
Comercio, debo repetir que desconozco en absolnto 
en el Poder Ejecutivo, semejantes atribiKÚones. 

Ante el derecho de fondo, las sociedades anónimas 
(|ue no explotan concesiones ni privilegios, estcin fue- 
ra de la vigilancia y fiscalización de las autoridades 
administrativas; pero, aun tratchidose de aíjuellas 
sol)re las que especialmente legisla el artículo del 
Código de Comercio que aca])0 de invocar, hay dis- 
posiciones en ese mismo Código, que demuestran qux^ 
no ha entrado en el espíritu del legislador, conceder 
al Poder Ejecutivo la facultad de disolverlas por me- 
dio de decretos, puesto que aun para los casos de 
quiebra ha estatuido la prolongación de su existencia, 
después de producida esa quiebra. 

El Art. 371 de nuestra ley de fondo comercial, es- 
tablece que, ''disuelta la sociedad será liquidada". 
Esta disposición es aplicable, sin excepción, á todas 
las sociedades anónimas, y, por tanto, si fuese posi- 
ble que la disolución se produjese por un acto i^ura- 
mente administrativo, por un decreto del Poder Eje- 
cutivo que retirase la personería jurídica de una de 
a(|uellas, el Art. 371 sería aplicable indistintamente 
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á eiial(¡iiiera de las sociodades ({\\e hubiese dejado de 
existir. 

Sin ein1)arj»(), el Art. 1GÜ8 del Código de Comercio 
establece que ''si se tratara de la quiel)ra de socieda- 
des, cualquiera (jue sea su naturaleza, que tenga por 
objeto la explotacic'íu de ferrocarriles, provisión de 
aguas, aluml)rado pú1)lieo, canales de riego y navega- 
ción ú otros ol)jetos análogos de interés común, na- 
(rional, in^ovincial ó municii)al, su funcionamiento y 
explotación no podrá suspenderse''. 

Esta disposición demuestra evidentemente cuan 
previsora lia qiua'ido ser la lev con respecto á la exis- 
tencia de las sociedades anónimas. Las empresas 
que se enumeran en la disposición de nuestra ley 
comercial que acabo de transcribir, afectan directa- 
mente los intereses públicos, y, de consiguiente, se 
explica que ellas hayan sido excei^tuadas de la liqui- 
dación forzosa ó imuediata que el Código impone á 
toda sociedad anónima, cuya x)crs(mería jurídica ha- 
ya sido retirada por el Poder Ejecutivo. 

Pero esa misma disposición, me sirve para corro- 
l)orar mi doetrina, ciuuido sostengo que la declaración 
ípie debe hacer el Podc^r Ejecutivo, retirando la auto- 
rización conferida de aciu^rdo con el Art. 318 del Có- 
digo de Comercio, sólo puede i)rí)ducirse taxativa- 
mente, en el caso previsto en el inciso 4.'' del Art. 370, 
y esto después de una sentencia en ({ue s(^ declare la 
quiebra, ó la disolución por el voto d(^ la mayoría 
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de los accionistas, reunidos en asamblea general, ó 
por algiin otro acto judicial que motii^e y justifique 
la cesación de las operaciones de esa sociedad. 

La disposición recordada del Art. 1608 del Código 
de Comercio, sólo es aplicable á los casos de quiebra 
de alguna de las sociedades que en él se enumeran. 

Fuera de esos casos, rige para esas sociedades la 
lej^ general, y, según el criterio de los Poderes Eje- 
cutivos Nacionales desde 1893, rigen también los de- 
cretos administrativos que han reglamentado aque- 
llas leyes. 

Sentadas estas premisas, se me ocurre plantear 
este problema: ¿Se considera el Poder Ejecutivo 
(*on facultades para suspender administrativamente 
la personería jurídica de las empresas ^*de ferroca- 
rriles, provisión de aguas, alumbrado píiblico, ca- 
nales de riego y navegación, ú otros objetos aná- 
logos de interés conuin, nacional, jjrovincial ó mu- 
nicipal?" Si así fuese, como no se trataría de ima 
sentencia que declarase la quiebra de esas empre- 
sas, que es el caso de excepción del recordado ar- 
tículo 1608, tendría que procederse inmediatamente 
á su liquidación, de acuerdo con lo que imperativa- 
mente manda el Art. 371. 

Esto demuestra que nuestros legisladores no lian 
puesto jamás en manos de los Poderes Ejecutivos de 
la Nación y de las Provincias, las facultades omní- 
modas que hoy se atril)uyen para suspender la exis- 
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íeiicia de sociedades que, no sólo afectan los intereses 
l)rivados de los accionistas y de los terceros, sino 
que pueden afectar poderosa y directamente los inte- 
reses públicos. 

lie citado en el curso de este tral)aj(), el mensaje 
y proyecto de ley remitido al Ccmgreso por el Pre- 
sidente Uriburu el 23 de :Mayo de 1898. (1) 



(1) Atribuyo tanta importancia & ene docun^ento, que me creo en el deber de 
transcribirlo íntef^ro en esta nota: 

MeiiKaje y proyecto de ley del Poder Kjccutivo reglamentando la Inspección Gent*. 
ral de Sociedades de Mayo 23 de 1898. 

Al Honorable Congreso Nacional — En e\ ejercicio de las facultades conferidas 
T>or el articulo 342 del Código de Comercio para la fiscalixnción de las Socieda- 
des Anónima0, concesionarias ó privilegiadas, el Poder Ejecutivo organizó en 
1893 el Cuerpo de In&pectores, que prestó entonces, á raíz de la crisis económica 
y ha prestado después, en ¿pocas noi males, los servicios que el int<»rés público 
exigía. Posoeriormenle y con el propósito dn regularizar las relaciones de 
la Inspección con las Sociedades Anónimas, organizando además y como función 
análoga, la intervención del mismo Cuerpo en las gestiones de toda cHse de so- 
ciedades que aspiraban á laa prerngativas de la i>ersonerfa jurídica, con arreglo 
á los artículos 33 y 4.5 del Código Tivil, el Poder Ejecutivo dictó el decreto 
reglamentario de 30 de Abril de 181)7, determinando las funciones del Cuerpo 
de In^pectcres, en la constitución de inaa scciidade»^ en la físcalizacii^n de su 
marcha ulterior y en el retiro de la autorización oficial, para ol caso de que la 
persona jurídica no llenase el fin con que fué creada. 

Ha demostrado la experiencia, toda la utilidad práctica de la institución; y 
las sociedades inspeccionadas no han opuesto la menor dificultad para que !«e 
cumplan las prescripciones de ese dicreto, encuadrado en las disposicione.s 
de la ley civil y comercial, y destinado como ésta á tutelar la acción eficiente 
de los capitales asociado», que pueden llegar para el bien público á donde no al- 
canza el capital privado ó las simples sociedades colectiv&K; pero que, abandonados 
i toda la libertad de acción de las Sociedades Anónimas, pueden también conver- 
tirse en fuente de expUitación para \oÉ accionistas y en graves perjuicios econó- 
micos para el país. 

Toda esta reglamentación necesita en parte la sanción legislativa, y á ello 
responde el Proyecto de Ley que el Poder Ejecutivo ««imete á las deliberaciones 
del Honorable Congreso. 

Redactado este proyecto por el Jefe del Cuerpo de Inspectores, ha sido estu- 
diado y ampliado por el Ministerio rtspeclivo. creyéndose que onsulta la | 
exigencias de la materia, porque día base» est-ables á la constitución de las 
Bociedadea y fundamentos á la preeminencia de la personería jurídica, porque 
da garantías á loe intereses públicoa y privados, con la seria reglamentación y 
la publicidad de los actos y operaciones más esenciales de las sociedades: y por- 
que establece lo» derechos de fiscalización, distribuyéndolos equitativamente entre 
las misma» «ociedades sujetas á inspección, con arreglo á la doctrina del artículo 
342 del Código de Comercio. 

El importe de estos derechos, según cálculo» aproximadoH, produciría al Estado 
una renta anual de relativa importancia, deispué» de cubiertos todos los gastos 
de la Inspección de Sociedades, que hov pesan sobre el tesoro nacional, renta 
que es susceptible de aumento, á medida que nuevas Sociedades Anónimas se 
constituyan, lo que puede asegurarse en vista del crecimiento progresivo de las 
mismas. 

Vuestra Honorabilidad recibirá del Ministerio del ramo las dtmás explica- 
ciones que juzgue necesarias sobre el Proyecto de Ley. y el Poder Ejecutivo entre 
tanto, le reitra las segiiridades de su considearción más distinguida. 

JOSÉ E. UBIBUBU. 

Lnis Belánstegul. 
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Aunque todavía duerme en los archivos de las co- 
misiones, y ya no puede ser tomado en consideración 
por el Congreso, debo hacer notar que en el Art. 11 



PROYECTO DE LEY 
Artículo 1.° Tj»s Sociedades Anónimas nacionales podr&n constituirse, aeri»di- 
tando ante la Inspección General de Sociedades los sigaientes extremos: 

íO Aprobación de sus estatutos por diez accionistas, por lo menos, lo que 
fe comprobará mediante la presentación del acta constitutiva de la sociedad, 
debidamente autenticada. 

b) Justificación de haberse celebrado 1a asamblea á que se refiere el ante- 
rior inciso, previa convocatoria publicada por quince dfas en el Boletín de 
SoGledadee creado por esta ley y en dos diarios de los que se publican en 
esta capital, ó en la ciudad donde la sociedad debe funcionar, si los hubiere. 

c) Tener un capital no menor de doscientos mil pesos moneda nacional sus- 
crito en su totalidad y debiendo existir realizado, cuando menos el 25 o|o 
de este capital á dinero efectivo, ó el 50 ojo en otra clase do bienes ava- 
luados por peritos particulares. 

d) Haber elegido el directorio que la administre y el Síndico que la controle. 
Art. 2.** Llenadas estos requisitos, la Inspección General de Sociedades ele- 
vará al Ministerio de Justicia la solicitud de la sociedad, informando si el objeto 
que ella se propone es lícito y de interés público. 

Art. 3.** Resuelto el punto por el Podter Ejecutivo, si se concediere la auto- 
rización legal, la Inspección de Sociedades ordenará se reduzca á escritura pú- 
blica los estatutos aprobados, con las modificaciones que se hubieren introducid-j, 
y esto hecho, procederá á efectuar la inscripción en el Registro de Sociedades 
otorgando á los interesados el correspondiente certificado. 

Art. 4.0 Sin haber obtenido este certificado las Sociedades no podrán empezar 
á funcionar, bajo multa de 500 á 2.000 $ m|n., sin perjuicio de la responsabilidad 
personal de sus directores y fundadores. 

Art. 5. o Las sociedades extranjeras constituidas para ejercer su principal 
comercio en la República y que estén comprendidas en las reforma» de 1-a Ley 
número 3528 al artículo 286 del Código de Comercio, así como las sucursales 
ó agencias de dichas Sociedades deberán presentar á la Inspección sus estatutos 
debidamente legalizadios, y la constancia legal de la constitución de la Sociedid. 

Art. 6.** Mediante esta justificación el Poder Ejecutivo ordenará la inscripción 
de sus estatutos y de los poderes que acrediten la representación en el Registro 
d<^ Sociedades, otorgándose el certificado respectivo. 

Art. 7. o Tanto las Sociedades nacionalefl como las extranjeras abonarán por la 
inscripción de sus estatutos los derechos siguientes: 

Uno y medio por mil, no excediendo el capital autorizado de un millón de 
pesos moneda nacional. 

l^no por mil si el capital excediese de esa suma. 

Por la inscripción de poderes ú otros documentos pesos 25 m|n. 

Art. 8. o Todas las Sociedades Anónimas nacionales y extranjeras tendrán la 
obligación de publicar trimestralmente sus balances, ajustándose á fórmula apro- 
bada por el Poder Ejecutivo que les dará la Inspección de Sociedades en opor- 
tunidad de esa publicación. 

Las Sociedades pagarán por esta fórmula los derechos siguientes: 

$ 20 m|n. por cada $ 200.000 m|n. ó fracción del primer millón del capital 
realizado. 

$ 10 m|n. por igual suma ó fracción del segundo millón diel capital. 

é 5 mln. por igual suma ó fracción del capital excedente. 

$ 2 m|n. por igual suma ó fracción de'i capital excedente. 

El balance de las sucursales se referirá únicamente á las operaciones efectuadas 
en el país. 

Art. 9.** La omisión 6 falta de cumplimiento á esta obligación, será penada 
con juna nrulta de $ 200 á $ 500 moneda nacional, sin perjuicio de quedar su- 
jetas á la inspección que en tal caso deberá practicarse. 

Art. 10. Fuera del caso á que tfe refiere la última parte dJel artículo anterior, 
las sociedades no podrán ser inspeccionadas sino á requirimiento de accionistas, 
que representen un cinco por ciento del capital realizado, ó á pedido dte terceros 
interesad' s '—e justifiquen causas legales. 

Art. 11. Llpgado este cnso y si de la inspección resultara cue la sociedad ha- 
bía violado sus estatutos ó que se encontrara en la imposibilidad de llenar los 
fines de su creación, la inspección pedirá al Ministerio de Justicia el retiro 
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de aciuel proyecto, sólo se habla del retiro de la per- 
sonería jurídica, cuando se hubiese producido una 
inspección á requisición *'de accionistas que repre- 
senten un cinco por ciento del capital realizado, ó á 
pedido de terceros interesados, que justifiquen cau- 
sas legales '\ 



de la personería jurfdicn. y acordado esto, informará al señor uez de Comercio 
en tumo para que proceda con arreglo á derecho. 

Art. 12. La Inspección de Sociedades tendrá la obligación de asistir á todas 
las asambleas que celebren las sociedades, ya «ea|i ordinarias ó extraordinarias 
y exigirá que se cumplan las formalidades que la Ley y loa estatutos prescriban 
para la celebración de dichas asambleas. 

Art. 13. Las Compaftías de Seguros extranjeras que constituyan sucursales, 
agencias ó representaciones en la República, justificarán au existencia legal en 
la misma forma establecida para las Sociedades Anónimas en general y cumplirán 
además los siguientes reouif'itos: 

1.'* Constituirán un directorio local, con facultades amplias para celebrar y 

finiquitar en el psfs todos los contratos y operaciones que efectúen. 
2.** Depositarán en efectivo como fondos de garantía en el Banco de la Nación, 

la suma Que le corresponda con arreglo á la tabla «guiante: 
Compañías de Seguros contra incendios $ 300.000 moneda nacional. 
Compañías de otras clases de seguros que operen aobre un solo riesgo 

$ 150.000 moneda nacional. 
S.° Las compaftías que operen sobre más de un riesgo, dtopositarán además 
cien mil pesos nacionales por cada uno de loa otros riesgos que aseguren. 

Art. 14. En caso de abandonar el país una sociedad de seguros extranjera, 
tendrá la obligación de dejar bajo la vigilancia de la Inspección áe Sociedades, 
los fondos de garantía que se juzgue necesarios para solventar las pólizas en 
vigencia. 

Art. 15. La Inspección de sociedades tendrá el deber dl^ vigilar que los 
fondos de garantía de la Compañía de Seguros, tanto nacionales como extran- 
jeras, se hallen disponibles en cantidad suficiente para responder á las obligacio- 
nes pendKentes, admitiendo, sin embargo, que una parte de esas reservas las 
tengan empleadas en bienes raíces. 

Art. 16. Latf Compañías de Seguros extranjeras que empleen en el país un 
50 o|o de sus reservas, en títulos o rentas del Estado ó bienes raíce«, serán equi- 
paradas en el pago de la patente é impuestos, á las sociedades nscionales. 

Art. 17. Las sociedades civiles que Holiciten la personería jurídica, jus- 
tificarán su constitución en la misma forma establecida para las Sociedades 
Anónimas, fijándose como mínimum del capital la suma* de veinticinco mil pesos 
moneda nacional y como derecho de inscripción cincuenta pesos moneda nacional. 

Art. 18. La intervención de la Inspección de Sociedades se limitará á velar 
por el cumplimiento de sus estatuto^ y la conservación del patrimonio social, 
no pudiendo intervenir en ellas, sino mediante solicitud social, debiendo solamente 
inscribirse en el Registro las reformas ó modificaciones introducidas y abonarse 
la cuarta parte de los derechos establecidos para la inscripción de los estatutos. 

Art. 20. La Inspección de Sociedades publicará un Boletín de Sociedades, en 
el que será obligatoria la publicación de los esrtatutos y de todos los actos so- 
ciales, balances, avisos de convocatorias, etc. 

Art. 21. La misma formulará una tarifa para estas publicaciones, que someterá 
á la aproba'-ión del Poder Ejecut'vo. 

Art. 22. Las Sociedades que gocen de nrivilegios ó concesiones» sea cual fue~e 
su objeto, estarán también sujetas á la Inspección General di.» St>ciedade», quien 
por lo que á la» mismas respecta, procederá de acuerdo con lo dispuesto en el sr 
tículo 342 del Código de Comercio. 

Art. 23. En todios los actos de las socied'tdes que *io deben ser publicados. 
la Inspección guardará la reserva consiguiente, siendo desMtuído todo empleado 
nue la violare, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales en que 
hubiere incnrridn. 

Art. 24. Los Inspectores de Sociedades no podrán entender fuera del ejercicio 
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Y, aun en ose caso línico, limitado, el proyecto pre- 
sentado por el l)r. Uriburu reglamentaba la disi)o- 
sición del inciso 4." del Art. 370 del Código de 
Comercio, estal)leciendo que, *'si de la inspección 
resultara que la sociedad anónima había violado sus 
estatutos ó que se encontrara en la imposibilidad de 
llenar los fines de su creación, la inspección pedirá 
al Ministerio de Justicia el retiro de la personería 
jurídica, y acordado esto, informará al Juez de Co- 
mercio en tumo para que proceda con arreglo á 
derecho". 

Nada podría presentarse más terminante y categó- 
rico para desautorizar jurídicamente las disposicio- 
nes de los Arts. 13 y 14 del decreto de 30 de Abril 
de 1897, que facultan al Poder Ejecutivo para disol- 
ver las sociedades anónimas, por meros actos de des- 
ol)ediencia á sus órdenes, producidas jDor los Directo- 
rios, administradores ó asambleas de accionistas. 

El proyecto del Presidente Uriburu, revela que 
el Poder Ejecutivo de esa época no se reconocía 
legalmente autorizado para retirar la personería ju- 



de BUS funciones, en asuntos que afecten de algúa modo los intereses de cualquier 
sociedad sujeta á inspección. 

Art. 25. Las multas á <,ue esta Ley se refiere se cobrarán por la Inspección de 
Sociedades adniinistrativamente ó por ejecución ante la Justicia Federal, para 
cuyo efecto tendrán carácter ejecutivo los trámites de las resoluciones que impon- 
drán la multa expresada. 

Art. 26. La Inspección General de Sociedades estará á cargo de nn Inspector 
General, con el número de Inspectores y personal subalterno que fje la ley de 
Presupuesto. 

Art. 27. Quedan dernpadns las disposiciones anteriores! que se opongan A la 
prespnte lev. 

Art. '28. Co;.-.; ni ;ucse, etc. 

Bel&astegni. 
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rídiea á ninguna sociedad anónima, por la simple 
disposición contenida en la parte final del inciso 4/ 
del Art. 342 del Código de Comercio. 

He subrayado intencionalmente algunas palabras 
del Art. 11 del proyecto presentado al Congreso en 
1898, porque ellas son precisamente las mismas que 
(íontiene la disposición que acabo de recordar, de 
nuestra ley de fondo comercial. 

Si en esa época el Poder Ejecutivo ocurría á la 
Legislatura Nacional, pidiendo una ley que le otor- 
gase la facultad de retirar la personería jurídica, en 
esos casos limitadísimos en que se violasen los es- 
tatutos ó fuese imposible llenar los fines de la crea- 
ción de una sociedad, ¿ cómo ha de ser jurídico supo- 
ner que hoy tengan los Poderes Ejecutivos esa enor- 
me fa(íultad, por meras omisiones ó resistencias de las 
sociedades anónimas, que cumplen con las prescrip- 
ciones de sus estatutos y llenan los fines de su 
creación ? 



IV 



NECESIDAD DE UNA SANCIÓN LEGAL 

En los actuales tratadistas de derecho civil ó co- 
mercial europeo, no es posible encontrar comentarios 
á la facultad de los gobiernos para disolver las per- 
sonas jurídicas, x>or medio de actos puramente admi- 
nistrativos. 



118 INTERVENCIÓN DE LOS GOBIERNOS 

Como la legislación ha cambiado, ya nadie se ocupa, 
sino como de un j^unto histórico, de la extinguida 
facultad para autorizar y disolver sociedades anóni- 
mas que i>oseían los soberanos. 

Es, pues, menester buscar, en los jurisconsultos 
que escribieron antes de la refonna del Código de 
Comercio francés de 1807, lo que se pensaba en esa 
época, y cuales eran las ideas que dominaban con res- 
pecto tanto á la intervención del Estado en la autori- 
zación, como en la marcha de las sociedades anó- 
nimas. 

Voy, pues, en este último parágrafo de mi estudio 
de la legislación argentina, á citar la opinión de 
Troplong, el gran comentarista francés, cuyas doc- 
trinas son tanto más aplicables, cuanto que nuestros 
actuales Códigos mantienen las prescripciones que 
se comentan en los siguientes términos : 

^'Cuando se redactó el Código de Comercio, en 
1807, se propuso someter las sociedades anónimas 
á ima vigilancia pública. Al lado de los que pensa- 
ban que esta tutela sería más peligrosa que útil, y 
que era i>reciso dejar á la industria la libertad de 
sus movimientos, siu'gió una opinión sacada de otro 
orden de ideas; se pretendió que reservar por un 
texto expreso ese derecho de vigilancia, sería, en 
cierto modo, poner en duda el derecho más eminente 
y más temible, de suprimir toda sociedad anónima 
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inmediatamente que fuese juzgada perjudicial. La 

proposición no prosperó. 

''Bajo el régimen constitucional, instituido en 
1814, el gobierno sintió que su derecho era más li- 
mitado; las armas arbitrarias cayeron de sus ma- 
nos, 7 concibió dudas legítimas sobre ese poder de 
supresión que el antiguo Consejo de Estado erigiera 
en máxima. Ha sido, pues, necesario volver al sis- 
tema de vigilancia. He aquí el motivo de la orde- 
nanza de la constitución que impone los comisarios 
del Rey a ciertas sociedades en las que el público 
está más interesado, como las sociedades de seguros 
mutuos, etc.; de ahí la obligación prescripta á todas 
las sociedades anónimas de dirigir todos los años á 
los prefectos el estado de su situación; de ahí aun la 
inserción en las ordenanzas de la autorización, de 
una cláusula diciendo que esta autorización podrá 
ser retirada por la inejecución ó violación de los es- 
tatutos. Los ejemplos de estos retiros son raros; el 
gobierno debe ser muy parco en este punto; porque 
una disolución imprevista podría ocasionar una gran 
perturbación en los intereses de terceros. Por otra 
parte, estos conservan siempre sus derechos para 
jjerseguir ante los Tribunales la reparación del per- 
juicio que les hubiera causado la inejecución de con- 
venciones ó la violación de estatutos. 

'* Además, todas las precauciones tutelares no han 
conseguido impedir que muchas sociedades anónimas 
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concluyan mal; el público engañarlo ha enlpado al 
gobierno. Pero no debería culjjarse más que á sí 
mismo; debiera saber que el Gobierno no garantiza 
nada positivo; que no asegura ningún resultado pe- 
(:uniario exento del alea; que no se ha comprometido 
más que á contralorear ciertas condiciones de morali- 
dad, de sinceridad comercial, de prudencia en los 
negocios, y que el cumplimiento de este deber admi- 
nistrativo no exime á los accionistas ó á los terceros 
del contralor previsor del interés privado; que la 
suerte de la industria está entregada á eventualida- 
des que ningún i^oder es (*apaz de dominar. Corres- 
ponde, pues, á los terceros meditar la confianza que 
deben prestar á las sociedades anónimas según las 
bases contratadas y publicadas por la Administra- 
ci(5n." (1) 

Hasta aquí la transcripción de Troplong. De ella 
se desprende la evidencia del peligro y los inconve- 
nientes que tiene dejar en las manos del poder 
administrativo el ^^ derecho temible de disolver las 
sociedades" repentinamente y sin causas fundamen- 
tales. 

El celebre comentador del Código Napoleón, no 
sólo recuerda que *^los ejemplos han sido raros", sino 
que, escribiendo en una época en que existía la fa- 
cultad en los Poderes Piíblicos de disolver las socie- 



(1) TROPLONG, Du rontirtt de sociét»' civilo et commercial, vnl. I, pfig. 441 
(Kd. PnrÍM, 1843). 
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dades, aconseja al gobierno ''que sea muy parco en 
ese punto". 

Por otra parte, según el autor (^ue comento, esa 
disolución por acto administrativo, sólo podía pro- 
ducirse ''por la inejecución ó la violación de los esta- 
tutos"; y esto mismo, en virtud de una cláusula ex- 
presa inserta en la misma ordenanza de la concesión 
de la personería jurídica; cláusula que establecía que 
el Gobierno se reservaba ese "derecho eminente y 
terrible de la disolución". 

Troplong reconoce que eran arbitrarias las armas 
que, en ese sentido esgi*imía el Gobierno antes de la 
Constitución de 1814, y que, cuando ésta se sancionó 
tuvo que abandonarlas, sin duda porque en aquella 
Constitución se consagraba el derecho de asociación 
con fines útiles. 

Los párrafos transcritos de Troplong hacen medi- 
tar mucho, comparando la situación actual de las 
sociedades anónimas en la República Argentina, bajo 
el imperio de la anticuada legislación que contienen 
los Códigos, y sometidas á la ilegal reglamentación 
que de ellos han hecho los decretos del Poder Ejecu- 
tivo. 

En Francia se recomendaba al Gobierno la mayor 
prudencia y parsimonia en los casos del retiro de 
las personerías jurídicas de las sociedades anónimas 
por el único motivo "de la inejecución ó violación 
de sus estatutos". 
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Entre nosotros lo que aparece violado son los Có- 
digos, no por las sociedades anónimas, sino por los 
decretos del Poder Ejecutivo. 

Es muy fácil demostrarlo en ima forma gráfica: 
colocando en un sólo cuadro, uno al frente del otro, 
lo presceptuado imperativa y taxativamente por las 
leyes, y lo dispuesto autoritativamente y sin facul- 
tades por los decretos administrativos. 

DISOLUCIÓN DE SOCIEDADES 



Disposiciones legales 

CÓDIGO CIVIL 

Art. 48. Termina la existencia de las 
corporaciones con carácter de personas 
jurfdio3«: 

l.o Por su disolución en virtud de 
la deliberación de sus miembros, apro- 
bada por el Oobiemo. 

2. o Por disolución en ylrtud de la ley, 
no obstante la voluntad de sus mieni. 
bros, 6 por haberse abusado ó incurrido 
en transgresiones de las condiciones y 
cláufiulas de la autorización legal, ó 
porque sea imposible el cumplimiento de 
sus estatutos, ó porque su disolución 
fuese necesaria ó conveniente al bien 
público. 

3. o For la conclusión de I09 bienes 
destinados á sostenerlas. 



Decreto de 30 de abrü de 1897 

Art. 13. A toda sociedad de las com- 
prendidas en este decreto que . . . 

a) Be niegue i ser inspeccionada; 

b) Oculte datos relativos al estalo 
de su activo y pasivo ó 

c) De cualquier modo imposibilite 
la tarea del Inspector Oeneral, 

LE SERA INMEDIATAMENTE BETI- 
BADA LA personería JURÍDICA, ó 
la autoriaación que hubiere recibidX) 
del Gobierno para funcionar 

Art. 14. Se retirará igualmente la per- 
sonería ó la autorización oficial ¿ to- 
da sociedad que no exhiba ante la Ins- 
pección, desde los seis meses á contitr 
desde la fecha, los documentos ó com- 
probantes que acrediten su existencia 
legal. 



CÓDIGO DE COMERCIO 

Art. 370. Las sociedades anónimas 
sólo pueden disolverse: 

4.0 Por la demostración de que la 
compañía no puede llenar el fin para 
que fué creada. Esto último resultará 
ó de la resolución de la mayoría de 
los socios, en Asamblea General, ó de 
la declaración que haga el Poder Ejecu- 
tivo al retirar la autorización á que se 
refiere el artículo 318. 
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Del texto de las disposiciones legales transcritas 
resulta evidenciado que, la única vez en que se le da 
intervención al Poder Ejecutivo, tanto por el Código 
Civil como por el de Comercio, en la disolución de 
una persona jurídica, es cuando así lo resuelvan sus 
miembros. 

Armonizando las disposiciones correlativas que 
existen en las dos leyes, para buscar la intei-pretacióu 
de sus alcances, es menester tener en cuenta, ante 
todo, los términos del Código Civil, porque á su le- 
gislación de fondo pertenece la que se refiere á las 
personas jurídicas. 

La única atribución que el inciso 1." del Art. 48 
del Código Civil confiere al Gobierno (admitiendo 
que este término, que representa los tres altos po- 
deres del Estado, se refiera sólo al Ejecutivo en esta 
disposición), es la de aprobar la disolución de una 
sociedad que se hubiera resuelto ''en virtud de la de- 
liberación de sus miembros". 

Esta forma de intervención del Ejecutivo en la 
terminación de la existencia de una persona jurídi(*a, 
no puede cambiarse en atribución absoluta de aquel 
poder al pasar al Código de Comercio. Lo único ju- 
rídico y lógico es considerar armónica con el inciso 1. ' 
del Art. 48 del Código Civil, la disposición seme- 
jante que contiene el inciso 4." del Art. 370 del Có- 
digo de Comercio, cuando dice que, en los casos en 
<iue una sociedad no pueda llenar los fines para que 
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fué creada, su disolución resultará ^'de la declaración 
(jue haga el Poder Ejecaitivo" al retirarle la j^erso- 
nería jurídica. Esa declaración sólo puede producir- 
se al aprobar '*la resolución de la mayoría de I03 
socios en Asamblea General", como lo establece el 
mismo Art. 370 en su último acápite, repitiendo la 
disposiíáón del inciso 1/ del Art. 48 del Código Civil. 

En los demás casos en que puede producirse la 
disolución, sin voluntad de los socios, y que enumera 
el inciso 2.° del mismo Art. 48 del Código Civil, ella 
sólo puede tener lugar en virtud de la ley. Esta 
I^uede ser una ley general que declare la disolución 
ipso jure, como sucede en los casos de iini)osibilidad 
de llenar los fines de la institución, ó puede ser i^or 
acto de ^4as autoridades públicas", segiín la nota 
puesta por el codificador á ese artículo del Código 
Civil. 

En este último (faso, como la disolución sólo puede 
producirse en virtud de la ley, cuando una ley expre- 
sa y particular á una sociedad deteiminada no de- 
crete su disolución, es indispensable que alguna ley 
general haya designado cuál ** autoridad pública" y 
en qué fonna lia de decretarse el retiro de la perso- 
nería jurídica. 

Si se observan con atención las disposiciones le- 
gales y las del decreto administrativo, colocadas en el 
cuadro ijrecedente, se verá que ninguna de las causas 
de retiro de la personería jurídica enumeradas en el 
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Último, figuran oii los Códigos Civil y Comercial vi- 
gentes. 

Y, como fuera de esas leyes de fondo, no existe ley 
alguna que acuerde tales facultades al Poder Eje- 
cutivo, ni entra tampoco en sus atribuciones consti- 
tucionales reformar ó ampliar las leyes existentes, 
so pretexto de reglamentarlas, resulta evidentemen- 
te demostrado que, la ai)licación de las disposiciones 
del decreto de 30 de Abril de 1897, para disolver so- 
i'iedades anónimas apoyándose en ellas, es el uso 
de **üna amia arbitraria '^ de esas de que hablaba 
Troplqng, empleada para destruir instituciones le- 
galmente constituidas y amparadas por la Consti- 
tución. 

La misma nota puesta por el sabio Dr. Vélez Sárs- 
field, explicando el alcance del artículo 48 del Código 
Civil, debiera servir para demostrar que nunca entró 
en el espíritu del codificador poner en manos del 
Poder Ejecutivo ese *' temible derecho" de la diso- 
lución de las sociedades anónimas comerciales. 

'*E1 derecho á los bienes, — dice la nota, — fué el 
o])jeto de la creación de la persona jurídica. Desde 
que ella no puede tenerlos, y sólo debe existir depen- 
diente del Estado ó del favor piiblico, puede decirse 
que su existencia no es existencia propia, y que se 
halla confundida con la del Estado ó la de la persona 
que la sostiene, con relación al derecho de los bienes." 

^ Puede alguna de estas consideraciones aplicarse 
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á la organización, á los negocios ó á la disolución de 
las sociedades anónimas comerciales, en las que ^^el 
derecho de los bienes'' es sólo un incidente de su 
existencia f 

¿Puede fundarse en el texto del artículo (48, Có- 
digo Civil) ó en la nota que lo explica, algima de las 
causales que enumeran los artículos 13 y 14 del de- 
creto de 30 de Abril de 1897, para retirar la persone- 
ría jurídica del derecho civil á aquellas sociedades 
regidas por el derecho comercial ? 

Las sociedades anónimas al constituirse deben ha- 
cerlo con an-eglo á las leyes que prescriben las for- 
mas de su constitución; pero, una vez autorizadas 
y en ejercicio de los fines de su creación, esas compa- 
ñías tienen derechos adquiridos, que el Poder' Ejecu- 
tivo no puede desconocerles por actos administrati- 
vos y por causas nimias ajenas á la sociedad. 

Podría seguir argumentando sobre esta misma ba- 
se, pero la presentación por el Presidente Uriburu 
del proyecto de ley recordado precedentemente, y los 
tei-minos del mensaje que lo acompañaba, me relevan 
del trabajo de hacer mayores esfuerzos para llevar 
al (*onvencimiento de nuestros hombres de Estado, 
la persuasión de que todo lo que hoy está producién- 
dose por el Poder Ejecutivo Nacional y por los Go- 
bieraos de Provincias, en las fiscalizaciones de las so- 
ciedades anónimas y en la disolución de las mismas. 
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fuera de los témiinos de nuestras leyes de fondo, es 
contrario á éstas, y, por tanto, debe suprimirse. 

He (Teído de mi deber estudiar todas las disposi- 
ciones de los Códigos nacionales y de los decretos 
que se refieren á las sociedades anónimas, para j)oder 
apoyar sobre esos estudios las reformas que pienso 
que deben hacerse en los primeros y en los segimdos. 

Para completar los fundamentos de mis opiniones, 
voy á estudiar ahora la legislación extranjera, tanto 
de la Europa como de la América, que se refiere á 
esta misma materia, y espero demostrar que la Re- 
pública Argentina, tan elogiada por propios y ex- 
traños, por el gran desenvolvimiento material de su 
comercio y de sus empresas financieras y económi- 
cas, es sólo una retardataria, en materia de legisla- 
ción de sociedades por acciones, puesto que sus leyes 
actuales son las mismas que regían en la Europa con- 
tinental hace más de un siglo, que todos los países 
civilizados han abandonado, y que hoy sólo se con- 
servan en Europa, en la Rusia, en el Principado 
de Monaco y acaso en algún pequeño país perdido 
entre los Balkanes ú olvidado por la civilización á 
causa de sus continuas convulsiones, como la Turquía. 



SEGUNDA PARTE 



LAS LEGISLACIONES EXTRANJERAS 



ANTECEDENTES 

Previo al estudio particular de las leyes que, ac- 
tualmente, rigen en las distintas naciones de Amé- 
rica y de Europa, con relación á las sociedades anó- 
nimas, creo que es conveniente hacer una breve 
exposición, que compendie la evolución que ha veni- 
do produciéndose paulatinamente en esas legislacio- 
nes, no sólo con respecto á aquellas sociedades, sino 
también con referencia á las personas del derecho 
civil y á otras asociaciones, sujetas á leyes peculia- 
res para su organización y funcionamiento. 

Antes de la revolución francesa los pueblos no te- 
nían libertades. Todos los derechos eran meras con- 
cesiones que hacían los soberanos, otorgándolas por 
medio de edictos, de decretos, de cartas patentes, y 
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de otras proclamaciones que eoiiteiiíaii la expresión 
de la voluntad a])soluta del monarca. 

I)e aquellas supremacías del i)oder, hoy sólo queda, 
aunque (*ause sorpresa para muchos, la Inglaterra; 
la Inglaterra, el país más lil)re del Universo y donde 
la soberanía no reside en el pueblo sino en el Parla- 
mento, conjunto de todas las autoridades, desde 
el Rey hasta las Universidades, que ha fimdado la 
más poderosa Nación de la tierra, sobre la base de 
las libertades civiles que, paulatinamente, se han ido 
otorgando, desde la JMagna Carta hasta el iiltimo Es- 
tatuto de Eduardo VII, que legisla sobre las socieda- 
des por acciones. 

La misma Rusia autócrata y la Turquía musid- 
mana, acaban de incorporarse al movimiento repre- 
sentativo universal, adoptando formas constitucio- 
nales que limitan las facidtades de los jefes de esos 
Estados. 

La revolución francesa, apreciándola sólo por la 
faz que interesa á la legislación, tuvo la inmensa ven- 
taja de presentar al mimdo los primeros modelos de 
la codificación del derecho de fondo, completando la 
obra de Justiniano en Roma y de Alfonso X en Es- 
paña. 

Para el trabajo de que vengo ocupándome, sólo 
es pertinente recordar, que fué el Código de Co- 
mercio francés de 1807 el primero que estatuyó dis- 
posiciones reglamentarias y precisas, con respecto á 
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las sociedades anónimas, hoy tan difundidas en el 
mundo bajo las múltiples fonnas y con los variados 
objetos que les ha dado el espíritu de asociación, los 
anhelos del lucro y las necesidades del progreso. 

En la antigüedad no se conocían las sociedades por 
acciones, tales como las encontramos en el derecho 
moderno, que se inicia con las leyes codificadas. 

Es verdad que en la Edad Media se organizaron en 
Italia algunas asociaciones por acciones, tal como la 
que constituyó el Banco de Genova, fundado en 1407 
y disuelto en 1799; tales como las sociedades de las 
Indias Orientales, creadas en Inglaterra en 1599 y 
en Holanda en 1602 para disolverse en 1795; pero 
ninguna de esas corporaciones, pueden equipararse 
á las sociedades actuales, en que, á la división del 
capital por medio de acciones, va unida la limitación 
de la responsabilidad del accionista á la cifra que 
importa la cuota fija representada por el valor de la 
acción, teniendo por objeto de su institución actos 
de comercio ó explotaciones industriales, ajenos á 
las címcesiones ó imvilegios acordados por los go- 
biernos. 

Esas sociedades podrían más bien compararse á las 
que, en el derecho actual, tienen el nombre de '* so- 
ciedades en participación '^ siendo sólo el Soberano 
el que podía acordar su creación por medio de edic- 
tos individuales, y que en aquellas épocas se desig- 
naban bajo la denominación de ^'compañías'', que es 
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un sinónimo de lo que hoy se distingue con el nom- 
bre de ''sociedades''. 

Como no existía una ley de fondo ni una regla- 
mentación general para esa clase de ''compañías", 
cada ima de ellas estaba sujeta, en sus derechos y 
obligaciones, á las reglas particulares que establecía 
el edicto de la sociedad que se autorizaba á funcio- 
nar; siendo lo más frecuente que la autoridad se re- 
servase un derecho de intervención en los asuntos de 
esas sociedades, como ima regalía propia incluida en- 
tre los atributos del soberano. 

Por otra parte, el objeto primordial de esas "com- 
pañías" no era realizar operaciones de comercio, ni 
fomentar la industria, ni acumular capitales con pro- 
pósitos puramente económicos. 

Cada uno de aquellos edictos que autorizaban la 
formación de una "compañía", conferían un mono- 
polio, estando muy conformes con las prácticas de 
los antiguos regímenes, estos privilegios acordados 
por la Corona; privilegios que llegaban hasta hacerse 
necesarios á los mismos inventores y escritores, que 
no podían utilizar sus inventos ni publicar sus obras 
sin haber obtenido previamente una concesión real. 

Sin embargo, es menester recordar que, aún antes 
de la revolución, existieron en Francia algunas socie- 
dades por acciones creadas sin la intervención de las 
autoridades públicas. 

En 1750, se fundó la Chambre d'Assurances de Pa- 
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rís, (jue era una sociedad por acciones, en cuyos 
prospectos podía leerse una inscripción que decía: 
'^Etablie en corps de compagnie particuliére par acte 
d'asociation''. (1) 

Como lo designan sus nombres, estas compañías, 
desde el siglo xv, tenían por objeto primordial fo- 
mentar la ^navegación y la colonización de las tie- 
rras ultramarinas que los nuevos descubrimientos 
anexaban á los dominios de las coronas europeas. No 
sólo la Inglaterra y la Holanda autorizaban esas 
^^ compañías" y otorgaban esos privilegios á los con- 
quistadores y aventureros. El descubrimiento de 
América les dio mayor impulso. La España y el 
Portugal autorizaron empresas semejantes; en Fran- 
cia, bajo el reinado de Luis XIII, se constituyeron 
fon la autorización real las compañías de *' Saint 
Cristhophe" y de la ^^Nouvelle France", y, más tar- 
de, influenciadas por Colbert, se fundan las compa- 
ñías de las Indias Occidentales y de las Indias Orien- 
tales, autorizándose otras sociedades por acciones, 
que tenían por objeto hacer el comercio en África. 

En el siglo xvm continúa el espíritu de asocia- 
(*um en esa forma, pero siempre con el mismo objeto. 
Luis XV autoriza las creaciones de las compañías de 
Santo Domingo, del Canadá y de la Bahía de Hudson ; 
y sobre todo, otorga la carta de fundación del celebre 



(1) Snvary, Dirtionaire iiniversel de onn^merce. páp. 1210 y higrr.iciiti'.s. 
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Banco de Law, que, constituido en sociedad por ac- 
ciones, adquiere los más grandes privilegios sobre 
todos los territorios franceses, tanto en el continente 
europeo como en los dominios de ultramar. 

Fué esta última "compañía" la que produjo el 
desprestigio de esas sociedades por acciones en el 
siglo xvni. 

El Bamío de Law se derrumbó, produciendo la más 
grande catástrofe y la más desastrosa crisis que hu- 
biera sufrido la Francia hasta entonces, y esos desas- 
tres desacreditaron las sociedades por acciones, que 
fueron consideradas como im medio fácil de practi- 
car especulaciones fraudulentas. (1) 

Sin embargo, apenas producida la revolución, la 
ley de 2 de Marzo de 1791, facilita la organización 
de ese género de '* compañías", que, no sirven para 
prestigiar la institución, porque se entregan al agio- 
taje, que arruina á los inexpertos pequeños capita- 
listas que colocan en ellas sus ahoiTOs. 

Dos años después, en 24 de Agosto de 1793, se 
suprimen todas las asociaciones cuyo capital estu- 
viese formado por acciones al portador, ó sobre pa- 
peles susceptibles de ser negociables ó de ser trans- 
feridos, autorizándose sólo la fomiación de nuevas 
sociedades de ese género, por expresa sanción legis- 
lativa. 



(1) Thiers, Histoire de Law. 
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En aquellos días famosos en que se levantaban al- 
tares á la Libertad, convertida en Diosa de la Re- 
volución, la ley de 30 de Brumario año IV, aparece 
como la primera que permite la constitución de las 
sociedades por acciones, sin señalarles trabas á su 
organización y á su funcionamiento, viniendo esa 
misma amplitud de libertad y esa falta de reglamen- 
tación en la constitución de esas sociedades, á ani- 
quilarlas por la exorbitancia hasta donde llegaron 
algunos fallos de los Tribunales, que establecieron la 
responsabilidad personal y solidaria de los accionis- 
tas en una forma ilimitada. (1) 

Fué entonces que el Código de Comercio de 1807 
vino á despejar la situación y á sentar las bases 
de las actuales sociedades anónimas. A la vez que 
conservaba la intervención gubernativa en la crea- 
ción de esas sociedades, limitaba la responsabilidad 
de sus accionistas á la sola suma fijada como su 
aporte por los mismos estatutos, dictando otras dis- 
posiciones que aseguraban la honestidad en los pro- 
cederes de la administración y las garantías necesa- 
rias para los terceros. 

El Consejo de Estado reglamentó las disposiciones 
de ese Código, y por esos reglamentos el gobierno po- 
día retirar la autorización que había acordado, cosa 



(1) Caen et Ri-nnult. Droit Commcrrial. tomo 2. — pág. «01. 
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que sólo se hacía cuando alguna sociedad violaba sus 
estatutos. 

En tanto que esta situación se producía en el con- 
tinente europeo, la Gran Bretaña continual)a regida, 
en todas las materias comerciales, por su Common 
Law, sin tener legislaciones expresas sobre socieda- 
des anónimas. 

Las tres principales sanciones del aoatiguo derecho 
consuetudinario británico con respecto á las socieda- 
des por acciones, pueden condensarse en nmy breves 
palabras : 

1.° Los socios deben ser considerados personal y 
solidariamente responsables de las deudas sociales, 
no admitiéndose la responsabilidad limitada; 

2." Un socio no puede ser reemplazado por otro, 
por medio de cesiones, sin el consentimiento de sus 
coasociados; 

3.° Como las personas, jurídicas (corporations) no 
pueden ser creadas sin la autorización del legislador, 
las sociedades no constituyen personas civiles distin- 
tas de las de sus asociados. 

Estas sociedades, conocidas en el derecho inglés 
con el nombre de partnerships, se parecen algo á 
nuestras sociedades colectivas, pero no participan de 
las condiciones de las actuales sociedades anónimas, 
ni aun después de la ley de 1890 que les dio existen- 
cia legal, sacándolas del derecho común. 

Sociedades constituidas sobre tales bases no j^o- 
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díau satisfacer á las grandes empresas, que nece- 
sitaban reunir inmensos capitales para desenvolver- 
se en la esfera de sus propósitos. Fué entonces que 
el Parlamento Inglés se ocupó de dictar leyes ten- 
dentes á favorecer las empresas por medio de socie- 
dades por acciones, de responsabilidad limitada, pero 
conservando siempre sobre ellas la vigilancia del Es- 
tado. 

La Corona concedía la personalidad civil á esas 
asociaciones, y, desde 1826 ellas pudieron hacerse re- 
presentar ante los Tribunales. En 1844 avanza más 
la libertad comercial en Inglaterra. La ley conside- 
ra á las sociedades en las condiciones de nuestras 
personas jurídicas, sin que sea menester para ello, 
ni un acto del Parlamento, ni ima '^charter'* acor- 
dada por el Rey, obligándolas sólo á hacer registrar 
sus estatutos y á agregar después de su respectiva 
designación, las palabras **Incorporated by regístra- 
tion'', para diferenciarlas de aquellas que se habían 
constituido en virtud de sanciones del Parlamento 
ó de autorizaciones del Monarca, que estaban obli- 
gadas á inscribir después de su denominación, las 
condiciones én que habían sido constituidas, ya fue- 
sen Incorporated by special Act of Parlamenta ó ya 
lo fueran By Boyal Charters. 

Sólo fueron exceptuadas de los benefi(*ios de la 
ley de 1844, las sociedades que se constituyesen para 
la fundación de Bancos, las que sólo podrían ser 
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autorizadas por una ley ó por una concesión real. 
Esta situación se mantuvo hasta la ley de 1857 que 
reconoció la personería civil de las so(íiedades ban- 
carias que registrasen sus estatutos, pero sin admi- 
tir la limitación de la responsabilidad de sus aso- 
ciados, la que recién les fué reconocida en 1858, en 
que la ley sólo exigía una sanción del Parlamento 
ó una concesión de la Corona para limitar la res- 
ponsabilidad de las so(!Íedades de seguros. 

Pero pronto llegó la ley que ^verdaderamente ha 
consagrado la más amplia libei*tad de asociación y de 
comercio en la Gran Bretaña, la ley de 1862, cono- 
cida con el nombre de Companies Act, dictada bajo 
el gobierno de la Reina Victoria (25 y 26 Victoria, 
capítulo 139, artículo 211). 

Al estudiar la legislación vigente en Inglaterra, 
tendré oportimidad de hablar de esta famosa ley, 
que es la base de la prosperidad actual de las socie- 
dades anónimas inglesas; pero debo, desde luego, 
decir que sus más importantes disposiciones, esta- 
blecen que las sociedades por acciones pueden for- 
marse sin ninguna autorización previa, constituyen- 
do una personalidad jurídica, y limitando la res- 
ponsabilidad de sus accionistas según lo decidieran 
ellos mismos en sus estatutos. 

Esa ley inglesa produjo ima verdadera revolución 
en la legislación de las sociedades anónimas del resto 
del mundo. 
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La primera nación que imitó tan grande ejemj)lo, 
fué la Francia, que, reconociendo que la autorización 
previa del Estado en la organización de las socieda- 
des comerciales liabía sublevado á la opinión del pue- 
blo francés, se apresuró á reformar las prescripciones 
del Código de Comercio de 1807. 

Sirvió de base á esa reforma la convención cele- 
brada entre la Inglaterra y la Francia el 30 de Abril 
de 1862, dando á las sociedades inglesas el derecho 
de operar en Francia y á las francesas el de operar 
en Inglaterra. 

La ley de 23 de Mayo do 1863, modificó ya subs- 
tancialmente el sistema del Código de Comercio do 
1807, pennitiendo al comercio francés luchar en 
igualdad de condiciones con el comercio inglés; sin 
embargo, fué sólo la ley de 24 do Julio de 1867, la 
que suprimió en Francia la autorización previa para 
la constitución de las sociedades anónimas, cualquie- 
ra que fuese su capital, (cualesquiera que fuesen los 
objetos de su institución y el número de sus accio- 
nistas, con la sola excepción de las sociedades do 
seguro sobre la vida, por razón del peligro que pu- 
dieran ellas ofrecer á los i)arti(*ularos por su ca- 
rácter aleatorio y la naturaleza de sus operaciones. 

Sobre la base de la ley inglesa do 1862 y la ley 
francesa de 1867 so han modelado todas las institu- 
ciones de la Europa actual, en lo referente a socio- 
dados anónimas. 
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Algunas naciones de la América han seguido aquel 
movimiento, no sólo reconociendo que se amolda con 
las instituciones libres que rigen este continente, sino 
también comprendiendo que ellas ayudan á la pros- 
peridad y al engrandecimiento, desarrollando la ri- 
queza pública con los poderosos elementos que ofre- 
cen esos inmensos cai)itales, que representan el aho- 
rro de la mayoría del pueblo. 

Desgraciadamente, la República Argentina no ha 
entrado todavía por esa amplia vía, que deberá con- 
ducirla á realizar los altos destinos que su actualidad 
le pronostica. 

Para apoyar mi propaganda en favor de la reforma 
de nuestra legislación de fondo, en cuanto se refiere 
á las sociedades anónimas comerciales, voy á entrar 
al estudio parcial y detallado de la mayor parte de 
las legislaciones de las naciones que forman la Eu- 
ropa, y de algunas de América, convencido de que 
nuestros estadistas, nuestros legisladores, nuestros 
jurisconsultos y la masa misma del pueblo, han de 
persuadirse de que ha llegado el momento de que se 
produzca la reforma que proclamo. 

Al hacerlo sólo me ocuparé de la legislación actual 
de cada país, compendiando toda la que haya 
regido hasta 1907, que es la fecha á que alcanzan 
las leyes universales que conozco. 

En este breve estudio de legislación comparada, 
sólo me referiré á las disposiciones que tengan 
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atingencia con el trabajo que vengo haciendo, dando 
siempre la fuente donde beba el dato en que me 
spoy^j á fin de que pueda ser más ampliamente con- 
sultado por los que en ello se interesen. 



LEGISLACIÓN COMPARADA 



I 

PAT8E8 DONDE NO INTERVIENE EL GOBIERNO 
EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 

(Por orden alfabético) 



§ 1 

. ALEMANIA 

Antes de constituirse el actual Imperio Alemán, 
cuyos progresos materiales y morales están asom- 
brando al mundo, cada uno de los reyes, príncipes 
y grandes duques que go})ei-naban un Estado germá- 
nico, gozaban de una absoluta indei)endencia política, 
teniendo al mismo tiempo su propia legislación de 
fondo. 

En las eruditas notas que nuestro codificador el 
Dr. Dalmacio Vélez Sársfield puso al pie de cada ar- 
tículo del Código Civil, se encuentran citadas muchas 
veces las disposiciones de los Códigos parciales ale- 
manes. 

La obra inmortal del canciller Bismarck para or- 
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ganizar la Confederación Germánica fué completada 
después de la guerra franco-prusiana por la Constitu- 
ción del Imperio Alemán, promulgada el 16 de Abril 
de 1871. 

Una de las más importantes soluciones que para el 
pueblo germánico ha dado esa Constitución ha sido 
la de establecer la unidad de legislación en materia 
civil, comercial y penal, dictándose Códigos generales 
para toda la Alemania; es decir, para la Alemania 
unida en una sola gran nacionalidad; porque sólo des- 
pués del pacto de confederación de 1871 se han reimi- 
do en un cuerpo, que ha hecho de cada ciudadano de 
los antiguos reinos de Baviera, de Wurtemberg, de 
Sajonia y de los grandes ducados de Badén, de Hesse, 
de Mecklemburgo y los demás que son hoy Estados 
del vasto imperio, un ** alemán '^ que ama la patria 
grande y trabaja por ella, sin preocuparse de las fron- 
teras que dividen, en el interior, las ** patrias chicas'^ 
que constituyen cada uno de los pequeños Estados. 

La primera legislación general de la Alemania, en 
materia comercial, no era completa. Eran leyes suel- 
tas que tomaban como base las Novelas de Nurem- 
berg y que legislaban sobre distintas materias, en- 
tre ellas, sobre sociedades anónimas. 

A este respecto, la legislación que había imperado 
en la Alemania del Norte hasta 1861, exigía la auto- 
rización previa del Estado para las sociedades por 
acciones. Al efecto, vale hacer notar que aque- 
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lias leyes establecían una perfecta identidad entre las 
sociedades en comandita por acciones y las socieda- 
des anónimas, reconociendo el excelente principio de 
que ambas clases de sociedades deben estar regidas 
Ijor el mismo estatuto legal. 

A diferencia del Código Francés, la legislación de 
1861, alemana, estatuía numerosas reglas para la 
constitución y el funcionamiento de las sociedades 
anónimas y en comandita, sin que el gobierno pudiese 
prescindir de su exacto cumplimiento. 

Sin embargo, como en esa fecha no existía la uni- 
dad de legislación, que sólo se estableció por la Cons- 
titución de 1871, los Estados particulares germánicos 
fijaban reglas especiales con respecto á esa autori- 
zación previa, que en algunos de ellos no existía, 
como sucedía en Bremen, en Hamburgo, en Lubeck, 
en el Gran Ducado de Badén y en los reinos de Sa- 
jorna y de Guttemberg, que suprimieron la autoriza- 
ción previa, tanto para las sociedades anónimas como 
para las sociedades en comandita. Esa autorización 
previa del gobierno fué conservada para las socieda- 
des anónimas en Prusia, en Fi'ancf ort y en el Ducado 
de Hesse. 

Este estado de cosas se mantuvo hasta que se dictó 
la ley de 11 de Junio de 1870, que suprimió en abso- 
luto la autorización previa del gobierno para la fun- 
dación de las dos sociedades por acciones, tanto la 
anónima como la en comandita, y cuyos efectos se ex- 
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tendieron á toda la Alemania entera, ann cuando esa 
ley sólo fué sancionada para la Confederación de la 
Alemania del Norte, que era la que existía en aquella 
fecha. 

La ley alemana de 1870 importaba im paso decisivo, 
dado ijor aquella Nación, en favor de la comi)leta 
libertad comercial, industrial y económica. No sólo 
se suprimió por ella la autorización previa para la 
constitución de las sociedades, sino que se modifi- 
caron substancialmente las reglas existentes respecto 
á esa misma constitución y al funcionamiento de esta 
clase de sociedades. 

Otra ley posterior, la de 18 de Julio de 1884, que 
figura .ya entre las leyes generales, i)uesto que se 
encuentra publicada en el Diario Oficial del Impe- 
rio (1), modificó las existentes respecto á sociedades 
en comandita por acciones y á sociedades anónimas, 
teniendo por fundamento de esa modificación, el he- 
cho de haberse reconocido que las disjjosiciones de 
la de 1870 eran unas veces demasiado rigurosas y 
otras insuficientes. 

Al promulgarse se hizo como una modifi(*ación del 
libro II del Código de Comercio de 1861, que había 
sido ya declarado Código Nacional Alemán, figurando 
in(*orporado á aquel como una reforma de los artícu- 
los 172 á 249. 



(1) ofíru'i'tn Oflcinl di'l Imperio Alemfin» de 1884, páp. 123. 
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El título III de esa ley se ocupa expresamente de 
las sociedades anónimas, siendo exclusivamente apli- 
cables á ellas todas las disposiciones consagradas des- 
de el Ai-t. 207 hasta el 241 inclusive. Esta ley tam- 
poco exige la autorización previa del gobierno para 
la constitución de las sociedades anónimas comercia- 
les, librando su vigilancia y su acción á la inspección 
de los accionistas que forman la sociedad y de los ter- 
ceros que con ella contratan. 

Como posteriormente se ha dictado el Código de 
Comer(*io Alemán, que es el que ha establecido defi- 
nitivamente la unidad de legislación en todo el im- 
perio, promulgado el 10 de Mayo de 1897 y en vigor 
desde el 1.° de Enero de 1900, no hay objeto en que 
me ocupe de las disposiciones que aquél contiene, 
desde que no son las que actualmente rigen. Sin 
embargo, conviene hacer notar que ya en la ley de 
1884 se acentúa la tendencia de los legisladores ale- 
manes jjara emancipar á sus sociedades anónimas co- 
merciales de la legislación civil que rige á las per- 
sonas jurídi(*as en el derecho de los bienes, dándoles 
á aquéllas las facultades de éstas, pero por disposi- 
ciones expresas de la ley comercial. (1) 

Como se ha dicho, el Código de Comercio Alemán, 
promulgado el 10 de Mayo de 1897, es el que está 



(1) El Art. 213 de la ley de 18 de Julio de 1884, alemana, dice así: «Las 
compañíaa anónimas como tales tienen derechos y deberes propios. Pueden adqui- 
rir la propiedad y demás derechos reales sobre inmuebles y demandar y ser de- 
mandadas en juicio. El fu^ro judicial ordinario de laa mismas será el ' Tribunal 
del Territorio en c.ue tienen t.u domicilio. » 
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acítualmente en vigencia en todo el imperio que go- 
bierna Guillermo II. 

Los jurisconsultos lo han reputado un verdadero 
monumento de la ciencia actual, emulo digno del Có- 
digo Civil del mismo Imperio, promulgado un ano 
antes, en 1896. 

La Sección Tercera de ese Código se ocupa De las 
sociedades anónimas, dividiéndose esa sección en seis 
diferentes títulos, que comprenden, desde el Art. 178 
hasta el 318, toda la legislación necesaria para la or- 
ganización, la marcha y la disolución de las socie- 
dades anónimas. Esa división lleva los siguientes 
epígrafes: — Primero: ^'Disposiciones generales"; Se- 
gimdo: '*De las relaciones jurídicas entre la sociedad 
y los socios"; Tercero: ''De la organización y la ges- 
tión de la sociedad"; Cuarto: "De las modificaciones 
del contrato social"; Quinto: "De la disolución y de 
la nulidad de la sociedad"; Sexto: "Disposiciones 
penales". 

Dentro de este vasto plan de legislación, en cerca 
de ciento cincuenta artículos, el legislador alemán ha 
planteado y resuelto todas las cuestiones que pueden 
afectar á las sociedades anónimas, á sus accionistas 
y á los terceros en sus relaciones con la sociedad 
misma. 

Como no escribo una obra comentando las leyes 
que rigen á las sociedades anónimas ni las disposicio- 
nes de los Códigos que se refieren á su funciona- 
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miento y obligaciones de los administradores ó di- 
rectorios, no necesito entrar á estudiar en detalle lo 
que estatuye el reciente Código alemán. 

Basta á mi propósito manifestar que, tratándose 
de la organización, de la marcha y de la disolución 
de las sociedades anónimas comerciales, ha sido su- 
primida en absoluto la intervencñón y la fiscalización 
del gobierno, dejándose á los accionistas, á las Asam- 
bleas Generales de éstos, á los terceros interesados y 
á los Tribunales de Justicia, resolver todas las di- 
fi(*ultades que pudiesen ocurrir, hasta las mismas nu- 
lidades de los Estatutos ó las violacáones de las leyes 
(jue ellos contengan. 

Con respecto á la disolución de las sociedades anó- 
nimas comerciales, el Código prescribe las reglas y 
los casos en que esa disolución puede y debe produ- 
i'irse, sin que en circunstancia algima aparezca la 
intervención de los poderes piiblicos, retirando per- 
sonerías jurídicas que no existen para el derecho 
comercial alemán, donde las sociedades anónimas 
pueden adquirir y obligarse por el solo mandato del 
Código espe(íial que las rige. 

Las facultades y los derechos de los accionistas, así 
como el poder de las Asambleas Generales foimadas 
por éstos, ha reemplazado con éxito la intervención 
que antes tenía el gobierno en esta clase de socie- 
dades; y las serias responsabilidades penales en que 
incurren los malos administradores, responsabilida- 



148 INTERVENCIÓN DE LOS GOBIERNOS 

des que se hacen inevitablemente efectivas, han ve- 
nido á demostrar en Alemania que el sistema de la 
más amplia libertad de asociación es preferible al de 
la tutela gubernativa. 

En Julio de 1897 se dictó una lej^ complementaria 
del Código de Comercio, en la que figuran algunas 
disposiciones sobre sociedades mutuas y coopera- 
tivas, para las cuales no se exige autorización previa 
del gobierno, dejando su vigilancia al celo de los mis- 
mos asociados. Ajena á la materia de este libro, hago 
simplemente una indicación de su existencia, para 
los que deseen consultarla. 

Los viajeros que hayan visitado la Alemania en 
los liltimos tiempos y se admiren ante el pasmoso des- 
arrollo que se nota en todas sus ciudades, — no sólo en 
Berlín, cuya población se ha cuadruj^licado en los 
últimos treinta años, sino también en las antiguas 
ciudades fortificadas, como Colonia, ISIainz, Francfort 
y hasta en las mismas arrancadas á la Francia, como 
Strasburgo, — se sorj^renderán al notar la diferencia 
material que existe entre lo antiguo y lo moderno, 
tanto en la edificación como en todo lo que responde 
á la higiene, al ornato y al ** confort". 

Averiguándose las causas que han producido la 
transformación de la Alemania actual en la Nación 
más próspera de nuestros días, se encontrará la ex- 
plicación en el aumento prodigioso de sus sociedades 
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anónimas comerciales, al amparo de la legislación que 
ha venido mejorándose desde 1870 hasta 1900. 

Hoy el Comercio y las industrias alemanas com- 
piten con los de cualquiera otra Nación; y en cuanto 
á la navegación, llama la atención de todos los es- 
tadistas el impulso que ha tomado en aquel Imperio, 
que hoy ocupa el segundo lugar en la marina mer- 
cante del mundo, y que, dado el número de sociedades 
anónimas que se consagran á ese ramo de explota- 
ción, no será extraño que dentro de pocos años la 
Alemania sea la i)rimera potencia marítima mercante 
del Universo. 

Sin embargo de lo expuesto con respecto á las so- 
ciedades anónimas comerciales, en Alemania hay al- 
gunas para las cuales se exige la previa autorización 
del gobierno para organizarse. La ley de 12 de Mayo 
de 1901 rige especialmente para las sociedades de 
seguros, estableciendo sus disposiciones que para 
funcionar necesitarán tener autorización previa de 
las autoridades encargadas de su vigilancia, deter- 
minando los requisitos ne(»esarios para obtener esa 
autorización. 

Esa vigilancia debe ejercerse por las autoridades 
locales del distrito en que la sociedad de seguros fun- 
(tione, y su tendencia es simplemente asegurar el cum- 
plimiento de las leyes y de los propios estatutos, los 
que deben redactarse sobre bases que la misma ley 
fija (Arts. 15 á 53). 



150 INTERVENCIÓN DE LOS GOBIERNOS 

Sin embargo, la autorización para la organización 
de esta clase de sociedades no puede negarse j^or la 
simple voluntad ó i^or el criterio de los funcionarios 
que intervienen, contrario al establecimiento de ellas. 

El Art. 7 de la ley de 12 de Mayo de 1901 establece 
terminantemente que ^^sólo podrá negarse la autori- 
zación para operar, en los casos siguientes: 1.° Cuan- 
do la relación (de los estatutos) esté en contradic- 
ción con las disposiciones legales; 2.° Cuando la re- 
lación no indique garantías suficientes para los in- 
tereses de los asegurados ó no asegure de un modo 
permanente el cumplimiento de las obligaciones que 
resulten de los seguros; 3.° Cuando consten hechos 
de naturaleza tal, que justifiquen la opinión de que 
las operaciones no se efectuarán con arreglo á las 
leyes y á las buenas costumbres. La autorización 
podrá subordinarse al depósito de una caución deter- 
minada, especificando á lo que ella esté afecta y las 
condiciones para su restitución." Como se ve, en 
todos los demás casos, los poderes públicos están en 
el deber de acordar la autorización para el funciona- 
miento, sin que, en circunstancia alguna, les sea per- 
mitido entrar á averiguar el mayor ó menor lucro 
que pueden tener los miembros de esas asociaciones. 

Las sociedades de socorros mutuos se encuentran, 
en Alemania, en las mismas condiciones que las so- 
ciedades de seguros, á tal extremo, que la forma en 
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que deben ellas redactar sus estatutos es la misma 
que sirve para los de estas últimas. 

En cuanto a las facultades de vigilancia (jue se 
reserva el Estado, ella consiste en inspeccionar á las 
empresas de seguros y á las compañías mutuas, dán- 
dose cuenta de la manera como practican sus ope- 
raciones, principalmente velando por el cumplimien- 
to de la ley especial que las ha separado de las 
sociedades anónimas (Arts. 64 á 69). 

No obstante, cuando las empresas de seguros tie- 
nen constituidos por sus estatutos Consejos de Vi- 
gilancia, ó Juntas de Socios que tengan esa misión, 
la fiscalización oficial está limitada por la interven- 
ción de estas juntas de asociados, que pueden llegar 
hasta reclamar de las resoluciones de las autoridades 
administrativas. 

Sin embargo, cuando, á pesar de las amonestacio- 
nes de la autoridad, una sociedad de socorro '^per- 
siste en faltar á las obligaciones que le impono la ley 
ó los estatutos autorizados, ó cuando del examen de 
sus operaciones y del estado de sus fondos, resulte 
una situación tal que la continuación de los asuntos 
ponga en peligro los intereses de los asegurados, ó 
cuando la explotación esté en contradiídón con las 
buenas costumbres, — la autoridad de vigilancia po- 
drá prohil)ir las operaciones, y no se contratará nin- 
giin nuevo seguro, ni los antiguos se aumentarán ni 
prolongarán". 
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Esta interdicción alcanza también á los seguros 
mutuos por las mismas causas; pero en uno y en 
otro caso, aún cuando la liquidación se produce, la 
autoridad debe tomar las medidas ^^para poner á 
salvo los bienes de la empresa y confiar la adminis- 
tración de estos bienes á personas que convengan". 

Resulta, de lo que acaba de decirse, que, hasta tra- 
tándose de estas sociedades para las que se requiere 
una autorización previa del Estado y que no son so- 
ciedades anónimas, puesto que no están constitui- 
das por acciones de responsabilidad limitada, la 
disolución no puede decretarse por las autoridades 
alemanas, sino en el caso en que ellas falten á la 
ley ó á los Estatutos, en que su capital sea insufi- 
ciente para sus fines, ó en que sus operaciones afec- 
ten la moral y el orden piiblico. 

Independientemente de las sociedades de que a(*abo 
de ocuparme, existe en Alemania otra sociedad de 
responsabilidad limitada, creada por la ley de 20 
de Abril de 1892, con el nombre de ^^Geselschaften 
mit beschraenkte Haftung". 

Como su nombre lo indica, en estas sociedades la 
responsabilidad de sus miembros se limita á las su- 
mas de su aporte, pero ellas no están obligadas á 
someterse á las reglamentaciones rigorosas que el 
Código de Comercio establece para las sociedades 
anónimas. 

La ley, sin embargo, toma sus precauciones espe- 
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cíales para asegurarse de que no se produzcan es- 
peculaciones á la sombra de la limitación de la 
responsabilidad de los socios. 

La principal aplicación que se ha hecho de esta 
clase de sociedades, es para mantener la indivisión 
entre los coherederos de un establecimiento indus- 
trial, de un fundo en explotación agrícola ó de casas 
de comercio abandonadas á sus acreedores por un 
deudor, en cuyos casos se ha dividido en acciones el 
ííapital de esas empresas, repartiéndose esas acciones 
entre los herederos ó los acreedores respectivos. 

Es posible que existan, fuera de las leyes de Ale- 
mania, que he estudiado, algunas otras que no conoz- 
co ó que he olvidado, no obstante haberlas conocido. 
De todas maneras, para el derecho comparado con 
la legislación argentina, me parece que bastan las 
presentadas en este capítulo. 

No puedo, sin embargo, dejar de ocuparme de la 
última ley, dictada en Alemania, con (carácter fe- 
deral, sobre el derecho de asociación, y que lleva la 
fecha de 11 de Diciembre de 1899. 

Ella tiene un sólo artículo, y dice así: 

'* Artículo único: — ^Las asociaciones de toda clase, 
(jue no salgan de los límites de un Estado particular, 
podrán unirse entre sí. Quedan derogadas las dis- 
posiciones contrarias á la presente de las legisla- 
ciones de los Estados particulares." 

Pocas leves más tras(^endentales, políticamente ha- 
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blando, se han dictado en el Imperio Alemán, que ese 
breve artículo que acaba de transcribirse. 

Bismarck y Federico Guillermo hicieron la Con- 
federación G-ermánica^ sobre la base de la Prusia y de 
la Confederación Germánica del Norte. La (comuni- 
dad del peligro que alcanzaba á todos los estados ger- 
manos al iniciarse la guerra con la Francia en 1870, 
a(íalló las resistencias y rencillas que existían entre 
los distintos reinos, principados y ducados, con so- 
beranía propia, que entonces componían aquella 
agrupación. 

Después de la victoria, el ^^ Canciller de Hierro" 
impuso, en las conferencias de Versalles, el prin- 
cipio que han resistido todos los hombres que aman 
la libertad y la justicia: ''la forcé prime le droit". 

No tuvieron los autores de la Confederación Ger- 
mánica, tiempo de aplicar en su propia (»asa, en su 
mismo territorio, ese principio de la violen(*ia para 
acallar el derecho. Pruébalo la Constitución misma 
de 187Í, en la que la Baviera, la Sajonia, y acaso 
algunos otros Estados, se reservaron derechos de 
soberanía, tales como el de mantener ejércitos, acu- 
ñar monedas y tener representación consular ante 
las naciones extranjeras. 

Pero llegó al gobierno Guillermo II, un joven mo- 
narca emprendedor, á quien la Europa miraba atónita 
en los primeros desplantes de sus actos. 

Comenzó por querer ^' rejuvenecer" á su Imperio, 
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y para empezar, obligó á renunciar y á alejarse de 
su Corte al Canciller Bismarek y á todos aquellos 
que le lial)ían ayudado en su obra colosal. 

Arriba de todos los partidos políticos, pero sir- 
viéndose de los elementos sanos, viriles é intelectua- 
les de todos ellos, — el Emperador Guillermo II se 
propuso hacer de su país la primera potencia del 
mundo. Renunció á la vida de sibarita de los anti- 
guos monarcas, é imitando al Gran Federico, ha dado 
las ma\'ores prue})as de la actividad de im hom})re, 
preocupándose personal y directamente de todos los 
asuntos de Estado. 

Nadie podrá decir jamás que es el inspirador de 
la (*ondu(*ta de Guillermo II, y mañana, cuando la 
historia le juzgue, no sólo como uno de los más gran- 
des monarcas que jamás haya tenido la Alemania, 
sino como imo de los hombres intelectuales mejor 
dotados en su organismo múltiple, tendrá que reco- 
nocerse que la Alemania actual, unida é indivisible, 
es la obra exclusiva de su política hábil y de su 
tenacidad infatigable. 

Sin adulaciones y sin violencias, Guillermo II ha 
conseguido ir paulatinamente haciendo la imidad del 
pueblo alemán, suprimiendo las fronteras interiores 
que dividen sus Estados autónomos, para constituir 
ima sola y poderosa nación. 

Para este fin ha empleado, sabiamente, como el 
más fuerte vínculo de unión entre los distintos pue- 
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blos alemanes, la legislación de fondo, suprimiendo 
primero, todos los Códigos Civiles parciales de cada 
uno de los reinos y grandes ducados alemanes, por 
medio de un Código Federal, aplicable á todas las re- 
laciones del derecho de las personas y de los bienes 
en su vasto Imperio; más tarde, un Código de Co- 
mercio Federal reemjjlazó toda la legislación que so- 
bre la misma materia tenía cada uno de los Estados 
de la antigua Confederación. 

Sin embargo, esto no era todo. Las sociedades de 
distintos géneros, continuaban todavía bajo el im- 
perio de legislaciones parciales, que dificultaban el 
desenvolvimiento de las grandes y las pequeñas em-* 
presas, por la diferencia que existía entre esas le- 
gislaciones. 

Fué entonces que se dictó esa (*ortísima ley de 
11 de Diciembre de 1899, que he transcripto más 
arriba. Ella viene á hacer la unidad de legislación en 
todo el Imperio Alemán, suprimiendo las fronteras 
de cada Estado, y aboliendo las prohibiciones que 
sus lej^es peculiares contenían, encerrando muchas 
de ellas, dentro de sus propios límites, la acción de 
las sociedades anónimas que se fomiasen en el Es- 
tado, y pretendiendo que sus Directorios sólo pu- 
dieran ser compuestos por, subditos del Soberano 
local, en cuyo territorio debía actuar la asociación. 

Después de la promulgación de la ley de 1899, los 
viajeros que recorren las grandes ciudades de Ale- 
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mania, se sorprenden de las nuevas construcciones, 
que fonnan barrios enteros, que han transformado 
por completo aquellas pol)laciones. 

Averiguando los medios de que se han servido los 
alemanes para producir ese gran desenvolvimiento 
material en tan jiocos años, pronto viene á saberse 
que hoy existen en Alemania sociedades anónimas 
que se ocupan de la construcción de edificios en to- 
das las ciudades del Imperio, y que esas sociedades 
están amparadas por la legislación federal, porque 
la ley de 1899 ha derogado, con la autoridad del Go- 
bierno General, todas las disposiciones de las leyes 
parciales que obligaban á los empresarios á detener 
sus esfuerzos en la frontera territorial de la *^ patria 
chica'', como he llamado, en otra parte, la indepen- 
dencia relativa de cada uno de los Estados de la Con- 
federación Germánica. 

Felizmente para nosotros, la Constitución Argen- 
tina ha dado al Congreso la facultad de dictar las 
leyes de fondo, y las sociedades, están regladas por 
nuestro Código Civil y nuestro Código de Comercio. 

§ 2 

BELdlCA 

Las sociedades por acciones estuvieron regidas en 
Bélgica por las disposiciones del Código Civil fran- 
cés, que no sufrió modificación alguna hasta que se 



l-"»^ INTERVENCIÓN DE LOS GOBIERNOS 

di(*tó, en 18 de Mayo de 1873, la ley sobre socieda- 
des, que fué incorporada al nuevo Código de Comer- 
cio belga, al revisarse éste. 

La Sección IV de esa ley se 0(íupa especialmente 
de las sociedades anónimas, siendo el § 2 el que 
trata de la constitución de esas sociedades, compren- 
diendo esa materia desde el Art. 29 hasta el 34 in- 
clusive. 

Las disposiciones de la ley belga de 1873 cambia- 
ron radicalmente el sistema que, hasta esa fecha, re- 
gía en aquel país, para las sociedades anónimas co- 
merciales. Toda intervención de los poderes públi- 
cos desapareció en la constitución de las sociedades, 
dejándose exclusivamente á los asociados la facul- 
tad de constituirse, debiendo registrarse los esta- 
tutos, estableciéndose como únicos requisitos los que 
precisa el Art. 29 de la ley, en estos términos: ^*Las 
sociedades anónimas no se hallarán definitivamente 
constituidas, sino cuando sea por lo menos siete el 
número de sus socios, cuando se halle suscripto por 
completo el capital social y se haya desembolsado, por 
lo menos, la vigésima parte de ese capital, consisten- 
te en numerario efectivo." 

Una vez constituida la sociedad anónima, en Bél- 
gií»a tampoco tiene vigilancia ni fiscalización sobre 
ella ninguna autoridad dependiente del Estado. 

La vigilancia de las sociedades está (ionfiada á uno 
ó más comisarios, que pueden ser ó no socios, pero 
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(jue les es forzoso nombrar al constituirse por pri- 
mera vez, y que luego siguen nombrándolos las Jun- 
tas de Accionistas. El niimero de esos comisarios ins- 
pectores ó fiscalizadores, debe ser fijado por los es- 
tatutos, y ellos tienen facultades ilimitadas para 
vigilar y comprobar todas las operaciones sociales, 
pudiendo examinar los libros, la correspondencia, las 
actas, y en suma, todos los documentos de la com- 
pañía, pero sin poder sacarlos de las oficinas. 

Los informes, con las observaciones de esos (comi- 
sarios, deben someterse á las Juntas Generales de 
Accionistas. (1) 

En cuanto á la disolución de las socdedades anóni- 
mas, la ley belga de 1873 la hace producirse por la 
mera expiración del tiempo de la concesión, cuando 
explotan algima hecha por el gobierno, ó por la fe- 
cha fijada en los Estatutos, sin que la duración de 
las sociedades anónimas pueda exceder de treinta 
anos, plazo que puede prorrogarse sucesivamente por 
nuevos términos de otros treinta años, pero en vir- 
tud de renovaciones hechas en la misma foima que 
la ley exige para modificar los estatutos. 

También se prevé el caso de la pérdida de la mitad 
del cai^ital social, de la pérdida de las tres cuartas 
partes de ese capital, de la disminución del niímero 
de los accionistas á menos de siete, en cuyos casos 



(1) Ley th' 18 de Mayo de 1873, Art«. 54 & 58. 
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son las Juntas Generales las que deben resolver si 
ha de disolverse ó no la sociedad. (1) 

Como se ve, en la ley de 18 de Mayo de 1873, 
incorporada hoy al Código de Comercio de la Bél- 
gica, la acción directa ó indirecta del go1)ierno en 
la constitución, en la marcha y en la disolución de 
las sociedades anónimas, ha desaparecido por com- 
pleto. 

Como en casi todas las demás legislaciones de la 
Europa, las precauciones que las antiguas leyes to- 
maban contra el fraude, han sido reemplazadas i)or 
otras disposiciones, incorporadas al mismo Código, 
que establecen el registro forzoso de los estatutos y 
de sus modificaciones, la publicación periódica de los 
l)alances y de otras manifestaciones de la voluntad 
de las Juntas de Accionistas ó de los procedimientos 
de los administradores. 

Algunos años más tarde, el 22 de Mayo de 1886, 
por iniciativa de la Cámara de Diputados de Bel- 
gira, de Febrero del mismo año, se sancionó una 
nueva ley sobre sociedades comerciales, que introdu- 
cía algimas modificaciones á la de 1873. Como está 
en vigencia actualmente, debo ocuparme de ella. 

La más importante de las modificaciones que esa 
ley contiene, se refiere á la nulidad de las socieda- 



(1) Ley de l« de Mayo 1873 Arts. 71 á 73. 
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des por acciones en las que no se encuentren reunidas 
todas las condiciones exigidas por el Código. 

Cuando se trata de un trabajo como este, desti- 
nado á procurar contener ¿i los poderes públicos ar- 
gentinos, que con tanta facilidad disuelven socieda- 
des anónimas, es oportuno citar algunas palabras de 
los Diputados que i^ropusieron á las Cámaras Bel- 
gas la ley de 1886. 

"La milidad de los actos — decían — es con frecuen- 
cia una mala sanción en las disposiciones de las leyes ; 
en materia de sociedades, sobre todo, ella puede ser- 
A'ir á intenciones poco honestas y perjudicar el cré- 
dito público. Debe esperarse que la sencillez de las 
prescripciones impuestas, hagan muy raros los ca- 
sos de inobservancia de ella. No ha sido así, sin 
embargo: la frecuencia de la nulidades ha sobrepa- 
sado á todo lo que podía suponerse, y, á veces, loe 
Tribunales se han visto obligados á declarar nulas 
algunas sociedades, con perjuicio de grandes y le- 
gítimos intereses. El proyecto de ley suprime las 
nulidades, manteniendo, sin embargo, y aun agra- 
vando, las condiciones exigidas para la constitución 
de una sociedad anónima; pero, en vez de anular las 
sociedades, si esas condiciones no fuesen llenadas, el 
proyecto les impone á los fundadores y á los asocia- 
dos, el deber de cumplirlas." 

Las nulidades que la ley de 1886 derogaba eran 
las que establecía la de 1873 en los casos de infrac- 
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í'ióu á las l(»ves (lue rigou la constitución de las 
sociedades anónimas ó de falta de cumplimiento d(^ 
sus estatutos. 

Para (¡ue se comprenda mejor el alcance de esta 
ley, (*onA^iene decir (pie ella siempre exige á las 
sociedades anónimas, el mismo número de siete aso- 
ciados como mínimo; que en las dos espe(*ies de 
sociedades por acciones, tanto la í*olectiva como la 
anónima, se exige que el cai)ital social sea íntegra- 
mente suscripto; (pie ella eleva al vigésimo el (U'- 
cimo de la cuota cuyas acciones deben S(^r integrada^ 
en numerario al (íonstituirse la soíriedad. 

Sin enil)argo, si alguna ó varias de esas (condicio- 
nes faltan, la sociedad no queda anulada por es(^ 
motivo. 

Más previsora, más práctica y más eficaz, la ley 
belga de 22 de Mayo de 1886, que las anteriores, ella 
(^stableí*e, ya sea la responsabilidad solidaria para 
todos los (compromisos sociales, por parte de los fun- 
dadores en tanto (|ue el número de siete asociados 
no se haya completado, ó ya se considera a los fun- 
dadores como susí*rii[)tores de la i>orción no suscri^jta 
del capital, ó ya los fundadores son obligados á in- 
tegrar en numerario, el décimo ([ue falte sol)rc todas 
las acciones. (1) 

La misma lev considera á los fundadores de ui:a 



(1) Ley de 22 de Mnyo de 188(), Art. 34. 
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sociedad por acciones como encargados de ejercer 
nna vigilancia so})re la constitución de la sociedad, 
haciéndoles personalmente responsables, solidaria- 
mente, si hubiesen admitido suscripciones de inca- 
paces, é imponiéndoles la garantía solidaria por los 
compromisos (pie hubieran contraído mandatarios ó 
l)ersonas (jue no tuviesen un mandato válido 6 que 
contrajesen comin-imiisos (pie no fuesen ratifícados. 

Finalmente las disposiciones transitorias de la ley 
de 1886, da efecto retroactivo á sus disposiciones, 
declarando, que "las sociedades que, después de la 
promulgaci(3n de la presente ley, hubiesen funciona- 
do durante un año sin (pie su validez hubiese sido 
atacada, no podrán ser declaradas nulas por los fun- 
damentos de los i\j-ts. 42 á 45 del C(')digo de Comercio 
de 1808, y del Art. 29 de la ley de 18 de Mayo de 
1873 (1). 

Como se ve, en la sabia legislaci(ai belga sobre so- 
ciedades anónimas, no se bus(*a ani(piilar á éstas, au- 
mentando los motivos para anular su existencia, sino 
(jue, por el contrario, se procura evitar su disolución, 
obligándolas a sujetarse á las leyes. 

Las disposiciones de que acabo de ocupaiine se re- 
fieren á las sociedades por acciones. Posteriormen- 
te, el 23 de Junio de 1894, se dictó en Bélgica una ley 



(1) Ley de 22 de M»yo de IftHG. DispoMciones transitorias, Art. 2. — Los nrtícu- 
los del CY)dÍBo de Coir.ércio y de la ley de 1873 que se citan, son aquellos que 
declaraljtuí la nulidad de las hociedades por aetiones, por defectos de forma en 
hu constitución. 
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sobre Sociétés Mutualistes, que son las mismas que 
se conocen entre nosotros y en todas partes con el 
nombre de '* Sociedades de socorros mutuos''. Esa 
ley modifi(»aba la de 3 de Abril de 1851, sobre la mis- 
ma materia, no teniendo objeto en ocuparme de esta 
liltima, que está completamente derogada en la ac- 
tualidad. 

La ley belga de 1894 no exige la aprobación previa 
por el Estado, de las Sociedades de Socorros Mutuos; 
pero cuando éstas se colocan en las condiciones exi- 
gidas por esa ley, al organizarse, y acei)tan ciertas 
imposiciones que ella establece, el Estado las re- 
conoce, dándoles ventajas, de las que no gozan las 
otras sociedades de la misma especie que no han obte- 
nido el reconocimiento del gobierno (Art. 1.°). 

Una vez reconocida y funcionando una sociedad, 
las disposiciones de la ley de 1894 que se refieren al 
funcionamiento y á la disolución de esas sociedades, 
prescinden por completo de la intervención del go- 
bierno de Bélgica con respecto á aquélla. 

En las sociedades que el gobierno reconoce y pa- 
trocina con su protección, éste tiene cierta interven- 
ción fiscalizadora, pero ella nunca llega hasta el de- 
recho de disolverlas. 

^'Cuando una sociedad — dice el Ar. 20 — después de 
haber sido esi)ecialmente advertida por el gobierno, 
no se ajuste á las disposiciones de la presente ley ó 
de los estatutos que hayan sido homologados, el go- 
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bierno puede, de acuerdo con la Comisión i^enna- 
nente, retirarle las ventajas estipuladas en el ar- 
tículo 8, núms. 1 a 4. La resolución del gobierno 
será motivada y siempre podrá dejarse sin efecto.'' 

Las ventajas á que alude ese artículo son ciertas 
franquicias en el pago de los impuestos de timbre, 
tanto para la inscripción de los actos sociales como 
del correo, y la insercáón gratuita de publicaciones en 
el Diario Oficial. 

Es sumamente importante la disposición del ar- 
tículo transcripto, por cuanto ella demuestra que, en 
la libertad de asociación establecida por la legisla- 
ción belga, ni aun tratándose de las sociedades de 
socorros mutuos, el gobierno se atribuye la tutela de 
los mutuarios, dejando la mencionada ley de 1894 á 
los mismos asociados, no sólo las facultades de ins- 
pección, sino también las de demandar la disolución 
de la sociedad á los Tribunales de Justicia. 

A este resj)ecto la ley establece que las sociedades 
reconocidas pueden disolverse por decisiones de la 
Asamblea General, convocada al efecto y con la asis- 
tencia, por lo menos, de las tres cuartas partes de los 
asociados, pudiendo también declararse la disolución 
por los Tribunales de Justicia, motivada por cual- 
quiera demanda de un interesado, cuando por insufi- 
ciencia de recursos se encuentre en la imposibilidad 
de satisfacer sus obligaciones, ó cuando el Ministerio 
Público pida al mismo Tribunal que pronuncie su 
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disolución, i)or(jiio la sociedad no llena los ol)jetos 
para que fue reconocida. (1) 

Todas las disposiciones recordadas demuestran que 
(*stas Sociedades de Socorros ^Mutuos ([uedan, en 
<'uant() á su disolución, colocadas en idénticas condi- 
<-iones á las socierladc^s pí)r acciones, siendo sólo los 
accionistas y los jueces los (|ue i)ueden pi'onunciar 
aciuélla. 

T.a ley de 19 de .Marzo de 1898 niodiñcó la de 23 de 
Junio de 1894, siendo la prin(ii)al de sus reformas la 
(jue establece ([ue ''solamente i)odrán recibir auxilios 
de los poderes púl)licos las sociedades y asociaciones 
de sefíuros mutuos recono^-idas por el <;o])ierno", (jue 
es la disp()si(*ión que la ley de 1898 manda incorporar 
<-onio Art. 8 ''bis" de la ley anterior. 

Las dis])osiciones de esa ])reve ley, ('om]>uesta sók» 
de cuatro artículos, se reñeren á reglamentacicmes 
])eculiares á <*iertas asociaciones de socorros nmtuos 
<|ue existen en Bélgica, tales como las (pie tienen ac- 
i'iones en farmacias, ctmsultorios iuédicos, etc. 

Me lia i)arecido (conveniente conqdetar el estudio 
iinterior so])re sociedades por accionc\s, con los parra- 
Tos i)recedeiites (pie se refieren á las de socorros imi- 
luos, ])ara mostrar (pie ni ('stos i'e(|uieren autoriza- 
ción previa i)ara constituirse ni ])ueilen ser disueltas 
por actos administrativos. 

(Ij I.t'y «Ir -J:: di- .Tumo úv l.-<;u. Arts '2'2, -j:: j '2\. 



EX LAS SOCIKDADES ANÓNIMAS lí>7 

Tal es la sabia lofíislacióii vigente en la Bélgica, eoii 
motivo (le las reformas hechas al Código de Comercio 
l)nmitivo. 

Xo me i)arece (jue es menester señalar la imi)ortan- 
<'ia (jue elhi tiene, i)ara sostener las idi^as (¡ue vengo 
distendiendo. 
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BRASIL (r 

La legislación brasilera respecto á sociedades anó- 
riimas es, indndablemente, de las más li})erales qne 
existen en el nnmdo. 

Ann cuando toman como l)ase el Código de Comer- 
<-io de 25 de Junio de 1850, las modiñcaciones (jue en 
el introdujo, ])rimero, h\ lev de 4 de Noviem])re de 
1882, que fué la ])riniera (jue suprimió la autorización 
gubernativa ])ara la organización de las sociedades 
anónimas, y después el decreto-ley de 24 de Octu])re 
de 1890, han colocado al Brasil entre las na(-iones 
más adelantadas actuales en materia de legislación 
<-omercial. 

''Las compañías y sociedades anónimas — d(^cía el 
Art. 1. de la lev de 4 de X()viend)re de 1882 — va s(»a 



( 1 I !)«• las uncidui's aiiUTÍraiias sólo mv (icu])íi vn v^tv capítiilo »!»• Imislafiñii 
<<»nii»!ira(la. <l»' a<nu'ilttH i»aís«'s (jih' han modiíicudo sw* rótlijros de (•■íiihmtíi» drspurs 
<!«• la li-y francrsa th- -7 di* .linii i d«' ISUT. íjin' fin'< la priuuTa <|in' suiíviinió la 
inlcrvtMicióji i\{' los troMfiims en la orsani^^ación d«' las Socii-daili-s an»'m¡niav. has 
li i:isl'i<-ion«'s antí'ri«ir«'s á t-sa ft-iha, son anticiia<!as. y apan-ern conihatidas i-ii t<Ml(i 
i'] ciM'ipo dv fsta olna. 
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SU objeto de índole mercantil, ya sea civil, podrán 
constituirse sin autorización del gobierno.'' 

La excepción se establecía luego para los bancos 
de emisión, para las corporaciones religiosas, para los 
montei)íos, para las cajas de ahorro, para los seguros 
mutuos y para las sociedades anónimas que se dedi- 
quen al comercio ó suministro de substancias alimen- 
ticias. 

La ley de 17 de Enero de 1890 repitió esas mismas 
disposiciones, con las mismas excepciones, estando 
actualmente en Aágor, sin mayores modificaciones que 
algunas reglamentarias, consignadas en los distintos 
decretos dictados por el Poder Ejecutivo. 

La forma en que debe constituirse las sociedades 
anónimas es la misma establecida en los Códigos eu- 
ropeos, donde tampoco se exige la autorización gu- 
bernativa; de manera que la fiscalización del Estado, 
así como su disolución por parte de los i^oderes pú- 
blicos, ha desaparecido por completo de la legislación 
brasilera. 

La fiscalización está entregada á los propios accio- 
nistas, que constituyen sus juntas inspectoras en sus 
propios estatutos. 

En cuanto á la disolución, en el Brasil ^Uas comi)a- 
fiías ó sociedades anónimas se disuelven: 1.° Por 
acuerdo unánime de los accionistas; 2.*^ Por acuerdo 
de la Junta General (Asamblea de Accionistas); 
o."" Por insolvencia ó suspensión de pagos; 4.° Por 
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la expiración del tiempo convenido; 5.° Por la re- 
ducción del número de accionistas á menos de siete. '^ 

En este último caso el número puede ser integrado 
dentro del término de seis meses, siendo los adminis- 
tradores y accionistas solidariamente responsables de 
los actos celebrados por la compañía después de la 
reducción del número de accionistas á una cifra in- 
ferior á la legal exigida para la constitución de la 
sociedad. 

En cuanto á las compañías de seguros, la ley de 
1.'' de Noviembre de 1895 hizo extensiva la prohibi- 
ción de funcionar en la República de los Estados Uni- 
dos del Brasil á las sociedades de ese género, foima- 
das en el extranjero y que funcionarán en cualquier, 
punto del territorio brasilero. 

§ 4 
BULGARIA 

El orden alfabético que he adoptado en este estudio 
de legislación comparada, me lleva ahora á ocupaime 
de la legislación búlgara, principado independiente 
desde hace algunos años. 

El Código de Comercio búlgaro, publicado el 12 de 
Enero de 1898, está inspirado, en cuanto se refiere 
á las sociedades, por el Código italiano en vigencia, 
modificado en cuanto al registro de los actos de co- 
mercio, en que se ha adoptado el sistema alemán. 
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En esta legislaci(3ii se ha suprimido taml)ién la in- 
tervención de los poderes gubernativos y administra- 
tivos en todo lo referente á la eonstitueión, el funcio- 
namiento y la disolución de las sociedades por a(*- 
ciones. 

Tanto las sociedades anónimas como las en coman- 
dita por acciones, lo mismo que las asociacáones de 
socorros nuituos, deben ser autorizadas, i)ara empe- 
zar á funcionar, por los Tribunales, después de haber 
verificado que se han observado todas las disposi(/io- 
nes establecidas por la ley. 

Las facultades de vigilancia, (jue en otros i)ocos 
países se ejerc^en como en la Repiiblica Argentina, 
por funcionarios nombrados i)or los gobiernos, allí 
en Bulgaria sólo se ejerce ])or los mismos accionistas 
ó por los terceros que contratan con las sociedades, 
(luienes tienen el derecho de ocurrir á los Trilnmales, 
siempi'e que alguna circiuistancia haga sospechar de 
los actos de los administradores ó de los gerentes, 
que por la ley tienen la personería y la rei)i'esenta- 
ción de las sociedades, sin que les pueda ser retirada 
por los estatutos. 

Tratándose de la disolución de las sociedades por 
acciones, las disposiciones del (Vnligo l)úlgaro son las 
mismas del Código italiano, que le ha servido de mo- 
delo, no dando jamás intervención al gobierno en 
esas disoluciones. 

En cuanto á las asociaciones nuituas y coo])erati- 
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vas, esta legislación las trata espeeialmeute, eonvir- 
tiéndolas eii soeieclades de responsabilidad limitada ó 
ilimitada, sefíün sus easos. 

Finalmente, los Arts. 22(> á 283 de ese Codifico de 
(\miereio están consagrados á las sociedades por ac- 
ciones extranjeras (jue tengan 6 (juieran estal)lecer 
sucursales en Bulgaria, obligándolas á justifi(*ar su 
c(mstituci6n legal en el i)aís de su origen y exigiendo 
la re(*iprocidad i)ara las sociedades anónimas consti- 
tuidas en el país. Estas disi)osici(mes son la repiti- 
<-ión d(d tratado celebrado entre la Francia y la In- 
glaterra el 30 de Abril de 1862, (jue hoy está tácita- 
mente^ incori)orado á casi toda la legislación europea. 

DINAMARCA 

En Dinamarca no existe ley especial que rija á las 
sociedades anónimas. Sin embargo, los terciaros que 
<Mmtratan con compañías de esa especie, deben ser 
])revenidos, por medio de publicaciones, (jue las i)er- 
sonas (jue contratan en re|)resentación de la sociedad, 
no entienden obligar su res])onsa))ilidad i)ersonal en 
las operaciones en (jue intervienen. 

Xo se exige autorización previa para la constitu- 
ción de una sociedad anónima. No obstante, una ley 
d(» 24 d(^ Enero de 1882, ha estal)lecido la ol)ligación 
(1(* depositar en la casa nuinici])al del asiento de toda 
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sociedad anónima, bajo pena de nulidad, el nombre 
de la sociedad y un extracto de sus estatutos. 

En cuanto á lo demás, se observa generalmente el 
dereíílio común que se practicaba en la antigua Ale- 
mania. 

§ 6 

ESPAÑA 

El Código de Comercio español, promulgado en 
1885, es, sin duda alguna, uno de los más adelantados 
que existen en materia de libertad para las socieda- 
des por acciones. 

Sancionado el 22 de Agosto de aquel año, empezó 
á regir el 1.° de Enero de 1886, y consagra á la orga- 
nización, marcha y disolución de las sociedades des- 
de el Art. 116 al 243. 

Lo más notable de este Código, lo que más llama la 
atención de los tratadistas y jurisconsultos es que 
éste es el único de los existentes en Europa que legisla 
y estudia, especial y separadamente, las sociedades de 
crédito, los bancos de emisión y de descuento, las 
compañías de ferrocarriles y de trabajos públicos, los 
grandes almacenes de depósito constituidos en socie- 
dades anónimas, los bancos de créditos rurales, los 
bancos agrícolas, etc., etc. 

Es indudable que esta codificación española de 1885 
ha servido de base á muchas leyes posteriores, dicta- 
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ílas en otros países que todavía no se han incoi'po- 
rado á sus respectivos Códigos de Comercio, pero que, 
en el día en que ellos sean refoimados, sufrirán esa 
agregación, constituyendo así un solo cuerpo de leyes 
de todo lo que se refiere á las materias comerciales y 
financieras. 

Resolviendo radicalmente la cuestión de las perso- 
nerías jurídicas del derecho civil y la entidad comer- 
cial de las sociedades mercantiles, el Código de Co- 
mercio español declara que son comerciales y poseen 
personería jurídica todas las sociedades que se cons- 
tituyen de acuerdo con ese Código, con prescinden- 
cia absoluta de las reglamentaciones que el Código 
Civil establece con respecto á las personas en el de- 
recho de los bienes. (1) 

El título tercero del capítulo consagrado á las so- 
ciedades, se refiere especialmente á las anónimas. 

La constitución de esas sociedades se hace por la 
simple inscripción de los estatutos en el Registro de 
Comercio, llenándose las formalidades habituales en 
todas las legislaciones, hasta la confección de esos 
Estatutos, y sin que su aprobación deba prestarla 
autoridad algima. Es tanta la libertad que á esté 
respecto consagra este Código, que ni siquiera se ha 
fijado un mínimo al número de los asociados, salvo 
cuando se trata de las compañías de ferrocarriles y 



(1) Código de Comerrio Ksi)añol, Art. 116. 
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Otras de tra})aj()s públicos (jiio no jniodeii constituirse 
sin tenor íntegramente suscripto todo el capital social 
y entregado en nimierario la cuarta i)arte. (1) 

En (manto á la disolución de las sociedades anóni- 
mas, ella se produce en la misma forma (pie en Alt^- 
mania, de la ({ue ya me he ocupado, y siemi)re sin in- 
tervención de las autoridades políticas ó administra- 
tivas de España. 

Respecto de las reglas especiales exigidas para 
ciertas especies de sociedades, que pueden constituir- 
se en anónimas, me parece conveniente decir algunas 
palal)ras, precisamente porcjue aípiellas no figuran en 
ningún otro Código del mundo. 

Todas las sociedades de crédito están autorizadas 
para emitir ol)ligaciones á término fijo, por ima suma 
igual á la (jue esté representada por sus \alores en 
cartera; pero a(piel término no puede ser inferior al 
de 30 días. En cuanto á su coustitu(*ión debe stmie- 
terse á las reglas generales establecidas en el Código, 
según sea la esi)ecie de so(*iedad en (pie se constituya. 

El Código de Comercio español establece la liber- 
tad de los bancos de emisiones. Las limitaciones cpie 
la ley les fija están determinadas i)or la manera como 
deben producir sus operacicmes. Les está prohibido 
á los bancos ha(*er operaciones á un plazo mayor del 



(1) ('ódipo (W Comercio Ksi)ufj(jl, Art. 151 y 185. 
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(le 90 días ni (efectuar (les(*ueiit()s por valores (jiie no 
estén garantidos por dos firmas (Art. 178). 

Pueden emitir billetes al portador, (•onvertil)les á 
la vista, á su simple presentación y sin (jiie tengan 
curso forzoso en el eomereio, el (jue los a<*epta segim 
la fe (jue le merezca el banco emisor (Arts. 179 á 181). 

(\nno garantía de esas emisiones, el Art. 180 oldiga 
á los ])ancos á conservar en esi)ecie como fondo de re- 
serva, por lo menos la cuarta parte de los depósitos 
(jue se les hayan c(mfiado, de las cuentas coiTientes 
y del valor de los ])illetes emitidos por ellos y que 
estuviesen en circulación; no pudiendo, además, las 
cuentas corrientes, y los billetes en cir<'ulación, exce- 
der jamás el importe de la reserva metálica y de los 
valores en cartera realizables en plazo máximo de 
80 días (182). Todos los bancos están obligados á 
publicar sus balances y el estado de su situación men- 
sualmente en la Gaceta, diario oficial del gobierno 
esi)anol (Art. 183). 

Ijos Arts. 186 y 187 legislan sobre las compañías de 
ferrocarriles y de trabajos públicos. Ya me he ocu- 
pado de las primeras; en cuanto á las segundas, es 
decir, las compañías de trabajos imblicos, pueden 
emitir obligaciones nominativas ó al i)ortador, ins- 
cribiéndolas en los Registros de Comercio, si tienen 
garantías hii)otecarias. 

En cuanto á las sociedades de Almacenes Genera- 
les de Depósito, legisladas i)or los Arts. 193 á 198 del 
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Código Esj)añol, se las autoriza á otorgar ciertos do- 
cumentos que, como los Warrant ingleses, son pape- 
les negociables y transferibles por vía de endoso, go- 
zando el poseedor de esos papeles del derecho de pro- 
piedad absoluta sobre las mercaderías depositadas, 
estando libre de toda responsabilidad, fuera de los 
gastos de transporte y de almacenaje: 

Las sociedades de crédito rural y los bancos agrí- 
colas están también legisladas en el Código. Desde 
los Arts. 199 hasta el 217, se establecen disposiciones 
sobre la forma en que se han de hacer los préstamos, 
las facultades de emisiones hipotecarias que algunos 
de ellos se les confiere, la autorización para hacer em- 
préstitos á las provincias y á los municipios, sin más 
garantía que sus rentas ó impuestos especiales, su 
duración, etc., objetos que son completamente ajenos 
á este estudio, en su faz general y en los j^ropósitos 
primordiales con que hago este trabajo. 

Del breve resumen que acabo de hacer de la legisla- 
ción española, resulta que en aquella nación existe la 
más amplia libertad de asociación, cualquiera que sea 
el objeto con que las sociedades se constituyen, apa- 
reciendo siempre el Estado, en todas las manifesta- 
(uones de sus autoridades políticas y administrativas, 
excluido de toda intervención en la organización, en 
la marcha y en la disolución de esas sociedades. 
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§ 7 
PASTADOS UNIDOS DE AMERICA 

La legislación de los Estados Unidos ofrece am- 
plio cami)o para el estudio de esta materia, no sólo 
por las diversas fases por las que ha pasado, sino 
también por sn actualidad. 

En la Unión Americana, como es sabido, cada uno 
de los Estados dicta sus propios Códigos de fondo, 
sus le)'es de procedimientos y toda clase de legisla- 
<iones generales sobre las materias que estime con- 
veniente cada Legislatura, sin más limitación que las 
facultades taxativas del Congreso Nacional- 
Las Corporations y las stock companies son los dos 
grupos en que se han dividido lo que nosotros llama- 
mos sociedades anónimas, siendo las primeras gene- 
ralmente las que explotaban privilegios ó concesio- 
nes, y las segundas las que se constituían en fonna 
privada (prívate), de a(»uerdo con las leyes generales 
dictadas al efecto. 

En el primer tercio del siglo xix, las asocciaciones 
de este género eran hostilizadas enormemente. A esas 
hostilidades del Presidente Jackson se debió la caída 
del primer Banco Nacional de los Estados Unidos. 

Fnercm tales las preocupaciones que ellas crearon, 
que las opiniones se dividieron, más que en el terreno 
del derecho, en el de sus ventajas é inconvenientes. 
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^Muchos sostenían que ** aunque se reconocía que las 
corporaciones fueron creadas en los primeros tiempos 
de la historia de la Europa moderna, con el objeto de 
mantener vivo el espíritu de la libertad y en sostén y 
estímulo de los esfuerzos para llevar adelante los en- 
grandecimientos sociales é intelectuales, sus privile- 
gios exclusivos sirvieron, con mucha frecuencia, como 
monopolios, impidiendo la libre circulación del tra- 
bajo y encareciendo el precio de los productos de la 
industria". (Kent, Counn, vol. II, pág. 271.) 

Sin embargo, todos concluyeron por aceptar que 
^*la tendencia de los tiempos modernos ha sido la de 
multiplicar las coi-poraciones civiles (sociedades anó- 
nimas), especialmente en los Estados Unidos, donde 
han aumentado de una manera muy rápida y en la 
más asombrosa extensión ( astonishing extent ) . 
(Kent, obr. cit., v. II, pág. 272.) 

Estas dos tendencias se ven reflejadas en las Cons- 
tituciones y en las leyes de los Estados parciales de 
la Unión Norte- Americana. 

Cuando el pueblo de Nueva York, en 1821, reformó 
por votación directa su Constitución, intentó conte- 
ner el aumento siempre creciente de las Corporacio- 
nes, exigiendo la conformidad de dos terceras partes 
de votos de los miembros elegidos para cada Cámara 
de la Legislatura, para la concesión de cualquiera ley 
que autorizase la creación, continuación, alteración 
ó renovación de cualquier cuei'po político ó asociado 



EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 170 

(corporate). Sin embargo, esa disposición no pro- 
dujo gran efecto, porque, en 1823, en que se reunió 
la primera Legislatura desde aquella Constitución, 
se concedieron treinta y nueve autorizaciones para la 
formación de nuevas compañías asociadas privadas 
(prívate companies incorporated)^ sin contar nume- 
rosas otras leyes que prorrogaban el término de las 
existentes ó admitían reformas en sus estatutos. 

Las Constituciones de Michigan, de Nueva Jersey, 
de Miscousin, de Massachussetts y otras, establecie- 
ron las mismas restricciones que la de Nueva York, 
especialmente para los Bancos. 

Sin embargo, habiéndose dictado en Nueva York, 
el 18 de Abril de 1838, una ley general sobre corpora- 
ciones y compañías bancarías, que facultaba su crea- 
(úón ^^por la nueva asociación voluntaria de los indi- 
viduos, formada de acuerdo con las prescripciones de 
aquella ley", á su sombra se produjo la fundación de 
un número indefinido de esas asociaciones, á volun- 
tad de cualesquiera personas que quisieron asociarse 
con ese objeto, de acuerdo con la **Act to authorize 
the business of banking''. 

Muchos de esos Bancos fueron atacados ante los 
Tribunales, sosteniéndose que la ley de 18 de Abril 
de 1838 era inconstitucional, porque no había sido 
votada por la mayoría legislativa exigida por la Cons- 
titución de 1821. 

El caso llegó hasta la Suprema Corte del Estado 
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de Nueva York, que pronunció dos fallos, con razón 
elogiados por los tratadistas norteamericanos. (V. 
*^ Warner versus Beers, President of the North Ame- 
ricanist and Bank Company; Bolander v. Stevens, 
Presidente of the Bank of Comerce in New York, 23 
Wendell, pág. 103.) 

En esas sentencias, en que se estudió ampliamente 
el asunto, se declaró constitucional la ley impugnada 
y se reconoció como legal la organización de los Ban- 
cos que se habían constituido con arreglo á ella, por 
simples acítos voluntarios y j^rivados, sin interven- 
ción de las autoridades del Estado. 

La Corte Suprema entendió que la disposición 
Constitucional sólo era aplicable á los Bancos que 
gozasen de privilegios acordados á personas deter- 
minadas y no á los que *^ permitiesen á todos los ciu- 
dadanos participar de sus ventajas como accio- 
nistas''. 

Esta sana doctrina era la aplicación de la ley de 
Nueva York, de 1811, que autoriza la constitución de 
asociaciones manufactureras by the mere associacion 
of five or.more filing a certificate designing their ña- 
me, capital, object and location, (por la simple aso- 
ciación de cinco ó más personas que llenen un certifi- 
cado con su nom])re, capital, objeto y domicilio). 

En Michigan y en Connecticut se dictaron en 1837 
lej^es análogas, y, con poca diferencia se promul- 
garon en esa época, otras leyes, tan liberales como 
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esas, en Massachussetts, en Indiana y en Pensyl- 
vanía. 

*'E1 aumento de las coi-poraciones, — diee Kent, — 
en apoyo de las industrias y empresas privadas, 
ha conservado la paz en todas partes de nuestro te- 
rritorio, con el aumento de la salud y de la prospe- 
ridad.'' 

En la actualidad, la reacción se ha producido en 
forma tan decisiva que, todas las constituciones par- 
ciales de la Unión Norte-Americana que contiene 
la última Colección que conozco (Franklin B. Houg 
— American Constitutions), prohiben á sus Legis- 
laturas respectivas dictar leyes que acuerden con- 
cesiones ó autoricen la creación de (cualesquiera cla- 
se de coi'poraciones, existiendo muy pocas que 
hacen excepción para los bancos y compañías de 
seguros. 

En cambio todas esas Constituciones imponen á 
las Legislaturas de los respectivos Estados, la obli- 
gación de dictar leyes generales, que determinen 
las condiciones en que deban fonnarse las socieda- 
des, con prescindencia de los poderes públicos. 

Ha influido poderosamente para producir esta re- 
a(*ción en los Estados Unidos, la numerosa é inva- 
riable jurisprudencia establecida por las Cortes Su- 
premas de la Unión y de los Estados parciales, 
negando á las Legislaturas la fatniltad de refonnar 
las c()n(*esiones ó pennisos acordados á las sociedades 
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anónimas para organizarse, una vez que estuvieran 
constituidas y funcionando. 

Hago notar especialmente esta circunstancia, por- 
que ella sirve para demostrar que, en la Nación que 
nos lia servido de modelo para nuestra organiza- 
ción política, se ha negado á los Poderes Públicos 
la facultad de intervenir y de disolver las sociedades 
anónimas, aun cuando fuesen expresamente autori- 
zadas por el Estado al constituirse. 

Después de la reforma de la Constitución de 
Nueva York en 1846, todas las Constituciones de 
los Estados Unidos se reformaron en un sentido 
radicalmente distinto al de las ideas que hasta en- 
tonces habían dominado con respecto á las corpora- 
ciones, tanto públicas como privadas. 

La nueva Constitución prohibía que se dictasen le- 
yes especiales acordando permisos para establecei'se 
corporaciones, aun cuando se tratase de institucio- 
nes bancarias, prescribiendo que todas ellas debe- 
rían organizarse de acuerdo con las leyes gene- 
rales. 

Y para que no cupiese duda de los alcances de la 
prescripción constitucional, en la misma Constitu- 
ción se decía que dentro del término Corporation, 
estaban incluidas todas las asociaciones y joint stock 
companies (sociedades anónimas). 

El artículo 8." de esa Constitución determina las 
bases de la ley general de corporaciones, especial- 
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mente en lo referente á los bancos de emisión, 
estableciendo la responsabilidad personal de los 
accionistas en ciertos casos. 

Las Constituciones de los demás Estados que si- 
guieron á la de Nueva York de 1846 imitaron á 
aquélla. 

En 1874 se fonnó la Constitución de Nueva York, 
conservándose el texto de las disposiciones á que 
acabo de referirme, y que valen la pena de ser co- 
nocidas, porque son las disposiciones constituciona- 
les que hoy sirven de base á todas las leyes gene- 
rales sobre asociaciones que existen en los Estados 
parciales de la Unión Norte- Americana. 

La parte pertinente de la Constitución vigente en 
Nueva York dice así: 

'* Artículo VIH, sección 1.' — Pueden formarse cor- 
l^oraciones con arreglo á las leyes generales; pero 
no se crearán por ninguna ley especial, excepto para 
objetos municipales, y en casos en que, á juicio de 
la Legislatura, los objetos de la corporación no pue- 
dan alcanzarse por las leyes generales. Toda ley 
general ó especial sancionada con arreglo á esta sec- 
ción, puede ser alterada ó abrogada de tiempo en 
tiempo. 

'* Sección 2.' — Las obligaciones de las coi^poracio- 
nes serán garantizadas por los miembros de ella y 
otros medios que prescriba la ley. 

^^ Sección 3.' — La palabra ^* corporaciones" (cor- 



\ 
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porations) que se emplea en este artículo, se en- 
tenderá que incluye todas las asociaciones y com- 
pañías por acciones (joint stock companies) que 
tengan algunas de las facultades ó privilegios, no 
poseídos por individuos ó sociedades. 

*' Sección 4." — ^La Legislatura no podrá dictar ley 
alguna concediendo carta especial para objetos ban- 
(íarios; pero pueden formarse corporaciones ó aso- 
ciaciones para tales objetos, según las leyes gene- 
rales." 

Sería repetir la legislación constitucional de los 
Estados parciales de la Unión, si se transcribiesen 
las disposiciones análogas á la de Nueva York que 
(contienen las demás constituciones locales. 

Básteme decir que el principio es idéntico, sin 
más diferencia que la de que en algunos Estados, 
como Virginia y Tennessee, que prescriben que, en 
las leyes generales sobre sociedades, se stablecerá 
que la Legislatura podrá disolverlas cuando así in- 
terese al bien público. 

Estas disposiciones constitucionales de los Esta- 
dos parciales de la Unión, explican la intervención 
de las corporaciones en la política local de la Unión, 
y su influencia sobre las Legislaturas. Esas corpo- 
raciones necesitan tener mayoría en esas Legisla- 
turas para evitar que, las leyes generales establezcan 
reglas que limiten su independencia y cohiban su 
acción. 



I 
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Es lo que ha sucedido últimamente en Nueva York, 
en los últimos años, con las compañías de seguros 
sobre la vida, que, después de producir los escánda- 
los que obligaron al Presidente Roosevelt á procurar 
intervenir, concluyeron por triunfar en las eleccio- 
nes, conservando siempre las mayorías legislativas 
que han mantenido las leyes generales protectoras 
de esas empresas. 

El mal no ha estado en la más amplia libertad 
a(*ordada por las leyes al deretrho de asociación, sin 
intervención de los Gobiernos; el mal está en que 
esas leyes permiten la unión de las distintas socie- 
dades anónimas que explotan un mismo género de 
comercio, de manera que, reunidas todas ellas en 
un sólo trust adquieren un monopolio, que hace im- 
posible toda competencia de las sociedades similares 
que cuenten con pequeño capital. 

Lo que debe prohibirse en los Estados Unidos, — 
lo que debiera impedirse entre nosotros, — es la fu- 
sión de compañías, acumulando los capitales de todas 
ellas en una sola mano, porque la consecuencia de 
esta absorción será siempre perjudicial al comercio 
y á los individuos, encareciendo los artículos de con- 
sumo y los servicios á que se dediquen las empresas 
unifiítadas. 

Entre nosotros puede señalarse como ejemplo de 
los perjuicios de esas fusiones de compañías lo que 
hov sucede con las tarifas de los ferrocarriles, de 
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los tranvías y de las compañías de alumbrado, que 
imponen la tiranía de sus tarifas sin contralor, pro- 
duciendo protestas en el público que llegan con fre- 
cuencia hasta la autoridad. 

Resumiendo: En los Estados Unidos se ejerce la 
más amplia libertad para la asociación de los capita- 
les por acciones, sobre todo cuando no explotan con- 
cesiones ni privilegios. Es esa misma libertad, lleva- 
da hasta el exceso, la que Roosevelt trata que se 
encierre dentro de límites racionales, no llevando la 
intervención del Gobierno al seno de las sociedades 
anónimas, sino impidiendo la fusión de éstas cuan- 
do su capital acumulado exceda de una cifra deter- 
minada de millones. 

§ 8 

FRANXIA 

En los capítulos precedentes me he ocupado en dis- 
tintas oportunidades, de la legislación vigente en 
Francia antes de la sanción de la ley de 27 de Junio 
de 1867, que suprimió en absoluto la autorización 
previa para las sociedades anónimas, quitando al go- 
bierno la superintendencia que conservaba bajo el 
imperio del Código de Comercio de 1807. 

La forma de la constitución de las sociedades por 
acciones, tanto la en comandita como la anónima, es 
mutatis mutandí, la misma que contiene el Código 
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Alemán y el Código Español, tomándose las garan- 
tías para la organización en la intervención de los 
socios al constituirse, en la publicación más amplia 
de estatutos, balances, estado de la sociedad y aun 
de algunas operaciones, así como la responsabilidad 
de los administradores y autorizando demandas para 
la disolución de la sociedad, promovidas por los accio- 
nistas ó los terceros. 

Sería una repetición inútil la que produciría en este 
libro si comentase las leyes de cada país, que son se- 
mejantes á las de otros países ya comentadas. Me 
basta asegurar que, según las disposiciones de la le- 
gislación moderna en Francia, las sociedades anóni- 
mas se constituyen y se disuelven sin intervención al- 
guna por parte del gobiemo, siendo sólo los Tribu- 
nales los encargados de interv^enir en las gestiones de 
los accionistas y de los terceros, que pueden dar lugar 
á investigaciones de las operaciones sociales ó á la 
misma disolución de las sociedades. 

En cuanto á las relaciones entre el derecho civil 
en su aplicación á las sociedades comerciales, los Tri- 
bunales franceses han resuelto que las disposiciones 
del Código de aquella materia no son aplicables á las 
sociedades anónimas en cuanto á las causas que se 
enumeran para la disolución, porque éstas están re- 
gidas exclusivamente por la ley de excepción que á 
ellas se refiere. 

El Art. 21 de la ley de 24 de Julio de 1867 estable- 
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ció el principio con una amplitud insuperable: *'En 
adelante — dice — las sociedades anónimas podrán for- 
marse sin autorización del gobierno. Cualquiera que 
fuese el número de los socios, podrá constituirse por 
docmnento privado que se otorgará por duplicado ^^; 
y luego se refiere á las formalidades que todos los Có- 
digos establecen referentes á la formación del capi- 
tal, redacción de estatutos, nombramientos de Direc- 
torios, etc. 

Las sociedades constituidas en esa fomia tienen, 
en el actual derecho francés, todas las prerrogativas 
y ventajas de las personas jurídicas en cuanto al de- 
recho de los bienes, quedando, sin embargo, legisla- 
das siempre, en cuanto á sus responsabilidades, por 
la ley comercial que las crea y las gobierna. 

Las tínicas sociedades que habían quedado some- 
tidas á la autorización de la Inspección del gobierno 
l)or la ley de 24 de Julio de 1867, eran las tontinas, 
las sociedades de seguros sobre la vida y las mutuas 
ó de primas (Art. 66), pudiendo todas las demás so- 
(íiedades de seguros fonnarse, administrarse y disol- 
verse sin la intervención del gobierno. Sin embargo, 
el primero de Abril de 1898, se dictó una ley especial 
sobre sociedades de socorros mutuos, ley que tiene la 
ventaja de precisar lo que en el tecni(dsmo del dere- 
cho, significan esas sociedades. 

'^Las sociedades de socorros mutuos, — dice el 
Art. 1 de la ley de 1.'' de Abril de 1898 — son asocia- 
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i'ionos de previsión, que se proponen atender á uno 
ó varios de los objetos siguientes: asegurar á sus 
miembros partícipes y á sus familias, socorros en 
caso de enfei'medad ó heridas, constituirles pensio- 
nes vitalicias, contratar en su provecho seguros indi- 
viduales ó colectivos en caso de heridas, de falle(*i- 
miento ó de accádentes, atender a los gastos de los 
funerales, socorrer á los ascendientes, viudos, viudas 
y huérfanos de los socios fallecidos." 

Esta ley autorizó la creación de tres clases de so- 
ciedades de socorros mutuos: I."" Sociedades libres: 
2.° Sociedades aprobadas; 3.° Sociedades reconocidas 
r*omo establecimientos de utilidad piiblica (Art. 14). 

La simple designación de sus nombres, determina 
los caracteres que cada una de esas sociedades tienen 
al constituirse. Las de la primera categoría sólo 
tienen obligaciones para con sus mutuarios, estándo- 
les prohibido recibir donaciones ó legados de inmue- 
bles, si no fuese con la obligación de enajenarlos; 
pero la misma violación de cualquiera de las pres- 
cripciones que esa ley establece para esta clase de 
sociedades, no trae aparejada su disolución, ni le qui- 
ta su carácter. Sólo se las obliga á cumplir la ley. 

En cuanto á las sociedades aprobadas por decreto 
ministerial, son aquellas sociedades de socorros mu- 
tuos que reciban directa protección del Estado y que 
pueden recibir todo género de donaciones y de lega- 
dos, estando obligadas en su contabilidad y en la 
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administración de sus fondos, á reglas determinadas 
por la ley y á intervenciones del gobierno que las 
aprueba. 

Las sociedades de socorros mutuos reconocidas co- 
mo establecimientos públicos, son aquellas que un 
decreto administrativo, de acuerdo con los reglamen- 
tos de administración pública, dicta, dándoles el ca- 
rácter de tales asociaciones; pero que quedan sujetas 
en su derecho de poseer, adquirir, vender y cambiar 
inmuebles, á las condiciones que se indiquen en el 
decreto que los declare establecimientos de utili- 
dad pública. (Arts. 32 y 33). 

En cuanto á la disolución de esta clase de socieda- 
des, la ley francesa de 24 de Marzo de 1898, establece 
que *^la disolución voluntaria de una sociedad de so- 
corros mutuos no podrá ser decretada sino en una 
Asamblea convocada á ese efecto por un aviso, indi- 
cando el objeto de la reunión, y á condición de reunir 
á la vez una mayoría de las dos terceras partes de los 
miembros presentes y mayoría de los inscriptos. 

En caso de disolución por los Tribunales, el Juez 
nombrará im administrador encargado de proceder 
á la liquidación definitiva''. 

La ley francesa, lo mismo que la ley belga sobre 
sociedades de seguros mutuos, si bien, en ciertos ca- 
sos en que el Estado coopera á los fines de esas insti- 
tuciones, admite la intervención del gobierno en la 
constitución y vigilancia de las sociedades, la recha- 
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za en absoluto cuando se trata de la disolución de las 
mismas, dejando que esa disolución sólo se produzca 
ó por la acción y la voluntad de los accionistas, ó por 
sentencias de los Tribunales, requeridos al efecto por 
los mismos, ó por los terceros á quienes pudiera ha- 
ber perjudicado algún acto ó alguna omisión de los 
administradores, cuando no se tratase de la insufi- 
ciencia del capital ó del cambio de fines de la insti- 
tución. 

El 1.° de Julio de 1901 se dictó en Francia una 
nueva ley sobre sociedades, que fué ampliamente re- 
glamentada por un decreto de 16 de Agosto del mis- 
mo año. Esta es la famosa ley que ha dado lugar á 
la emigración de las congregaciones religiosas en 
Francia por no haberse querido someter aquellas á 
las exigencias prescriptas especialmente á su res- 
pecto, primero, en la ley de 1.° de Julio de 1901, y 
después, en el reglamento de 16 de Agosto á que 
acabo de referirme. 

La ley de 1.° de Julio de 1901 no exige los requi- 
sitos de la previa autorización gubernativa, cuando 
se trata de asociaciones, que no tienen el carácter de 
religiosas. 

'*Las asociaciones de personas, — dice el Ai*t. 2.°, — 
podrán formarse libremente sin autorización ni de- 
claración previa; pero solamente gozarán de la capa- 
cidad jurídica, si están conformes con lo dispuesto 
en al Art. 5.°'\ Y ese artículo 5.° sólo exige que la 
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constitución de la sociedad se haga pública, por ges- 
tión de los fundadores hecha ante la Prefectura del 
Departamento, indicando el título y el ol)jeto de la 
asociación, el domicilio de sus establecimientos, los 
nombres, domicilios y profesiones de quienes, con 
cualquier título, estén encargados de su administra- 
ción ó dirección. A esa declaración deben acompañar- 
se dos ejemplares de los Estatutos (Art. 5.°). 

La disolución de esa clase de asociaciones debe 
ordenarse por los Tribunales civiles, á requisición de 
cualquier interesado ó del Ministerio Público. 

En cuanto á las congregaciones religiosas, el títu- 
lo 3.° de la ley de 1.° de Julio de 1901, establece que 
''no podrá formarse ninguna congregación religiosa, 
sin autorización concedida por una ley que determi- 
nará las condiciones de su funcdonamiento", agregan- 
do que *'la disolución de la congregación ó la clausura 
de cualquier establecimiento religioso, podrán orde- 
narse por decreto dictado en Consejo de Ministros'' 
(Art. 13). 

El verdadero objeto de esta ley, que contiene dis- 
posiciones de distinto orden, derogando artículos del 
Código Penal y las ordenanzas sucesivas que han re- 
gido anteriormente con respecto á corporaciones re- 
ligiosas, fué producir la clausura de los conventos y 
la expatriación de las congregaciones religiosas, bajo 
la influencia de los Ministerios socialistas que han 
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gobernado la Francia en los dos últimos períodos pre- 
sidenciales. 

Para los objetos de este libro, basta la breve no- 
ticia que acabo de dar respecto de la ley de asocia- 
ciones francesas de 1901. 

La ley de 3 de Febrero de 1902 modificó en parte 
la de 1.° de Julio de 1901, viniendo ella á autorizar 
el funcionamiento de las sociedades de pensiones, y 
otras en que los intereses del capital social se divi- 
de entre los individuos que la forman, sin más exi- 
gencias que las establecidas en el Art. 5." de esta 
última, cuyos requisitos se han eniunerado, con la 
diferencia de que el plazo de 3 meses que aquella 
ley acuerda para hacer las declaraciones de su exis- 
tencia actual, á las demás asociaciones, la de 1902 
la reduce á un mes, desde la promulgación de esa ley, 
para que las sociedades existentes cumplan con el 
Art. 5.** de la primera. 

Otra de las modificaciones importantes introduci- 
das á las leyes preexistentes sobre esta clase de so- 
ciedades, por la de 3 de Febrero de 1902, es la de 
declarar que ''las rentas vitalicias constituidas en 
virtud de la presente ley no podrán cederse ni em- 
bargarse, con arreglo á lo dispuesto en el Art. 12 de 
la ley de 1." de Abril de 1898, sobre sociedades de 
socorros mutuos''. El artículo de referencia citado 
aquí, prohibe también el embargo de ''los socorros, 
pensiones, contratos de seguro, y en general cual- 
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quiera suma ó título que deban remitir las socieda- 
des de socorros mutuos á sus socios partícipes''. 

Finalmente, esa leVy que autoriza la revisión de 
los estatutos, aun en sus cláusulas fundamentales, 
fija el número de votos indispensable para esas mo- 
dificaciones. 

La última ley francesa que conozco, posterior á 
la de 1867, sobre la materia que trato en este libro, 
es la de 9 de Julio de 1902, reformando el Art. 34 
del Código de Comercio. La reforma se refiere á la 
manera como se ha de dividir y subdividir en accio- 
nes y cupones de acciones de un valor nominal igual, 
todo el capital social de una sociedad anónima. 

Esta ley ha tenido por objeto ampliar la libertad 
de las sociedades anónimas, dando á la Junta Ge- 
neral de Accionistas, derechos mucho más extensos 
que los que le acordaba la ley de 24 de Jimio de 
1867, que, como se ha dicho, es la que, á imitación 
de la ley inglesa de 1862, refonnó el Código de Co- 
mercio de 1807, V estableció la libertad de asociacio- 
nes comerciales para la Francia. 

En ese país, como en Alemania, se han dictado al- 
gunas leyes especiales que se refieren también á so- 
cidades ó asociaciones, pero ellas no tienen cabida 
en este trabajo, por cuanto no afectan, propia- 
mente, á sociedades comerciales, y mucho menos á 
sociedades por acciones. 
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He estudiado metódicamente toda la legislación 
civil y comercial de la Francia, aplicable á las so- 
ciedades en general. Sin embargo, en el Código Pe- 
nal de aquella nación, figura un artículo, referente á 
*' asociaciones", que todavía se aplica á muchas cor- 
poraciones que tienen ese carácter. 

^^ Ninguna asociación de más de veinte personas, — 
dice el Art. 291 del Código Penal Francés, — cuyo 
objeto sea el de reunirse todos los días ó en ciertos 
días determinados para ocuparse de asuntos religio- 
sos, literarios, políticos ú otros, podrá formarse 
sino con autorización del Gobierno y en las condicio- 
nes que juzgue conveniente imponerles aja sociedad 
la autoridad pública." 

Este artículo ha sido frecuentemente aplicado en 
Francia, á los efectos de su parte final, es decir, 
á aquella que se refiere tanto á la autorización gu- 
bernativa, cuanto á su facultad para imponer las 
condiciones de existencia á esas sociedades. 

En los iiltimos años, á la sombra de las leyes civi- 
les existentes, se han constituido en aquel país nu- 
merosas asociaciones, cuyo carácter ha quedado 
perfectamente definido, después de algunos fallos 
producidos por los Tribunales y la ley de 1902. 

Me refiero á las sociedades que hoj^ se conocen en 
Francia como de los ^Trevoyants de TAvenir", 
cuj^o objeto es asegurar pensiones vitalicias á sus 
suscriptores, mediante pequeñas -cuotas periódicas 
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que deben ellos abonar durante un tiempo deter- 
minado. 

Estas asociaciones han sido fundadas sobre cálcu- 
los hechos por M. Chatelus, sobre una base que puede 
decirse que está justificada por los resultados que en 
los hechos han dado esas instituciones. 

El desarrollo prodigioso que esa clase de asocia- 
ciones tomó desde los primeros tiempos de su insti- 
tución, llamó la atención de la autoridad. Para no 
hablar más que de una de esas sociedades, recordaré 
que la que lleva el nombre de Veterans des Armées 
de Terre et de Mer, formada, como su título lo indica, 
exclusivamente de los veteranos de los ejércitos de 
mar y tierra franceses, contaba en 1901 con 180.000 
asociados, y disponía de inmensos capitales, con los 
que ha podido servir todos los compromisos á que 
se obligó para con aquéllos. 

Al constituirse estas asociaciones, unas veces pe- 
dían la autorización gubernativa y otras no lo hacían, 
de acuerdo con las disposiciones de la ley de 1.** de 
Abril de 1898, de la que ya me he ocupado en páginas 
anteriores. 

Cuando llegó al Ministerio francés el infatigable 
Gefe del Gabinete Waldeck-Rousseau, alarmado con 
el desarrollo que tomaban las sociedades Prevoyants 
de TAvenir, intentó someterlas á las disposiciones 
del Código Penal en el artículo que he transcripto, 
atribuyendo al gobierno la facultad de imponerles 
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reformas en sus estatutos y señalar la marcha que 
ellas debían seguir, colocándolas en las condiciones 
de las Sociedades de Seguros Mutuos. 

La campaña contra este género de asociaciones, 
se hizo simultáneamente en una parte de la prensa, 
en las Cámaras legislativas, en los Tribunales y en 
el Ministerio de Francia. 

La opinión se dividió, poniéndose del lado de los 
defensores de esta clase de instituciones, no sólo 
abogados de los más notables del foro francés, sino 
también aquellos escritores que representan en aquel 
país á las clases obreras y populares, tales como Ju- 
les Lemaitre, Rochefoii, Doumont y otros. 

Las sociedades amenazadas por esta camj^aña, re- 
solvieron constituir un ** Comité General" que se 
ocupase de la defensa común, y, al efecto, el 20 de 
Noviembre de 1900, organizaron *'La liga de la de- 
fensa", redactando sus estatutos y procediendo in- 
mediatamente á la resistencia. 

Lo primero que había que resolver, era el carácter 
que tenían las sociedades de los Prevoyants de 
r Avenir. 

La opinión dominante en los opositores era in- 
cluirlas entre las Sociedades de Socorros Mutuos, 
legisladas expresamente por la ley de 1898. 

Sin embargo, al discutirse el artículo transitorio 
de esa ley, que llevaba el número 37, que imponía á 
las Sociedades de Socorros ciertos deberes de amol- 



"^^^ INTERVENCIÓN DE LOS GOBIERNOS 

dar sus estatutos y reglamentos á las pres<íripciones 
de la nueva ley, en el Senado francés se hizo una dis- 
cusión especial á su respecto. 

Se discutió si, con an-eglo á la ley de 1896, las 
sociedades como Les Prevoyants de rAvenir, esta- 
ban ó no obligadas á convertirse en Sociedades de 
Socorros Mutuos, de acuerdo con las prescripciones 
de la nueva ley de 1898. 

M. Barthou, que había sido Ministro del Gobierno 
francés, en la época en que la ley de 1898 se sancionó, 
en la sesión de 25 de Febrero de 1901, en que se 
discutía, é instigaciones de M. Waldeck-Rousseau, 
otra ley sobre estas asociaciones, explicaba, como Se- 
nador entonces, cuál había sido el pensamiento del 
Gobierno al sostener la ley de 1898, en cuanto á estas 
asociaciones se refiere. He aquí sus palabras: 

''El honorable senador (M. Constans) decía que 
había sido soiprendido de las explicaciones que ha- 
bía dado M. Lourties, y pedía la opinión formal del 
gobierno al respecto. Fué en esas circunstancias que 
me vi obligado á pronunciarme en la tribuna del 
Senado, á nombre del Gobierno. Aquella interven- 
ción de 1898, excusa y justifica, (al menos así lo 
esi)ero), á los ojos de la Cámara, mi intervención 
en el debate actual; y ella contribuirá tal vez á un 
esclarecimiento completo. En esa época hice decla- 
raciones muy netas y muy categóricas á las que 
no tengo hoy nada que agregar ni nada que suprimir^ 



EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 199 

Yo decía que las sociedades de previsión (**prevo- 
yants") que no estuviesen constituidas como So- 
ciedades de Socorros Mutuos en los momentos en 
que la ley se votaba» no podían ser sometidas á la 
ley en discusión, y que ellas deberían continuar vi- 
viendo bajo el régimen que les era peculiar, es decir, 
bajo el régimen de los decretos ministeriales que las 
hubiesen constituido/^ 

Después de esta categórica declaración del ex-Mi- 
nistro M. Barthau, el Senado dejó constancia de que 
Les Prevoyants de TAvenir no estaban incluídQs 
entre las sociedades que debían convertirse en So- 
ciedades de Socorros Mutuos, en virtud de la ley 
de 1898. 

Aplicando la interpretación dada por el Senado 
francés á esta clase de asociaciones, queda perfecta- 
mente justificado un fallo anterior de la Corte de 
París de 7 de Diciembre de 1882, que, juzgando el 
carácter de ciertas asociaciones constituidas bajo el 
imperio de la ley de 15 de Julio de 1850, decía: 
'^Considerando que las mencionadas sociedades han 
sido objeto de una ley especial; la de 15 de Julio de 
1850, cuyo artículo 12 deroga á su respecto de la ma- 
nera más formal el Art. 291 del Código Penal; que 
esa ley atribuye á las Sociedades de Socorros Mutuos 
el derecho de administrarse libremente en tanto que 
ellas no pidan ser reconocidas como establecimientos 
de utilidad pública, y no permite al gobierno disol- 
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verlas sino en el caso de gestión fraudulenta ó cuan- 
do se separen del objeto de su institución; Conside- 
rando que esta ley no ha dejado de estar en vigor 
y que el decreto de 26 de Marzo de 1852 no ha 
hecho otra cosa que provocar á las sociedades de 
Socorros Mutuos á colocarse expontáneamente bajo 
la tutela administrativa, ofreciéndoles ciertas venta- 
jas; que esta tutela no les ha sido impuesta como 
obligatoria so pena de persecuciones contra las socie- 
dades que pretendiesen vivir por si mismas, sin re- 
currir á la protección de la autoridad; Considerando 
que al hacer resaltar los privilegios de que gozarán 
en el porvenir las sociedades *^ aprobadas", los ar- 
tículos 8, 9, 11, 14, 15, 16 y 17 del mencionado de- 
creto suponen y reconocen implícitamente como un 
hecho lícito y regular la existencia de sociedades 
diferentes de aquellas comprendidas en esta catego- 
ría; que el Art. 18 prevé en términos expresos el 
funcionamiento actual y la formación futura de so- 
ciedades no autorizadas . . . ; Consoderando que no se 
ha articulado que la Sociedad de Socorros Mutuos á 
que pertenecen los demandados se haya jamás ocu- 
pado de otras cosas que de obras de caridad en vista 
de las cuales se han establecido; que el estado de la 
existencia de esta sociedad no presenta ningún ca- 
rácter delictuoso, etc.'' Y en virtud de estos fun- 
damentos la Corte de París rechazó la demanda por 
la que se i3retendía someter á una sociedad de So- 
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corros Mutuos, que se había organizado libremente, á 
la tutela del Gobierno. 

Este fallo tiene su oportunidad, por cuanto el ar- 
tículo 14 de la ley de 1898, también estableció esa 
división en tres categorías para las sociedades de 
Socorros Mutuos: Primera, sociedades libres; Se- 
gunda, sociedades aprobadas; Tercera, sociedades re- 
conocidas como establecimientos de utilidad pública. 

La cuestión tenía mucha importancia en Francia, 
por cuanto la mayor parte de las sociedades de pre- 
voyance, aún aquellas que se habían constituido co- 
mo sociedades de Socorros Mutuos, se resistían á 
someterse á las disposiciones de la ley de 1898, inclu- 
yéndose entre las sociedades de caridad, bajo la tu- 
tela del Gobierno. 

La cuestión, llevada ante los Tribunales franceses 
por M. Boutteville y otros suscriptores de Les Pre- 
voyants de T Avenir, quedó colocada en estos térmi- 
nos: el demandante sostenía que, *^ desde que la 
sociedad tiene su existencia legal por un acto del 
Ministerio del Interior, y ella funciona bajo su res- 
ponsabilidad, corresponde al Ministerio del Interior 
modificar á su antojo, á su voluntad las condiciones 
de su existencia''. Los demandados contestaban que: 
^^aun cuando se aceptase hipotéticamente que la so- 
ciedad de los Prevoyants de 1 'Avenir fuese una aso- 
ciación colocada bajo el régimen del Art. 291 del 
Código Penal, no se seguiría de ahí que el Ministro 
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del Interior, porque hubiese autorizado esta asocia- 
ción, tuviese la facultad de modificar arbitrariamen- 
te sus estatutos, y de revolucionar, si así le con- 
venía, el pacto social de los Prevo3rants de VAve- 
nir'^ (1) 

El asunto á que me refiero se vio en la Primera 
Cámara del Tribunal Civil del Sena, en los días 1/, 
8 y 22 de Febrero y 1/ de Marzo de 1901. 

El motivo de los debates era la demanda de al- 
gunos asociados de los Prevoyants de rAvenir, exi- 
giendo que la sociedad se sometiese á las medidas 
adoptadas por el Ministro Waldeck-Rousseau, impo- 
niendo reformas en sus estatutos. 

Para defender la causa de la sociedad se recorda- 
ron los precedentes, que es oportuno tenerlos aquí 
presentes. Una sentencia de 27 de Enero de 1899, 
pronunciada por la Corte de París, en un caso en que 
se trataba de un juicio idéntico al que Les Prevo- 
yants de PAvenir sostenía en 1901, establecía la doc- 
trina en los siguientes términos : 

'* Considerando que la sociedad, llamada La Franca 
Prevoyante, regularmente autorizada, fué fundada 
en París en 1886 con el objeto de asegurar á sus 
adherentes una pensión vitalicia después de quiuce 
años de participación; que ella constituye una aso- 
ciación libre, sometida á las solas reglas de sus es- 



(1) Affaire des «Prevoyants de 1' Avenir», pág. 23. 
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tatutos y á las del derecho común; que la autoriza- 
ción gubernativa de 5 de Abril de 1886 no ha modifi- 
cado el carácter, la esencia y los efectos del contrato 
así formado, que arranca su existencia y su fuerza 
de él mismo; que la intervención de la administra- 
ción pública por medidas de policía, y en el interés 
de las buenas costumbres, cuya salvaguarda le está 
confiada como regulador del orden público, no ha 
formado parte del contrato entre los adherentes y 
la sociedad, contrato de donde se derivan sus dere- 
í*hos y obligaciones recíprocas; considerando que el 
reglamento de la sociedad no es un acto de orden ad- 
ministrativo; que sus estatutos y sus operaciones, 
sujetándolos á la aplicación de la ley civil, escapan 
al contralor, a la censura de la administración y á 
su jurisdicción de excepción. . . "; por estos conside- 
randos, la sentencia reconoce que La Franco Prevo- 
yante no está sujeta á las reglamentaciones decreta- 
das por el Gobierno. 

En el caso de Les Prevoyants de r Avenir, cuya so- 
ciedad intervino el Primer Ministro Waldeck-Rous- 
seau, imponiéndole reformas á sus estatutos, la cues- 
tión se presentaba más clara y más terminante. 

En los estatutos de esa sociedad, con el objeto de 
darle un carácter de mayor garantía para los asocia- 
dos, se establecía que esos estatutos serían irrevisa- 
bles, formando parte del pacto social esa integridad. 
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asegurada por una disposición expresa consignada 
en el Art. 27 de aquellos estatutos. 

Ese artículo, como todos los demás, fué aprobado 
por la autoridad misma y, por tanto, de acuerdo con 
las leyes civiles francesas (Art. 1134 del Código) él 
formaba parte del contrato autorizado. 

Es á una sociedad en tales condiciones á la que el 
Ministerio del Interior le exigía que modificase su 
existencia, convirtiéndose en una sociedad de Soco- 
rros Mutuos, regida por las disposiciones que regu- 
lan á estas asociaciones de simple caridad. 

Como á Les Prevoyants de TAvenir, á todas las de- 
más sociedades del mismo carácter, perjudicaba esa 
intervención, produciéndose, con ese motivo, los plei- 
tos de que me he ocupado. 

Los antecedentes que acabo de presentar, emana- 
dos todos de sentencias de los Tribunales franceses, 
que se refieren á sociedades cuyos estatutos habían 
sido aprobados por el Gobierno, demuestran que, esa 
autorización no basta para que los poderes adminis- 
trativos tengan intervención en la marcha de las so- 
ciedades que autoricen, y mucho menos que tengan 
facultad para imponerles modificaciones á sus esta- 
tutos, librados al solo criterio de los asociados; ó que 
sean irreformables esencialmente, como base del con- 
trato, como sucede con los Prevoyants de 1' Avenir. 

Esta misma doctrina de la jurisprudencia fran- 
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cesa, donde estas sociedades han nacido, es la que 
he venido sosteniendo en todo este libro, al impugnar 
el decreto de 30 de Abril de 1897, dictado por el 
Gobierno Argentino, y en virtud del cual se vienen 
produciendo la fiscalización é intervenciones indebi- 
das en muchas sociedades que, entre nosotros, sin 
tener el carácter de anónimas, han necesitado obte- 
ner del Gobierno su personería jurídica para poder 
operar en el derecho de los bienes. 

Estas asociaciones de prevoyants, iniciadas en 
Francia, se han extendido á otros países, entre ellos 
al nuestro, donde existen también asociaciones que 
ofrecen pensiones vitalicias, á trueque de pequeñas 
primas, pagadas durante un período de años más ó 
menos largo. 

Sin alterar la esencia de la combinación presen- 
tada por M. Chatelus, fundador de Les Prevoyants 
de r Avenir, conservando sus fines morales y sus pro- 
pósitos de fomentar el ahorro en provecho de las fa- 
milias de los asociados, se ha combinado también una 
sociedad anónima por acciones, que es la que admi- 
nistra y dirige las operaciones de esas sociedades, su- 
jetas en estas condiciones á las leyes comerciales que 
rigen las sociedades anónimas. 

Entre nosotros, como por la ley actual no puede 
constituirse ninguna sociedad anónima sin que se 
aprueben previamente sus estatutos por el Gobierno, 



20(5 INTERVENCIÓN DE LOS GOBIERNOS 

resulta que las asociaciones de prevoyants que estén 
funcionando deben haber tenido aprobados sus esta- 
tutos antes de recoger sus suscripciones. 

Fué en esa oportunidad — al aprobar esos estatu- 
tos — cuando el Gobierno debió tomar todas las pre- 
cauciones necesarias para obligar á esas sociedades 
á someterse, no sólo á las exigencias de las leyes vi- 
gentes, sino también á aquellas reglas que hubiese 
considerado convenientes incluir en los estatutos. 

Pero una vez aprobados esos estatutos, ellos son 
la ley del contrato que liga á todos los asociados, sin 
que la autoridad pública pueda alterar sus condi- 
ciones, no sólo porque así lo dispone expresamente 
nuestro derecho civil, sino también porque en las 
facultades tutelares de los gobiernos argentinos, 
no entra esta vigilancia constante sobre las asocia- 
ciones que manejan capitales espontáneamente apor- 
tados por los interesados. 

Como lo han establecido con exacto criterio jurí- 
dico los Tribunales franceses, si el Gobierno ha pres- 
tado su aprobación á unos estatutos que los asocia- 
dos han convenido en declarar que nunca serían re- 
formables, es contrario á toda libertad, á toda ins- 
titución, pretender atribuir al Gobierno la facultad 
de modificar por sí, ó de imponer á los accionistas el 
deber de modificar esos estatutos. 

He transcripto, en capítulos precedentes, la juris- 
prudencia de los Estados Unidos de América á este 
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respecto. Ella es invariable, reconociendo que la 
aprobación de los estatutos importa un contrato en- 
tre el Estado y la sociedad cuyos estatutos aprueba, 
y que éstos forman la ley de la sociedad, sólo refor- 
mable en las condiciones en que los mismos asociados 
hayan convenido al constituirse. 

Las doctrinas de la jurisprudencia francesa fueron 
adoptadas por la legislación, y como lo he dicho pre- 
cedentemente (1), la ley de 1." de Julio de 1901, de- 
claró que **las asociaciones de personas podrán for- 
marse libremente, sin autorización ni declaración 
previa '', exigiéndoles como únicos requisitos para 
que tengan personería jurídica los que ordinaria- 
mente se exigen al constituirse las sociedades; es 
decir, la publicidad en la (constitución, el registro de 
los estatutos, la indicación del nombre y los objetos 
de aquélla, el domicilio, la nómina de fundadores y 
la organización de la administración. 

Después de esa ley, la de 3 de Febrero de 1902, 
la completó, refiriéndose con especialidad á las socie- 
dades que constituyen rentas vitalicias á sus asocia- 
dos, declarando á éstas libres de todo embargo. 

Desde entonces Les Prevoyants de TAvenir han 
quedado al amparo de la ley y libres de la acción del 
Oobierno. 



(1) Vénse nntcs, p6g. 191. 
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La importancia trascendental que adquirió en Eu- 
ropa la campaña emprendida por el Ministerio Wal- 
deck-Rousseau contra la sociedad de Les Prévoyants 
de r Avenir, así como el carácter especial de estas aso- 
ciaciones, hoy tan florecientes y abimdantes en Fran- 
cia y en Italia, me deciden á hacer un breve extracto 
de su origen, su marcha, sus dificultades y su estado 
actual, tanto bajo la faz jurídica de esta institución 
como respecto al éxito obtenido. 

El iniciador y fundador de ellas es un modesto ti- 
pógrafo, M. Federico Chatelus, que, en 1873, hacía 
parte del personal de un diario del Havre, llamado el 
'^Nouvelliste''. 

La base de su doctrina la encerraba en este aforis- 
mo: la miseria es el resultado fatal de la imprevisión; 
pero la imprevisión es, casi siempre, el resultado fatal 
de la miseria. 

Edificando sobre esta base, Chatelus buscó organi- 
zar una combinación que fuese superior á las Cajas 
de Ahorro, á las Cajas Oficiales y Particulares de Re- 
tiros y de Pensiones y á los Sociedades de Socorros 
Mutuos, pensando, acaso con razón, que todas esas 
instituciones se preocupan de asegurar el bienestar 
de los sujetos presentes, sin preocuparse de los suje- 
tos del porvenir: la mujer, los liijos. 

Abandonando las tablas que sirven para revelar, 
con más ó menos exactitud, los resultados aritméticos 
de las Sociedades de Seguros Mutuos, él formó sus 
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combinaciones, mediante las cuales los asociados de 
Les Prévoyants de 1' Avenir podrían asegurar una 
renta vitalicia á sus asociados de cualquiera edad, me- 
diante el pago de una simia nn'nima durante veinte 
años. Los derecho-habientes á esas rentas vitalicias 
se fonnan por grupos, divididos por los inscriptos 
desde el 1.° de Enero hasta el 31 de Diciembre de 
cada año. 

La primera asociación de este género se fundó en 
1880. No obstante las dificultades con que luchó, el 
31 de Diciembre de 1881 tenía 757 adherentes y el 31 
de Diciembre de 1888, es decir, ocho años después de 
su ñmdación, los ** prévoyants'' eran exactamente 
74:.460, diseminados por toda la Francia. 

Esta prodigiosa prosperidad de la forma nueva de 
asociación, que su autor ha llamado la ^* Mutualidad 
Eeformada", alarmó y sublevó á todos los Directorios 
de las Compañías de Socorros Mutuos, y aun á los 
mismos Gobiernos, tanto de Francia como de Bélgica, 
que prestaban su protección, con arreglo á sus leyes, 
á estas últimas asociaciones. 

Fué entonces que comenzó la ardua campaña con- 
tra Les Prévoyants de ¡'Avenir, de que he hablado 
más arriba. Y había motivos para ello. Además de 
la próspera asociación formada por los *^ Veteranos 
del ejército y la armada" á que he hecho referencia, 
fun(*ionaban en Francia, con grande éxito^ especial- 
mente "La Boule de Neige", "Le Sou Quotidien", 
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*'La Graine de Ble", "La Colonisation Fran^aisse" y 
''L 'Avenir du proletariat". En Bruxelles **La Rente 
Mutuelle" había reunido 9000 adeptos en cuatro años. 
En Italia la "Cassa Mutua Cooperativa per le pen- 
sioni", de Turín, había ya reunido 180.000 adheren- 
tes. En el Canadá prosperaba la asociación de San 
Juan Bautista; de manera que en 1899 las sociedades 
ideadas por Chatelus podían presentar al mundo, co- 
mo el resultado de sus éxitos, 800.000 sus(*riptores en 
Francia y más de 200.000 en el exterior. 

Fué entonces que, después de las agitaciones do 
que he hablado, el Ministerio de Waldeck-Rousseau 
ordenó á todas las sociedades de prévoyants que, an- 
tes del 1.° de 0(*tubre de 1900, se colo(*asen en las 
condiciones de la ley de I."" de 0(*tubre de 1898, amol- 
dando sus estatutos á esas disposiciones, convirtién- 
dose en Sociedades do Socorros Mutuos, bajo pena 
de ser disueltas. 

Todas las asocia(*iones francesas aceptaron la do- 
cisión del Jefe del Gabinete, menos Les Prévoyants 
de r Avenir, á cuyo frente se encontraba el iniciador 
de ellas, M. Federico Chatehis. 

Siguió la lucha y la resistencia, dictándose, el 6 do 
Noviembre de 1900, el de(íreto por el (aial el Ministro 
Waldeck-Rousseau retiraba á Les Prévoyants de 
1 'Avenir la autorización para funcionar, de la que ha- 
bía venido gozando desde el 23 de Febrero de 1881. 
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Al día siguiente, un accionista, M. Boutteville, 
que tomaba por abogado al Secretario del Ministro 
Waldeck-Rousseau, se presentaba á los Tribunales 
del Sena, pidiendo la intervención judicial de las ofi- 
cinas de Les Prévoyants de T Avenir, nombrándose 
entonces un administrador judicial para esa sociedad, 
fundándose el Presidente del Tribunal Civil del Sena 
en la consideración de que '^la asociación no tenía 
existencia legal", en virtud del decreto citado del 
Ministro Waldeck-Rousseau. 

Organizada la Liga de Defensa de Les Prévoyants 
de r Avenir y sociedades similares á que me he refe- 
rido, se siguió el juicio y continuó la lucha. 

Los diputados del Sena tomaron parte activa en la 
cuestión, y desj^ués de escuchar, en una conferencia, 
á Chatelus y á sus amigos, el 1.° de Febrero de 1901, 
por moción de M. Barthou, INIinistro del Gobierno 
francés cuando se discutía la ley de 1898, la Cámara 
de diputados, tras de un debate de cuatro horas, vo- 
taba una moción ^^ invitando al Gobierno á devolver 
á las asociaciones de prévoyants la autorización do 
que habían gozado hasta el 6 de Noviembre último, á 
ñn de que pudieran celebrar libremente ima Asam- 
blea General de sus asociados, para que éstos deci- 
diesen en último recurso y sin equívoco posible, sobro 
los destinos de la sociedad". 

Pocos días después, el I."" de Marzo, 'el Tribunal 
Civil del Sena dictaba una sentencia extensamente 
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motivada, por la que se ordenaba al administrador de 
Les Prévoyants de TAvenir, que convocase á esa 
Asambla General, á la que debería sometérsele las 
cuestiones pendientes. 

La votación se hizo por las distintas secciones que 
existían en Financia, depositando los asociados sus vo- 
tos en urnas colocadas al efecto. El escrutinio tuvo 
lugar el 19 de Mayo de 1901 ; votaron 124.966 socios, 
de los cuales, 89.506 estuvieron contra el gobierno y 
sólo 34.962 en su favor. 

El resultado de esta votación fué tan eficaz, que el 
mismo Ministro Waldeck-Rousseau se vio obligado 
á reaccionar. El 27 de Junio de 1901 ese hombre de 
estado escribía las siguientes palabras: '^La situa- 
(*ión de Les Prévoyants de T Avenir podrá regulari- 
zarse dentro de muy poco, inmediatamente que se 
promulgue la ley, muy próxima, sobre las asociacio- 
nes, actualmente sometida á la deliberación de la 
Cámara de Diputados. Entonces le bastara á esta 
asociación, para ponerse en regla, depositar sus es- 
tatutos en la Prefectura del Sena." 

Cuatro días desiniós — el I."" de Julio de 1901 — se 
promulgaba la ley á que el Ministro Waldeck-Eous- 
seau aludía. El 28 del mismo mes las oficinas de 
Les Prévoyants de T Avenir volvían á abrir sus puer- 
tas y á continuar sus operaciones. 

Sin embargo, la lucha no había terminado. El mis- 
mo asociado que en 1900 buscó la acción de los Tri- 
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buuales para llevar á la liquidación á Les Prévoyants 
de r Avenir, volvió á ocurrir á ellos el 13 de Agosto 
de 1901, buscando que se declarase que la ley recien- 
temente dictada no amparaba á Les Prévoyants de 
r Avenir, no obstante la declaración contraria hecha 
por el mismo Waldeck-Rousseau. 

Las Cámaras Legislativas no funcionaban en esa 
fecha, pero el 22 de Octubre, inmediatamente de su 
apertura, se promovía de nuevo el debate aclaratorio 
de aquella ley, á fin de que, en lo sucesivo, no quedase 
la mínima duda sobre la libertad con que podían 
funcionar esta clase de instituciones. 

Se dictó entonces la ley de 3 de Febrero de 1902 
(de la que me he ocupado más arriba, presentando su 
extracto), y, en virtud de ella, todo conflicto des- 
apareció. 

Según lo afirman Carpentier y Frérejouan du 
Saint en el volumen de su obra monumental publi- 
cado en 1904, la ley de 3 de Febrero de 1902 ''tuvo 
por objeto especial el de proteger á las sociedades, co- 
mo la de Les Prévoyants de T Avenir, ''amenazadas 
de una liquidación desastrosa". 

Esos autores agregan que "aquella ley autoriza á 
la sociedad Les Prévoyants de TAvenir y otras del 
mismo tipo, á funcionar bajo el regmien de las socie- 
dades que no tienen más obligación que hacer su 
declaración al organizarse, conforme á la ley de 
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1901", que también he estudiado en párrafos ante- 
riores. (1) 

Expuesta así la situación legal de estas sociedades 
peculiares, muchas de las (*uales han asociado al *^Mu- 
tualismo Reformado" la sociedad anónima, no quiero 
terminar este capítulo sin presentar algunas cifras 
(jue revelan el desenvolvimiento prodigioso que ellas 
han adquirido en Francia. 

No tengo los datos de todas las asociaciones que 
hoy funcionan allí, pero para mi objeto basta presen- 
tar los que ofrece la sociedad que tiene por nombre 
Les Prévoyants de T Avenir, (jue es la que dirige 
personalmente AI. Chatelus y que es la única que se 
atrevió á colocarse en frente del poderoso Ministro 
Waldeck -Rousseau. 

En 1904 funcionaban en toda la Francia 1742 sec- 
<*iones de esa asociación, contando 387.641 asociados. 

El 31 de Marzo del mismo año tenía en Caja 
46.951.158 fran(fos, más de la mitad de cuya simia es- 
taba representada por préstamos consentidos por las 
autoridades, hechos á los Departamentos, á las Co- 
numas y á las Cámaras de Comercio, figurando el 
resto en rentas del Estado, en acciones de ferroca- 
rriles franceses, etc. En ese año se pagaron 1.042.920 



( 1 ) ('arp<»ntier & FW»ri*joujiTi dii Snint. obra citiida, tomo XXXIV, pág. 261, 
párr. 17H. — Vóas«* tniiibión antes pág. 191. 
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francos como importe de la renta vitalicia de los so- 
cios á quienes correspondía. (1) 

He creído deber hacer esta breve historia de este 
género de asociaciones, porque la reacción se pro- 
duce en su favor en toda la Europa, después de la 
ley francesa de 1902. La misma Italia, que las hos- 
tilizó en 1901, ha autorizado, por decreto de 16 de 
Marzo de 1904, el funcionamiento de esas sociedades, 
á despecho de la opinión contraria del '^Consiglio 
Superiore de Providenza". 

La disolución de sociedades como estas, en que 
los asociados se cuentan por centenares de millares, 
y se encuentran diseminados por todo el territorio 
de una Nación, no pueden estas sujetas á los desplan- 
tes de un gobierno arbitrario, ni á las exageraciones 
de im Ministro demasiado celoso por el bien público. 

En Francia, el mismo Waldeck-Rousseau tuvo que 
ceder ante el peligro que ofrecía la disolución de los 
Prevoys. 

Si mañana los legisladores argentinos piensan, co- 
mo yo lo creo, que también estas sociedades deben 
tener su reglamentación permanente en los Códigos 
de fondo, estos breves apuntes servirán, por lo menos, 
para ofrecer algunos antecedentes y fuentes de más 
vasta información. 



(1) «La MutiitUitó Rt^formée», páp. 10 y sig. 
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§ 9 
HUNGRÍA 

La Hungría y el Austria, fommu un solo imperio, 
pero aun cuando desde 1848 la legislación austriacta 
fué introducida en la Hungría, este último país tiene 
hoy, en virtud de la Constitución de 20 de Octubre 
de 1860, la facultad de dictar su propia legislación 
en materias de derecho privado. 

El primer Congreso de jurisconsultos húngaros 
reimido en 1870, lo mismo que las Cámaras de Co- 
mercio y de Industria, reclamaron la confección de 
un Código Comercial, indicando la conveniencia de 
adoptar como base el Código Alemán. 

Encomendada la redacción del proyecto á uno de 
los hombres más eminentes en la ciencia del derecho 
de la Himgría, el profesor de la materia de la Uni- 
versidad de Buda Pest, Mr. Etienne Apatty, y des- 
pués de las observ^aciones hechas por las Institucio- 
nes y Cámaras de Comercio consultadas, el proyecto 
fué presentado al Reichstag el 2 de Abril de 1875, 
siendo sancionado el 16 de Mayo del mismo año y en- 
trando en vigor el 1.° de Enero de 1876. 

El título X de ese Código, desde el Art. 147 al 
222, se ocupa de las sociedades por acciones, siendo 
sus disposiciones muy semejantes á las del Código 
Alemán, que le ha servido de modelo. 
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Sin embargo, hay una notable reforma introducida 
en el Código de Comercio Húngaro, que no se encuen- 
tra en el Alemán, ni en ningún otro. En esta legisla- 
ción no se hace distinción entre las sociedades por 
acciones, no figurando en él sino una sola especie de 
esta clase de sociedades, que es la que en nuestro 
derecho y en el derecho universal se conoce como '^so- 
ciedad anónima". En cuanto á las sociedades en co- 
mandita por acciones, el Código húngaro no las or- 
ganiza. 

Vale la pena de consignarse, los fundamentos de 
esta innovación introducida en las leyes comerciales 
de Himgría, comparada con la del resto del mundo. 

Según los debates de esa parte del proyecto de 
Código, tenidos en las Universidades y en las Cá- 
maras de Abogados, de Comercio y de Industria, an- 
tes de que él fuese presentado al Reichstag, así como 
de la discusión en este cuerpo, los jurisconsultos, los 
comerciantes y los legisladores luingaros, hicieron 
constar que, en países tales como la Francia y la Ale- 
mania, donde las sociedades en comandita por accio- 
nes están admitidas por la ley, no se había recurrido 
á esta forma de sociedad sino para prescindir de la 
autorización previa exigida para la constitución de 
las sociedades anónimas, cuando aun estaba en vigor 
el Código de Comercio francés de 1807 y cuando la 
Alemania no había dictado todavía su Código de 
Comercio Federal vigente. 
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Como de la legislación húngara desaparecía por 
completo esa autorización previa, consagrándose la 
absoluta libertad comercial, los legisladores de Hun- 
gría han pensado, y acaso con razón, que las socie- 
dades en comandita por acciones no tienen utiMad 
alguna, constituyendo una sola especie, que en el 
Código lleva por título *^ Sociedad por acciones", y 
en las que están comprendidas las que, en los demás 
Códigos, figuran con los nombres de '*en comandi- 
ta" y '^anónimas". 

En cuanto á la fiscalización y á la disolución de 
esta clase de sociedades, el Código húngaro mantiene 
las disposiciones del Alemán, que excluyen en abso- 
luto la intervención del gobierno; disposiciones que 
no me es necesario estudiar aquí, desde que lo he 
hecho ya en un parágrafo anterior. 

§ 10 

ITALIA 

Una vez que la Italia consiguió su unidad, forman- 
do un solo cuei-po con todos los antiguos principios y 
ducados que ejercían soberanía independiente, se dic- 
tó el Código de Comercio Nacional Italiano de 1865, 
que, como casi todas las legislaciones comerciales de 
esa época exigían la autorización previa del gobierno 
para la constitución de las sociedades anónimas y pa- 
i-a las sociedades en comandita por acciones. Si algii- 
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lia diferencia pudiera señalarse entre ese Código de 
3865 y la legislación francesa y alemana de esa fe- 
cha, sería la reglamentación especial y minuciosa 
que el primero contiene respecto á esas dos clases 
de sociedades. 

Bajo el imperio del Código de Comercio de 1865, el 
gobierno italiano ejerció la facultad de fiscalización 
sobre las sociedades anónimas que aquél le concedía, 
de una manera excesivamente rigorosa. Los decre- 
tos argentinos reglamentando el Art. 342 de nues- 
tro Código, parecen basados en el decreto italiano 
de 30 de Diciembre de 1865, que creaba en cada una 
de las Provimáas, funcionarios públicos dependien- 
tes de la Corona, encargados de ejercer una vigilan- 
(*ia permanente sobre las sociedades por acciones. 

La manera como esos comisarios reales ejercían 
sus funciones, fué motivo de constantes quejas, vién- 
dose obligado el gobierno á restringir sus facultades 
por decreto de 5 de Septiembre de 1869, por el que 
se establecía que, en lo su(*esivo aquellos funciona- 
rios no tendrían facultad de intervenir en las socie- 
dades por acciones, sino á requisición de los intere- 
sados y en el caso en que se atribuyese á los admi- 
nistradores, ya fuese violación de los Estatutos, ya 
fuese falsas indicaciones en los actos publicados 
por ellos. 

Sin embargo esto no bastó. Ya se había pronun- 
ciado la opinión pública en favor de la más amplia 
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libertad de asociación comercial, penetrando las nue- 
vas ideas establecidas por leves y Códigos recientes, 
al Parlamento Italiano. 

Fué entonces que se sancionó, con fecha 2 de Abril 
de 1882, bajo el reinado del malogrado Humberto I, 
el actual Código de Comercio, que empezó á regir en 
toda la Italia el 1/ de Enero de 1883. 

La ley citada contiene una anomalía, que es digna 
de hacerse notar, haciendo una explicación de sus 
motivos. 

El Art. 3." decía: ^*Se autoriza al gobierno del 
Rey para que dicte por medio de real decreto las dis- 
posiciones transitorias, así como para que introduz- 
ca en el Código de Comercio, las modificaciones con- 
ducentes á concordar sus disposiciones entre sí y con 
las de otros Códigos, leyes é instituciones especiales, 
y para que dicte las disposiciones que sean necesa- 
rias para su completa observancia". 

Jamás se ha visto, en las monarquías representa- 
tivas, una facultad tan amplia acordada al Rey, como 
la que este artículo contiene, puesto que ella llega 
hasta facultar al poder administrador á introducir 
modificaciones en una ley de fondo dictada por el 
Parlamento. 

Vidari, el notable comentador del nuevo Código de 
Comercio Italiano, ofrece la explicación de ese ar- 
tículo, que vale la pena de transcribirla, siquiera sea 
l^ara que se tenga presente en nuestros cuerpos le- 
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gislativos, donde so considera autorizado cada miem- 
bro de Icis Cíimaras, para proponer reformas á los 
Codillos, preparados por personas competentes, sin 
darse cuenta de que esas refoimas introducidas en 
una ley de fondo, pueden venir á producir confusio- 
nes peligrosas é incongruencias, sólo al alcance de 
los especialistas en la materia codificada. 

Refiriéndose á la sanción del nuevo Código Italia- 
no, Vidari, en la introducción de su obra, dice que: 
^'La deplorable prueba hecha una vez más por el 
Parlamento en la discusión de un Código completo de 
leyes; los errores contenidos en el texto del Código 
(eri'ores substanciales, de fonna y de colocación de 
de las materias) ; la necesidad de concordar el nuevo 
Código con otras leyes relativas á la materia mer- 
cantil, que apenas si se habían tenido en cuenta en 
las discusiones parlamentarias; la necesidad que ade- 
más había, de dictar disposiciones transitorias y re- 
glamentos complementarios sobre ciertas materias; 
la mala voluntad y la escasa competencia con que, 
principalmente en la Cámara de Diputados, (salvo 
honrosas excepciones), se llevó á cabo el estudio de 
esta parte importantísima de la legislación; todo, en 
suma, aconsejaba, ó, por mejor deciir, exigía que 
el gobierno del Rey no publicase como definitivo el 
texto del nuevo Código, sino que antes lo sometiese 
una vez más á una cuidadosa revisión para resolver 
las antinomias, mejorar el estilo, concordarlo con 
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otras leyes é instituciones relativas al comercio, y 
completarlo con las disj^osiciones transitorias y re- 
glamentarias. A esta necesidad quiso proveer el 
Art. 3/ de la ley de 2 de Abril de 1882, con que se 
promulgó el nuevo Código de Comercio." (1) 

Tiene mucha pertinencia la observación del co- 
mentarista italiano, al impugnar la f omia de sanción 
de las leyes codificadas, por medio de la discusión 
particular de cada uno de sus artículos por Asam- 
bleas compuestas, generalmente, de i^ersonas incom- 
petentes, como sucede con los parlamentos de todos 
los países del mundo. 

Un Código Civil, un Código de Comercio ó cual- 
quier ley de procedimientos judiciales, debe ser la 
obra de las personas que han consagrado su vida al 
estudio del derecho, que han tenido oportimidad de 
(íonocer sobre las materias legisladas, las necesidades 
peculiares del país, comparando las legislaciones de 
todo el mimdo, para aplicar al propio aquello que 
más convenga a la situatdón de su pueblo. 

Entregar la obra metódica, coordinada, consciente 
y armónica de esas pei'sonas competentes, al estudio 
y á la sanción de diputados y senadores que no cono- 
cen las materias que tratan de codificarse, es expo- 
nerse á que suceda lo que Vidari critica en la sanción 
del Código de Comercio Italiano; es decir, es expo- 



(1) VIDABI, II iiuovo Códice di Coimnercio, Milano, 1883. pág. XVI. 
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nerse á formar un cueiTpo de leyes donde las incon- 
gruencias y los defectos de forma y de fondo exijan 
reformas inmediatas. 

No faltan, desgraciadamente, entre nosotros, ejem- 
plos semejantes. Los enoniies defectos de nuestro 
actual Código Penal y las in(*ongruencias de nuestro 
Código de Comercio, se deben exclusivamente á esas 
discusiones en detalle de los (íuei^pos de leyes codi- 
ficadas, preparados con método y coordinación por 
los autores competentes de los proyectos primitivos. 

Sin embargo, el rey Humberto I, que promulgó la 
ley del Código de Comercio en 2 de Abril de 1882, 
dictaba en 31 de Octubre del mismo año, el decreto 
por el que aprobaba definitivamente el texto del Có- 
digo de Comercio provisional, mandando que entrase 
en vigor desde la fecha (lue había señalado: el 1.° de 
Enero de 1883. 

Desde entonces, y no obstante las observaciones de 
Vidari, ese Código no ha sido refonnado. 

Sus disposiciones respecto á la constitu(*ión, á la 
fiscalización y á la disolución de las sociedades anó- 
nimas comerciales, está completamente de acuerdo 
con la legislación francesa, alemana, inglesa y de 
los demás países donde está establecida la libertad 
de asociaciones comerciales. La acción del Gobier- 
no ha sido suprimida en absoluto, tanto en cuanto 
se refiere á la autorización previa, como en cuanto á 
la vigilancia de esas sociedades, reemplazándola por 
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las reglamentaciones hechas por la ley, las piibli(*a- 
ciones y la intervención directa de los accionistas y 
los Tribunales de Justicia, en los casos en que estos 
últimos fuesen llamados á proceder, por requirimien- 
to de los mismos socios ó de terceros interesados. 

En el cuerpo del mismo C(5digo de Comercio Ita- 
liano, y sin mayores requisitos que los que se 
exigen para las sociedades por acciones, se legisla 
sobre las compañías de seguros y las sociedades que 
administran tontinas, estableciéndose ciertas garan- 
tías i3ara el capital social, que no es de este lugar ex- 
poner ni comentar, dada la índole de este libro. 

§ 11 
INGLATERRA 

Los antecedentes de la actual legislación de la 
Gran Bretaña sobre sociedades por acciones, los he 
exjmesto al principio de esta Parte de la obra. Sólo 
del)o, pues, ocupamie de las leyes posteriores á 1862, 
y eso mismo, en cuanto ellas puedan ser aplicables 
á la legislación argentina, dada la diferencia de orga- 
nización política de los dos países. 

Empezaré por dejar establecido que en el derecho 
inglés no se conoce esta personería jurídica, que el 
Código Civil argentino atribuye indistintamente á 
todas las coi'poraciones, congregaciones, asociacio- 
nes, colectividades y sociedades de cualquier género 
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que ellas sean, tanto civiles como comerciales, que 
pretendan el derecho de adquirii- y de obligarse, tra- 
t¿indose de bienes raíces. No están siquiera exclui- 
das de ese imnenso grupo, por nuestra propia legis- 
lación, la Nación, cada una de las Provincias, todos 
los Municipios, la Iglesia, los Hospitales, etc., etc., 
á los que no jjueden aplicarse la mayor parte de las 
disposiciones que se refieren á la existencia de las 
personas jurídicas. 

Para el derecho inglés, la personería de las asocia- 
ciones comerciales, nace de su propia constitución, 
de manera que no existe diferencia alguna entre la 
persona individual, física, material, y la persona fic- 
ticia, formada por una colectividad. 

Edificando sobre estas bases, desj^ués de la ley 
de 1862, todas las sociedades por acciones que se 
constituyen en Inglaterra, tienen su propia persona- 
lidad, pudiendo ejercer todos los derechos que las 
personas jurídicas tienen entre nosotros. Quedan 
exceptuadas de esa regla general, las asociaciones 
que tienen el nombre de partner ship, que son las 
(jue tienen el derecho de distribuirse los beneficios, 
rentas ó productos de la cosa ó la propiedad común, 
pero que, propiamente, no forman sociedades por 
acciones. 

Las registered companies, que son las que, como 
su nombre lo dice, una vez formadas, tienen que lle- 
nar el requisito forzoso de registrar sus estatutos 
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para tener existencia legal, tienen la personería ju- 
rídica desde el momento en que han verificado las 
publicaciones en que conste que la sociedad se ha 
constituido. 

Esto fué perfectamente legislado por la ley de 14 
de Agosto de 1890, en la que se establece la natura- 
leza de las sociedades que carecen de personalidad 
civil (partner ships), distinguiéndolas de las que la 
tienen. 

Existen también sociedades que se constituyen al 
amparo de una concesión hecha por el Parlamento^ 
en cuyo caso la carta que contiene la concesión, esta- 
blece los derechos y obligaciones de la compañía. 

Las sociedades anónimas, legisladas en la Gran 
Bretaña por las leyes de 1862 y 1872, pueden orga- 
nizarse siempre que siete ó más personas firmen y 
hagan registrar un contrato (memorándum of asso- 
ciation) formando una sociedad anónima. Los esta- 
tutos deben establecer si la responsabilidad será li- 
mitada, en cuyo caso tiene que agregarse después 
del nombre con que se distingue la sociedad, la pala- 
bra limited, ó si la responsabilidad de los accionistas 
será ilimitada, como lo exige la ley para todos los 
Bancos de emisiones, en cuyo caso no se agrega á la 
razón social ó nombre aquel vocablo. 

Las sociedades que limitan la responsabilidad de 
sus miembros, son de dos clases, segiín que se trato 
de ^'companies limited by guarantee'^ que son aque- 
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lias donde la responsabilidad de los asociados sólo 
alcanza hasta cierta suma ftja de dinero efectivo, 
determinada en el acta constitutiva; ó de ^^companies 
limited by shares", que son aquellas en que la res- 
ponsabilidad de los accionistas queda fijada hasta 
donde alcance la suma no pagada de las acciones sus- 
criptas. 

Para los propósitos de este libro, sólo importa 
ocuparnos de las sociedades limitadas por acciones. 

En el contrato de sociedad de una ''company limi- 
ted by shares^y debe indicarse en el Memorándum 
o£ association: primero, la razón social ó nombre de la 
compañía, terminando con la palabra limited; segun- 
do, el local de la sociedad, donde deberán dirigirse 
todas las comunicaciones; tercero, el objeto de la 
sociedad; cuarto, la circimstancia de que los socios 
desean limitar su responsabilidad; quinto, el capital 
social, el número y el valor de las acciones y la can- 
tidad suscripta por cada uno de los socios, cuya lista 
deberá acompañarse. 

Para las otras sociedades de responsabilidad ili- 
mitada ó de garantía por una suma fija, los requisitos 
que se exigen son más ó menos los mismos. 

Después de la ley de 1862, las acciones de las com- 
pañías que antes no podían ser transferidas sino por 
medio de un deed registrado en el domicilio legal de 
la sociedad, se han convertido en acciones al por- 
tador. 
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La vigilancia de las sociedades, así como su fisca- 
lización y disolución antes del término por el cual la 
so(íiedad fué constituida, queda librado á los accionis- 
tas ó á los Tribunales de Justicia, según su caso. 

La ley de 18 de Agosto de 1890 modificó las ante- 
riores, estableciendo mayores responsabilidades para 
los Directores de las compañías anónimas, á fin de 
impedir el agio y los fraudes, así como determinó la 
responsabilidad del fundador (promoter) de una so- 
ciedad, por todas las obligaciones anteriores á la 
constitución definitiva de la misma. 

En cuanto á las formalidades del registro de esta- 
tutos y otros procedimientos legales, la ley ai)licable 
es la que rige los actos de las sociedades civiles. 

En 1900 se ha dictado otra ley sometiendo las so- 
ciedades á una reglamentación más severa que la an- 
terior, sobre todo porque exige que las acciones que 
no hubiesen sido completamente liberadas no puedan 
ser convertidas en stock, y aun para esa misma con- 
versión exige que ella esté especialmente autorizada 
por los estatutos ó que así sea resuelto por una Asam- 
blea General, por mayoría de tres cuartas partes de 
los accionistas, cuya resolución debe ser ratificada en 
vma segunda Asamblea, verificada con catorce días 
de intervalo, en cuyo caso sólo bastará el voto de la 
simple mayoría. 

La última ley dictada en la Gran Bretaña ha sido 
el año pasado, en 1907 (7 Eduardo VII, Cap. L), y 



EN I.AS SOCIEDADES ANÓNIMAS 229 

110 tiene importancia alguna para este trabajo, pues 
se limita á completar el sistema de reglamentación y 
de responsabilidades de los Directorios, establecida 
por la ley de 1900. 

Como en distintos capítulos de este libro me he 
ocupado de la legislación inglesa sobre sociedades por 
acciones, sobre todo en la parte que afecta directa- 
mente la materia de este libro, no me creo en el deber 
de entrar á estudiar esa legislación con mayor am- 
plitud. 

§ 12 
MÉJICO 

El Código de Comercio mejicano fué promulgado 
el 15 de Septiembre de 1889 y entró á regir desde el 
1.° de Enero de 1890. Contiene numerosas disposi- 
ciones sobre las sociedades (libro II, título 2, Arts. 89 
al 272). 

En cuanto á las sociedades anónimas, pueden cons- 
tituirse sin autorización del gobierno, por dos ó más 
personas que firman el acta de constitución y decla- 
ren suscribir íntegramente el capital. 

Sobre esa base se siguen los demás procedimientos 
j)ara organizar la sociedad, sancionándose los estatu- 
tos, que deben registrarse y publicarse, siendo la ma- 
yor publicidad i^osible, en todo lo que se refiere á las 
sociedades anónimas, lo que ha substituido la autori- 
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zación previa del Gobierno, que existía en las legisla- 
ciones precedentes. 

En la reglamentación del Código de 1890 el Poder 
Ejecutivo mejicano sólo se ha ocupado de aquellas 
asociaciones que explotan concesiones ó tienen pri- 
vilegios, ó de aquellas que, como los bancos y las so- 
ciedades de seguros sobre la vida, reclaman todavía 
la autorización gubernativa y permiten su fiscaliza- 
ción. 

Las últimas leyes mejicanas posteriores á su Có- 
digo de Comercio participan de la influencia de los 
Estados Unidos, su vecino, en cuanto á dejar á las 
sociedades anónimas las mayores libertades en su 
funcionamiento, librando á los Tribunales de Justi- 
cia todo lo que importe vigilancia, fiscalización y di- 
solución de esa clase de compañías. 

§ 13 
NORUEGA 

La legislación de la Noruega sobre las sociedades 
anónimas está basada principalmente en la legisla- 
ción alemana, tomando también muchas de sus dis- 
posiciones, de la ley sueca de 1895, que es el mismo 
proyecto presentado el 3 de Mayo de 1894. El Có- 
digo de Noruega lleva la fecha de 18 de Junio de 1895 
y deroga el de 6 de Octubre de 1848. 

En esa legislación las sociedades anónimas, tanto 
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civiles como comerciales, están eximidas de la auto- 
rización del Estado y bastan sólo cinco socios para 
fundarlas. 

Los estatutos, en los que debe consignarse todos los 
elementos constitutivos de la sociedad, deben ser 
aprobados por Asambleas Generales de accionistas, 
debiendo ellos inscribirse en los registros de comer- 
cio, sin cuyo requisito no tiene eficacia legal, puesto 
que la existencia de la sociedad sólo empieza desde la 
fecha de la inscripción, y recién entonces pueden 
emitirse las acciones. 

Si los socios fundadores suscriben la totalidad de 
las acciones, éstas no pueden enajenarse sino después 
de dos años de constituida la sociedad. 

La vigilancia de estas sociedades se ejerce por un 
Consejo de accionistas nombrado al efecto y cuya 
duración debe ser por dos años. 

Eespecto de la marcha de la sociedad y de su diso- 
]ución, el Código de Noruega establece las mismas 
disposiciones del Código Alemán, sin que en ningún 
caso puedan tener intervención las autoridades po- 
líticas ó administrativas del Estado. 

§ 14 
PERÚ 

La Eepública del Peni ha estado, hasta el 15 de 
Febrero de 1902, bajo el régimen de la antigua legis- 
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lación, que sometía las sociedades anónimas á la ins- 
pección de los gobiernos. 

En aquella fecha el Perú ha adoptado el Código de 
Comercio Español, en vigor desde el 1.° de Julio 
de 1902, legislando, como éste, sobre toda clase de 
sociedades. 

Lo que he dicho con respecto al modelo, debe apli- 
(íarse también á la adopción. España y Perú tienen 
la misma ley. 

§ 15 

PORTUGAL 

El Código de Comercio en vigor en Portugal, fué 
promulgado el 23 de Agosto de 1888 y está actual- 
mente en vigor con algunas refoimas hechas en 1896, 
referentes á los Bancos. 

En cuanto á sociedades anónimas comerc-iales, en 
Portugal está establecida la más completa libertad 
de asociación, sin que la intervención de ninguno de 
los poderes del Estado sea necesaria para que acuer- 
de una previa autorización á su funcionamiento. 

Ellas quedan definitivamente constituidas cuando 
el número de los asociados es por lo menos de diez, 
cuando el capital ha sido íntegramente suscripto y 
un diez por ciento (sólo cinco por ciento para las so- 
ciedades de seguros) ha sido pagado en efectivo. 

El capital puede ser suscripto por los mismos fun- 
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dadores ó por medio de acciones suscriptas por el 
público, después del registro y publicación de los es- 
tatutos de la sociedad (Arts. 163 y 164). 

Las sociedades anónimas civiles que tuviesen por 
objeto la adquisición de bienes inmuebles, necesita- 
ban para constituirse, de una previa autorización del 
gobierno; pero ésta fué más tarde suprimida. 

La inspección de esas sociedades, así como su di- 
soluídón, corresponde exclusivamente á los accionis- 
tas y á los Tribunales, sin más excepción que aquellas 
(rómpanlas anónimas que gocen de una concesión ó 
de im monopolio del Estado ó de (cualquier cuei'po 
administrativo, las que pueden ser fiscalizadas por 
agentes del Estado ó por funcionarios nombrados por 
aquellos cuerpos (Art. 178). 

(Hago aquí un paréntesis oportuno. La fiscaliza- 
ción autorizada por el Art. 178 del Código portugués 
es la misma que autoriza el 342 de nuestro Código de 
Comercio. Sin embargo, todos los tratadistas que 
han comentado ese Código, hasta los más modernos, 
como A. Carpentier y Frerejouan du Saint (1), están 
(*ontestes en reconocer que la limitación de esta facail- 
tad acordada al poder j^úblico, tiene su origen, no 
en la forma de la sociedad que exjjlota la concresión 
del privilegio acordado, sino en el hecho mismo de 
exi)lotarse una concesión oficial. De ahí se dedu(!? 



{ ! ) R!'p»*rtn¡rp do Droit Fran<:ais, eU-., tomo XXX IV. pái5. 840. 
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lógicamente lo que he sostenido en la Primera Parte 
de este libro, cuando he impugnado la intervención 
indebida que están tomando los poderes ejecutivos de 
la Nación y de las Provincias al fiscalizar sociedades 
anónimas que no explotan concesiones ni privilegios). 

Sin embargo, de que el Código de 1888 no admite 
la autorización previa para la constitución de socie- 
dades anónimas, una ley posterior, de 3 de Abril de 
1896, ha establecido este requisito para aquellas so- 
ciedades anónimas ó cooperativas que esa ley define 
como Bancos, en los siguientes términos: (1) 

^^Art. 1.° — Se consideran bancos, á los efectos de 
esta ley, todas las sociedades anónimas y cooperati- 
vas que tuvieren por objeto exclusivo ó principal ope- 
raciones designadas en el Art. 372 del vigente Código 
de Comercio, ó sea : operaciones encaminadas á reali- 
zar lucro sobre numerario, fondos públicos ó títulos 
negociables, y en especial las de cambio, los arl)i- 
trios, empréstitos, descuentos, cobros, apertura de 
créditos, emisión ó circulación de documentos, ó títu- 
los fiduciarios pagaderos á la vista ó al portador." 

*^Art. 2.° — Igualmente, á los efectos de esta ley, 
participarán del carácter de bancos las sociedades 
anónimas, sea cualquiera su naturaleza que, en los 



(1) El Art. 18 de la mencionada ley, dice lo siguiente: «Art. 18. Ninguna so- 
ciedad anónima podrá conhtituir.se válidamente después de la promulgación de esta 
ley, para el ejercicio exclusivo 6 simultáneo de operaciones de banca, sin autori- 
z.Hción especial del Gobierno, que la concederá ó di^negará según fuere procedente, 
por medio de dicreto. 
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términos del artículo anterior, realizaran las oj)era- 
ciones siguientes: — ^Primero: recepción de depósitos 
en cuenta corriente, con interés, mediante anuncios 
ó circulares impresas y con distribución de libros ta- 
lonarios de cheques á los depositarios; Segundo: co- 
locación de obligaciones ajenas ó títulos circulantes, 
á interés fijo; Tercero: contratos de préstamos sobre 
prendas, cuando á los mismos acompañe la recepción 
del depósito." 

** Art. 3.° — El establecimiento de las agencias ó su- 
cursales de bancos extranjeros en el territorio de Por- 
tugal queda sujeto para todos sus efectos á las dispo- 
siciones de esta ley.'' 

*'§ Único: — ^Los balances mensuales deberán refe- 
rirse exclusivamente á las operaciones efectuadas 
por las mismas agencias ó sucursales." 

Esta legislación especial para los establecimientos 
bancarios es frecuente en la Europa continental, y 
por mucha que sea su importancia no me parece que 
debo extenderme á estudiarla, porque no encuadra 
perfectamente dentro del plan que me he trazado al 
escribir esta obra, que es el de buscar la reforma de 
nuestras leyes de fondo en cuanto se refiere á las so- 
ciedades anónimas comerciales, regidas por nuestro 
Código de Comercio bajo esa denominación. 

Como lo he hecho notar más arriba, las sociedades 
anónimas civiles que se constituyesen con el objeto 
de adquirir inmuebles, necesitaban de una autoriza- 
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ción i^revia del gobierno; pero la ley de 11 de Abril 
de 1901, que legisla en general sobre las sociedades 
r i viles de rési)onsabilidad limitada, no haee aquella 
excepción, no obstante referirse á las sociedades que 
no emiten acciones y cuyos accionistas aportan cuo- 
tas determinadas y limitativas de sus responsabili- 
dades, como los partners chips del derecho británico. 

§ 16 
RUMANIA 

El 16 de Abril de 1887 se promulgó el Código de 
Comercio rumano, que entró en vigor desde el 1.° de 
Septiembre del mismo año. 

Hasta 1840 la Rumania no tuvo Código de Comer- 
cio. Se aplicaba á las opera(áones comerciales la le- 
gislación civil que en Valakia la llamaban Código 
Carajea y, además, algunos artículos del reglamento 
orgánico llamado Código Gallimachi. 

En esta época se promulgó un Código que era casi 
una copia del de 1807 francés. Posteriormente, al- 
gunos distintos estatutos han reformado las disposi- 
ciones de aquel Código, hasta que el 1.° de Septiem- 
bre de 1887 empezó á regir el que actualmente existe. 

El Capítulo I del título VIII de ese Código se ocu- 
pa de las sociedades, y en su Sección Segunda, desde 
el Art. 89 al 105, establece la forma en que ha de 
producirse el (contrato de sociedad. 
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El primero de esos artículos enumera las condicio- 
nes que han de tener las actas en que se constituyan 
las sociedades por acciones, y un decreto del 7 de Sep- 
tiembre de 1887 contiene disposiciones relativas á la 
publicidad de los actos de esas y de otras soíáedades. 

El Código i^rescribe que esas publicaciones del)en 
hacerse en el ^'Monitor Oficial" y en el Diario de 
Anuncios Judiciales del lugar donde esté situada la 
sociedad, así como el extracto del acta constitutiva, 
los estatutos y los demás documentos relativos á la 
constitución de las sociedades anónimas y colectivas 
por acciones. 

Como la división y la mayor parte de las disposicio- 
nes que tiene el Código rumano han sido tomadas es- 
pecialmente de los de Francia, Alemania, Bélgica é 
Italia, las prescripciones que él contiene respecto de 
la marcha, fiscalización y disolución de las socieda- 
des excluyen en absoluto la intervención del Gol)ier- 
no en todos esos actos. 

En cambio, el Art. 138 da intervenídón á los Tribu- 
nales de Comercio en lo referente á las sociedades por 
acciones constituidas en el país. 

Al ocuparme de la legislación de Eumania, en 
cuanto afecta las sociedades anónimas por acciones, 
lo he hecho con el mismo criterio que ha presidido 
mi estudio de la legislación de las demás naciones; 
es decir, refiriéndome exclusivamente á las socieda- 
des nacionales, sin ocuparme de la legislación que 
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rige á las sociedades extranjeras que tengan sucur- 
sales en los respectivos países. 

§ 17 
SERVIA 

Las sociedades anónimas y colectivas por acciones 
de la Servia, están regidas por la ley de 10|22 de Di- 
ciembre de 1896, que no contiene innovación alguna 
sobre las leyes alemanas, á cuya influencia decisiva 
obedece. 

En consecuencia, también en este país está ex- 
cluido el poder administrativo de toda intervención 
en la constitución, marcha v disolución de las socie- 
dades anónimas comerciales. 

Una ley de 13 de Febrero de 1902 autoriza la cons- 
titución de las sociedades de socon'os mutuos, defi- 
niendo á los efectos de esa disposición, á aquellas so- 
ciedades, como las asociaciones que tienen por base 
el mutuo socorro y como fin el auxilio de sus miem- 
bros y de las familias de éstos, mediante el ahorro, 
asegurándoles asistencia y socoito en caso de nece- 
sidad. 

La ley contiene numerosas disposiciones acerca de 
la ñmdación de esta clase de asociaciones, inscrip- 
ción de los respectivos estatutos en la Secretaría del 
Tribunal de primera instancia, representación de las 
asociaciones, gestión de sus asimtos propios, etc. 
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Otra ley del 26 de Febrero del mismo año 1902, au- 
toriza la creación de las Cajas de pensiones, siendo 
sus principales disposiciones las mismas que se en- 
cuentran en las leyes francesa y otras. 

Según esa ley, las cantidades provenientes de en- 
tregas periódicas de los asociados sirven para for- 
mar un capital, al que se le hará producir intereses 
mediante préstamos con garantías hipotecarias. 

Como se trata de verdaderas asociaciones de previ- 
sión para el porvenir, la ley sei'via, como la francesa, 
declara que no serán embargables por los acreedores 
particulares de los asociados, las entregas que hubie- 
ran hecho para formar el capital social. 

En cuanto á las pensiones que la Caja deba abonar 
á cada interesado personalmente, la ley no autoriza 
el embargo sino del cincuenta por ciento; y cuando 
se tratase de sus herederos, serán inembargables en 
su totalidad. 

Después de otras disposiciones reglamentarias, la 
ley de 26 de Febrero de 1902 concede á la Caja de 
pensiones los privilegios é inmunidades que las leyes 
acuerdan á los bancos hipotecarios. 

§ 18 
SUECIA 

La ley de 6 de Octubre de 1848 hacía obligatorio á 
las sociedades anónimas su sometimiento á la autori- 
dad real para la aprobación de sus estatutos. 
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Esa ley fué derogada por la de 18 de Junio de 1895, 
que suprimió el requisito de esa autorización, siendo 
innecesario repetir sus disposiciones, porque, incor- 
porada la Suecia de lleno al movimiento liberal ini- 
ciado por las legislaciones inglesa y francesa de 1862 
y 1867, la autoridad real cesó de intervenir en la 
constitución, en la marcha y en la disolución de las 
sociedades anónimas suecas. 

La explotación ó la construccáón de ferrocarriles 
})or medio de sociedades anónimas, está regida en 
Suecia por una ley especial de fecha 5 de Marzo 
de 1897. 

Con el objeto de impedir el monopolio de los ferro- 
carriles, por las fusiones de éstos en una forma que 
l)udiera ser peligrosa para los intereses del público y 
del comercio, la ley establece que, en lo sucesivo, las 
empresas consagradas á construcciones ó explotacio- 
nes de ferro(*arriles, necesitarán de una autorización 
del Gobierno, tanto cuando se trate de la construcción 
como de la fusión, quedando ellas sujetas a las leyes 
que reglamentan las operaciones de los bancos y de 
las compañías de seguros. 

§ 19 
SUIZA 

Los antiguos Cantones suizos tenían cada uno su 
legislación propia y peculiar, tanto en las materias 
de fondo como en las materias de forma. 



EX LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 241 

Algunos pensadores y patriotas pronto se dieron 
onenta de que en esta Xaeión especial, donde son 
idiomas nacionales tres distintos: — el francés, el ale- 
inán y el italiano, — los vínculos que ligan al pueblo 
suizo no pueden ser tan poderosos (^omo en aquellas 
otras Naciones donde existe unidad de lengua, uni- 
dad de legislación, unidad monetaria y unidad re- 
ligiosa. 

En la imposibilidad de amoldar todas las Consti- 
tuciones Cantonales á un solo patrón, venciendo las 
tradiciones queridas de cada uno de esos Cantones, 
los jurisconsultos procuraron que, por lo menos, se 
adoptase una legislación de fondo federal. 

Bajo la influencia de estas ideas se dictó, el 14 de 
Junio de 1881, el Código Federal de las Obligaciones, 
(*uyos artículos 524 á 719, reglan la constitución, la 
marcha y la disolución de las sociedades en Suiza. 

Ocupándome sólo de lo referente á las sociedades 
anónimas, voy á hacer un extracto de la importante 
ley de 1881. 

'^La sociedad anónima — dice el Art. 612 — es aque- 
lla que se forma bajo una razón social, sin enunciar 
los nombres de sus asociados, cuyo capital, determi- 
nado de antemano, está dividido en acciones y cuyas 
deudas no están garantidas sino por el haber social, 
sin que los asociados sean personalmente responsa- 
bles de ellas." 
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Difícilmente se encotraría una definición más con- 
cisa y más exacta de lo que debe entenderse por una 
sociedad anónima. 

La fundación de la sociedad v los estatutos deben 
hacerse constar en una acta auténtica ó finnada por 
todos los accionistas; las suscripciones deben hacerse 
por una declaración escrita, en la que se haga refe- 
rencia á los Estatutos. Después de cerrada la sus- 
cripción, salvo el caso en que los estatutos han sido 
filmados por todos los accionistas, debe hacerse cons- 
tar en Asamblea General, y también por documento 
escrito, que el cai3ital está íntegramente suscripto y 
que se ha pagado por lo menos el veinte por ciento 
en dinero efectivo. 

Como toda intervención del gobierno desaparece 
en la nueva legislación suiza, la única garantía que 
se exige es que los estatutos sean depositados por 
los administradores en manos del funcionario en- 
cargado del Registro de Comercio y que sean publi- 
cados en extracto (Art. 621). Desde ese momento 
la sociedad adquiere la personería jurídica y puede 
comenzar á emitir sus acciones (Art. 623). 

En cuanto á la administración, á la marcha y á la 
disolución de las sociedades anónimas, la ley federal 
suiza lo deja todo librado á la acción de los Comités 
de Vigilancia formados por la misma sociedad, á los 
accionistas y á los terceros, quienes del)en ocurrir 
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á los Tribunales en todos los casos en que se trate 
de la violación de la ley ó de los Estatutos. 



He estudiado la legislación de las principales nacio- 
nes de la Europa y algunas de América, donde se ha 
suprimido la intervención del Gobierno en todo lo re- 
ferente á las sociedades anónimas. He dejado sin ha- 
cerlo con las leyes de algunos pequeños estados — 
como Grecia, Montenegro y Finlandia, — que se han 
amoldado á las instituciones de los países que ejercen 
influencia directa sobre ellos. 

Si me hubiera preocupado de ellos no habría hecho 
sino aumentar las páginas de este libro, sin mayor 
provecho, puesto que, cuando se trata de estas ma- 
terias, sólo debe ejercer influencia sobre el espíritu 
del legislador el éxito obtenido por las leyes en los 
grandes centros de población, colocados á la cabeza 
del movimiento económico, comercial é industrial del 
mundo. 

Voy ahora á hacer un breve resumen de las nacio- 
nes donde se conserva todavía el requisito de la au- 
torización oficial para constituir las sociedades anó- 
nimas. 
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II 



PALS?:S DONDE SE REQUIERE LA AITORIZACION GUBERNATIVA, PARA 
LA CONSTITUCIÓN DE LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 



§ 1 

AUSTRIA 

Se ha visto en uno de los párrafos precedentes, al 
estudiar la legislación comercial de Hungría, que en 
este líltimo país se ha establecido la más completa 
libertad de asociación en todo lo que se refiere á las 
sociedades por acciones. 

La legislación comercial del Austria no se ha incor- 
porado á ese movüniento liberal, de manera que, l)ajo 
el mismo cetro imperial del emperador Francisco 
José, están en vigor dos legislaciones completamente 
distintas : una para el Austria y la otra para la Hun- 
gría. 

El primero de estos dos países, que adoptó para sí 
el Código de Comercio alemán de 1861, poniéndolo en 
vigor desde 1863, conserva todavía la exigencia de la 
autorización previa del Gobierno para la organiza- 
ción de las sociedades anónimas. 

Sin embargo, la influencia de las demás naciones 
europeas se ha dejado sentir en distintas épocas, y 
así se ve que en 1875 y 1882 se han presentado pro- 
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yectos de ley suprimiendo esa autorización previa, 
proyectos que no han tenido sanción hasta ahora. (1) 
La autorización para constituirse las sociedades 
anónimas en Austria está hoy regida por un regla- 
mento ministerial que lleva la fecha de 20 de Sep- 
tiembre de 1899, por el que se confiere la facultad de 
acordarla á una (^omisión del Ministerio del Interior, 
liabiendo esa disposición, puramente administrativa, 
venido á modificar las prescripciones legales exis- 
tentes. 

El reglamento de 1899 tiene, sin embargo, la im- 
I)ortancia de establecer una diferencia radical entre 
las sociedades comerciales y las sociedades civiles. 
El compendia los requisitos indispensables para la 
formación de los Estatutos de las sociedades anóni- 
mas exclusivamente comerciales, pero prescinde de 
las compañías del mismo carácter que tengan por ob- 
jeto exclusivo el derecho de los bienes. 

Sin embargo, es menester reconocer que las dispo- 
siciones de 1899 han modificado en Austria substan- 
cialmente las prescripciones del Código de Comercio 
de 1863, en cuanto se refiere á esa misma autorización 
gul)ernativa, prescripta como requisito j^revio á la 
constitución de las sociedades anónimas. 

Hasta 1899, las facultades gubernamentales no te- 



(1) Boletín de la Soriedad de Legislación comparada, 1882, pág. 332 y sig. 
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uían regla alguna á la que debieran sujetar sus pro- 
cedimientos para acordar ó negar la autorización. 
Después del reglamento de esa fecha, los poderes piV 
blicos no tienen hoy más facultad que la de verificar 
si los estatutos se han ajustado á las prescripciones 
vigentes, si ellos no contienen nada contrario á las 
leyes y si los objetos de la sociedad no son de una 
naturaleza tal que puedan perturbar el orden pú- 
blico. 

Ya no tienen, pues, la facultad de tomar en consi- 
deración las probabilidades mayores ó menores de 
grandes éxitos que obtengan las empresas, ni pueden 
negar las autorizaciones cuando los estatutos estén 
de acuerdo con la reglamentación de 20 de Septiem- 
bre de 1899. 

Las prescripciones de este reglamento son, más ó 
menos, las mismas que se exigen en todos los Códi- 
gos para la organización de esta clase de sociedades. 

Es menester, al estudiar la legislación de las socie- 
dades anónimas austríacas, tener i)resente la espan- 
tosa crisis financiera que azotó á esa Nación en 1873, 
obligándola á dictar las leyes de Mayo 13 y de Ju- 
nio 21 del mismo año, la primera modificando los es- 
tatutos del Banco Nacional, para autorizarlo á au- 
mentar su emisión sin garantía metálica, y la segunda 
reduciendo á tres meses el plazo de un año, fijado 
por el Art. 245 del Código de Comercio, como el tér- 
mino que era menester dejar transcurrir antes de que 
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pudiera entregarse á los accionistas el dividendo que 
pudiera corresponderles en las sociedades anónimas 
disueltas. 

Una ley reciente, de 6 de Marzo de 1906, ha intro- 
ducido en Austria las sociedades de responsabilidad 
limitada, ideadas por i)rimera vez por la ley de 20 de 
Abril de 1898 en Alemania. 

Esas sociedades tienen un carácter peculiar, y más 
que asociaciones por acciones, creadas por estatutos 
para la explotación de negocios futuros, se aplica á 
la división en acciones del capital de negocios ya 
existentes y en pleno desarrollo. 

El objeto con que los autores de estas leyes han 
sostenido su conveniencia, tanto en Alemania como 
en Austria, ha sido el de evitar la violenta liquida- 
ción de empresas poderosas, forzada por la muerte 
del empresario ó su quiebra. 

Sucede con mucha frecuencia, v entre nosotros lo 
vemos á cada paso, que un establecimiento próspero, 
industrial ó comercial, perteneciente á una sola per- 
sona, se ve obligado á la liquidación cuando aquel 
propietario fallece ó cuando sus negocios le obligan 
á declararse insolvente. En el j^rimer caso, la diso- 
lución se impone para hacer las particiones de la he- 
rencia entre sus sucesores legítimos; en el segundo, 
para satisfacer á los acreedores. 

La sociedad de responsabilidad limitada, creada 
por la ley de 28 de Abril de 1898 en Alemania, y de 



24S INTERVENCIÓN DE LOS GOBIERNOS 

6 de Marzo de 1906 en Austria, dispone que, el ca- 
pital de esos establecimientos, pueda dividirse en ac- 
ciones entre los herederos ó entre los acreedores, 
cuando á éstos se les hiciese la cesión. Esas acciones 
señalan el límite de la responsabilidad de cada uno 
de los copartícipes, y el establecimiento puede seguir 
funcionando sin que su liquidación sea indispensable. 

Como las acciones son transí eribles y no persona- 
les, los accionistas pueden entrar en fondos sin hacer 
forzosa la disolución de aquella razón social á la que 
pertenecía el establecimiento y so])re el que pudieran 
alegar algún derecho. 

He dado esta breve explicación de esas leyes, que 
sólo sé que rijan en Alemania y Austria, línicamente 
Ijor tratarse de sociedades por acciones, aun cuando^ 
como se ha visto, ellas no tienen el carácter ni de co- 
lectivas ni de anónimas. 

Volviendo á ocuj^arme de la legislación austríaca, 
en cuanto afecta á los objetos de este libro, debo ha- 
cer notar que, si bien es exigida la autorización pre- 
via del Gobierno para la constitución de las Socie- 
dades Anónimas, los poderes públicos no tienen fa- 
cultades de físcalización ni atribuciones para disolver 
esas sociedades. Como en el resto de la Europa, son 
los acídonistas, los terceros y los Ti'ibunales los únicos 
que intervienen en esos casos, salvo cuando se trata 
de concesiones ó privilegios acordados por los Go- 
biernos, circunstancias en que interviene el poder 
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legislativo, como sucedió cuando el gran crak de 1873, 
que es el que ha inspirado al Austria la actitud en 
(jue todavía se mantiene con respecto á las sociedades 
por acciones. 



§ 2 



HOLANDA 

La Holanda no ha seguido el ejemplo progresista 
de la Bélgica, con la que un día estuvo unida. Ese 
país peiTQanece todavía bajo el imperio del Código 
promulgado en 1838. Basta enunciar esta fecha para 
que se comprenda que su legislación no ha sufrido la 
influencia de la que en la Europa continental y en la 
tiran Bretaña, ha producido las prodigiosas transfor- 
maciones que siguieron á las leyes inglesa de 1862 y 
francesa de 1867. 

Los Arts. 36 y 37 del Código holandés exigen la 
autorización previa del Gobierno para la constitución 
de las sociedades anónimas; pero esa facultad está 
completamente restringida. 

El gobierno debe dar la autorización, pero no pue- 
de negarla, siempre que la sociedad que deba consti- 
tuirse no sea contraria al orden público ni el acta de 
constitución contenga disposiciones contrarias á las 
leyes; de manera que le está prohil)ido al Gobierno 
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examinar, tanto los éxitos posibles de la empresa co- 
mo la honorabilidad de sus fundadores. (1) 

Esta disposición del Código holandés me lleva á 
hacer notar que, en todos los países de la Europa 
donde ha existido y donde existe la necesidad de la 
autorización previa del Gobierno para que las socie- 
dades anónimas se constituyan, esa facultad se ha 
ejercido antes de aprobar los estatutos, sin que en 
parte alguna del mundo se haya reconocido á los po- 
deres públicos el derecho de obligar á las sociedades 
anónimas á reformar los estatutos aprobados, por 
simples exigencias de las autoridades administra- 
tivas. 

Cuando se ha tratado de leyes generales que hayan 
modificado disposiciones que figuraban en estatutos 
aprobados, se ha obligado á las sociedades anónimas 
existentes á amoldarse á esas leyes, en virtud del 
principio de que nadie tiene derecho irrevocablemen- 
te adquirido contra una ley de orden público; pero 
los gobiernos, por actos propios, no pueden imponer 
á los accionistas condiciones ni limitaciones que no 
les impusieron al acordarles la autorización. 

Aim cuando la legislación de Holanda no tiene 
aplicación alguna á los objetos de este libro, debo 
agregar que la forma de constitución de las socieda- 



(1) Lyon-Caen & L. Renault, Traite de Droit Coramercial. tomo 2, pág. 018. 
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des por acciones es la misma que rige en el resto de 
la Euroj)a. 

§ 3 
IMÓXACO 

No obstante tratarse del más diminuto estado in- 
dependiente de la Europa, el Principado de Monaco, 
no quiero dejar de ocuparme de la ordenanza de 5 de 
Marzo de 1895, que reglamenta las sociedades anó- 
nimas y en comandita por acciones en el territorio 
de aquel principado. 

Como debe comprenderse, tratándose de un país en 
que todo es tan especial en materia de legislación 
como de costmnbres, en el Principado de Monaco, no 
sólo es necesaria la autorización del Príncipe para 
la constitución de esas sociedades, sino que ellas que- 
dan permanentemente bajo la vigilancia y fiscaliza- 
ción del Gobierno, que puede disolverlas. 

Los treinta y tres artículos que forman toda la 
ordenanza de que vengo ocupándome, prescriben los 
requisitos para la constitución y el funcionamiento 
de las sociedades, no conteniendo nada que pueda 
serme útil para este trabajo. 

§ 4 

RUSIA Y TURQUÍA 

El Imperio de los Czares y el Imperio de los Sulta- 
nes tienen también su legislación comercial codifi- 
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cada, pero me parece que ofendería á mi país, si me 
l)reoeuj)ara de presentarlas como ejemplos que deben 
tenerse presentes al modificar su propia legislación. 

En ambos imperios las sociedades anónimas están 
sujetas á la autorización gubernativa; en Rusia, en 
virtud de la disposición de 6 de Diciembre de 1836, y 
en Turquía de la de 25 de Noviembre de 1887. 

Como la influencia liberal viene haciéndose sentir 
en Rusia desde hace algunos anos, ya se ha tratado, 
en ese país, de suprimir la intervención del Gobierno 
para las sociedades anónimas nacionales, (1) siendo 
casi seguro que el hecho se producirá antes de mucho 
tiempo, no sólo por la eminencia de los jurisconsul- 
tos rusos, cuyo saber ha servido para solucionar, 
muchas veces, arduas cuestiones internacionales, si- 
no porque las necesidades comerciales é industriales 
de tan vasto Imperio exigen la libertad de las socie- 
dades anónimas. 

En Turquía no se ha hecho esfuerzo alguno en ese 
sentido; pero es de esperarse que el triunfo reciente 
del partido de los Jóvenes Turcos, que en estos días 
ha ido al Gobierno, comenzando por moralizar la ad- 
ministración, terminará por introducir también en 
el Imperio Musulmán las ideas liberales que, en ma- 
teria de libertad comercial, hoy imperan en todo el 



U) Anuario de Derecho Comercinl, 1»98, pág. 46. 
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oontionte Europeo, en gran parte de la América y 
hasta en el Asia. 



RESUMEN 

El largo estudio que acaba de leerse, de la legisla- 
ción vigente en toda la Europa, sobre sociedades por 
acciones, tanto colectivas como anónimas, demuestra 
que la ciencia jurídica ha consagrado definitivamente 
la exclusión de la intervención del Gobierno en la 
constitución, en la marcha y en la disolución de esas 
sociedades. 

Sólo han mantenido la exigencia de la autorización 
previa, dos naciones importantes: el Austria y la Ho- 
landa, y los fundamentos de esa actitud se encuen- 
tran, estudiando las situaciones especiales por que 
han pasado esas dos naciones, á causa de tremendas 
crisis que afectaron profundamente sus situaciones 
económicas en cierta épo(*a, debido al agio y á los abu- 
sos de algunas sociedades anónimas, sobre todo ban- 
carias. 

Algo más resulta del estudio de legislación compa- 
rada precedente. La facultad de disolver las socie- 
dades anónimas por actos administrativos, cuando 
se trata de compañías mercantiles, es desconocida, 
aun en aquellos países que conservan la exigencia 
de la autorización previa para la constitución. 
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Se habrá visto que en más de una legislación los 
gobiernos se han reservado la facultad que consagra 
el Art. 342 de nuestro Código de Comercio, permi- 
tiendo á los funcionarios de la autoridad, fiscalizar 
las sociedades anónimas que exploten privilegios ó 
concesiones otorgadas por los poderes piiblicos; pero 
en ninguno de esos países, esa inspección se ha lle- 
vado hasta el extremo que han pretendido reglamen- 
tarla los decretos de 1893 y 1897 del Gobierno ar- 
gentino. 

Como en la última parte de este libro — al ocupaime 
de la reforma necesaria de los Códigos Civil y de Co- 
mercio, en cuanto se refieren á las sociedades anóni- 
mas — deberé tratar sobre ese mismo punto, en este 
breve resumen en que compendio el resultado que 
arroja el estudio de legislación comparada de todas 
las naciones de Europa, sólo quiero dejar constancia 
de que la ciencia jurídica actual está en contra de la 
letra, del espíritu y de la reglamentación de las leyes 
argentinas sobre esta materia. 



TERCERA PARTE 



REFORMAS DE LOS CÓDIGOS CIVIL 
Y DE COMERCIO 

En el largo estudio de legislación comparada que 
se ha leído, habrá podido notarse que la libertad de 
asociación comercial que se ha producido en el mundo 
en los últimos años, ha sido el resultado de leyes par- 
ciales, iniciadas en Inglaterra en 1862 y dictada la 
última en el mismo país en 1907. 

Sin embargo, en la República Argentina la ref onna 
no puede hacerse por medio de leyes especiales. Es 
indispensable que ella se produzca incorporándola á 
las leyes de fondo; es decir, modificando ciertas dis- 
posiciones del Código Civil referentes á las personas 
jurídicas y á los contratos, y en el Código de Comer- 
cio el capítulo referente á las sociedades anónimas. 

En las naciones europeas, regidas por instituciones 
unitarias, las leyes que se dictan tienen aplicación 
general en todo el territorio del país. Entre nos- 
otros, como en Estados Unidos, la facultad del Con- 
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greso Nacional es taxativa y limitada; de manera 
que sólo puede dictar las leyes generales que se enu- 
meran en el inciso 14 del Art. 67 de la Constitución 
Argentina. 

Entre esas leyes generales, como lo he recordado 
anteriormente, tiene el Congreso la facultad de dictar 
los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería que 
deben aplicarse en todo el territorio de la Nación, 
sin que les sea permitido á las legislaturas de Pro- 
vincia introducir en ellos reforma algima. 

De aquí resulta que si la legislación que rige lioj' 
á las sociedades i^or acciones, ha de ser modificada, 
es indispensable que las modificaciones se hagan re- 
formando los artículos de los Códigos vigentes que 
las afecten. 

Aun cuando todas las sociedades anónimas se re- 
putan comerciales, según una disposición expresa 
del Código de Comercio, la existencia de éstas, así 
como su disolución, está regida por las prescripciones 
del Código Civil, que se refieren á las personas jurí- 
dicas, viniendo así á estar sometidas aquellas compa- 
ñías á la doble legislación de fondo que hoy nos rige. 

Sin precisar las reformas que en esos Códigos 
debe introducirse, proyectando los artículos, voy á 
completar este trabajo, señalando los puntos en que 
la reforma es indispensable. 

Esta manera de proceder tiene una explicación al 
alcance de cualquier jurisconsulto. Un Código es 
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un cuerpo de leyes, en el que las diferentes materias 
sobre que legisla, figuran en diversos capítulos y 
distintos artículos, no siempre reunidos en un mismo 
título. 

Esta circunstancia obligaría á revisar todo el Có- 
digo Civil, á fin de suprimir de sus disposiciones todo 
aquello que afecte á las sociedades comerciales, tanto 
en su carácter como personas de derecho, cuanto á 
su manera de constituirse, á su funcionamiento y á 
su disolución. 

En el Código de Comercio tendría que hacerse algo 
semejante, supi-imiéndole todas las referencias al Có- 
digo Civil, declarado supletorio de aquél en muchos 
puntos importantes. 

Esto me obliga á dividir la materia de esta última 
parte de mi libro, en dos (capítulos, destinado el pri- 
mero á indicar las princii:>ales reformas que sería in- 
dispensable introducir en el Código Civil, y el se- 
gundo á las modificaciones necesarias en el Código 
de Comercio. 

I 

MODIFICACIONES PROPUESTAS AL CÓDIGO CIVIL 

§ 1 

PERSONAS jurídicas 

Nuestro Código Civil, al aceptar la designación con 
que el Código de Chile designa á las personas que en 
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otras legislaciones se llaman '' personas civiles'' ó 
* apersonas morales", no ha seguido aquella excelente 
legislación en cuanto á excluir al Fisco, á las Muni- 
cipalidades, á la Iglesia, á las Comunidades Religio- 
sas y á las Sociedades Anónimas, de esa materia le- 
gislada por la ley civil de fondo. 

Debo atribuirlo á la época en que el eminente doc- 
tor Vélez Sársfield escribía esas prescripciones de su 
Código. Si el ilustre jurisconsulto hubiese hecho su 
trabajo en la actualidad, es casi seguro que habría 
aceptado la disposición del Código Chileno, no obs- 
tante las doctrinas del jurisconsulto brasilero Frei- 
tas, á quien ha seguido en este punto. 

Los hechos y la jurisprudencia posteriores á la san- 
ción del Código Civil vigente, señalan la necesidad 
de reformar el Art. 33, amoldándolo más á la verdad 
jurídica y á los intereses públicos. 

De nada vale que ese artículo incluya el Estado Na- 
cional entre las personas jurídicas que él legisla, 
desde que muchas de sus disposiciones no pueden 
serle aplicables. 

^^Las personas jurídicas pueden ser demandadas 
por acciones ci\áles, y pueden hacerse ejecuciones en 
sus bienes", dice el Art. 42 del C. Civil, y no obstante 
esto, la persona jurídica del Estado Nacional no ha 
podido ser demandada ante los Tribunales Naciona- 
les y hoy no puede ser ejecutada en forma alguna. 

Una ley especial ha autorizado las demandas con- 
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tra la Xaeión cuando ésta proceda en su carácter de 
persona jurídica; pero no obstante esa ley, las deman- 
das contra la Nación han sido rechazadas cuando no 
se han presentado con venia del Congreso, aunque se 
tratara de actos que afecten el derecho de los bienes, 
tales como la perturbación en la posesión y el despojo 
de la propiedad raíz. 

No le son tampoco aplicables á esta persona jurí- 
dica muchas otras disposiciones del Código Civil, pe- 
ro bastan las enimciadas para demostrar que la Na- 
ción no debe ser legislada por el derecho comim, ni 
aun cuando se trate de sus actos en el derecho de los 
bienes, como sucede en Chile y en otras partes donde 
una legislación especial las afecta. 

La personería jurídica de las Provincias Argenti- 
nas está tácitamente establecida en el Art. 100 de la 
Constitución Nacional, al darle jurisdicción á la Su- 
prema Corte de Justicia Federal para entender en 
las causas en que ima Provincia sea parte; pero este 
principio constitucional, tutelar de los extranjeros y 
de los argentinos vecinos de otras Provincias, que 
contraten con cualquiera de ellas, no ha bastado para 
incluir á las Provincias como personas jurídicas, re- 
gidas por las disposiciones del Código Civil. 

Esta designación que el Código les ha dado, ha 
producido una grave confusión en nuestra jurispru- 
dencia. Alendóse la Corte Suprema Nacional obligada 
á estudiar un mismo punto y resolverlo, en forma con- 
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tradictoria, segiíii el distinto criterio de los jueces que 
foi-maban el Tribunal al fallar cada caso. 

Para no abundar en citas y no prolongar la termi- 
nación de este estudio, sólo recordaré un caso notable 
por las (consecuencias que produjo para la provincia 
de Buenos Aires. 

Me refiero á los innumerables pleitos promovidos 
contra esta Provincia con motivo del cobro del im- 
imesto llamado de guías. 

Los demandantes pretendían que habían pagado 
indebidamente aquella contribución, por ser ella con- 
traria á la Constitución Nacional, desde que gravaba 
el tránsito y la exportación de la Provincia, de ani- 
males y frutos del país. Promovían una acción por 
restitución de las sumas que habían pagado, apoyán- 
dose en las disposiciones del Código Civil sobre el 
pago indebido. 

En muchos fallos dictados, tanto contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires como contra otras Provincias, 
la Corte Suprema declaró inconstitucional el impues- 
to, y mandó devolver las siunas que se reclamaban. 

Más tarde, habiéndose modificado el personal de 
jueces de aquel alto Tribunal, y presentadas las de- 
fensas de la Provincia en otra forma, en la que se sos- 
tenía que las disposiciones del derecho privado no 
eran aplicables á los Gobiernos que procedía en ejer- 
cicio de sus facultades constitucionales, las que sólo 
estaban regidas por las disi>osiciones del derecho pii- 
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blico, la Suprema Corte de Justicia Federal reaccio- 
nó contra su anterior jurisprudencia, y declaró que 
las disposiciones de los Códigos nacionales no eran 
aplicables á los Estados de la Nación, cuando pro- 
cedían como autoridades. 

Muchas otras argumentaciones podría hacer para 
sostener que las Provincias no deben ser incluidas 
como personas jurídicas, regidas por la ley común 
que reglamenta el derecho de los bienes. Entre otros, 
el más poderoso argumento que puede hacerse es el 
de que, el carácter que, ante el derecho civil, puede 
tener una provincia, tiene que serle atribuido exclu- 
sivamente por su propia Constitución, y, por tanto, 
una ley de fondo de la Nación no puede modificar 
una ley política peculiar á la Provincia, que tiene la 
facultad de dictarla sin intervención alguna del Go- 
bierno Federal, como lo establece el Art. 105 de la 
Constitución Nacional. 

En cuanto á los municipios, declarados también 
personas jurídicas por el Código Civil, basta recor- 
dar que, si bien, la carta fundamental de la Nación 
exige que las Provincias organicen su régimen 
municipal, á fin de ser garantizadas en el go(*e de 
sus propias instituciones, esa disposición no puede 
dar á las nmnicipalidades una personería que sólo 
puede atribuirles la ley peculiar de su creación, dic- 
tada por las Legislaturas de Provincia. 
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La Iglesia, declarada persona jurídica por el cuarto 
inciso del Art. 33 del Código Civil, es una entidad 
moral cuya personificación no es lícito encarnar fuera 
del soberano Pontífice, que es su jefe nato é insti- 
tucional. 

Es menester no confundir la Iglesia á que se re- 
fiere nuestro Código, que no es sino la Iglesia Cató- 
lica Apostólica Romana, con las Iglesias ó las comu- 
nidades religiosas, que están incluidas en el inciso 5 
del mismo artículo. 

Fuera de esas personas jurídicas, nuestro Código 
reconoce en ese carácter *4os establecimientos de uti- 
lidad pública, religiosos ó piadosos, científicos ó lite- 
rarios, corporaciones, comunidades religiosas, cole- 
gios, universidades ... y cualesquiera otras asocia- 
ciones que tengan por objeto el bien común, con tal 
que posean patrimonio propio y sean capaces, por sus 
estatutos, de adquirir bienes". 

No quiero extenderme, tratando especialmente so- 
bre cada uno de estos distintos entes ficticios, siem- 
pre colectivos, á los que nuestro Código atribuye el 
carácter de personas jurídicas. 

Solamente voy á hacer algunas observaciones 
que deben tenerse en cuenta, sino para suprimirlas 
de ese grupo, por lo menos para que se modifique la 
legislación á su respecto. 

Las personas civiles son una mera creación de la 



í 
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ley y, por tanto, sólo pueden existir en virtud de dis- 
posiciones expresas que así lo establezcan. 

Yo sé bien que el Art. 2227 del Código Napoleón 
ya establecía como personas civiles muchas de las 
que figuran en nuestro Código, pero es menester te- 
ner presente que los tiempos han cambiado desde la 
época en que aquel Código fué dictado, y que, en la 
actualidad, no sólo ya no se les reconoce personería 
alguna á las corporaciones y comunidades religiosas, 
como á ciertos establecimientos piadosos y religiosos, 
sino que, política y jurídicamente, muchos Gobiernos 
les han negado hasta el derecho de existir organiza- 
das dentro de sus límites territoriales. 

He dicho que esa negativa incluye también razones 
jurídicas, porque, efectivamente, las comunidades re- 
ligiosas no pueden adquirir derechos ni contraer obli- 
gaciones, según sus estatutos, ni tampoco pueden 
someter á la aprobación del Gobierno sus constitu- 
ciones y reglamentos, condición que es indispensable 
para su existencia como persona jurídica, según ex- 
presamente lo establece el Art. 45 del Código Civil. 

En la actualidad, esa disposición de nuestro Código 
Civil ha producido la necesidad de recurrir al fraude 
para que algunas corporaciones religiosas adquieran 
bienes raíces entre nosotros. 

Es sabido que, á la sombra del derecho de asocia- 
ción garantido por la Constitución, las comunidades 
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religiosas, que no tienen autorización para existir en- 
tre nosotros, fingen organizar sociedades con carácter 
de personas jurídicas, para poder adquirir derechos y 
contraer obligaciones. 

Laurent, en su obra magistral '* Principies de Droit 
Civil'', escrita muchos años después de estar en vigor 
nuestro Código Civil, y sobre todo, después de la lej^ 
belga de 1873, sobre las asociaciones, refiriéndose 
á estos fraudes que se cometen por las coiporaciones 
y establecimientos religiosos, á fin de adquirir perso- 
nería en el derecho de los bienes, dice lo siguiente: 
"Hemos recordado antes el decreto de la Sagrada 
Congregación de la Propaganda, de 15 de Diciembre 
do ] 840, aprobado por el Papa : es un fraude á la ley, 
aconsejado y autorizado por el que se llama "vicario 
de Dios." He aquí lo que dice el decreto, con el 
objeto de permitir á los establecimientos eclesiásti- 
cos poseer bienes, aunque por el derecho les esté 
prohibido: "Se ha encontrado un medio de poseer 
"bienes, formando un contrato de sociedad. Tres ó 
"cuatro miembros de la sociedad poseen los bienes en 
"común, de manera que todos los asociados los apro- 
"vechen durante su vida; ninguno de ellos puede dis- 
" poner de su derecho, ni entre vivos ni por testamen- 
"to; si muere, los bienes permanecen íntegramente en 
"poder de los sobrevivientes. Donde existen socieda- 
"des semejantes, el obispo debe preocuparse de velar 
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*^por que el socio muerto sea reemplazado por otro 
^ * miembro de la misma comunidad. " ( 1 ) 

Por otra parte, el mismo final del inciso 5 del ar- 
tículo 33, exige como requisitos de esas personas ju- 
rídicas, que '* posean patrimonio propio y sean capa- 
ces, por sus estatutos, de adquirir bienes". Estas 
condiciones no son generalmente aplicíables á los es- 
tablecimientos religiosos y piadosos, así como á las 
institu(4ones de caridad, que en vez de poseer patri- 
monio propio ni haber previsto en sus estatutos la 
posibilidad de adquirir bienes, por lo general deben 
su existencia á donaciones, legados ú otras munificen- 
cias de la caridad pública. 

Lo mismo puede decirse de las asociaciones pura- 
mente recreativas y otras semejantes, que no pueden 
en manera alguna figurar como verdaderas personas 
jurídicas, en cuanto al derecho de los bienes, ni estar 
sujetas á las disposiciones que el Código Civil esta- 
blece con respecto á ellas. 

En los Tribunales europeos ha sido muy discutido 
el punto, para resolverse generalmente en contra de 
las personería de semejantes asociaciones que, entre 
otras dificultades, ofrecen la muy seria de la determi- 
nación de sus responsabilidades civiles y de su liqui- 
dación. 



(1) LAUBENT, Principies de Droit Civil, tomo 20, pág. 203. Puede verse en 
esto mismo autor, desde la pnRinii 199 ha*tn la 227, lo que él dice (i propósito 
de mIjOs eonventoa reconstituidos por el fraude». 
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En cuanto á la primera, el Código Civil ha estable- 
cido que '^ninguno de sus miembros, ni todos ellos, 
están obligados á satisfacer las deudas de la cor- 
poración, si expresamente no se hubiesen obligado 
como fiadores ó mancomunado con ella". 

En esa clase de sociedades recreativas, que no 
tienen ninguno los caracteres peculiares de la so- 
ciedad civil, no existe el carácter de personas en 
cuanto se refiere al derecho de los bienes. 

En la generalidad de los casos, entre nosotros, la 
personería jurídica es solicitada, tanto por estas so- 
ciedades recreativas como por las sociedades que po- 
seen hospitales, y otros institutos, sin más objeto que 
el de adquirir los inmuebles donde funcionan sus pro- 
pios establecimientos. 

Desde que no es más que este el objeto que se les 
atribuye, y desde que esas personas del derecho civil 
no constituyen verdaderas sociedades civiles, habría 
conveniencia en que nuestro Código fuese reformado, 
legislando sobre ellas, lo mismo que sobre las demás 
asociaciones que no tienen el carácter de personas 
jurídicas, pero que existen y que funcionan, pose- 
yendo bienes que no pueden figurar á su nombre, no 
obstante pertenecerles. 

En todas estas asociaciones, tanto de caridad, hos- 
pitalarias ó recreativas, los socios, como se llaman á 
sí mismos, no tienen más obligaciones que pagar una 
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cuota mensual, que se destina al sostenimiento de la 
institución. 

Todas ellas poseen bienes muebles, y algunas ad- 
quieren inmuebles, ya sea ejerciendo funciones de 
la personería jurídica solicitada del gobierno, ya sea 
liaciendo esas adquisiciones al nombre personal de su 
Presidente ó al colectivo de sus Directorios. 

En Europa y, sobre todo, en Francia y en Bélgica, 
se han producido casos en que, por la disolución de 
una sociedad, no se lia sabido cómo debe hacerse la ad- 
judicación de los bienes que tienen, después de paga- 
das las deudas de la sociedad disuelta. 

Los socios actuales, en el momento de la disolución, 
se han pretendido copropietarios, exigiendo que los 
bienes fueran distribuidos entre ellos; pero los here- 
deros de los socios fallecidos se han opuesto, preten- 
diendo que también ellos tenían derecho á esos bienes, 
puesto que sus causantes habían contribuido á for- 
mar el fondo común que existía en el momento de la 
disolución. 

La jurisprudencia, á este respecto, ha sido varia, 
sin que pueda invocarse una definitiva. 

No sucede lo mismo en los Estados Unidos, donde 
invariablemente se ha establecido por los Tribunales 
que, en los casos en que una sociedad de ese género 
se disuelva, sin que la liquiden sus miembros, ó si se 
extingue por la muerte de sus asociados, todos sus 
bienes, muebles é inmuebles, pasan al Estado como 
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una propiedad equiparada á las herencias vacantes. 

Entre nosotros sólo hay un caso resuelto por la 
Suprema Corte de Justicia Federal que sea aplicable 
al punto de que me ocupo, y que puede servir para in- 
terpretar el alcance de nuestra ley civil á su res- 
13ecto, puesto que ha sido dictado con posterioridad 
á la promulgación del Código. 

En 1877 el provincial de la Orden de Mercedarios, 
residente en Córdoba, se presentó al Gobierao de Ca- 
tamarca, reclamando la devolución del Convento y 
los bienes que pertenecieron á dicha Orden y que se 
hallaban ocupados i^or el Colegio Nacional. El Go- 
bierno de Catamarca mandó que el peticionante ocu- 
rriese al Gobierno Nacional, en cuyo poder se en- 
contraban los inmuebles reclamados. 

Tramitado el asunto, el Procurador General sos- 
tuvo que, habiéndose extinguido en 1826 la Orden de 
Mercedarios en Catamarca, y no habiéndose permi- 
tido, por el Congreso, su restablecimiento, no tenía 
personería el gestionante para hacer el reclamo que 
deducía. 

Con estos fundamentos, el Gobierno Nacional re- 
chazó la reclamación. 

Concedida la venia para llevar la cuestión á la 
Corte Suprema, el provincial de la Orden de Mer- 
cedarios de Córdoba entabló su demanda, fundándola 
en largos considerandos históricos, con los que pre- 
tendía justificar sus derechos. 



EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 269 

Informando á este respecto, el Procurador General 
dijo: ^^A la incapacidad del demandante, se agrega 
que se pretende hacer valer los derechos de un con- 
vento que no existe. Todo convento que tenga menos 
de ocho frailes queda extinguido ''ipso jure", y ha- 
biendo muerto en 1822 el último fraile del convento 
de Catamarca, claro es que quedó extinguido de he- 
cho. Por consiguiente, nadie puede hoy tomar su re- 
presentación para reivindicar sus bienes." 

La Suprema Corte Federal falló en estos términos : 
*' Vistos: de confonnidad con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador General en su precedente 
vista, no ha lugar á la demanda entablada." (1) 

Los casos de estas disoluciones ipso jure de so- 
ciedades sin personería jurídica, que tengan bienes, 
no están legislados por el Código Civil, ni en la parte 
en que se ocupa de este género de asociaciones, ni 
cuando trata de la disolución de las sociedades. 

¿ Qué debe hacerse con los bienes muebles é inmue- 
bles pertenecientes á esa clase de asociacions? ¿Qué 
debe hacerse con los bienes pertenecientes á otras 
asociaciones que se extinguen por la muerte de todos 
sus asociados, aunque no se trate de corporaciones 
i'eligiosas sino de sociedades recreativas? Nada ha 
dicho el Código Civil á este respecto, y, sin embargo, 
es indispensable que la legislación sea previsora, pre- 



(1) Fallos, etc., Serie 2, tomo 7, pág. 92. 
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(•isa, infalible, en todo lo que se refiere al derecho de 
los bienes. 

En mi práctica de abogado fui consultado en un 
caso que tiene alguna atingencia con la materia de 
que me ocupo. 

Se trataba de una sociedad recreativa, de las mu- 
chas que hoy abundan, sin personería jurídica. Con 
el objeto de evitar el pago de altos alquileres, la so- 
ciedad adquirió con sus fondos propios un inmue- 
ble, pero como no podía escriturarlo á su nombre, por 
carecer de personería, la escritura se hizo al nombre 
individual del Presidente de esa asociación. 

Algunos años más tarde ese Presidente falleció, y 
entre sus papeles se encontraron los títulos de la 
propiedad, en la que al nombre del pseudo-propieta- 
rio precedía la designación ** Presidente de la Socie- 
dad KK'' 

Los herederos se pretendieron dueños del inmue- 
ble ; la sociedad lo reclamaba como de su pertenencia, 
iniciándose el consiguiente pleito. 

Como la sociedad no estaba reconocida como per- 
sona jurídica, le fué negado el derecho de aparecer 
en juicio por medio de un representante, negándoles 
igual derecho á su comisión directiva y á la totalidad 
de sus miembros actuales. 

En esas circunstancias fui yo consultado. Confieso 
que lo extraño del caso me sorprendió, no encon- 
trando mejor consejo jurídico que el de una tran- 
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sacción, consejo que fue aceptado con placer por los 
lierederos, que sabían que no tenían derecho al bien 
que reclamaban, pero que encontraron un abogado 
que, encerrado dentro del estricto tecnicismo del Có- 
digo Civil vigente, les patrocinó al entablar su de- 
manda. 

Lo expuesto demuestra la necesidad imperiosa que 
hay de reformar nuestro Código Civil en cuanto se 
refiere á las personas jurídicas y á las asociaciones 
que no tienen ese carácter. 

Independientemente de los puntos que he indicado 
con brevedad, hay muchos otros que reclaman la 
atención del legislador sobre esta materia, pero como 
son ajenas á los objetos con que escribo este libro, 
prescindo de ocupanne de ellos. 



§2 



SOCIEDADES ANÓNIMAS, BANCOS Y COMPAÑÍAS DE SEGUROS 

He dejado, intencionalmente, para tratarlas en ca- 
pítulo distinto del anterior, otras tres personas jurí- 
dicas que enumera el inciso S."" del Art. 33 del Código 
Civil: las sociedades anónimas, los bancos y las com- 
pañías de seguros. 

Después de la sanción del Código de Comercio vi- 
gente, estas tres clases de asociaciones no han queda- 
do legisladas por el Código Civil sino de una manera 
imperfecta, incorrecta y que sólo sirve i)ara crear di- 
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ficultades en la marclia de las sociedades y en los 
fallos que tenga que dictar la justicia en muchos 
casos. 

El primero de los inconvenientes que presenta esta 
doble legislación respecto á esas sociedades comer- 
ciales, es la autorización previa para constituirse que 
exige el Art. 45 del Código Civil. 

Toda la dificultad desaparecería con im simple ras- 
go de pluma, trazado por el Congreso en el inciso 5."" 
lecordado, suprimiendo esas tres asociaciones del 
grupo de las personas jurídicas. 

Para demostrar que ellas no deben seguir figu- 
rando en el Código Civil y sí sólo en el Código de 
Comercio, me bastará hacer una breve comparación 
de las disposiciones que actualmente rigen á las so- 
ciedades civiles y las que rigen á las sociedades co- 
merciales en el Código de Comercio. 

El Art. 1662 del Código Civil establece que ''el con- 
trato de sociedad puede ser hecho verbalmente ó por 
escrito, por instrumento público ó por instrumento 
privado ó por correspondencia". 

El Art. 289 del Código de Comercio manda impe- 
rativamente que ''todo contrato de sociedad debe re- 
dactarse por escrito cuando recae sobre cosa cuyo 
valor excede de mil pesos nacionales. La escritura 
de sociedad puede ser pública ó privada. Laj5 so- 
ciedades anónimas y las en comandita por acciones, 
deben constituirse por instrumento público". 
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La diferencia es substancial. En las so(*iedades ci- ^ 

viles no es necesario el instrumento público, ni si- | 

quiera el instrumento privado, para la constitución 
de una sociedad que puede constituirse verbalmente. 

Por el Código de Comercio, es indispensable que la ] 

sociedad se constituya por escritura privada ó pú- 1 

blica; pero tratándose de las sociedades por acciones, j 

en cualquiera de sus dos formas, entonces no sólo es 
necesaria la escritura pública, sino los miiltiples otros 
requisitos que ha establecido el Código de Comercio, 
tales como los de inscripción y publicación de sus es- 
tatutos, etc. 

En las sociedades civiles se admite la prueba de la 
existencia de la sociedad por medio de cualesquiera 
papeles privados, en tanto que en las sociedades co- 
merciales anónimas no se admite prueba alguna fuera 
de la escritura pública y del registro de sus estatutos. 

Los instrumentos privados que alteren lo conve- 
nido en un instrumento público, producen efecto en- 
tre los socios, según el Art. 1194 del Código Civil, 
en tanto que, según el iiltimo acápite del Art. 291 del 
Código de Comercio, **toda cláusula ó condición re- 
servada, contraria á las cláusulas ó condiciones con- 
tenidas en la escritura de sociedad, es nula y de nin- 
gún valor". 

Esta evidente contradicción entre nuestras dos le- 
gislaciones de fondo, da margen á frecuentes pleitos, 
del)idos á la ignorancia del derecho de muchos 
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asociados. Conozco un caso en el que se fií-mó una 
escritura pública, por la que se celebraba un contrato 
de capital é industria del derecho comercial, para 
la explotación de una casa de comercio establecida, 
filmándose en la misma fecha un dociunento privado 
por el que se declaraba que aquella escritura pú- 
blica era la garantía de un préstamo á interés entre 
las personas que aparecían como asociados, debiendo 
aquélla quedar sin efecto, una vez que el deudor 
abonase á sus prestamistas su deuda. 

Producidas dificultades entre los signatarios de 
los dos documentos, el público y el privado, como 
la cuestión tuvo que llevarse ante los Tribunales 
Comerciales, en ellos fué alegada la nulidad de 
documento privado, fundándose en el artículo 291 
del Código de Comercio recordado. 

La gravedad de esta contradicción, implica la ne- 
cesidad de refonnar uno y otro Código, á fin de 
establecer una sola legislación sobre materia tan 
importante y de tan frecuente aplicación entre nos- 
otros. 

La falta de pago de las deudas de una sociedad 
civil, no produce su quiebra, sino en el caso evidente 
de insolvencia, y esto, á requisición de los acree- 
dores. La quiebra es la consecuencia forzosa de la 
falta de pago de una sociedad comercial. 

Lo que acabo de exponer es aplicable á todas las 
sociedades civiles y comerciales, pero tratándose es- 
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pecialniente de las sociedades anónimas, de los 
bancos y de las compañías de seguros, colocadas en- 
tre las personas jurídicas por el Código Civil, me 
basta recordar que, tanto para su constitución como 
para su funcionamiento y su disolución, el Código 
de Comercio exige muchos requisitos, enumerados en 
él, según la naturaleza de la sociedad de que se trate, 
que el Código Civil no exige para ninguna de las 
sociedades que en él se legislan. 

Esto tiene una explicación sencillísima. Nuestro 
Código Civil está en vigor desde 1870. El actual 
Código de Comercio empezó á regir el 1.° de Mayo 
de 1890, y, posterioimente, tres leyes han modifi- 
cado algimas de sus disposiciones, sin incluir la Ley 
de quiebras, que ha alterado substancialmente un 
Capítulo íntegro de aquel Código. 

Además, actualmente hay varios proyectos en el 
Congreso, tendentes á refoi-mar también nuestra le- 
gislación comercial; de manera que se ha demostrado, 
evidentemente, la necesidad de ir modificando nues- 
tra legislación de fondo, á medida que el desenvolvi- 
miento de nuestro país exige esas reformas. 

En cuanto se refiere á las sociedades mercantiles, 
la necesidad de separarlas de la legislación civil, hoy 
no se discute en ninguna parte del mundo. Lo he 
demostrado en las páginas precedentes de este libro. 

Con respecto á la exigencia del Código Civil de 
la autorización previa del Gobierno para constituir 
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las personas jurídicas sobre las que él legisla, está 
demostrado que, en el espíritu del Congreso, no de- 
ben seguir figurando entre esas personas jurídicas, 
las sociedades anónimas, los bancos y las compañías 
de seguros, por el heclio mismo de haber legislado 
especialmente sobre estas materias, en el Código de 
Comercio y en otras leves, aun cuando lo hava hecho 
sin derogar expresamente las disposiciones que sobre 
esa clase de sociedades contiene la ley civil de fondo. 

El momento de establecer la diferencia radical 
(como se ha hecho ya en casi todos los países del 
mundo), entre lo que son sociedades comerciales y 
lo que son sociedades civiles, es precisamente el 
momento actual, en que el desenvolvimiento de 
nuestra grandeza toma tales impulsos, que nos es 
indispensable aprovechar de todos los capitales, 
grandes y pequeños, para consagrarlos á la obra co- 
mim de nuestro progreso material y moral. 

Los prejuicios que dominaron nuestras anteriores 
legislaciones, que nos llevaron á legislar en nuestros 
Códigos hasta sobre la Iglesia y las comunidades re- 
ligiosas, han desaparecido en nuestros días, cuando 
han pasado cerca de cuarenta años desde la fecha 
en que aquellas leyes fueron sancionadas. 

Estamos llamando la atención del mundo por el 
grandioso porvenir que nuestro presente pronostica; 
se nos considera un pueblo libre, moderno, capaz de 
comprender y de aplicar todas las instituciones que 
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hoy practican las naciones más civilizadas de la tie- 
rra, y sin embargo, estamos todavía aferrados á las 
viejas teorías, en que el temor de fraudes y do 
complicaciones, hacían intervenir al Gobierno en to- 
das las manifestaciones en que el capital se presen- 
taba fonnado por aportes colectivos de mayor ó de 
menor número de personas. 

Es inexplicable esta incongruencia. El esj)íijtn 
ilustrado del doctor Dalmacdo Vélez Sársfield, le 
llevó á introducir en su Código Civil dos reformas 
trascendentales sobre la antigua legislación españo- 
la, con la tendencia manifiesta de dar mayor estabi- 
lidad á los negocios, y facilitar la colocación del 
dinero. 

Esas dos grandes reformas fueron la supresión de 
la ''hipoteca tácita" que la mujer tenía sobre los 
bienes sociales, hasta la integración de su dote es- 
timada, y la abolición del privilegio de *4a lesión 
enorme y enormísima'' que tenían los menores res- 
pecto á la enajenación de sus bienes en condiciones 
desfavorables ó ilegales. 

Aquel era im principio de emancipación del capital, 
y era una supresión de la tutela de la ley sobre esos 
dos seres humanos que no tienen, personahnente, el 
ejercicio de sus derechos civiles como personas. 

El Código ha dejado al interés privado, y á las 
resj^onsabilidades personales establecidas para los 
guardadores de los menores, todo lo referente á la 
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dote de la mujer casada y á los bienes de los inca- 
paces. 

Ni siquiera la complicidad de un tutor ó curador, 
puede perjudicar á los terceros que adquieran bie- 
nes de menores, porque la rescisión por causas de 
^ lesión enorme ó enormísima", ja. no existe. 

Y si esto sucede en el derecho civil, ¿cuáles son 
los fundamentos en que puede apoyarse esta tutela 
que está empeñado en mantener el Estado Argen- 
tino sobre los capitales empleados en sociedades por 
acciones, en Bancos y otras asociaciones en que in- 
tervienen personas innumerables, bajo distintas de- 
signaciones? 

El secreto del engrandecimiento de los Estados 
Unidos, es el que han condensado sus estadistas en 
cuatro palabras, que importan el más sabio de los 
programas de gobierno: ^'Least govemment, best go- 
vermnenf: — '^El mínimo Gobierno, el mejor Go- 
bierno." 

Allí, á diferencia de la República Argentina, la 
acción gubernativa no se siente, dejando todo al es- 
fuerzo individual y al propio celo del interesado. 

El Estado interviene haciendo concesiones ú otor- 
gando privilegios, lo que implica decir que los ob- 
jetos que se destinan á la explotación no son de 
aquellos que, ordinaria y comunmente, sirven para 
organizar compañías ó sociedades mercantiles ó in- 
dustriales privadas. 
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Lamento que, dados los propósitos de este libro, 
no me sea lícito recordar la legislación norteameri- 
cana, sino, como lo he hecho, incidentalmente y por 
YÍa de comparación con nuestras instituciones cons- 
titucionales. 

Habiéndome propuesto estudiar la legislación de 
los países que he visitado últimamente, y donde he 
podido observar los efectos benéficos de esa legisla- 
ción, — no he incluido en este libro sino lo que en otros 
se dice respecto á la influencia de las sociedades anó- 
nimas en los Estados Unidos, puesto que no he podido 
penetrarme personalmente del acierto ó del error de 
criterio con que sus autores juzgan hechos materiales. 

No habiendo visitado los Estados Unidos, no he 
debido decir nada más á su respecto. 

Sin embargo, por las pocas referencias que he 
hecho en el curso del trabajo á fallos de los tribu- 
nales norteamericanos, habrá podido comprenderse 
que, en aquella gran nación, acaso exista exceso de 
libertad para las sociedades anónimas ; pero, segura- 
mente, no hay restricciones al desenvolvimiento de 
sus capitales aplicados á las finanzas, al comercio y 
á las industrias. 
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II 

REFORMAS NECESARIAS EN EL CÓDIGO DE COMERCIO 

§1 

LA AUTORIZACIÓN PREVIA DEL PODER EJECUTIVO 

No basta emancipar á las sociedades comerciales 
de las disposiciones del Código Civil que todavía 
las afectan en la República Argentina. Es menes- 
ter que la reforma urgente alcance también al Có- 
digo de Comercio, modernizándolo, si me es permi- 
tido el empleo de esta palabra, tratándose de un 
Código que fué reformado, por última vez, en 1902 
por la ley de quiebras. 

Y no debe extrañarse este anhelo de mi parte, cuan- 
do eminentes jurisconsultos extranjeros lo han ma- 
nifestado recientemente. 

Carpentier y Frerejouan du Saint, en la obra mo- 
numental que acaban de tenroinar, reemplazando el 
anticuado Repertorio y anuarios de Dalloz, extrac- 
tando, en el tomo XXXVI, página 8-12, el actual 
Código Argentino, comienzan el párrafo 6365 con las 
palabras siguientes: 

*' Sociedades anónimas — A pesar de su fecha re- 
^' ciente, y aun cuando se hayan inspirado en las 
'* reformas introducidas por los diversos Estados 
** en su legisla(dón comercial en el momento de su 
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'* promulgación, el Código Argentino somete tocla- 
** vía á las sociedades anónimas á la autorización 
'' jn'evia del Poder Ejecutivo, aunque es verdad que 
*' esta autorización deberá ser acordada, de acuer- 
'' do con el artículo 318, siempre que la fundación, 
" la organización y los estatutos estén de acuerdo 
'' con las disposiciones del Código y que el objeto 
** de la sociedad no sea contrario al interés público/' 

El tomo de la obra de que traduzco el párrafo 
precedente lleva la fecha de 1904, y sus autores 
están hoy reputados en Francia y en la Europa la- 
tina como los más notables compiladores y comen- 
taristas del derecho moderno. 

Esas opiniones robustecen mi empeño cuando sos- 
tengo la necesidad de reformar precisamente ese 
artículo 318, en la última parte de su inciso 4.°, 
cuando reclama que la sociedad anónima *'haya sido 
autorizada por el Poder Ejecutivo", antes de quedar 
constituida. 

No me corresponde siquiera la gloria de haber 
sido el primero, en la República Argentina, que 
haya impugnado esa disposición. 

Apenas promulgado el Código de Comercio de 
1890, á principios de 1892, publicaba el doctor don 
Lisandro Segovia su notable obra *^ Explicación y 
crítica del nuevo Código de Comercio de la República 
Argentina". 
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Criticando esa parte transcripta del artículo 318, 
que exige la autorización del Poder Ejecutivo para 
la constitución de las sociedades anónimas, dice lo 
siguiente : 

''La tutela del Poder Ejecutivo aquí establecida, 
ha sido eliminada en todas las leyes europeas y en 
la brasilera de Noviembre 4 de 1882, por ser sus 
inconvenientes mucho mayores que sus ventajas, y 
ha sido sustituida por una amplia publicidad de los 
actos sociales y de las condiciones de la constitución 
de la sociedad y por otras precauciones más adecua- 
das y eficaces. Por último, á pesar de los abusos 
cometidos en Europa desde hace algunos años, el 
Congreso de París de 1889 fué también de parecer, 
que si se puede aceptar en una medida racional y 
discreta la tutela de la ley, se debe rechazar la tu- 
tela del Gobierno, que es cosa muy distinta. Estas 
mismas ideas sostuve en mi proyecto de Código; 
pero, como en muchas otras ocasiones, se ha adop- 
tado la doctrina menos liberal; la que ensancha la 
ingerencia de la ley y de la autoridad, con menos- 
cabo de la libertad de asociación garantida por la 
Constitución Nacional. Esta vez no es la Europa 
la retardataria, y pronto sabremos los abusos come- 
tidos por varias sociedades anónimas con el cebo de 
la autorización gubernativa. Quedamos así acom- 
pañados del Principado de Servia, que es la única 
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nación europea que mantiene la intervención y auto- 
rización del Ministerio de Hacienda. '^ (1) 

El pronóstico del jurisconsulto Segovia se ha cum- 
plido, desgraciadamente, con exceso. 

**E1 cebo de la autorización gubernativa'', ha ser- 
iado para atraer, como accionistas, de muchas so- 
ciedades anónimas, especialmente las explotadoras 
de minas, á pequeños capitalistas que llevaron á sus 
cajas, sus ahorros, halagados por el lucro y las venta- 
jas ofrecidas en los Estatutos y en los Prospectos pu- 
blicados al abrir las suscripciones. 

Esas sociedades anónimas sin base cierta, y que 
casi pueden considerarse fraudulentas, lejos de re- 
huir la autorización del Poder Ejecutivo, la buscan 
y la persiguen con insistencia, seguras de poderla 
explotar como si tuviese la importancia de una ga- 
rantía de la solidaridad de la asociación y de las 
■seguridades del éxito. 

Fueron precisamente estas causas las que deci- 
dieron á los legisladores europeos á sustituir esa 
peligrosa é inútil autorización gubernativa, por la 
vigilancia de los mismos interesados, ya como accio- 
nistas ó como terceros acreedores, y sobre todo, por 
la constante publicidad de los balances y de los 
actos de las sociedades anónimas, así como por las 



(1) SEOOVIA, obra citada, tomo I, pfig. 3G2, nota número 1153. 
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severas penalidades impuestas á los fundadores que 
cometían falsedades en los Prospectos y á los admi- 
nistradores que publicaban datos inexactos. 

Todos los demás comentaristas del Código de Co- 
mercio Argentino, incluso los estudiantes de la 
Universidad que han terminado su carrera, escri- 
biendo Tesis para el doctorado sobre *' Sociedades 
anónimas", han coincidido en las mismas ideas de 
libertad para las asociaciones comerciales. 

Es, pues necesario, por honor del país y por 
bien del progreso, suprimir del artículo 318 del 
Código de Comercio, esa traba al desenvolvimiento 
de las sociedades anónimas honestas, que representa 
la autorización del Poder Ejecutivo, y ese cebo para 
las asociaciones deshonestas que representa esa mis- 
ma autorización. 

Y todavía si ella se hubiera ejercido, en la práctica, 
en los límites taxativos precisados en el Art. 318, 
acordándose la autorización siempre que ella fuese 
solicitada, sujetándose los estatutos y los procedi- 
mientos á las disposiciones de la ley; todavía si 
nuestros Gobiernos hubiesen intei'pretado su facul- 
tad, dándole el alcance extrecho que precisan Car- 
pentier y Frerejouan en el párrafo transcrito de su 
obra, — entonces la disposición cuya desaparición 
persigo no habría producido los pésimos resultados 
que hoy se notan. 
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Cuando el Presidente Quintana nombró una Co- 
misión Parlamentaria para proyectar la reforma de 
nuestra ley sobre organización de las sociedades 
anónimas, no se preocupaba de la autorización guber- 
nativa. 

Por el contrario: lo que buscaba era una ley 
general de orden piiblico, que obligase á las socie- 
dades anónimas ya organizadas, á reconstituirse de 
nuevo sobre las bases de la nueva legislación, con- 
vencido de que existen Estatutos aprobados por el 
Poder Ejecutivo, al pie de cuya aprobación él nunca 
habría puesto su firma. 

§ 2 

LAS CONCESIONES Y LOS PRIVILEGIOS 

El artículo 342 del Código de Comercio, legislando 
sobre una base distinta de la establecida en el 
Art. 318, vuelve á hablar de la intervención de las 
autoridades en el funcionamiento de las sociedades 
anónimas. 

Allí no se habla ni de autorizaciones acordadas 
por el Poder Ejecutivo para constituirse sociedades 
anónimas comerciales, ni se fijan reglas generales 
con respecto á esa clase de compañías. 

Dentro de la legislación especial contenida en el 
Cóíiiíro de Comercio, el artículo 342 constituye otra 
especialidad taxativa, aplicable exclusivamente á 
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''las sociedades anónimas que exploten concesiones 
hechas por autoridades ó tu^ie^an constituido en su 
favor cualquier privilegio." 

En otros capítulos de este libro, al estudiar la 
legislación vigente y el decreto de 30 de Abril de 
1897, me he ocupado extensamente del imico al- 
cance que jraede darse á la fiscalización de ciertas 
sociedades anónimas que él autoriza, por parte do 
las autoridades que, respectivamente, hubiesen he- 
cho la concesión ó acordado el privilegio. 

Voy aquí á tratar solamente de la (conveniencia 
de la reforma de esta disposición de nuestra ley de 
fondo comercial, dando para ello, sobre todo razo- 
nes de un orden constitucional. 

La lealtad me obliga á consignar que, en muchas 
legislaciones europeas y en no pocas leyes nacionales 
y lo(*ales de los Estados Unidos, figuran cláusulas 
que autorizan la fiscalizaídón de los Poderes Públi- 
cos, en las sociedades anónimas que exploten con- 
cesiones ó privilegios acordados por la autoridad. 

Sin embargo, esa cláusula está siempre incluida 
en la ley ó en el decreto en que se otorga el privi- 
legio ó se hace la concesión, variando según la na- 
turaleza y el objeto de la explotación que deba ha- 
cerse. 

En estos casos esa intervención de las autoridades 
en la marcha de las compañías, tiene ima doble ex- 
plicación: 1." que es una (rondición impuesta al 
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concesionario; 2/ que se trata de una explotación 
que no está en el derecho común, ni puede hacerse 
por cualquier individuo ó asociación, desde que, 
para poder realizarla, se necesita de un acto legis- 
lativo ó administrativo que acuerde la concesión ó el 
privilegio. 

La disposición que contiene nuestro artículo 342 
está tomada de los Códigos de Comercio de los paí- 
ses unitarios de la Europa, donde las concesiones 
y los privilegios se hacen siempre por el Poder 
Central ó por las autoridades que de él dependen. 

En esos casos puede existir una disposición ge- 
neral, aplicable á todo el territorio de la Nación. 

Entre nosotros, como en Estados Unidos, no su- 
cede lo mismo. Tanto el Gobierno Federal como cada 
Gobierno de Provincia tiene facultad constitucional 
para hacer concesiones y acordar privilegios, estando 
autorizados para establecer, en la ley ó en el decreto 
que los otorgue, las condiciones de fiscalización, de 
responsabilidad y aun de caducidad, que la autoridad 
respectiva encuentre conveniente. 

Así sucede en cada uno de los Estados parciales 
de la Unión Americana, donde, á pesar de existir 
los Códigos que contienen la legislación de fondo 
permanente, es en las leyes especiales que acuerdan 
l>rivilegios ó que hacen concesiones, en las que se 
consignan las facultades de inspección, fiscalización 
y disolución de aquellos, que el Estado se reserva. 
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Y es tanto esto así, que en la jurisprudencia de 
los Estados Unidos, vasta é invariable, se ha es- 
tablecido que esos privilegios ó concesiones son 
verdaderos contratos, que no pueden ser alterados 
sino con estricta sujeción á sus cláusulas expresas. 

Este principio se ha hecho extensiA'o á los estatutos 
de todas las asociaciones privadas (prívate corpo- 
rations), como lo he dicho precedentemente; y, se- 
gim lo expresa Campbell Black en su obra: *'La 
doctrina como hoy se encuentra establecida y está 
universalmente aceptada, puede condensarse en los 
términos siguientes: Los estatutos (Charter) de una 
sociedad privada, es un contrato, en el sentido de la 
Constitución de los Estados Unidos, entre el Estado 
que otorga el estatuto y la coiporación creada por 
¿1, y cualquier provisión constitucional ó acto de la 
Legislatura para alterar, ya sea aumentando las fa- 
cultades del Estado sobre la sociedad (Body Cor- 
porate) ó disminuj^endo su franquicia ó alterándolo 
en cualquier punto material, es repugnante á la 
Constitución y nulo." (1) 



(1) Campbell Black, Obr. cit. p. 24. — En una de las precedentes páginas, 
cfret'í citar la jurisprudencia de la Suprema Corte de Estados Unidos, y de los, 
Estados parciales, que han concluido por consagrar definitivamrnte esa doctrina. 
He aquí los numerosos (' importantísimos fallos que pueden con'-ultar»c por quien quie- 
ra ilustrarse sobre este punto: Fletcher v. Peck, 6 Cranch 133; Darmauth College 
V. Woodwavd, 4 Wheaton 518; Green v. Biddle, 8 Whet. 1; Providence Bank v. 
Billings, 4 Peters, 514: Planters Bank v. Sharp, 6 Iloward 301: Trustees v. In- 
diana, 14 How. 268: Piqua Bank v. Knoop, 16 How. 369; Bridí:e Proprietors 

V Hohoken. 1 Wall 116: Hawthorne v. Calef, 2 Wall. 478: Delaware R-iilsoad 
Tax. 18 Wall 206; Greenwood v. P'reight Co,. 105 U. S. 13; New Orleans Gas 
Tiiglit V. Louisiana Light and Heat Ce, 115 U. S. 650; New Orleans Water Works 

V RivprP, 115 r. S. 674: Lincoln Bank v. Richardson. 1 Me. 79; Yarmuuth 
V. Xorth Yarmoulh, 34 Me. 411; Ccffin v. Rich, 45 Me. 507; States v. Noyes. 47 
Me. 189, 205; Backus v. Lebanon, 11 N. H. 19; Grammar School v. Burt, 11 
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f Nada puede decirse más terminante y expreso que 

esa jjurispiTideneia. 
Como lo he manifestado, ella se apliea en Estados 

^ Unidos á todas las sociedades denominadas corpora- 

tions y tam}3ién á la joint stock companies, que son 

i nuestras sociedades anónimas ; pero si se pretendiese 

que ella es inaplicable entre nosotros á estas últimas, 
porque ellas están regidas por un Código de Co- 
mercio Nacional, y en Estados Unidos cada Estado 
tiene el suyo propio, entonces me apoyaría j)ara sos- 
tener la supresión del Art. 342, en su evidente in- 
constitucionalidad, por usurpar facultades privativas 
de las Provincias. 

Las condiciones en que éstas han de acordar pri- 
vilegios ó hacer concesiones á particulares ó á empre- 
sas, no pueden serles detenninadas, impuestas ni 
restringidas por una ley del Congreso, y eso es lo 
(jue signifií»a el artículo 342 del Código de Comercio. 
Ese artículo no se limita á establecer el derecho 



Vt. 632; Wales v. Stetson, 2 Mass. 146; King v. Bank, 15 Mass. 447; Nichols 
V. Bertram, 3 ripk 342; Ontral Bridge v. Lowell, 15 Gray 106: Brifchtou 
V. Wilkinson, 2 Alien 27; Washington Bridge Co. v. State, 18 Oonn. 53; Lothrop 
V. Stedinan, 42 Conn. 583; People v. Manhattan Co., 9 Wend 351; Brown v. Hu- 
inemel, 6 Pa. St. 80; Commonwealth v. Cnllen, 13 Ca. St. 133; Tron City Bank 
V. Pittaburgh, 37 Pa. 8t. 340; Chincleclamauehe Lumher Co. v. Comrao'nweath, 
100 Pn. St 438: Zabmkio v. Railroad, 18 N. Y. Eq. 178; Lehigh Walloy R. R. 
V. Me. Forlan, 31 N. Y. Kq. 706; Bailey v. Railroad 4 Haw (Del) 389; Canal 
Co. V. Railroad Co., 4 Gilí y Y. 1; Nowi« v. Trustees 7 Gil y Y. 7; Regents 
V. William», 9 Gilí y Y. 365; Bank of the Dominion v. Me. Veigh. 20 Gratt 457; 
Mills V. Williams 11 Tred. 558; Bank of State v. Bank of Cape Je«r. 13 Tred. 
75: Attomey-General v. Bank of Charlotte, 4 Jones Eq. 287; State V. Hevward, 
3 Pich, 389; Young v. Harrison, 6 Ga 130: State v. Tomheckhee Bank, 2* Sterr 
(Ada) 30; Commercial Bank v. State. 6 Sm. Mar. 599; New Orleana, R, R. v. 
IlarriR, 27 Miss 517; May«rille Tiirnpike Co. v. Horr. 14 B. Mon 426; Louisrille 
V. University, 15 B. Mon. 642; Edwards v. Yagers, 19 Yad 407; Bruce v. Schuy- 
1er, 4 Gilin 221; Bruffett v. Railroad, 25 111 353; Miner's Bank v. V. S., 1 
Greene (.lowa) 5.í3; Germán v. Bailroad, 26 Mo 441; Michigan State Bank 
V. Hastings, 1 Duglas 225; People v. Yackson Plank Road. 9 Mich 2851. 
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de las autoridades que hayan hecho coneesiones 6 
constituido cualquier privilegio en favor de deter- 
minadas sociedades anónimas, para fiscalizar a éstas, 
sino que limita esas facultades de fis(*alización en 
una forma taxativa, no sólo determinando los objetos 
que aquélla ha de tener, sino también en la forma 
en que ella ha de ejercerse por los funcionarios pú- 
l)licos que la practiquen. 

La manera como el Art. 342 reglamenta la inter- 
vención de las autoridades en la marcha de las socie- 
dades anónimas, en cuyo favor aquéllas hayan cons- 
tituido ú otorgado alguna concesión, es un ataque á 
las autonomías provinciales, puesto que las legisla- 
turas pueden establecer en sus leyes las intervencio- 
nes en esas sociedades, en la forma y con la extensión 
que en (»ada caso juzgue conveniente. 

Hay algo más: la fiscalización autorizada por el 
Art. 342 debe hacerse ** por agentes de las autoridades 
]*espe(^tivas, remunerados por las sociedades"; de ma- 
nera que, si un gobierno de provincia dispusiese ha- 
cer la fiscalización en una forma distinta de la deter- 
minada por la disposición de que me ocupo, los inte- 
resados podrían oponerle el texto de ese artículo 342 
para rechazar la intervención ordenada. 

Finalmente: disposiciones semejantes á las que 
contiene este artículo, pueden ó no figurar en las le- 
yes ó decretos locales, provinciales, en que se acuer- 
den concesiones ó se otorguen privilegios á compa- 
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nías anónimas determinadas; pero no deben figurar 
en un Código de Comercio que, por excepción, ha i)o- 
dido dictar el Congreso, tratándose de una Repúblicía 
donde sólo las Provincias pueden dictar las leyes de 
forma. 

Y esas inspecciones á las sociedades anónimas per- 
tenecen más al régimen del derecho adjetivo que á 
las disposiciones de las leyes sustantivas. 

§3 

EL RETIRO DE LA PERSONERÍA JURIDIC'A 

La palie final del Art. 370 del Código de Comercio, 
di(^e que las sociedades anónimas pueden disolverse 
*'por la demostración de que la compañía no puede 
llenar el fin para que fué creada. Esto último re- 
sultará. . . de la declaración que haga el Poder Eje- 
cutivo al retirar la autorización á que se refiere el 
artículo 318 '^ 

He estudiado en el capítulo referente á la Legis- ^ 

lación Argentina sobre sociedades anónimas, el iini(!o j 

alcance que yo atribuyo á esta disposición, armoni- í 

zándola con la que figura en el inciso 1.° del artícu- 
lo 48 del Código Civil. 

No necesito ahora repetir toda la argumentación . 

que he hecho á este respecto, debiendo limitarme tan \ 

sólo á presentar los motivos que me inducen á acón- i 

sejar la reforma del Código de Comercio en esta 
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parte, siipriniiendo la frase que se refíere al retiro 
de la personería jurídica, hecha por declaración del 
Poder Ejecutivo, cuando se demuestre que *4a com- 
pañía no puede llenar el fin para que fué creada". 

Es lógico que, suprimida la autorización que exige 
el artículo 318, desapare(íería toda intervención del 
Poder Ejecutivo en el retiro de la personería jurí- 
dica de las sociedades anónimas; pero es el caso, como 
ya lo hemos dicho, que aun en los pocos países donde 
se conserva la exigencia de la previa autorización 
gubernativa para la constitución de las sociedades 
IJor acciones, de responsabilidad limitada, la atribu- 
ción de declararlas disueltas les ha sido quitada á 
los gobiernos. 

Los fundamentos principales de esta medida se 
han tomado de los desastres producidos en la ma- 
yoría de los casos en que, por excepción, algún go- 
bierno ha declarado disuelta una sociedad autorizada, 
(jue hubiera estado funcionando durante algunos 
anos. 

Esos desastres se explican fácilmente. 

Una sociedad anónima, cualesquiera que sean los 
objetos con que se haya constituido, después de ha- 
cer operaciones durante algunos años, crea vincu- 
laciones de múltiples especies que afectan, no sólo á 
nuKíhos individuos, sino también á otras compañías 
enlazadas con ella por razón de sus negocios. 

Todos los tratadistas y las comisiones de juris- 



EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 293 

(*oiisiiltos que han estudiado en Europa y en los Es- 
tados Unidos, los inconvenientes y las ventajas que 
tenía la intervención del gobierno en la existencia, 
la marcha y la disolución de las sociedades anónimas 
y otras, como las de seguros sobre la vida, las mutuas 
y las de pensiones vitalicias, han reconocido que son 
infinitamente mayores los inconvenientes (lue las 
ventajas de aquella intervención, llegándose en el 
Congreso de París de 1898 hasta á declarar que, aun 
temiéndose los abusos posibles de las sociedades anó- 
nimas, aquellos eran menos peligrosos que la acción 
directa de los gobiernos para disolver sociedades anó- 
nimas en pleno funcionamiento. 

Basta darse cuenta de que hay muchas sociedades 
(jue cuentan por centenares y por millares el número 
de sus asoíáados, asociados que se encuentran satis- 
fechos con pei-tenecer á la sociedad, aun cuando sos- 
pechen que su administraídón no sea completamente 
rorrecta. Esta situación de ánimo se explica, tanto 
l)or([ue las utilidades que esas sociedades producen 
(»xceden las esperanzas del accionista, á pesar de los 
fraudes que puedan cometerse, cuanto porque siendo 
á largos plazos los contratos que los socios cele])ran 
con las compañías — como sucede con las de seguros, 
las mutuas y las de pensiones — no se preocui)an de 
los inconvenientes transitorios que puedan ¡presentar 
los Directorios y Administraciones actuales, tenien- 
do confianza en que, en el lejano día del vencimiento 
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de sus í*oiitratos, las Compañías estarán en eondieio- 
lies de eumplir sus (-ompromisos. 

La mejor demostración que puedo ofrecer ccm 
respecto á lo que expongo, es el recuerdo de las agi- 
taciones producidas últimamente en Nueva York 
con motivo de algunas sociedades de seguros sobre 
la vida y en París á propósito de la intervención de 
los tribunales en algunas sociedades de crédito, mu- 
tuas y de i^ensiones, cuyo funcionamiento fué de- 
nunciado como iiTegular. 

En una y en otra circunstancias, fueron los sus- 
critores y los a(*cioiiistas los que más empeño pu- 
sieron en impedir la liquidacáón de esas sociedades, 
no poríjue descíonocieran la existencia de las irre- 
gidaridades denun(*iadas, sino j)orque comprendie- 
ron (pie, una liquidación forzosa é inmediata, in'o- 
duciría el desastre y la ruina, perdiendo los accio- 
nistas y suscriptores el importe total de los apor- 
tes que hubieran liecího. Y al fin triunfaron. 

Y ef ecítivamente : sería muy difícil encontrar una 
regla científica y equitativa que precisase la ma- 
iwnx como lian de hacerse las liquidaciones de so- 
ciedades que, como las de seguros sol)re la vida 
norteamericana tienen su asiento en Nueva York, 
ú otra ciudad de los Estados Unidos, pero cuentan 
con sucursales en todo el mundo, estando sus capi- 
tales rei)resentados por decenas de millones de pe- 
sos fuertes y sus suscriptores por centenares de 



EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 295 

millares de hombres y mujeres de todas las edades, 
de todas las profesiones y de todos los países. 

Y, descendiendo la escala, esa misma difi(*nltad 
se presenta en las sociedades de socorros mutuos, 
en las de pensiones vitalicias, y en todas las socie- 
dades anónimas, cualquiera que sea la extensión de 
sus negocios y el número de sus suscriptores y 
accionistas. 

La tutela del Estado, conservada cariñosamente 
por el derecho romano, que se empeñó en acompañar 
al hombre como su guardián en todos los acatos de 
la vida, amparando á los menores con los beneficios 
de la ''restitución in integrum" y de las ''lesiones 
enormes y enormísimas", — ese derecho que conser- 
vó nuestro codificador, bajo la influencia de Savigny, 
al legislar sobre las "personas jurídicas", — va des- 
apareciendo de todas las legislaciones modernas, 
donde ya no se persigue al pródigo, ni se limita la 
tasa del interés, ni se legisla sobre la administración 
y el gobierno del patrimonio propio de cada uno. 

Hoy cada uno tiene el derecho y el deber de cui- 
dar lo que le pertenece, sin í*ontar para nada con la 
v%ilaní*ia del Clobierno, que harto trabajo tiení* 
con la política y la administración. 

Si sus negocios son malos, si se suscribe á accio- 
nes ó á primas de compañías peligrosas, él sólo ten- 
drá de ello la culpa. 
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Pero, si esas mismas eompafiías ó asoeiaeiones, ^ 

eoineten fraudes ó amenazan, con la eondiuíta de sus 
administradores, los capitales de sus asociados, — 
(»nt(m(-es las leves ofrecen a los accionistas, á los 
suscritores y á los terceros interesados, el amplio y 
s(»guro camino de los tribunales de justicia, más 
eficaz y respetable que los Go))iernos, sobre los que 
suelen (gercer presión los poderosos, las pasiones po- 
líticas y los intereses de los partidos. 

Basta leer lo que Cooley dice respecto á la in- 
fluencia eíi(*az de las sociedades de seguros sobre las 
decisiones electorales; y, sin embargo, el autor rejun- 
tado de las Constitucional limitations, reconoce (pie 
los (lobiernos no deben cohibir, en su exi)ansi6n, 
esas mismas asociaciones que actúan en política. 

Entre nosotros sucede todo lo contrario. 

La cláusula transcrita del Art. 370 del Código 
de Comercio, se lia interpretado como una ami)lia 
facultad acordada al Poder Ejecutivo para retirar 
la personería jurídica por cualesquiera causas, casi 
siempVe distintas de la única que legisla ese ar- 
tículo, é invocando sólo las atribuciones que se al)ro- 
gó el mismo Poder Ejecutivo por el de(*reto de 30 
de Abril de 1897. 

Se ha llevado el error en estos asuntos hasta el 
(^xtremo de considerarse el Gobierno con poderes 
para im])oner á las asambleas de accionistas la re- 
forma de los Estatutos de sus sociedades, cuando 



EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 297 

no se ha decretado la disolución ó se ha amenazado 
con ella, fundada la resolución gubernativa en actos 
irregulares de los administradores de la sociedad; 
sin darse cuenta de que, muchas veces, esos mismos 
administradores pueden tener en la disolución un 
refugio para salvar su responsabilidad ante los ac- 
cionistas. 

Desde el momento en que se reconoce que las so- 
ciedades anónimas que no explotan concesiones ni 
privilegios acordados por los gobiernos, son com- 
pañías particulares, que están regidas por el dere- 
cho privado, y sujetas á las responsabilidades que 
las leyes imponen á administradores y á accionistas 
para ante la justicia, no debe mantenerse en ma- 
nos del Poder Ejecutivo esta arma '* siempre te- 
mible", como la llamaba Troplong, del retiro de la 
personería jurídica. 

Son estos los principales fundamentos que me lle- 
van á sostener la necesidad de la reforma del ar- 
tículo 370 del Código de Comercio actual. 

Otras razones, acaso tan poderosas como las ex- 
puestas, podría aducir, pero las que se han leído 
bastan para justificar los propósitos de este libro. 
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III 

CONCLUSIÓN 

Por mucha que sea la extensión de este trabajo, 
los lectores ilustrados en materia de derecho podrían 
hacerme el reproche de no haberme referido á otros 
puntos en que es indispensable introducir reformas, 
tanto en el Código Civil como en el Código de Co- 
mercio. 

Mi defensa está en los propósitos con que he escrito 
este libro: me he propuesto demostrar que, para el 
desarrollo necesario de las sociedades anónimas en la 
República Argentina, es indispensable emanciparlas 
de toda intervención por parte de los gobiernos. 

Toda otra reforma en nuestras leyes de fondo que 
no se dirija á ese objeto, es ajena á la materia de 
este estudio. 

No concluiré, sin embargo, sin manifestar mi con- 
vicción de que habría verdadera conveniencia de que, 
en el futuro Código de Comercio Argentino, se intro- 
dujeran las modificaciones que hoy contiene el Código 
de Comercio Español, el más completo y más adelan- 
tado del mundo, porque en él se han preocupado los 
legisladores de estatuir reglas precisas y peculiares 
á toda clase de asociaciones por acciones, por primas 
fijas, por suscripciones periódicas, revistan ellas ó no 
el carácter de sociedades anónimas, y ya sean sus 
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socios mutuarios, meros suscriptores con lejanos de- 
rechos en expectativa, ó fundadores de bancos y cons- 
tructores de grandes obras públicas, como los ferro- 
carriles y canales, cuyas compañías tienen en aquel 
Código su legislación propia. 

Viajando la Europa he podido adquirir una convic- 
ción íntima: la política es lo que menos preocupa á 
los pensadores y hombres de estado. Todos los es- 
fuerzos actuales de los jefes de Estado en Alemania, 
en Fi'ancia, en Inglaterra, en Italia y en las demás 
potencias europeas, así como en el mismo Japón del 
lejano Oriente y, sobre todo, en los Estados Unidos 
del Norte, es á dominar el mundo, no por la fuerza de 
sus armas, sino por la producción de sus industrias, 
la exportación de sus productos y la colocación ven- 
tajosa de sus capitales. 

Los ejércitos de esa lucha gigantesca están forma- 
dos por las sociedades anónimas; por las sociedades 
anónimas, en que las grandes masas de dinero que 
ponen en movimiento, representan los ahorros de los 
grandes y de los pequeños, que forman la universali- 
dad del pueblo. 

Que tengan esto presente los gobernantes argenti- 
nos, son los votos que formulo al terminar esta obra! 
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